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§ 1

Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
12 de febrero de 2021 por el que se establece el Mecanismo de 

Recuperación y Resiliencia

Unión Europea
«DOUE» núm. 57, de 18 de febrero de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: DOUE-L-2021-89170

CAPÍTULO I
Disposiciones generales y financiación

Artículo 1.  Objeto.
El presente Reglamento establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (en lo 

sucesivo, «Mecanismo»).
Establece asimismo los objetivos del Mecanismo, su financiación, las modalidades de la 

financiación de la Unión en el marco del Mecanismo y las normas para la concesión de dicha 
financiación.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos del presente Reglamento, se entenderá por:
1) «fondos de la Unión»: los fondos objeto de un reglamento del Parlamento Europeo y 

del Consejo por el que se establezcan las disposiciones comunes relativas al Fondo Europeo 
de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo Plus, al Fondo de Cohesión, al Fondo de 
Transición Justa y al Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura, así como las 
normas financieras para dichos Fondos y para el Fondo de Asilo, Migración e Integración, el 
Fondo de Seguridad Interior y el Instrumento de Gestión de las Fronteras y Visados (en lo 
sucesivo, «Reglamento sobre disposiciones comunes 2021-2027»);

2) «contribución financiera»: la ayuda financiera no reembolsable disponible con arreglo 
al Mecanismo para su asignación o que ha sido asignada a un Estado miembro;

3) «Semestre Europeo»: el proceso establecido en el artículo 2-bis del Reglamento (CE) 
n.o 1466/97 del Consejo (1);

4) «hitos y objetivos»: las medidas de progresión hacia la consecución de una reforma o 
una inversión, considerándose que los hitos constituyen logros cualitativos y los objetivos 
constituyen logros cuantitativos;

5) «resiliencia»: la capacidad de hacer frente a perturbaciones económicas, sociales y 
medioambientales o a cambios estructurales persistentes de una manera justa, sostenible e 
inclusiva; y
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6) «no causar un perjuicio significativo»: no apoyar o llevar a cabo actividades 
económicas que causen un perjuicio significativo a alguno de los objetivos 
medioambientales, en su caso, en el sentido en del artículo 17 del Reglamento (UE) 
2020/852.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
El ámbito de aplicación del Mecanismo incluirá ámbitos de actuación de importancia 

europea estructurados en seis pilares, a saber:
a) transición ecológica;
b) transformación digital;
c) crecimiento inteligente, sostenible e integrador, que incluya la cohesión económica, el 

empleo, la productividad, la competitividad, la investigación, el desarrollo y la innovación, y 
un mercado interior que funcione correctamente con pymes sólidas;

d) cohesión social y territorial;
e) salud y resiliencia económica, social e institucional, con objeto, entre otros, de 

aumentar la preparación y capacidad de reacción ante las crisis; y
f) políticas para la próxima generación, la infancia y la juventud, tales como la educación 

y el desarrollo de capacidades.

Artículo 4.  Objetivo general y objetivos específicos.
1. En consonancia con los seis pilares a que se hace referencia en el artículo 3 del 

presente Reglamento, la coherencia y las sinergias que generan, y en el contexto de la crisis 
de la COVID-19, el objetivo general del Mecanismo será fomentar la cohesión económica, 
social y territorial de la Unión mejorando la resiliencia, la preparación frente a las crisis, la 
capacidad de ajuste y el potencial de crecimiento de los Estados miembros, mitigando el 
impacto social y económico de dicha crisis, en particular en las mujeres, contribuyendo a la 
aplicación del pilar europeo de derechos sociales, apoyando la transición ecológica, 
contribuyendo a la consecución de los objetivos climáticos de la Unión para 2030 
establecidos en el artículo 2, punto 11, del Reglamento (UE) 2018/1999 y cumpliendo el 
objetivo de neutralidad climática de la UE para 2050 y de transición digital, contribuyendo así 
al proceso de convergencia económica y social al alza, a la restauración y a la promoción del 
crecimiento sostenible y la integración de las economías de la Unión, fomentando la creación 
de empleo de calidad, y contribuyendo a la autonomía estratégica de la Unión junto con una 
economía abierta y generando valor añadido europeo.

2. Para lograr ese objetivo general, el objetivo específico del Mecanismo será 
proporcionar a los Estados miembros ayuda financiera para que alcancen los hitos y 
objetivos de las reformas e inversiones establecidos en sus planes de recuperación y 
resiliencia. Se perseguirá ese objetivo específico en estrecha y transparente cooperación 
con los Estados miembros en cuestión.

Artículo 5.  Principios horizontales.
1. La ayuda del Mecanismo no sustituirá, excepto en casos debidamente justificados, a 

los gastos presupuestarios nacionales ordinarios y respetará el principio de adicionalidad de 
la financiación de la Unión a que se hace referencia en el artículo 9.

2. El Mecanismo solo apoyará aquellas medidas que respeten el principio de «no causar 
un perjuicio significativo».

Artículo 6.  Recursos del Instrumento de Recuperación de la Unión Europea.
1. Las medidas contempladas en el artículo 1 del Reglamento (UE) 2020/2094 se 

aplicarán en el marco del Mecanismo:
a) mediante un importe de hasta un máximo de 312 500 000 000 EUR tal y como se 

contempla en el artículo 2, apartado 2, letra a), inciso ii), del Reglamento (UE) 2020/2094 en 
precios de 2018, disponible para ayudas financieras no reembolsables, a reserva de lo 
dispuesto en el artículo 3, apartados 4 y 7, del Reglamento (UE) 2020/2094.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 1  Reglamento (UE) por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia

– 2 –



Según dispone el artículo 3, apartado 1, del Reglamento (UE) 2020/2094, dichos 
importes se considerarán ingresos afectados externos a los efectos del artículo 21, apartado 
5, del Reglamento Financiero;

b) mediante un importe de hasta un máximo de 360 000 000 000 EUR tal y como se 
contempla en el artículo 2, apartado 2, letra b), del Reglamento (UE) 2020/2094 en precios 
de 2018, disponible para ayudas en forma de préstamo a los Estados miembros en virtud de 
lo dispuesto en los artículos 14 y 15 del presente Reglamento, a reserva de lo dispuesto en 
el artículo 3, apartado 5, del Reglamento (UE) 2020/2094.

2. Los importes contemplados en el apartado 1, letra a), podrán cubrir también los gastos 
correspondientes a actividades de preparación, seguimiento, control, auditoría y evaluación 
que se requieran para la gestión del Mecanismo y la consecución de sus objetivos, en 
particular estudios, reuniones de expertos, consultas de partes interesadas, acciones de 
información y comunicación, incluidas las acciones de divulgación inclusivas, y la 
comunicación institucional de las prioridades políticas de la Unión en la medida en que estén 
relacionadas con los objetivos del presente Reglamento, gastos relacionados con las redes 
informáticas centradas en el tratamiento e intercambio de información, herramientas internas 
de tecnologías de la información y todos los demás gastos de asistencia técnica y 
administrativa en que haya incurrido la Comisión para la gestión del Mecanismo. Los gastos 
también podrán cubrir los costes de apoyo a otras actividades, por ejemplo, el control de 
calidad y el seguimiento de los proyectos sobre el terreno, así como los costes de 
asesoramiento inter pares y de expertos para la evaluación y ejecución de reformas e 
inversiones.

Artículo 7.  Recursos procedentes de programas de gestión compartida y utilización de 
recursos.

1. Los recursos asignados a Estados miembros en régimen de gestión compartida 
podrán, a petición del Estado miembro de que se trate, ser transferidos al Mecanismo en las 
condiciones establecidas en las disposiciones correspondientes del Reglamento sobre 
disposiciones comunes 2021-2027. La Comisión ejecutará esos recursos directamente de 
conformidad con el artículo 62, apartado 1, párrafo primero, letra a), del Reglamento 
Financiero. Dichos recursos se utilizarán exclusivamente en beneficio del Estado miembro 
de que se trate.

2. Los Estados miembros podrán proponer que se incluyan en su plan de recuperación y 
resiliencia, como costes estimados, los pagos por apoyo técnico adicional de conformidad 
con el artículo 7 del Reglamento (UE) 2021/240 y el importe de la contribución en efectivo a 
efectos del compartimento de los Estados miembros de conformidad con las disposiciones 
correspondientes del Reglamento InvestEU. Dichos costes no superarán el 4 % de la 
dotación financiera total del plan de recuperación y resiliencia, y las medidas pertinentes, 
según lo establecido en el plan de recuperación y resiliencia, cumplirán los requisitos del 
presente Reglamento.

Artículo 8.  Ejecución.
La Comisión ejecutará el Mecanismo en régimen de gestión directa de conformidad con 

las normas pertinentes adoptadas en virtud del artículo 322 del TFUE, en particular el 
Reglamento Financiero y el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y 
del Consejo (2).

Artículo 9.  Adicionalidad y financiación complementaria.
La ayuda concedida en el marco del Mecanismo se sumará a la proporcionada con 

arreglo a otros programas e instrumentos de la Unión. Las reformas y los proyectos de 
inversión podrán recibir ayuda de otros programas e instrumentos de la Unión siempre que 
dicha ayuda no cubra el mismo coste.
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Artículo 10.  Medidas de vinculación del Mecanismo a una buena gobernanza económica.
1. La Comisión presentará una propuesta al Consejo para suspender la totalidad o parte 

de los compromisos o pagos cuando el Consejo decida, de conformidad con el artículo 126, 
apartados 8 u 11, del TFUE, que un Estado miembro no ha tomado medidas efectivas para 
corregir su déficit excesivo, a menos que haya determinado la existencia de una recesión 
económica grave en el conjunto de la Unión en el sentido del artículo 3, apartado 5, y el 
artículo 5, apartado 2, del Reglamento (CE) n.o 1467/97 del Consejo (3).

2. La Comisión podrá proponer al Consejo la suspensión total o parcial de los 
compromisos o los pagos en relación con cualquiera de los supuestos siguientes:

a) cuando el Consejo adopte dos recomendaciones sucesivas en el marco del mismo 
procedimiento de desequilibrio excesivo de conformidad con el artículo 8, apartado 3, del 
Reglamento (UE) n.º 1176/2011, basándose en que el Estado miembro ha presentado un 
plan de acción correctora insuficiente;

b) cuando el Consejo adopte dos decisiones sucesivas en el marco del mismo 
procedimiento de desequilibrio excesivo de conformidad con el artículo 10, apartado 4, del 
Reglamento (UE) n.º 1176/2011, en las que constate el incumplimiento del Estado miembro 
basándose en que este no ha tomado las medidas correctoras recomendadas;

c) cuando la Comisión llegue a la conclusión de que el Estado miembro no ha tomado 
medidas con arreglo al Reglamento (CE) n.º 332/2002 y, en consecuencia, decida no 
autorizar el desembolso de la asistencia financiera concedida a ese Estado miembro;

d) cuando el Consejo decida que un Estado miembro no cumple el programa de ajuste 
macroeconómico a que se refiere el artículo 7 del Reglamento (UE) n.º 472/2013, o las 
medidas exigidas en una decisión del Consejo adoptada de conformidad con el artículo 136, 
apartado 1, del TFUE.

Se dará prioridad a la suspensión de los compromisos; los pagos solo se suspenderán 
cuando se precise actuar de forma inmediata en caso de un incumplimiento significativo.

La decisión de suspender los pagos se aplicará a las solicitudes de pago presentadas 
tras la fecha de la decisión de suspensión.

3. La propuesta de la Comisión relativa a la decisión de suspensión de los compromisos 
se considerará adoptada por el Consejo a menos que este decida, mediante un acto de 
ejecución, rechazar dicha propuesta por mayoría cualificada en el plazo de un mes a partir 
de la presentación de la propuesta de la Comisión.

La suspensión de los compromisos se aplicará a los compromisos a partir del 1 de enero 
del año siguiente a la adopción de la decisión de suspensión.

El Consejo adoptará una decisión, mediante un acto de ejecución, sobre la base de la 
propuesta de la Comisión a que se refieren los apartados 1 y 2 en relación con la suspensión 
de los pagos.

4. El ámbito de aplicación y el nivel de la suspensión de los compromisos o pagos que 
deba imponerse serán proporcionados, respetarán el principio de igualdad de trato entre 
Estados miembros y tendrán en cuenta las circunstancias económicas y sociales del Estado 
miembro de que se trate, en particular el nivel de desempleo y el nivel de pobreza o 
exclusión social en dicho Estado miembro en comparación con la media de la Unión, así 
como el efecto de la suspensión en la economía del Estado miembro en cuestión.

5. La suspensión de los compromisos estará limitada a un máximo del 25 % de los 
compromisos o del 0,25 % del PIB nominal, si esta última cifra resulta inferior, en cualquiera 
de los casos siguientes:

a) en el primer caso de incumplimiento del procedimiento de déficit excesivo mencionado 
en el apartado 1;

b) en el primer caso de incumplimiento de un plan de acción correctora en el marco del 
procedimiento de desequilibrio excesivo mencionado en el apartado 2, letra a);

c) en caso de incumplimiento de la acción correctora recomendada con arreglo al 
procedimiento de desequilibrio excesivo mencionado en el apartado 2, letra b);

d) en el primer caso de los incumplimientos mencionados en el apartado 2, letras c) y d).
En caso de incumplimiento persistente, la suspensión de los compromisos podrá superar 

los porcentajes máximos establecidos en el párrafo primero.
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6. El Consejo levantará la suspensión de los compromisos a propuesta de la Comisión, 
de conformidad con el procedimiento establecido en el presente artículo, apartado 3, párrafo 
primero, en los casos siguientes:

a) cuando el procedimiento de déficit excesivo sea objeto de suspensión de conformidad 
con el artículo 9 del Reglamento (CE) n.º 1467/97 o el Consejo haya decidido, de 
conformidad con el artículo 126, apartado 12, del TFUE, derogar la decisión sobre la 
existencia de un déficit excesivo;

b) cuando el Consejo haya aprobado el plan de acción correctora presentado por el 
Estado miembro de que se trate de conformidad con el artículo 8, apartado 2, del 
Reglamento (UE) n.º 1176/2011, o el procedimiento de desequilibrio excesivo sea objeto de 
suspensión de conformidad con el artículo 10, apartado 5, de dicho Reglamento, o el 
Consejo haya puesto término al procedimiento de desequilibrio excesivo de conformidad con 
el artículo 11 de dicho Reglamento;

c) cuando la Comisión haya llegado a la conclusión de que el Estado miembro ha 
tomado las medidas apropiadas contempladas en el Reglamento (CE) n.º 332/2002;

d) cuando la Comisión haya llegado a la conclusión de que el Estado miembro de que se 
trate ha tomado las medidas apropiadas para aplicar el programa de ajuste macroeconómico 
a que se refiere el artículo 7 del Reglamento (UE) n.º 472/2013 o las medidas exigidas en 
una decisión del Consejo adoptada de conformidad con el artículo 136, apartado 1, del 
TFUE.

Una vez que el Consejo haya levantado la suspensión de los compromisos, la Comisión 
podrá contraer de nuevo los compromisos previamente suspendidos, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 3, apartados 4, 7 y 9, del Reglamento (UE) 2020/2094.

La decisión de levantar la suspensión de los pagos será tomada por el Consejo a 
propuesta de la Comisión de conformidad con el procedimiento establecido en el apartado 3, 
párrafo tercero, cuando se cumplan las condiciones aplicables establecidas en el párrafo 
primero del presente apartado.

7. La Comisión mantendrá informado al Parlamento Europeo de la aplicación del 
presente artículo. En particular, cuando la Comisión presente una propuesta en virtud del 
apartado 1 o 2, lo comunicará inmediatamente al Parlamento Europeo y le facilitará 
información detallada acerca de los compromisos y pagos que podrían ser objeto de 
suspensión.

La comisión competente del Parlamento Europeo podrá invitar a la Comisión a un 
intercambio de puntos de vista sobre la aplicación del presente artículo en el contexto de un 
diálogo estructurado para permitir al Parlamento Europeo expresar sus opiniones. La 
Comisión tendrá debidamente en cuenta las opiniones expresadas por el Parlamento 
Europeo.

La Comisión transmitirá la propuesta de suspensión o la propuesta de levantamiento de 
dicha suspensión al Parlamento Europeo y al Consejo sin demora después de su adopción. 
El Parlamento Europeo podrá pedir a la Comisión que explique las razones de su propuesta.

8. A más tardar el 31 de diciembre de 2024, la Comisión llevará a cabo un examen de la 
aplicación del presente artículo. A tal efecto, la Comisión elaborará un informe, que 
transmitirá al Parlamento Europeo y al Consejo, acompañado, en caso necesario, de una 
propuesta legislativa.

9. Cuando haya grandes cambios en la situación económica y social de la Unión, la 
Comisión podrá presentar una propuesta para revisar la aplicación del presente artículo, o el 
Parlamento Europeo o el Consejo, actuando de conformidad con los artículos 225 o 241 del 
TFUE, respectivamente, podrán solicitar a la Comisión que presente tal propuesta.

CAPÍTULO II
Contribución financiera, proceso de asignación, préstamos y revisión

Artículo 11.  Contribución financiera máxima.
1. Se calculará la contribución financiera máxima para cada Estado miembro como 

sigue:
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a) Para el 70 % del importe contemplado en el artículo 6, apartado 1, letra a), convertido 
en precios corrientes, en función de la población, la inversa del PIB per cápita y la tasa de 
desempleo relativa de cada Estado miembro, según figura en la metodología indicada en el 
anexo II;

b) Para el 30 % del importe contemplado en el artículo 6, apartado 1, letra a), convertido 
en precios corrientes, en función de la población, la inversa del PIB per cápita y, en igual 
proporción, el cambio del PIB real en 2020 y el cambio acumulado del PIB real durante el 
período 2020-2021, según figura en la metodología indicada en el anexo III. El cambio del 
PIB real en 2020 y el cambio acumulado del PIB real durante el período 2020-2021 se 
basarán en las previsiones de otoño de 2020 de la Comisión.

2. El cálculo de la contribución financiera máxima con arreglo al apartado 1, letra b), se 
actualizará para cada Estado miembro a más tardar el 30 de junio de 2022 mediante la 
sustitución de los datos de las previsiones de otoño de 2020 de la Comisión por los 
resultados reales en relación con el cambio del PIB real de 2020 y el cambio acumulado en 
el PIB real del período 2020-2021.

Artículo 12.  Asignación de la contribución financiera.
1. Cada Estado miembro podrá presentar una solicitud hasta llegar a su contribución 

financiera máxima contemplada en el artículo 11, para ejecutar su plan de recuperación y 
resiliencia.

2. Hasta el 31 de diciembre de 2022, la Comisión pondrá a disposición para su 
asignación el 70 % del importe contemplado en el artículo 6, apartado 1, letra a), convertido 
en precios corrientes.

3. A partir del 1 de enero de 2023, hasta el 31 de diciembre de 2023, la Comisión pondrá 
a disposición para su asignación el 30 % del importe contemplado en el artículo 6, apartado 
1, letra a), convertido en precios corrientes.

4. Las asignaciones indicadas en los apartados 2 y 3 se entenderán sin perjuicio del 
artículo 6, apartado 2.

Artículo 13.  Prefinanciación.
1. A reserva de la adopción a más tardar el 31 de diciembre de 2021 por parte del 

Consejo de la decisión de ejecución mencionada en el artículo 20, apartado 1, y cuando así 
lo solicite un Estado miembro, junto con la presentación de su plan de recuperación y 
resiliencia, la Comisión realizará un pago de prefinanciación por un importe de hasta el 13 % 
de la contribución financiera y, cuando proceda, de hasta el 13 % del préstamo, según 
dispone el artículo 20, apartados 2 y 3. Como excepción a lo dispuesto en el artículo 116, 
apartado 1, del Reglamento Financiero, la Comisión realizará el pago correspondiente, en la 
medida de lo posible, en un plazo de dos meses desde la adopción por parte de la Comisión 
del compromiso jurídico a que hace referencia el artículo 23.

2. En los casos de prefinanciación con arreglo al apartado 1 del presente artículo, las 
contribuciones financieras y, cuando proceda, el préstamo que debe abonarse según figura 
en el artículo 20, apartado 5, letras a) o h), respectivamente, se ajustará de manera 
proporcional.

3. Si el importe de la prefinanciación de la contribución financiera con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado 1 del presente artículo supera el 13 % de la contribución financiera 
máxima calculada de conformidad con el artículo 11, apartado 2, a más tardar el 30 de junio 
de 2022, el siguiente pago autorizado de conformidad con el artículo 24, apartado 5, y, en 
caso necesario, los siguientes pagos se reducirán hasta que se compense el importe 
excedentario. Si los pagos restantes fueran insuficientes, se devolverá el importe 
excedentario.

Artículo 14.  Préstamos.
1. Hasta el 31 de diciembre de 2023, la Comisión podrá conceder al Estado miembro que 

lo solicite un préstamo para la ejecución de sus planes de recuperación y resiliencia.
2. Los Estados miembros podrán solicitar ayudas en forma de préstamo cuando 

presenten los planes de recuperación y resiliencia contemplados en el artículo 18 o en 
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cualquier otro momento hasta el 31 de agosto de 2023. En este último caso, la solicitud irá 
acompañada de un plan de recuperación y resiliencia revisado que incluya hitos y objetivos 
adicionales.

3. En las solicitudes de ayudas en forma de préstamo de los Estados miembros se 
deberán especificar los siguientes puntos:

a) los motivos para las ayudas en forma de préstamo, justificadas por necesidades 
financieras más elevadas relacionadas con reformas e inversiones adicionales;

b) las reformas e inversiones adicionales de conformidad con el artículo 18;
c) el coste más elevado del plan de recuperación y resiliencia de que se trate en 

comparación con el importe de las contribuciones financieras asignadas al plan de 
recuperación y resiliencia en virtud del artículo 20, apartado 4, letras a) o b), 
respectivamente.

4. Las ayudas en forma de préstamo al plan de recuperación y resiliencia del Estado 
miembro de que se trate no serán superiores a la diferencia entre el coste total del plan de 
recuperación y resiliencia, revisado si procede, y la contribución financiera máxima 
contemplada en el artículo 11.

5. El importe máximo de la ayuda en forma de préstamo para cada Estado miembro no 
excederá del 6,8 % de su RNB en 2019 en precios corrientes.

6. Como excepción a lo dispuesto en el apartado 5 y siempre que haya recursos 
disponibles, en circunstancias excepcionales se podrá aumentar el importe de las ayudas en 
forma de préstamo.

7. Las ayudas en forma de préstamo se abonarán en tramos supeditados al 
cumplimiento de hitos y objetivos en consonancia con el artículo 20, apartado 5, letra h).

8. La Comisión evaluará las solicitudes de ayudas en forma de préstamo de conformidad 
con el artículo 19. El Consejo tomará una decisión de ejecución, a propuesta de la Comisión, 
de conformidad con el artículo 20, apartado 1. Cuando proceda, se modificará el plan de 
recuperación y resiliencia en consecuencia.

Artículo 15.  Acuerdo de préstamo.
1. Antes de celebrar un acuerdo de préstamo con el Estado miembro de que se trate, la 

Comisión evaluará:
a) si se considera que la justificación para solicitar la ayuda en forma de préstamo y su 

importe son razonables y verosímiles en relación con las reformas e inversiones adicionales; 
y

b) si las reformas e inversiones adicionales cumplen los criterios establecidos en el 
artículo 19, apartado 3.

2. Si la Comisión considera que la solicitud de ayuda en forma de préstamo cumple los 
criterios del apartado 1 y una vez adoptada la decisión de ejecución del Consejo 
contemplada en el artículo 20, apartado 1, la Comisión celebrará un acuerdo de préstamo 
con el Estado miembro de que se trate. El acuerdo de préstamo deberá contener, además de 
los elementos establecidos en el artículo 220, apartado 5, del Reglamento Financiero, los 
siguientes:

a) el importe del préstamo en euros, incluido, en su caso, el importe del préstamo 
prefinanciado de conformidad con el artículo 13;

b) el vencimiento medio; en relación con este vencimiento, no se aplicará el artículo 220, 
apartado 2, del Reglamento Financiero;

c) la fórmula de cálculo del coste del préstamo y el período de disponibilidad del 
préstamo;

d) el número máximo de tramos y el calendario de reembolso;
e) los demás elementos necesarios para ejecutar el préstamo en relación con las 

reformas y los proyectos de inversión de que se trate en consonancia con la decisión 
contemplada en el artículo 20, apartado 3.
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3. De conformidad con el artículo 220, apartado 5, letra e), del Reglamento Financiero, 
los gastos derivados del empréstito de fondos para los préstamos contemplados en el 
presente artículo serán soportados por los Estados miembros beneficiarios.

4. La Comisión establecerá las disposiciones necesarias para la administración de las 
operaciones de préstamo relacionadas con los préstamos concedidos con arreglo al 
presente artículo.

5. El Estado miembro beneficiario de un préstamo concedido de conformidad con el 
presente artículo abrirá una cuenta específica para gestionar dicho préstamo. Asimismo, 
transferirá el principal y los intereses devengados por todo préstamo conexo a la cuenta 
indicada por la Comisión en consonancia con las disposiciones adoptadas de conformidad 
con el apartado 4 en el plazo de veinte días hábiles antes de la correspondiente fecha de 
vencimiento.

Artículo 16.  Informe de revisión.
1. A más tardar el 31 de julio de 2022, la Comisión presentará al Parlamento Europeo y 

al Consejo un informe de revisión sobre la aplicación del Mecanismo.
2. En el informe de revisión figurarán los elementos siguientes:
a) una evaluación de la medida en que la ejecución de los planes de recuperación y 

resiliencia se atiene al ámbito y contribuye al objetivo general del presente Reglamento en 
consonancia con los seis pilares mencionados en el artículo 3, incluida la manera en que los 
planes de recuperación y resiliencia abordan las desigualdades entre mujeres y hombres;

b) una evaluación cuantitativa de la contribución de los planes de recuperación y 
resiliencia a:

i) el objetivo climático de al menos el 37 %,
ii) el objetivo digital de al menos el 20 %,
iii) cada uno de los seis pilares mencionados en el artículo 3;
c) el estado de ejecución de los planes de recuperación y resiliencia y las observaciones 

y orientaciones dirigidas a los Estados miembros antes de la actualización de sus planes de 
recuperación y resiliencia mencionada en el artículo 18, apartado 2.

3. A efectos del informe de revisión a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, la 
Comisión tendrá en cuenta el cuadro de indicadores a que se refiere el artículo 30, los 
informes de los Estados miembros a que se refiere el artículo 27 y cualquier otra información 
pertinente sobre el cumplimiento de los hitos y objetivos de los planes de recuperación y 
resiliencia disponibles a partir de los procedimientos de pago, suspensión y resolución a que 
se refiere el artículo 24.

4. La comisión competente del Parlamento Europeo podrá invitar a la Comisión a 
presentar las principales conclusiones del informe de revisión en el contexto del diálogo 
sobre recuperación y resiliencia a que se refiere el artículo 26.

CAPÍTULO III
Planes de recuperación y resiliencia

Artículo 17.  Subvencionabilidad.
1. Dentro del ámbito de aplicación establecido en el artículo 3, los Estados miembros 

elaborarán planes de recuperación y resiliencia nacionales para alcanzar los objetivos 
establecidos en el artículo 4. En dichos planes se establecerá el programa de reformas e 
inversiones del Estado miembro de que se trate. Los planes de recuperación y resiliencia 
que pueden optar a la financiación con arreglo al Mecanismo incluirán un conjunto de 
medidas coherente y exhaustivo de medidas de ejecución de las reformas y de inversión 
pública, que podrá incluir también programas públicos destinados a incentivar la inversión 
privada.

2. Las medidas iniciadas a partir del 1 de febrero de 2020 podrán optar a financiación 
siempre y cuando cumplan los requisitos establecidos en el presente Reglamento.
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3. Los planes de recuperación y resiliencia serán coherentes con los retos y prioridades 
específicos de cada país, determinados en el marco del Semestre Europeo, así como con 
los determinados en la recomendación más reciente del Consejo sobre la política económica 
de la zona del euro para los Estados miembros cuya moneda es el euro. Los planes de 
recuperación y resiliencia también serán coherentes con la información que los Estados 
miembros hayan incluido en los programas nacionales de reformas en el marco del 
Semestre Europeo, en sus planes nacionales de energía y clima y en sus versiones 
actualizadas en el marco del Reglamento (UE) 2018/1999, en los planes territoriales de 
transición justa en el marco de un reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el 
que se establezca el Fondo de Transición Justa (en lo sucesivo, «Reglamento del Fondo de 
Transición Justa»), en los planes de aplicación de la Garantía Juvenil y en los acuerdos de 
asociación y los programas operativos en el marco de los fondos de la Unión.

4. Los planes de recuperación y resiliencia respetarán los principios horizontales 
establecidos en el artículo 5.

5. Si un Estado miembro está exento de la supervisión y evaluación en el marco del 
Semestre Europeo sobre la base del artículo 12 del Reglamento (UE) n.º 472/2013 o está 
sometido a vigilancia con arreglo a lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 332/2002, el 
presente Reglamento se aplicará a ese Estado miembro en relación con los retos y 
prioridades determinados en las medidas establecidas en dichos Reglamentos.

Artículo 18.  Plan de recuperación y resiliencia.
1. Si un Estado miembro desea recibir una contribución financiera de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 12, deberá presentar a la Comisión un plan de recuperación y 
resiliencia tal como se define en el artículo 17, apartado 1.

2. Una vez que la Comisión haya puesto a disposición para su asignación el importe 
mencionado en el artículo 12, apartado 3, el Estado miembro podrá actualizar y presentar el 
plan de recuperación y resiliencia a que se refiere el apartado 1 del presente artículo para 
tener en cuenta la contribución financiera máxima actualizada calculada de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 11, apartado 2.

3. El plan de recuperación y resiliencia presentado por el Estado miembro podrá 
presentarse en un único documento integrado junto con el programa nacional de reformas y 
se presentará formalmente, por regla general, a más tardar el 30 de abril. El Estado miembro 
podrá presentar un proyecto de plan de recuperación y resiliencia a partir del 15 de octubre 
del año anterior.

4. El plan de recuperación y resiliencia estará debidamente motivado y justificado. En 
concreto, deberán figurar en él los elementos siguientes:

a) una explicación del modo en que el plan de recuperación y resiliencia, teniendo en 
cuenta las medidas incluidas en él, representa una respuesta integral y adecuadamente 
equilibrada a la situación económica y social del Estado miembro, contribuyendo así de 
manera adecuada a todos los pilares mencionados en el artículo 3, vistos los retos 
específicos del Estado miembro de que se trate;

b) una explicación de cómo el plan de recuperación y resiliencia contribuye a abordar de 
manera efectiva la totalidad o una parte significativa de los retos determinados en las 
correspondientes recomendaciones específicas por país, incluidos sus aspectos 
presupuestarios y, en su caso, las recomendaciones formuladas en virtud del artículo 6 del 
Reglamento (UE) n.º 1176/2011 dirigidas al Estado miembro en cuestión, o los retos 
determinados en otros documentos pertinentes adoptados oficialmente por la Comisión en el 
marco del Semestre Europeo;

c) una explicación detallada de cómo el plan de recuperación y resiliencia reforzará el 
potencial de crecimiento, la creación de empleo y la resiliencia económica, social e 
institucional del Estado miembro en cuestión, en particular a través de la promoción de 
políticas destinadas a la infancia y la juventud, y atenuará las repercusiones económicas y 
sociales de la crisis de la COVID-19, contribuyendo a la aplicación del pilar europeo de 
derechos sociales, mejorando así la cohesión y la convergencia económicas, sociales y 
territoriales dentro de la Unión;
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d) una explicación de cómo el plan de recuperación y resiliencia garantiza que ninguna 
de las medidas de ejecución de las reformas e inversiones incluidas en el plan de 
recuperación y resiliencia causa un perjuicio significativo a objetivos medioambientales en el 
sentido del artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 (principio de «no causar un perjuicio 
significativo»);

e) una explicación cualitativa de cómo se espera que las medidas del plan de 
recuperación y resiliencia contribuyan a la transición ecológica, incluida la biodiversidad, o a 
hacer frente a los retos derivados de ellas, y de si representan un importe equivalente a 
como mínimo el 37 % de la dotación total del plan de recuperación y resiliencia, sobre la 
base de la metodología de seguimiento para la acción por el clima establecida en el anexo 
VI; la metodología se aplicará del mismo modo para aquellas medidas que no puedan 
asignarse directamente a un campo de intervención enumerado en el anexo VI; los 
coeficientes para el cálculo de la ayuda a objetivos climáticos podrán incrementarse hasta un 
importe total del 3 % de la asignación del plan de recuperación y resiliencia para inversiones 
concretas con el fin de tener en cuenta medidas de reforma complementarias que aumenten 
de forma fiable su incidencia en los objetivos climáticos, tal como se explica en el plan de 
recuperación y resiliencia;

f) una explicación de cómo se espera que las medidas del plan de recuperación y 
resiliencia contribuyan a la transición digital o a los retos que se derivan de esta, y si 
representan un importe equivalente a como mínimo el 20 % de la dotación total del plan de 
recuperación y resiliencia, sobre la base de la metodología para el etiquetado digital 
establecida en el anexo VII; dicha metodología se aplicará del mismo modo para aquellas 
medidas que no puedan asignarse directamente a un campo de intervención enumerado en 
el anexo VII; los coeficientes para el cálculo de la ayuda a objetivos digitales podrán 
incrementarse para inversiones concretas con el fin de tener en cuenta medidas de reforma 
complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos digitales;

g) cuando proceda, para las inversiones en capacidades digitales y conectividad, una 
autoevaluación de la seguridad basada en criterios objetivos comunes que identifiquen 
cualquier problema de seguridad y detallen cómo se abordarán a fin de cumplir el Derecho 
de la Unión y nacional pertinente;

h) una indicación de si las medidas incluidas en el plan de recuperación y resiliencia 
incluyen proyectos transfronterizos o plurinacionales;

i) los hitos y objetivos previstos, así como un calendario indicativo para la realización de 
las reformas e inversiones con plazo de finalización hasta el 31 de agosto de 2026;

j) los proyectos de inversión previstos, junto con el correspondiente período de inversión;
k) una estimación del coste total de las reformas e inversiones incluidas en el plan de 

recuperación y resiliencia (también denominado «coste total estimado del plan de 
recuperación y resiliencia»), respaldada por una justificación adecuada y por una explicación 
de su conformidad con el principio de coste-eficacia y de su proporcionalidad respecto de las 
repercusiones económicas y sociales previstas a nivel nacional;

l) cuando proceda, información sobre financiación de la Unión existente o prevista;
m) las medidas de acompañamiento que puedan ser necesarias;
n) una justificación de la coherencia del plan de recuperación y resiliencia; y una 

explicación de su coherencia con los principios, planes y programas a que se refiere el 
artículo 17;

o) una explicación de cómo se espera que las medidas del plan de recuperación y 
resiliencia contribuyan a la igualdad de género y la igualdad de oportunidades para todos, 
así como la integración de tales objetivos, en consonancia con los principios 2 y 3 del pilar 
europeo de derechos sociales, con el Objetivo de Desarrollo Sostenible n.º 5 de las 
Naciones Unidas y, cuando proceda, con la estrategia nacional de igualdad de género;

p) las disposiciones tomadas por el Estado miembro de que se trate para el seguimiento 
y la ejecución efectivos del plan de recuperación y resiliencia, incluidos los hitos y objetivos 
propuestos y los correspondientes indicadores;

q) para la preparación y la aplicación del plan de recuperación y resiliencia, un resumen 
del proceso de consulta, llevado a cabo de conformidad con el marco jurídico nacional, de 
las autoridades locales y regionales, los interlocutores sociales, las organizaciones de la 
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sociedad civil, las organizaciones juveniles y otras partes interesadas pertinentes, y cómo se 
reflejan en ese plan las aportaciones de las partes interesadas;

r) una explicación del sistema adoptado por el Estado miembro para prevenir, detectar y 
corregir conflictos de intereses y casos de corrupción y fraude en la utilización de los fondos 
concedidos en el marco del Mecanismo, y las disposiciones tomadas con el fin de evitar la 
doble financiación procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión;

s) cuando proceda, la solicitud de ayudas en forma de préstamo y los hitos adicionales 
contemplados en el artículo 14, apartados 2 y 3, con sus elementos; y

t) cualquier otra información pertinente.
5. Cuando los Estados miembros estén elaborando las propuestas de sus planes de 

recuperación y resiliencia, podrán solicitar a la Comisión que organice un intercambio de 
buenas prácticas que les permita beneficiarse de la experiencia de otros Estados miembros. 
Los Estados miembros también podrán solicitar apoyo técnico con arreglo al Instrumento de 
Apoyo Técnico. Se alentará a los Estados miembros a fomentar sinergias con los planes de 
recuperación y resiliencia de otros Estados miembros.

Artículo 19.  Evaluación de la Comisión.
1. La Comisión evaluará el plan de recuperación y resiliencia o, cuando proceda, la 

versión actualizada de dicho plan, que presente el Estado miembro de conformidad con el 
artículo 18, apartados 1 o 2, en el plazo de dos meses a partir de la presentación oficial, y 
presentará a su vez una propuesta de decisión de ejecución del Consejo de conformidad con 
el artículo 20, apartado 1. Cuando la Comisión efectúe la evaluación del plan de 
recuperación y resiliencia, lo hará en estrecha cooperación con el Estado miembro de que se 
trate. La Comisión podrá formular observaciones o solicitar información adicional. El Estado 
miembro en cuestión facilitará la información adicional solicitada y, si es necesario, podrá 
revisar el plan de recuperación y resiliencia, incluso después de la presentación oficial de 
este. Si fuera necesario, el Estado miembro de que se trate y la Comisión podrán convenir la 
prórroga del plazo de evaluación por un período de tiempo razonable.

2. A la hora de evaluar el plan de recuperación y resiliencia y de determinar el importe 
que se asignará al Estado miembro de que se trate, la Comisión tendrá en cuenta la 
información analítica sobre dicho Estado miembro que esté disponible en el marco del 
Semestre Europeo, así como la justificación y los elementos facilitados por dicho Estado 
miembro que se contemplan en el artículo 18, apartado 4, así como cualquier otra 
información pertinente como, en concreto, la información incluida en el programa nacional de 
reformas y en el plan nacional de energía y clima de dicho Estado miembro, y en los planes 
territoriales de transición justa en el marco del Reglamento del Fondo de Transición Justa, en 
los planes de aplicación de la Garantía Juvenil y, si procede, información sobre el apoyo 
técnico que se haya recibido a través del Instrumento de Apoyo Técnico.

3. La Comisión evaluará la pertinencia, eficacia, eficiencia y coherencia del plan de 
recuperación y resiliencia y, a tal fin, tendrá en cuenta los siguientes criterios que aplicará de 
conformidad con el anexo V: Pertinencia:

a) si el plan de recuperación y resiliencia representa una respuesta integral y 
adecuadamente equilibrada ante la situación económica y social, y contribuye así de forma 
adecuada a los seis pilares a que se refiere el artículo 3, teniendo en cuenta los retos 
específicos y la asignación financiera del Estado miembro de que se trate;

b) si está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya a hacer frente de 
manera efectiva a la totalidad o a una parte significativa de los retos determinados en las 
correspondientes recomendaciones específicas por país dirigidas al Estado miembro en 
cuestión, incluidos sus aspectos presupuestarios y, en su caso, las recomendaciones 
formuladas en virtud del artículo 6 del Reglamento (UE) n.º 1176/2011, o a los retos 
determinados en otros documentos pertinentes adoptados oficialmente por la Comisión en el 
marco del Semestre Europeo;

c) si está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya de manera efectiva 
a reforzar el potencial de crecimiento, la creación de empleo y la resiliencia económica, 
social e institucional del Estado miembro, contribuyendo a la aplicación del pilar europeo de 
derechos sociales, también a través del fomento de políticas destinadas a la infancia y la 
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juventud, y a mitigar el impacto económico y social de la crisis de la COVID-19, reforzando 
así la cohesión económica, social y territorial y la convergencia en la Unión;

d) si está previsto que el plan de recuperación y resiliencia garantice que ninguna de las 
medidas de ejecución de las reformas y los proyectos de inversión incluidos en el plan de 
recuperación y resiliencia cause un perjuicio significativo a objetivos medioambientales en el 
sentido del artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 (principio de «no causar un perjuicio 
significativo»); la Comisión ofrecerá orientaciones técnicas a los Estados miembros a tal 
efecto;

e) si el plan de recuperación y resiliencia incluye medidas que contribuyan de manera 
efectiva a la transición ecológica, incluida la diversidad, o a hacer frente a los retos derivados 
de esa transición, y si representan un importe equivalente a como mínimo el 37 % de la 
dotación total del plan de recuperación y resiliencia, sobre la base de la metodología de 
seguimiento para la acción por el clima establecida en el anexo VI; dicha metodología se 
aplicará del mismo modo para aquellas medidas que no puedan asignarse directamente a un 
campo de intervención enumerado en el anexo VI; los coeficientes para el cálculo de la 
ayuda a objetivos climáticos podrán incrementarse hasta un importe total del 3 % de la 
asignación del plan de recuperación y resiliencia para inversiones concretas con el fin de 
tener en cuenta medidas de reforma complementarias que aumenten su incidencia en los 
objetivos climáticos, previo acuerdo de la Comisión;

f) si el plan de recuperación y resiliencia contiene medidas que contribuyen de manera 
efectiva a la transición digital o que hacen frente a los retos que se derivan de ella, y 
representan un importe equivalente como mínimo al 20 % de la dotación total del plan de 
recuperación y resiliencia, sobre la base de la metodología para el etiquetado digital 
establecida en el anexo VII; dicha metodología se aplicará del mismo modo para aquellas 
medidas que no puedan asignarse directamente a un campo de intervención enumerado en 
el anexo VII; los coeficientes para el cálculo de la ayuda a objetivos digitales podrán 
incrementarse para inversiones concretas con el fin de tener en cuenta medidas de reforma 
complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos digitales;

Eficacia;
g) si está previsto que el plan de recuperación y resiliencia tenga repercusiones 

duraderas en el Estado miembro en cuestión;
h) si se prevé que las disposiciones propuestas por los Estados miembros en cuestión 

garanticen un seguimiento y una ejecución efectivos del plan de recuperación y resiliencia, 
incluido el calendario previsto, los hitos y objetivos previstos, y los indicadores 
correspondientes.

Eficiencia:
i) si la justificación proporcionada por el Estado miembro sobre el importe de los costes 

totales estimados del plan de recuperación y resiliencia es razonable y verosímil, está en 
consonancia con el principio de coste-eficacia y guarda proporción con las repercusiones 
económicas y sociales previstas a escala nacional;

j) si está previsto que las disposiciones propuestas por los Estados miembros de que se 
trate prevengan, detecten y corrijan la corrupción, el fraude y los conflictos de intereses en la 
utilización de los fondos proporcionados en el marco del Mecanismo, incluidas las 
disposiciones destinadas a evitar la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros 
programas de la Unión;

Coherencia:
k) si el plan de recuperación y resiliencia incluye medidas de ejecución de reformas y 

proyectos de inversión pública que constituyen actuaciones coherentes.
4. Si el Estado miembro de que se trate ha solicitado un préstamo con arreglo al artículo 

14, la Comisión evaluará si la solicitud cumple los criterios establecidos en el artículo 15, 
apartado 1 y, en particular, si las reformas e inversiones adicionales a que se refiere la 
solicitud de préstamo cumplen los criterios de evaluación del apartado 3.

5. Si la Comisión evalúa negativamente un plan de recuperación y resiliencia, presentará 
una evaluación debidamente justificada dentro del plazo indicado en el apartado 1.
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6. La Comisión podrá contar con la asistencia de expertos con el fin de evaluar los 
planes de recuperación y resiliencia presentados por los Estados miembros.

Artículo 20.  Propuesta de la Comisión y decisión de ejecución del Consejo.
1. A propuesta de la Comisión, el Consejo aprobará mediante una decisión de ejecución 

la evaluación del plan de recuperación y resiliencia presentado por el Estado miembro de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 18, apartado 1, o, en su caso, de su versión 
actualizada presentada de conformidad con el artículo 18, apartado 2.

2. Si la Comisión evalúa positivamente un plan de recuperación y resiliencia, en la 
propuesta de la Comisión de decisión de ejecución del Consejo se establecerán las reformas 
y proyectos de inversión que el Estado miembro ejecutará, incluidos los hitos y objetivos, así 
como las contribuciones financieras calculadas de conformidad con el artículo 11.

3. Si el Estado miembro en cuestión solicita una ayuda en forma de préstamo, en la 
propuesta de decisión de ejecución del Consejo que presente la Comisión se determinará 
también el importe de la ayuda en forma de préstamo a que se refiere el artículo 14, 
apartados 4 y 6, y las reformas y proyectos de inversión adicionales que el Estado miembro 
deba realizar con cargo al préstamo, incluidos los hitos y objetivos adicionales.

4. La contribución financiera contemplada en el apartado 2 se determinará sobre la base 
de los costes totales estimados del plan de recuperación y resiliencia propuesto por el 
Estado miembro en cuestión, evaluado con arreglo a los criterios establecidos en el artículo 
19, apartado 3. El importe de la contribución financiera se fijará de la forma siguiente:

a) si el plan de recuperación y resiliencia cumple satisfactoriamente los criterios 
establecidos en el artículo 19, apartado 3, y el importe de los costes totales estimados del 
plan de recuperación y resiliencia es igual o superior a la contribución financiera máxima 
calculada para dicho Estado miembro, la contribución financiera asignada a ese Estado 
miembro será igual al importe total de la contribución financiera máxima calculada para ese 
Estado miembro de conformidad con el artículo 11;

b) si el plan de recuperación y resiliencia cumple de forma satisfactoria los criterios 
establecidos en el artículo 19, apartado 3, y el importe de los costes totales estimados del 
plan de recuperación y resiliencia es inferior a la contribución financiera máxima calculada 
para dicho Estado miembro de conformidad con el artículo 11, la contribución financiera 
asignada a ese Estado miembro será igual al importe de los costes totales estimados del 
plan de recuperación y resiliencia;

c) si el plan de recuperación y resiliencia no cumple de forma satisfactoria los criterios 
establecidos en el artículo 19, apartado 3, no se asignará contribución financiera alguna al 
Estado miembro de que se trate.

5. En la propuesta de la Comisión contemplada en el apartado 2 también se establecerá 
lo siguiente:

a) la contribución financiera que se abonará en tramos una vez que el Estado miembro 
haya cumplido de forma satisfactoria los hitos y objetivos pertinentes determinados en 
relación con la ejecución del plan de recuperación y resiliencia;

b) la contribución financiera y, en su caso, el importe de la ayuda en forma de préstamo 
que deba abonarse en forma de prefinanciación de conformidad con el artículo 13 tras la 
aprobación del plan de recuperación y resiliencia;

c) la descripción de las reformas y de los proyectos de inversión y el importe de los 
costes totales estimados del plan de recuperación y resiliencia;

d) el plazo, que no debería ser posterior al 31 de agosto de 2026, fecha en la que 
deberán haberse alcanzado los hitos y objetivos finales tanto de los proyectos de inversión 
como de las reformas;

e) las disposiciones tomadas para el seguimiento y la ejecución del plan de recuperación 
y resiliencia y su correspondiente calendario, incluidas, en su caso, las medidas necesarias 
para cumplir lo dispuesto en el artículo 22;

f) los indicadores pertinentes en relación con el cumplimiento de los hitos y objetivos 
previstos;

g) las disposiciones adoptadas para facilitar a la Comisión acceso completo a los 
correspondientes datos subyacentes; y
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h) cuando proceda, el importe del préstamo que vaya a abonarse en tramos y los hitos y 
objetivos adicionales en relación con el pago del préstamo.

6. Tras adoptar la decisión contemplada en el apartado 1, el Estado miembro de que se 
trate y la Comisión especificarán de común acuerdo en disposiciones operativas, las 
disposiciones y el calendario para el seguimiento y la ejecución mencionados en el apartado 
5, letra e), los indicadores pertinentes del apartado 5, letra f), en relación con el cumplimiento 
de los hitos y objetivos previstos, las disposiciones para facilitar a la Comisión acceso 
completo a los datos subyacentes a que se refiere el apartado 5, letra g), y, cuando proceda, 
los hitos y objetivos adicionales relativos al pago del préstamo contemplados en el apartado 
5, letra h).

7. El Consejo adoptará las decisiones de ejecución a que se refiere el apartado 1, por 
regla general, en las cuatro semanas siguientes a la adopción de la propuesta de la 
Comisión.

8. El Consejo, a propuesta de la Comisión, modificará la decisión de ejecución que haya 
adoptado de conformidad con el artículo 20, apartado 1, para incluir en ella, sin demora 
indebida, la contribución financiera máxima calculada de conformidad con el artículo 11, 
apartado 2.

Artículo 21.  Modificación del plan de recuperación y resiliencia de un Estado miembro.
1. Cuando un Estado miembro ya no pueda, por circunstancias objetivas, completar en 

su totalidad o en parte el plan de recuperación y resiliencia, incluidos los hitos y objetivos 
pertinentes, dicho Estado miembro podrá presentar a la Comisión una solicitud motivada con 
una propuesta para modificar o sustituir las decisiones de ejecución del Consejo 
contempladas en el artículo 20, apartados 1 y 3. A tal fin, el Estado miembro podrá proponer 
un plan de recuperación y resiliencia modificado o nuevo. Los Estados miembros también 
podrán solicitar apoyo técnico para elaborar dicha propuesta, con arreglo al Instrumento de 
Apoyo Técnico.

2. Si la Comisión considera que los motivos alegados por el Estado miembro en cuestión 
justifican la modificación del correspondiente plan de recuperación y resiliencia, examinará la 
versión modificada o nueva del plan de recuperación y resiliencia de conformidad con el 
artículo 19 y formulará una propuesta de una nueva decisión de ejecución del Consejo de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 20, apartado 1, en el plazo de dos meses a partir 
de la presentación oficial de la solicitud. Si fuera necesario, el Estado miembro en cuestión y 
la Comisión podrán convenir la prórroga de dicho plazo por un período de tiempo razonable. 
El Consejo adoptará la nueva decisión de ejecución, por regla general, en las cuatro 
semanas siguientes a la adopción de la propuesta de la Comisión.

3. Si la Comisión considera que los motivos alegados por el Estado miembro en cuestión 
no justifican la modificación del correspondiente plan de recuperación y resiliencia, rechazará 
la solicitud en el mismo plazo al que se refiere el apartado 2, tras haber dado al Estado 
miembro la posibilidad de presentar sus observaciones en el plazo de un mes a partir de la 
fecha en que la Comisión haya comunicado sus conclusiones.

CAPÍTULO IV
Disposiciones financieras

Artículo 22.  Protección de los intereses financieros de la Unión.
1. Al ejecutar el Mecanismo, los Estados miembros, en su condición de beneficiarios o 

prestatarios de fondos en el marco del Mecanismo, adoptarán todas las medidas adecuadas 
para proteger los intereses financieros de la Unión y para velar por que la utilización de los 
fondos en relación con las medidas financiadas por el Mecanismo se ajuste al Derecho 
aplicable de la Unión y nacional, en particular en lo que se refiere a la prevención, detección 
y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses. A tal efecto, los Estados 
miembros establecerán un sistema de control interno eficaz y eficiente y recuperarán los 
importes abonados erróneamente o utilizados de modo incorrecto. Los Estados miembros 
podrán recurrir a sus sistemas nacionales habituales de gestión presupuestaria.
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2. Los acuerdos a los que se alude en el artículo 15, apartado 2, y en el artículo 23, 
apartado 1, dispondrán las obligaciones de los Estados miembros de:

a) comprobar periódicamente que la financiación proporcionada se haya utilizado 
correctamente de conformidad con todas las normas aplicables y que toda medida de 
aplicación de las reformas y de los proyectos de inversión en el marco del plan de 
recuperación y resiliencia se haya aplicado correctamente de conformidad con todas las 
normas aplicables, en particular en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección 
del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses;

b) tomar las medidas oportunas para prevenir, detectar y corregir el fraude, la corrupción 
y los conflictos de intereses según se definen en el artículo 61, apartados 2 y 3, del 
Reglamento Financiero que afecten a los intereses financieros de la Unión y ejercitar 
acciones legales para recuperar los fondos que hayan sido objeto de apropiación indebida, 
también con respecto a cualquier medida para la ejecución de las reformas y los proyectos 
de inversión en el marco del plan de recuperación y resiliencia;

c) adjuntar a la solicitud de pago:
i) una declaración de gestión en la que se indique que los fondos se han utilizado para 

los fines previstos, que la información presentada con la solicitud de pago es completa, 
exacta y fiable y que los sistemas de control establecidos ofrecen las garantías necesarias 
de que los fondos se han gestionado de conformidad con todas las normas aplicables, en 
particular las normas relativas a la prevención de conflictos de intereses, del fraude, de la 
corrupción y de la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros programas de la 
Unión, de conformidad con el principio de buena gestión financiera; y

ii) un resumen de las auditorías y los controles realizados, incluidas las deficiencias 
detectadas y las medidas correctivas adoptadas;

d) recabar, a efectos de auditoría y control del uso de fondos en relación con las medidas 
destinadas a la ejecución de reformas y proyectos de inversión en el marco del plan de 
recuperación y resiliencia, en un formato electrónico que permita realizar búsquedas y en 
una base de datos única, las categorías armonizadas de datos siguientes:

i) el nombre del perceptor final de los fondos;
ii) el nombre del contratista y del subcontratista, cuando el perceptor final de los fondos 

sea un poder adjudicador de conformidad con el Derecho de la Unión o nacional en materia 
de contratación pública;

iii) los nombres, apellidos y fechas de nacimiento de los titulares reales del perceptor de 
los fondos o del contratista, según se define en el artículo 3, punto 6, de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo (4);

iv) una lista de medidas para la ejecución de reformas y proyectos de inversión en el 
marco del plan de recuperación y resiliencia, junto con el importe total de la financiación 
pública de dichas medidas y que indique la cuantía de los fondos desembolsados en el 
marco del Mecanismo y de otros fondos de la Unión;

e) autorizar expresamente a la Comisión, a la OLAF, al Tribunal de Cuentas y, cuando 
proceda, a la Fiscalía Europea a ejercitar los derechos que les reconoce el artículo 129, 
apartado 1, del Reglamento Financiero y obligar a todos los perceptores finales de los 
fondos desembolsados para las medidas de aplicación de las reformas y los proyectos de 
inversión incluidos en el plan de recuperación y resiliencia, o a todas las demás personas o 
entidades que intervengan en su aplicación, y autorizar expresamente a la Comisión, a la 
OLAF, al Tribunal de Cuentas y, cuando proceda, a la Fiscalía Europea a ejercitar los 
derechos que les reconoce el artículo 129, apartado 1, del Reglamento Financiero, y a 
imponer obligaciones similares a todos los perceptores finales de fondos;

f) conservar los documentos de conformidad con el artículo 132 del Reglamento 
Financiero.

3. Los datos personales mencionados en el apartado 2, letra d), del presente artículo 
solo serán tratados por los Estados miembros y por la Comisión a los efectos y duración de 
la correspondiente auditoría de la aprobación de la gestión presupuestaria y de los 
procedimientos de control relacionados con la utilización de los fondos relacionados con la 
aplicación de los acuerdos a que se refieren los artículos 15, apartado 2, y 23, apartado 1. 
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En el marco del procedimiento de aprobación de la gestión de la Comisión, de conformidad 
con el artículo 319 del TFUE, el Mecanismo estará sujeto a la presentación de informes en el 
marco de la información financiera y de rendición de cuentas integrada a que se refiere el 
artículo 247 del Reglamento Financiero y, en particular, por separado, en el informe anual de 
gestión y rendimiento.

4. La Comisión pondrá a disposición de los Estados miembros un sistema de información 
y seguimiento integrado e interoperable, que incluya una única herramienta de extracción de 
datos y puntuación de riesgos, para acceder y analizar los datos correspondientes, con el fin 
de que los Estados miembros apliquen de manera generalizada dicho sistema, en particular, 
con el apoyo del Instrumento de Apoyo Técnico.

5. Los acuerdos contemplados en el artículo 15, apartado 2, y en el artículo 23, apartado 
1, dispondrán asimismo el derecho de la Comisión a reducir proporcionalmente la ayuda en 
el marco del Mecanismo y a cobrar todo importe adeudado al presupuesto de la Unión o a 
solicitar el reembolso anticipado del préstamo en caso de fraude, corrupción o conflicto de 
intereses que afecte a los intereses financieros de la Unión y que no haya corregido el 
Estado miembro, o en caso de incumplimiento grave de alguna obligación derivada de 
dichos acuerdos.

Cuando decida sobre el importe de la recuperación y reducción, o el importe que deba 
reembolsarse anticipadamente, la Comisión respetará el principio de proporcionalidad y 
tendrá en cuenta la gravedad del fraude, de la corrupción o del conflicto de intereses que 
afecte a los intereses financieros de la Unión, o la gravedad del incumplimiento de 
obligaciones. El Estado miembro en cuestión tendrá la oportunidad de presentar sus 
observaciones antes de que se proceda a la reducción de la ayuda o se solicite el reembolso 
anticipado.

Artículo 23.  Compromiso de la contribución financiera.
1. En cuanto el Consejo haya adoptado una decisión de ejecución tal como se contempla 

en el artículo 20, apartado 1, la Comisión celebrará un acuerdo con el Estado miembro en 
cuestión que constituirá un compromiso jurídico individual en el sentido del Reglamento 
Financiero. El compromiso jurídico no superará, para cada uno de los Estados miembros, la 
contribución financiera a que se refiere el artículo 11, apartado 1, letra a), para 2021 y 2022, 
ni la contribución financiera actualizada a que se refiere el artículo 11, apartado 2, para 2023.

2. Los compromisos presupuestarios podrán basarse en compromisos globales y, en su 
caso, podrán desglosarse en tramos anuales repartidos a lo largo de varios años.

Artículo 24.  Normas sobre pagos, suspensión y resolución de acuerdos relativos a las 
contribuciones financieras y a los préstamos.

1. Los pagos de las contribuciones financieras y, en su caso, de los préstamos al Estado 
miembro de que se trate con arreglo al presente artículo se efectuarán el 31 de diciembre de 
2026 a más tardar y de conformidad con los créditos presupuestarios y en función de los 
fondos disponibles.

2. Una vez alcanzados los correspondientes hitos y objetivos convenidos que figuran en 
el plan de recuperación y resiliencia aprobado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
20, el Estado miembro de que se trate deberá presentar a la Comisión una solicitud, 
debidamente justificada, de pago de la contribución financiera y, cuando proceda, del 
préstamo. Los Estados miembros podrán presentar a la Comisión dichas solicitudes de pago 
dos veces al año.

3. La Comisión, con carácter preliminar y sin demora indebida, y a más tardar en el plazo 
de dos meses a partir de la recepción de la solicitud, evaluará si se han cumplido de forma 
satisfactoria los hitos y objetivos pertinentes establecidos en la decisión de ejecución del 
Consejo contemplada en el artículo 20, apartado 1. El cumplimiento satisfactorio de los hitos 
y objetivos presupondrá que el Estado miembro interesado no haya revocado medidas 
relacionadas con hitos y objetivos anteriormente cumplidos satisfactoriamente. A efectos de 
la evaluación, también se tendrán en cuenta las disposiciones operativas a que se refiere el 
artículo 20, apartado 6. La Comisión podrá estar asistida por expertos.

4. Si la evaluación preliminar de la Comisión sobre el cumplimiento satisfactorio de los 
hitos y objetivos pertinentes es positiva, presentará sus conclusiones al Comité Económico y 

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 1  Reglamento (UE) por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia

– 16 –



Financiero y le pedirá que emita un dictamen sobre dicho cumplimiento. La Comisión tendrá 
en cuenta para su evaluación el dictamen del Comité Económico y Financiero.

5. Cuando la evaluación de la Comisión sea positiva, adoptará sin demora indebida una 
decisión por la que se autorice el desembolso de la contribución financiera y, en su caso, del 
préstamo, con arreglo al Reglamento Financiero. Dicha decisión se adoptará de conformidad 
con el procedimiento de examen a que se refiere el artículo 35, apartado 2

6. Si, como resultado de la evaluación contemplada en el apartado 3, la Comisión 
determina que no se han cumplido de forma satisfactoria los hitos y objetivos establecidos en 
la decisión de ejecución del Consejo contemplada en el artículo 20, apartado 1, se 
suspenderá el pago de la totalidad o una parte de la contribución financiera y, en su caso, del 
préstamo. El Estado miembro afectado podrá presentar observaciones en el plazo de un 
mes a partir de la fecha en que la Comisión haya comunicado su evaluación.

La suspensión solo se levantará cuando el Estado miembro de que se trate haya tomado 
las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento satisfactorio de los hitos y objetivos 
establecidos en la decisión de ejecución del Consejo a la que se refiere el artículo 20, 
apartado 1.

7. Como excepción a lo dispuesto en el artículo 116, apartado 2, del Reglamento 
Financiero, el plazo de pago comenzará a contar a partir de la fecha en que se comunique la 
decisión de autorizar el desembolso al Estado miembro de que se trate en virtud del 
apartado 5 del presente artículo, o a partir de la fecha en que se comunique el levantamiento 
de la suspensión con arreglo al apartado 6, párrafo segundo, del presente artículo.

8. Si, en el plazo de seis meses a partir de la suspensión, el Estado miembro en cuestión 
no ha tomado las medidas necesarias, la Comisión reducirá proporcionalmente el importe de 
la contribución financiera y, en su caso, del préstamo tras haber dado al Estado miembro 
afectado la posibilidad de presentar observaciones en un plazo de dos meses a partir de la 
fecha en la que se hayan comunicado sus conclusiones.

9. Si, en el plazo de dieciocho meses a partir de la fecha de adopción de la decisión de 
ejecución del Consejo contemplada en el artículo 20, apartado 1, el Estado miembro en 
cuestión no ha realizado avances tangibles en los hitos y objetivos pertinentes, la Comisión 
resolverá los acuerdos contemplados en el artículo 15, apartado 2, y en el artículo 23, 
apartado 1, y liberará el importe de la contribución financiera, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 14, apartado 3, del Reglamento Financiero. Toda prefinanciación de conformidad 
con el artículo 13 deberá recuperarse íntegramente. La Comisión tomará una decisión sobre 
la resolución de los acuerdos a que se refieren el artículo 15, apartado 1, y el artículo 23, 
apartado 1, y, cuando proceda, sobre la recuperación de la prefinanciación, tras haber dado 
al Estado miembro en cuestión la posibilidad de presentar observaciones en un plazo de dos 
meses a partir de la fecha en que la Comisión haya comunicado su evaluación relativa a la 
ausencia de avances tangibles.

10. Si surgen circunstancias excepcionales, la adopción de la decisión por la que se 
autorice el desembolso de la contribución financiera y, en su caso, del préstamo de 
conformidad con el apartado 5, podrá aplazarse hasta tres meses.

CAPÍTULO V
Disposiciones institucionales

Artículo 25.  Transparencia.
1. La Comisión transmitirá al Parlamento Europeo y al Consejo de forma simultánea, en 

igualdad de condiciones y sin demora indebida, los planes de recuperación y resiliencia 
presentados oficialmente por los Estados miembros, así como las propuestas de decisiones 
de ejecución del Consejo a que se refiere el artículo 20, apartado 1, tal como hayan sido 
hechos públicos por la Comisión.

2. La información transmitida por la Comisión al Consejo o a cualquiera de sus órganos 
preparatorios en el marco del presente Reglamento o de su aplicación se pondrá 
simultáneamente a disposición del Parlamento Europeo, ateniéndose, en caso necesario, a 
los requisitos de confidencialidad. Los resultados pertinentes de los debates mantenidos en 
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los órganos preparatorios del Consejo se compartirán con la comisión competente del 
Parlamento Europeo.

3. Los Estados miembros de que se trate podrán solicitar a la Comisión que oculte la 
información sensible o confidencial cuya divulgación pudiese poner en peligro los intereses 
públicos de dichos Estados miembros. En tal caso, la Comisión consultará al Parlamento 
Europeo y al Consejo sobre el modo de poner a su disposición la información oculta de 
manera confidencial de conformidad con la normativa aplicable.

4. La Comisión facilitará a la comisión competente del Parlamento Europeo un resumen 
de sus conclusiones preliminares relativas al cumplimiento satisfactorio de los hitos y 
objetivos pertinentes incluidos en los planes de recuperación y resiliencia de los Estados 
miembros.

5. La comisión competente del Parlamento Europeo podrá pedir a la Comisión que 
proporcione información sobre la situación de la evaluación de los planes de recuperación y 
resiliencia en el contexto del diálogo en materia de recuperación y resiliencia a que se refiere 
el artículo 26.

Artículo 26.  Diálogo en materia de recuperación y resiliencia.
1. Con el fin de reforzar el diálogo entre las instituciones de la Unión, en particular el 

Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión, y garantizar una mayor transparencia y 
responsabilidad, las comisiones competentes del Parlamento Europeo podrán invitar cada 
dos meses a la Comisión a debatir los temas siguientes:

a) el estado de la recuperación, la resiliencia y la capacidad de ajuste en la Unión, así 
como las medidas adoptadas con arreglo al presente Reglamento;

b) los planes de recuperación y resiliencia de los Estados miembros;
c) la evaluación de los planes de recuperación y resiliencia de los Estados miembros;
d) las principales conclusiones del informe de revisión mencionado en el artículo 16, 

apartado 2;
e) el grado de consecución de los hitos y objetivos de los planes de recuperación y 

resiliencia de los Estados miembros;
f) los procedimientos de pago, suspensión y resolución, incluidas las observaciones 

presentadas y las medidas correctoras adoptadas por los Estados miembros para garantizar 
un cumplimiento satisfactorio de los hitos y objetivos;

g) cualquier otra información y documentación pertinentes facilitadas por la Comisión a la 
comisión competente del Parlamento Europeo en relación con la ejecución del Mecanismo.

2. El Parlamento Europeo podrá expresar en resoluciones su punto de vista sobre los 
temas a que se refiere el apartado 1.

3. La Comisión tendrá en cuenta los elementos derivados de los puntos de vista 
expresados a través del diálogo sobre recuperación y resiliencia, incluidas las resoluciones 
del Parlamento Europeo que se hayan formulado.

4. El cuadro de indicadores de la recuperación y la resiliencia a que se refiere el artículo 
30 servirá de base para el diálogo sobre recuperación y resiliencia.

CAPÍTULO VI
Informes

Artículo 27.  Informes del Estado miembro en el marco del Semestre Europeo.
El Estado miembro de que se trate informará dos veces al año en el marco del Semestre 

Europeo, sobre los avances realizados en la ejecución de su plan de recuperación y 
resiliencia, incluidas las disposiciones operativas contempladas en el artículo 20, apartado 6, 
y sobre los indicadores comunes mencionados en el artículo 29, apartado 4. A tal fin, los 
informes de los Estados miembros se reflejarán de forma adecuada en los programas 
nacionales de reformas, que servirán de herramienta para informar sobre los avances 
realizados en la ejecución de los planes de recuperación y resiliencia.
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CAPÍTULO VII
Complementariedad, seguimiento y evaluación

Artículo 28.  Coordinación y complementariedad.
La Comisión y los Estados miembros de que se trate, de forma proporcionada a sus 

respectivas responsabilidades, fomentarán sinergias y garantizarán una coordinación eficaz 
entre el Mecanismo y otros programas e instrumentos de la Unión, en particular el 
Instrumento de Apoyo Técnico, especialmente con las medidas financiadas por los fondos de 
la Unión. A tal efecto:

a) garantizarán la complementariedad, sinergia, coherencia entre los diferentes 
instrumentos a escala de la Unión, nacional y, en su caso, regional, en particular en lo que 
respecta a las medidas financiadas por fondos de la Unión, tanto en la fase de planificación 
como durante la ejecución;

b) optimizarán los mecanismos de coordinación para evitar la duplicación de esfuerzos; y
c) garantizarán una estrecha cooperación entre los responsables de la ejecución y el 

control a escala de la Unión, nacional y, en su caso, regional para lograr los objetivos del 
Mecanismo.

Artículo 29.  Seguimiento de la ejecución.
1. La Comisión hará un seguimiento de la ejecución del Mecanismo y medirá el logro de 

los objetivos establecidos en el artículo 4. El seguimiento de la ejecución será específico y 
proporcionado a las actividades llevadas a cabo en el marco del Mecanismo.

2. El sistema de la Comisión para informar sobre el rendimiento garantizará que los 
datos para el seguimiento de la ejecución de las actividades y los resultados se recopilen de 
manera eficiente, efectiva y oportuna. A tal fin, se impondrán a los perceptores de 
financiación de la Unión requisitos de información proporcionados.

3. La Comisión informará ex post de los gastos financiados por el Mecanismo en el 
marco de cada uno de los pilares mencionados en el artículo 3. Dichos informes se basarán 
en el desglose del gasto estimado previsto en los planes de recuperación y resiliencia 
aprobados.

4. La Comisión estará facultada para adoptar, a más tardar a finales de diciembre de 
2021, actos delegados para completar el presente Reglamento con el fin de:

a) establecer los indicadores comunes que deben usarse en los informes sobre los 
avances realizados y para el seguimiento y evaluación del Mecanismo respecto de la 
consecución del objetivo general y de los objetivos específicos; y

b) determinar una metodología para informar de los gastos sociales, incluidos los 
relativos a la infancia y la juventud, en el marco del Mecanismo.

5. Los Estados miembros informarán a la Comisión sobre los indicadores comunes.

Artículo 30.  Cuadro de indicadores de la recuperación y resiliencia.
1. La Comisión establecerá un cuadro de indicadores de la recuperación y la resiliencia 

(en lo sucesivo, «cuadro de indicadores»), que mostrará los avances en la aplicación de los 
planes de recuperación y resiliencia de los Estados miembros en cada uno de los seis 
pilares mencionados en el artículo 3. El cuadro de indicadores constituirá el sistema de 
información sobre el rendimiento del Mecanismo.

2. La Comisión estará facultada para adoptar un acto delegado de conformidad con el 
artículo 33 que complete el presente Reglamento definiendo los elementos detallados del 
cuadro de indicadores con vistas a mostrar los avances realizados en la ejecución de los 
planes de recuperación y resiliencia a que se refiere el apartado 1.

3. El cuadro de indicadores mostrará los avances realizados en la ejecución de los 
planes de recuperación y resiliencia en relación con los indicadores comunes previstos en el 
artículo 29, apartado 4.
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4. El cuadro de indicadores será operativo a más tardar en diciembre de 2021 y será 
actualizado por la Comisión dos veces al año. El cuadro de indicadores se pondrá a 
disposición del público en un sitio web o en un portal de internet.

Artículo 31.  Informe anual.
1. La Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo un informe anual sobre la 

ejecución del Mecanismo.
2. El informe anual contendrá información sobre los avances realizados con los planes 

de recuperación y resiliencia de los Estados miembros con arreglo al Mecanismo, incluida 
información sobre la situación relativa a la realización de los hitos y objetivos, así como 
sobre la situación de los pagos y las suspensiones de estos.

3. El informe anual también incluirá la información siguiente:
a) la contribución del Mecanismo a los objetivos climáticos y digitales;
b) el rendimiento del Mecanismo basado en los indicadores comunes a que se refiere el 

artículo 29, apartado 4;
c) los gastos financiados por el Mecanismo en el marco de los seis pilares a que se 

refiere el artículo 3, e incluirá los gastos en el ámbito social, en particular los destinados a la 
infancia y la juventud, a que se refiere el artículo 29, apartado 4.

4. A efectos de los informes de actividades contemplados en los apartados 2 y 3, la 
Comisión podrá utilizar el contenido de los documentos pertinentes adoptados oficialmente 
por la Comisión en el marco del Semestre Europeo, según proceda.

Artículo 32.  Evaluación y evaluación ex post del Mecanismo.
1. A más tardar el 20 de febrero de 2024, la Comisión presentará al Parlamento Europeo, 

al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones un informe 
de evaluación independiente sobre la ejecución del Mecanismo, y a más tardar el 31 de 
diciembre de 2028, un informe de evaluación ex post independiente.

2. En concreto, en el informe de evaluación deberá evaluarse en qué medida se han 
logrado los objetivos, la eficiencia en la utilización de los recursos y el valor añadido 
europeo. Se examinará asimismo si siguen siendo pertinentes todos los objetivos y acciones.

3. Cuando proceda, dicha evaluación irá acompañada de una propuesta de modificación 
del presente Reglamento.

4. El informe de evaluación ex post consistirá en una evaluación global del Mecanismo e 
incluirá información sobre sus efectos a largo plazo.

Artículo 33.  Ejercicio de la delegación.
1. Se otorgan a la Comisión los poderes para adoptar actos delegados en las 

condiciones establecidas en el presente artículo.
2. Los poderes para adoptar actos delegados mencionados en los artículos 29, apartado 

4, y 30, apartado 2, se otorgan a la Comisión por un período de tiempo indefinido a partir del 
19 de febrero de 2021.

3. La delegación de poderes mencionada en los artículos 29, apartado 4, y 30, apartado 
2, podrá ser revocada en cualquier momento por el Parlamento Europeo o por el Consejo. La 
decisión de revocación pondrá término a la delegación de los poderes que en ella se 
especifiquen. La decisión surtirá efecto el día siguiente al de su publicación en el «Diario 
Oficial de la Unión Europea» o en una fecha posterior indicada en ella. No afectará a la 
validez de los actos delegados que ya estén en vigor.

4. Antes de la adopción de un acto delegado, la Comisión consultará a los expertos 
designados por cada Estado miembro de conformidad con los principios establecidos en el 
Acuerdo interinstitucional de 13 de abril de 2016 sobre la mejora de la legislación.

5. Tan pronto como la Comisión adopte un acto delegado lo notificará simultáneamente 
al Parlamento Europeo y al Consejo.

6. Los actos delegados adoptados en virtud de los artículos 29, apartado 4, y 30, 
apartado 2, entrarán en vigor únicamente si, en un plazo de un mes a partir de su 
notificación al Parlamento Europeo y al Consejo, ninguna de estas instituciones formula 
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objeciones o si, antes del vencimiento de dicho plazo, ambas informan a la Comisión de que 
no las formularán. El plazo se prorrogará un mes a iniciativa del Parlamento Europeo o del 
Consejo.

CAPÍTULO VIII
Comunicación y disposiciones finales

Artículo 34.  Información, comunicación y publicidad.
1. La Comisión podrá emprender actividades de comunicación para garantizar la 

visibilidad de la financiación de la Unión para la ayuda financiera prevista en el 
correspondiente plan de recuperación y resiliencia, por ejemplo, mediante actividades de 
comunicación conjuntas con las autoridades nacionales de que se trate. La Comisión podrá 
garantizar, en su caso, que la ayuda prestada en el marco del Mecanismo se comunique y 
conste en una declaración de financiación.

2. Los perceptores de fondos de la Unión harán mención del origen de esta financiación 
y velarán por darle visibilidad, incluido, cuando proceda, mediante el emblema de la Unión y 
una declaración de financiación adecuada que indique «financiado por la Unión Europea - 
NextGenerationEU», en particular cuando promuevan las acciones y sus resultados, 
facilitando información coherente, efectiva y proporcionada dirigida a múltiples destinatarios, 
incluidos los medios de comunicación y el público.

3. La Comisión llevará a cabo acciones de información y comunicación en relación con el 
Mecanismo, con las acciones tomadas en virtud del Mecanismo y con los resultados 
obtenidos. Cuando proceda, la Comisión informará a las oficinas de representación del 
Parlamento Europeo de sus acciones y hará que participen en ellas. Los recursos financieros 
asignados al Mecanismo también contribuirán a la comunicación institucional de las 
prioridades políticas de la Unión, en la medida en que estén relacionadas con los objetivos 
mencionados en el artículo 4.

Artículo 35.  Procedimiento de comité.
1. La Comisión estará asistida por un comité. Dicho comité será un comité en el sentido 

del Reglamento (UE) n.º 182/2011.
2. En los casos en que se haga referencia al presente apartado, se aplicará el artículo 5 

del Reglamento (UE) n.º 182/2011.

Artículo 36.  Entrada en vigor.
El presente Reglamento entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Diario Oficial de la Unión Europea».
El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente 

aplicable en cada Estado miembro.

ANEXO I
Método de cálculo de la contribución financiera máxima por Estado miembro 

en el marco del Mecanismo
El presente anexo establece el método de cálculo de la contribución financiera máxima 

disponible para cada Estado miembro de conformidad con el artículo 11. El método tiene en 
cuenta, por cada Estado miembro:

‒ la población;
‒ la inversa del PIB per cápita;
‒ la tasa media de desempleo de los últimos cinco años en comparación con la media 

de la Unión (2015-2019);
‒ la caída del PIB real en 2020 y la caída del PIB real en 2020 y 2021 combinados.
A fin de evitar una concentración excesiva de recursos:
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‒ la inversa del PIB per cápita se limita a un máximo del 150 % de la media de la Unión;
‒ la desviación de la tasa de desempleo de cada Estado miembro con respecto a la 

media de la Unión se limita a un máximo del 150 % de la media de la Unión;
‒ para tener en cuenta los mercados de trabajo, generalmente más estables, de los 

Estados miembros más ricos (con una RNB per cápita superior a la media de la Unión), la 
desviación de su tasa de desempleo con respecto a la media de la Unión se limita a un 
máximo del 75 %.

La contribución financiera máxima de un Estado miembro en el marco del Mecanismo 
(MFCi) se define como sigue:

donde
AF (ayuda financiera) es la financiación disponible en el marco del Mecanismo, 

contemplada en el artículo 6, apartado 1, letra a); y
νi es la clave de reparto del Estado miembro i, definida como sigue:

donde
κi es la clave de reparto aplicada al 70 % del importe a que se refiere el artículo 6, 

apartado 1, letra a), y que figura en el anexo II; y
αi es la clave de reparto aplicada al 30 % del importe a que se refiere el artículo 6, 

apartado 1, letra a), y que figura en el anexo III.

ANEXO II
La clave de reparto aplicada al 70 % del importe a que se refiere el artículo 6, apartado 

1, letra a), κi se define como sigue:

donde

 y 

 para los Estados miembros con  y
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 para los Estados miembros con 

Se definen (5):

‒   como el PIB nominal per cápita del Estado miembro i en 2019;

‒   como la media ponderada del PIB per cápita de los Estados miembros de la EU-27 en 2019;

‒ popi,2019 como la población total del Estado miembro i en 2019;
‒ popEU,2019 como la población total de los Estados miembros de la EU-27 en 2019;
‒ Ui,2015-2019 como la tasa media de desempleo durante el período 2015-2019 del 

Estado miembro i;
‒ UEU,2015-2019 como la tasa media de desempleo durante el período 2015-2019 en la 

EU-27 (de cada año, la media ponderada de los Estados miembros de la EU-27);

‒   como la RNB per cápita del Estado miembro i en 2019;

‒   como la media ponderada de la RNB per cápita de los Estados miembros de la EU-27 en 2019.

ANEXO III
La clave de reparto aplicada al 30 % del importe a que se refiere el artículo 6, apartado 

1, letra a), αi, se define como sigue:

donde

  y  

donde

 y
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con 

Se definen:
‒ GDPi, t como el PIB real del Estado miembro i en el ejercicio t = 2019, 2020, 2021;

‒   como el PIB per cápita del Estado miembro i en 2019;

‒   como la media ponderada del PIB per cápita de los Estados miembros de la EU-27 en 2019;

‒ popi,2019 como la población total del Estado miembro i en 2019;
‒ popEU,2019 como la población total de los Estados miembros de la EU-27 en 2019.

Los datos sobre la caída del PIB real en 2020 (δGDPi,2020–2019) y la caída acumulada del 
PIB real en el período 2020-2021 (δGDPi,2020–2019) se basarán en las previsiones de otoño 
de 2020 de la Comisión y se actualizarán a más tardar el 30 de junio de 2022 respecto de 
cada Estado miembro mediante la sustitución de los datos de las previsiones de la Comisión 
de otoño de 2020 por los resultados reales indicados en la última actualización disponible en 
la tabla de Eurostat «tec00115» (tasas de crecimiento del PIB real en volumen).

ANEXO IV
Con la aplicación de los métodos y metodologías de los anexos I, II y III al importe 

mencionado en el artículo 6, apartado 1, letra a), convertido en precios corrientes, se 
obtendrán los porcentajes e importes siguientes, correspondientes a la contribución 
financiera máxima por Estado miembro, sin perjuicio del cálculo actualizado que se realizará 
a más tardar el 30 de junio de 2022:

Contribución financiera máxima por Estado miembro de la UE

Para el 70 % del importe disponible
Para el 30 % del importe disponible

(importe indicativo basado en las previsiones
de otoño de 2020 de la Comisión) Total

Porcentaje
del total

Importe
(en miles de euros

a precios corrientes)

Porcentaje
del total

Importe
(en miles de euros

a precios corrientes)
BE 1,56 % 3 646 437 2,20 % 2 278 834 5 925 271
BG 1,98 % 4 637 074 1,58 % 1 631 632 6 268 706
CZ 1,51 % 3 538 166 3,41 % 3 533 509 7 071 676
DK 0,56 % 1 303 142 0,24 % 248 604 1 551 746
DE 6,95 % 16 294 947 9,01 % 9 324 228 25 619 175
EE 0,32 % 759 715 0,20 % 209 800 969 515
IE 0,39 % 914 572 0,07 % 74 615 989 186
EL 5,77 % 13 518 285 4,11 % 4 255 610 17 773 895
ES 19,88 % 46 603 232 22,15 % 22 924 818 69 528 050
FR 10,38 % 24 328 797 14,54 % 15 048 278 39 377 074
HR 1,98 % 4 632 793 1,61 % 1 664 039 6 296 831
IT 20,45 % 47 935 755 20,25 % 20 960 078 68 895 833
CY 0,35 % 818 396 0,18 % 187 774 1 006 170
LV 0,70 % 1 641 145 0,31 % 321 944 1 963 088
LT 0,89 % 2 092 239 0,13 % 132 450 2 224 690
LU 0,03 % 76 643 0,02 % 16 883 93 526
HU 1,98 % 4 640 462 2,45 % 2 535 376 7 175 838
MT 0,07 % 171 103 0,14 % 145 371 316 474
NL 1,68 % 3 930 283 1,96 % 2 032 041 5 962 324
AT 0,95 % 2 231 230 1,19 % 1 230 938 3 462 169
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Para el 70 % del importe disponible
Para el 30 % del importe disponible

(importe indicativo basado en las previsiones
de otoño de 2020 de la Comisión) Total

Porcentaje
del total

Importe
(en miles de euros

a precios corrientes)

Porcentaje
del total

Importe
(en miles de euros

a precios corrientes)
PL 8,65 % 20 275 293 3,46 % 3 581 694 23 856 987
PT 4,16 % 9 760 675 4,01 % 4 149 713 13 910 387
RO 4,36 % 10 213 809 3,90 % 4 034 211 14 248 020
SI 0,55 % 1 280 399 0,48 % 496 924 1 777 322
SK 1,98 % 4 643 840 1,63 % 1 686 154 6 329 994
FI 0,71 % 1 661 113 0,41 % 424 692 2 085 805
SE 1,24 % 2 911 455 0,36 % 377 792 3 289 248

EU27 100,00 % 234 461 000 100,00 % 103 508 000 337 969 000

ANEXO V
Directrices de evaluación del Mecanismo

1. Ámbito de aplicación
El objetivo de las presentes directrices es servir de base, junto con el presente 

Reglamento, para que la Comisión evalúe, de manera transparente y equitativa, los planes 
de recuperación y resiliencia propuestos por los Estados miembros y determine la 
contribución financiera de conformidad con los objetivos y cualesquiera otros requisitos 
pertinentes establecidos en el Reglamento. Estas directrices constituyen la base para la 
aplicación de los criterios de evaluación y la determinación de la contribución financiera a 
que se refieren el artículo 19, apartado 3, y el artículo 20, apartado 4, respectivamente.

Las directrices de evaluación tienen por objeto:
a) proporcionar una mayor orientación sobre el proceso de evaluación de las propuestas 

de planes de recuperación y resiliencia presentadas por los Estados miembros;
b) facilitar información adicional sobre los criterios de evaluación y establecer un sistema 

de calificación, con el fin de garantizar un proceso equitativo y transparente; y
c) definir el vínculo entre la evaluación que debe realizar la Comisión con arreglo a los 

criterios de evaluación y la determinación de la contribución financiera que debe 
establecerse en la propuesta de la Comisión de decisión del Consejo en relación con los 
planes de recuperación y resiliencia.

Las directrices son un instrumento para facilitar la evaluación por parte de la Comisión de 
las propuestas de planes de recuperación y resiliencia presentadas por los Estados 
miembros, y para garantizar que dichos planes apoyen unas reformas y una inversión 
pública que sean pertinentes y generen un alto valor añadido respecto a los objetivos del 
Mecanismo, garantizando al mismo tiempo la igualdad de trato entre los Estados miembros.

2. Criterios de evaluación
De conformidad con el artículo 19, apartado 3, la Comisión evaluará los planes de 

recuperación y resiliencia con arreglo a los criterios de pertinencia, eficacia, eficiencia y 
coherencia. Como resultado del proceso de evaluación, la Comisión calificará las propuestas 
de planes de recuperación y resiliencia presentadas por los Estados miembros sobre la base 
de cada uno de los criterios de evaluación contemplados en el artículo 19, apartado 3, con 
vistas a establecer la asignación financiera de conformidad con el artículo 20, apartado 4.

En aras de la simplificación y la eficiencia, el sistema calificará cada criterio de la A a la 
C, tal como se refiere a continuación.

Pertinencia:
2.1 El plan de recuperación y resiliencia representa una respuesta integral y 

adecuadamente equilibrada ante la situación económica y social, y contribuye así de forma 
adecuada a los seis pilares a que se refiere el artículo 3, teniendo en cuenta los retos 
específicos y la asignación financiera del Estado miembro de que se trate.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los siguientes 
elementos:
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Ámbito de aplicación:
‒ el plan de recuperación y resiliencia contribuye de manera integral y adecuadamente 

equilibrada a los seis pilares a que se refiere el artículo 3, teniendo en cuenta los retos 
específicos y la contribución financiera del Estado miembro de que se trate y la ayuda en 
forma de préstamo solicitada.

Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.
2.2 Está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya a hacer frente de 

manera efectiva a la totalidad o a una parte significativa de los retos determinados en las 
correspondientes recomendaciones específicas por país dirigidas al Estado miembro en 
cuestión, incluidos sus aspectos presupuestarios, así como, en su caso, las 
recomendaciones formuladas en virtud del artículo 6 del Reglamento (UE) n.º 1176/2011, o a 
los retos determinados en otros documentos pertinentes adoptados oficialmente por la 
Comisión en el marco del Semestre Europeo.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
‒ Está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya a hacer frente de 

manera efectiva a la totalidad o a una parte significativa de los retos determinados en las 
correspondientes recomendaciones específicas por país dirigidas al Estado miembro en 
cuestión, incluidos sus aspectos presupuestarios, así como, en su caso, las 
recomendaciones formuladas en virtud del artículo 6 del Reglamento (UE) n.º 1176/2011, o a 
los retos determinados en otros documentos pertinentes adoptados oficialmente por la 
Comisión en el marco del Semestre Europeo, teniendo en cuenta la contribución financiera 
del Estado miembro de que se trate y la ayuda en forma de préstamo solicitada, así como el 
ámbito de aplicación y la dimensión de los retos específicos del país, y la información que 
figure en el programa nacional de reformas;

y
‒ el plan de recuperación y resiliencia constituye una respuesta global y adecuada a la 

situación económica y social del Estado miembro de que se trate;
y
‒ los retos a los que hace frente el plan de recuperación y resiliencia se consideran 

significativos para impulsar de manera sostenible el potencial de crecimiento de la economía 
del Estado miembro de que se trate;

y
‒ tras la ejecución de las reformas e inversiones propuestas, es previsible que los retos 

conexos se hayan superado o abordado de una manera que contribuya significativamente a 
su superación.

Calificación:
A. El plan de recuperación y resiliencia contribuye a hacer frente de manera efectiva a la 

totalidad o a una parte significativa de los retos determinados en las recomendaciones 
específicas por país, o a los retos mencionados en otros documentos pertinentes adoptados 
oficialmente por la Comisión en el marco del Semestre Europeo, y el plan de recuperación y 
resiliencia constituye una respuesta adecuada a la situación económica y social del Estado 
miembro de que se trate.

B. El plan de recuperación y resiliencia contribuye a hacer frente parcialmente a la 
totalidad o a una parte significativa de los retos determinados en las recomendaciones 
específicas por país, o a los retos mencionados en otros documentos pertinentes adoptados 
oficialmente por la Comisión en el marco del Semestre Europeo, y el plan de recuperación y 
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resiliencia constituye una respuesta parcialmente adecuada a la situación económica y social 
del Estado miembro de que se trate.

C. El plan de recuperación y resiliencia no contribuye a hacer frente a los retos 
determinados en las recomendaciones específicas por país, o en otros documentos 
pertinentes adoptados oficialmente por la Comisión en el marco del Semestre Europeo, y el 
plan de recuperación y resiliencia no constituye una respuesta adecuada a la situación 
económica y social del Estado miembro de que se trate.

2.3 Está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya de manera efectiva 
a reforzar el potencial de crecimiento, la creación de empleo y la resiliencia económica, 
social e institucional del Estado miembro, contribuyendo a la aplicación del pilar europeo de 
derechos sociales, también a través del fomento de políticas destinadas a la infancia y la 
juventud, y a mitigar el impacto económico y social de la crisis de la COVID-19, reforzando 
así la cohesión económica, social y territorial y la convergencia en la Unión.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
‒ El plan de recuperación y resiliencia contiene medidas destinadas a fomentar el 

crecimiento económico y la cohesión económica de manera inclusiva, en particular 
abordando las deficiencias de la economía de los Estados miembros, y a impulsar el 
potencial de crecimiento de la economía del Estado miembro de que se trate, estimulando la 
creación de empleo y mitigando los efectos adversos de la crisis;

y
‒ el plan de recuperación y resiliencia contiene medidas destinadas a reforzar la 

cohesión social y los sistemas de protección social, incluidas las políticas destinadas a la 
infancia y la juventud, reducir las vulnerabilidades sociales, contribuir a la aplicación de los 
principios del pilar europeo de derechos sociales y contribuir a mejorar los niveles de los 
indicadores de su cuadro de indicadores sociales;

y
‒ con el plan de recuperación y resiliencia se pretende reducir la vulnerabilidad 

económica del Estado miembro respecto a las perturbaciones;
y
‒ con el plan de recuperación y resiliencia se pretende aumentar la capacidad de las 

estructuras económicas y/o sociales del Estado miembro para adaptarse a las 
perturbaciones y resistir a ellas;

y
‒ está previsto que el plan de recuperación y resiliencia contribuya a mejorar la cohesión 

y la convergencia en los planos económico, social y territorial.
Calificación:
A. Incidencia prevista elevada.
B. Incidencia prevista media.
C. Incidencia prevista baja.
2.4 Está previsto que el plan de recuperación y resiliencia garantice que ninguna de las 

medidas de ejecución de las reformas y los proyectos de inversión incluidos en el plan de 
recuperación y resiliencia cause un perjuicio significativo a objetivos medioambientales en el 
sentido del artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 (principio de «no causar un perjuicio 
significativo»).

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
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‒ ninguna de las medidas de ejecución de las reformas y de los proyectos de inversión 
incluidos en el plan de recuperación y resiliencia causa un perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales en el sentido del artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 (principio de 
«no causar un perjuicio significativo»).

Calificación:
A. Ninguna medida causa un perjuicio significativo a objetivos medioambientales 

(principio de «no causar un perjuicio significativo»).
C. Una o más medidas causan un perjuicio significativo a objetivos medioambientales 

(principio de «no causar un perjuicio significativo»).
2.5 El plan de recuperación y resiliencia incluye medidas que contribuyen de manera 

efectiva a la transición ecológica, incluida la biodiversidad, o a hacer frente a los retos que se 
derivan de ella, y que representan un importe equivalente como mínimo al 37 % de la 
dotación total del plan de recuperación y resiliencia, sobre la base de la metodología de 
seguimiento para la acción por el clima establecida en el anexo VI; esa metodología se 
aplicará del mismo modo para aquellas medidas que no puedan asignarse directamente a un 
campo de intervención enumerado en el anexo VI; los coeficientes para el cálculo de la 
ayuda a objetivos climáticos podrán incrementarse hasta un importe total del 3 % de la 
dotación del plan de recuperación y resiliencia para inversiones concretas con el fin de tener 
en cuenta medidas de reforma complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos 
climáticos, previo acuerdo de la Comisión.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
‒ Está previsto que la ejecución de las medidas previstas contribuya de manera efectiva 

a la transición ecológica, incluida la biodiversidad, y, cuando proceda, a hacer frente a los 
retos que se derivan de ella, contribuyendo así a la consecución de los objetivos climáticos 
de la Unión para 2030, al tiempo que se cumple el objetivo de neutralidad climática de la UE 
para 2050;

y
‒ los Estados miembros aplican una metodología consistente en atribuir una 

ponderación específica a la ayuda proporcionada, que refleja en qué medida contribuye 
dicha ayuda a la consecución de los objetivos climáticos. Dicha ponderación se basará en 
las dimensiones y los códigos de los tipos de intervención establecidos en el anexo VI y 
podrán incrementarse para inversiones concretas con el fin de tener en cuenta medidas de 
reforma complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos climáticos. Se 
aplicará el mismo sistema de ponderación a aquellas medidas que no puedan asignarse 
directamente a un campo de intervención enumerado en el anexo VI;

y
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas tenga una incidencia duradera.
Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.
2.6 El plan de recuperación y resiliencia contiene medidas que contribuyen de manera 

efectiva a la transición digital, o a hacer frente a los retos que se derivan de ella, y que 
representan un importe equivalente como mínimo al 20 % de la dotación total del plan de 
recuperación y resiliencia, sobre la base de la metodología para el etiquetado digital 
establecida en el anexo VII; esa metodología se aplicará del mismo modo para aquellas 
medidas que no puedan asignarse directamente a un campo de intervención enumerado en 
el anexo VII; los coeficientes para el cálculo de la ayuda a los objetivos digitales podrán 
incrementarse para inversiones concretas con el fin de tener en cuenta medidas de reforma 
complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos digitales.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 1  Reglamento (UE) por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia

– 28 –



Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas contribuya de manera 

significativa a la transformación digital de los sectores económico o social;
o
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas contribuya de manera 

significativa a hacer frente a los retos que se derivan de la transición digital;
y
‒ los Estados miembros aplican una metodología consistente en atribuir una 

ponderación específica a la ayuda proporcionada, que refleja en qué medida contribuye 
dicha ayuda a la consecución de los objetivos digitales. Dicha ponderación se basará en las 
dimensiones y los códigos de los tipos de intervención establecidos en el anexo VII y podrán 
incrementarse para inversiones concretas con el fin de tener en cuenta medidas de reforma 
complementarias que aumenten su incidencia en los objetivos digitales. Se aplicará el mismo 
sistema de ponderación a aquellas medidas que no puedan asignarse directamente a un 
campo de intervención enumerado en el anexo VII;

y
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas tenga una incidencia duradera.
Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.
Eficacia:
2.7 Está previsto que el plan de recuperación y resiliencia tenga repercusiones 

duraderas en el Estado miembro en cuestión.
Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 

siguientes:
Ámbito de aplicación:
‒ Está previsto que la ejecución de las medidas previstas dé lugar a un cambio 

estructural en la administración o en las instituciones pertinentes;
o
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas dé lugar a un cambio 

estructural en las políticas pertinentes;
y
‒ está previsto que la ejecución de las medidas previstas tenga una incidencia duradera.
Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.
2.8 Está previsto que las disposiciones propuestas por los Estados miembros en 

cuestión garanticen un seguimiento y una ejecución efectivos del plan de recuperación y 
resiliencia, incluido el calendario previsto, los hitos y objetivos previstos, y los indicadores 
correspondientes.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
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‒ Se prevé una estructura en el Estado miembro encargada de: i) la ejecución del plan 
de recuperación y resiliencia; ii) el seguimiento de los avances en la consecución de los hitos 
y objetivos; y iii) la presentación de informes;

y
‒ los hitos y objetivos que se proponen son claros y realistas; y los indicadores 

propuestos para esos hitos y objetivos son pertinentes, aceptables y sólidos;
y
‒ el conjunto de disposiciones propuestas por los Estados miembros en lo que se refiere 

a la organización de la ejecución de las reformas e inversiones (incluidas las disposiciones 
para garantizar una dotación de personal suficiente) son fiables.

Calificación:
A. Disposiciones adecuadas para la ejecución efectiva.
B. Disposiciones mínimas para la ejecución efectiva.
C. Disposiciones insuficientes para la ejecución efectiva.
Eficiencia:
2.9 La justificación proporcionada por el Estado miembro sobre el importe de los costes 

totales estimados del plan de recuperación y resiliencia es razonable y verosímil, está en 
consonancia con el principio de coste-eficacia y guarda proporción con las repercusiones 
económicas y sociales previstas a escala nacional.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:

Ámbito de aplicación:
‒ El Estado miembro ha proporcionado información y pruebas suficientes de que el 

importe del coste total estimado del plan de recuperación y resiliencia es adecuado 
(«razonable»);

y
‒ el Estado miembro ha proporcionado información y pruebas suficientes de que el 

importe del coste total estimado del plan de recuperación y resiliencia está en consonancia 
con la naturaleza y el tipo de reformas e inversiones previstas («verosímil»);

y
‒ el Estado miembro ha proporcionado información y pruebas suficientes de que el 

importe del coste total estimado del plan de recuperación y resiliencia que se financiará en el 
marco del Mecanismo no está cubierto por financiación existente o prevista de la Unión;

y
‒ el importe del coste total estimado del plan de recuperación y resiliencia guarda 

proporción con las repercusiones sociales y económicas esperadas de las medidas previstas 
en el plan del Estado miembro de que se trate.

Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.
2.10 Está previsto que las disposiciones propuestas por los Estados miembros de que se 

trate prevengan, detecten y corrijan la corrupción, el fraude y los conflictos de intereses en la 
utilización de los fondos proporcionados en el marco del Mecanismo, incluidas las 
disposiciones destinadas a evitar la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros 
programas de la Unión.

Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 
siguientes:
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Ámbito de aplicación:
‒ el sistema de control interno descrito en el plan de recuperación y resiliencia se basa 

en procesos y estructuras sólidos, e identifica a agentes (organismos/entidades) claros, 
determinando sus funciones y responsabilidades para el desempeño de las tareas de control 
interno; en particular, garantiza una separación adecuada de las funciones pertinentes;

y
‒ el sistema de control y demás disposiciones pertinentes, incluidas las relativas a la 

recopilación y puesta a disposición de datos sobre los perceptores finales descritos en el 
plan de recuperación y resiliencia, en particular para prevenir, detectar y corregir la 
corrupción, el fraude y los conflictos de intereses en la utilización de los fondos 
proporcionados en el marco del Mecanismo, son adecuados;

y
‒ las disposiciones descritas en el plan de recuperación y resiliencia destinadas a evitar 

la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión son 
adecuadas;

y
‒ Los agentes (organismos/entidades) responsables de los controles están habilitados 

legalmente y cuentan con la capacidad administrativa necesaria para ejercer las funciones y 
tareas previstas.

Calificación:
A. Disposiciones adecuadas.
C. Disposiciones insuficientes.
Coherencia:
2.11 El plan de recuperación y resiliencia incluye medidas de ejecución de reformas y 

proyectos de inversión pública que representan actuaciones coherentes.
Para la evaluación de este criterio, la Comisión tendrá en cuenta los elementos 

siguientes:
Ámbito de aplicación:
‒ El plan de recuperación y resiliencia contiene medidas que contribuyen a reforzar 

mutuamente sus efectos;
o
‒ el plan de recuperación y resiliencia contiene medidas que se complementan entre sí.
Calificación:
A. En gran medida.
B. En una medida moderada.
C. En escasa medida.

3. Determinación de la contribución financiera
De conformidad con el artículo 20, la propuesta de la Comisión determinará la 

contribución financiera teniendo en cuenta la importancia y la coherencia del plan de 
recuperación y resiliencia propuesto por el Estado miembro de que se trate, evaluadas sobre 
la base de los criterios establecidos en el artículo 19, apartado 3. A tal efecto, aplicará los 
criterios siguientes:

a) Cuando el plan de recuperación y resiliencia cumpla satisfactoriamente los criterios 
establecidos en el artículo 19, apartado 3, y el importe de los costes totales estimados del 
plan de recuperación y resiliencia sea igual o superior a la contribución financiera máxima 
calculada para el Estado miembro de que se trate con arreglo al artículo 11, la contribución 
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financiera asignada a ese Estado miembro será igual al importe total de la contribución 
financiera máxima calculada para dicho Estado miembro con arreglo al artículo 11;

b) Cuando el plan de recuperación y resiliencia cumpla satisfactoriamente los criterios 
establecidos en el artículo 19, apartado 3, y el importe de los costes totales estimados del 
plan de recuperación y resiliencia sea inferior a la contribución financiera máxima calculada 
para el Estado miembro de que se trate de conformidad con el artículo 11, la contribución 
financiera asignada a ese Estado miembro será igual al importe de los costes totales 
estimados del plan de recuperación y resiliencia;

c) Cuando el plan de recuperación y resiliencia no cumpla de forma satisfactoria los 
criterios establecidos en el artículo 19, apartado 3, no se asignará contribución financiera 
alguna al Estado miembro de que se trate.

A efectos de la aplicación del presente párrafo, se utilizarán las fórmulas siguientes:
‒ en el caso de a) supra: Si Ci ≥ CFCi el Estado miembro i recibe CFCi
‒ en el caso de b) supra: Si Ci < CFCi el Estado miembro i recibe Ci

donde
‒ i es la referencia al Estado miembro de que se trate,
‒ CFM es la contribución financiera máxima para el Estado miembro de que se trate,
‒ C es el importe de los costes totales estimados del plan de recuperación y resiliencia.
Como resultado de la evaluación, y teniendo en cuenta las calificaciones:
El plan de recuperación y resiliencia cumple satisfactoriamente los criterios de 

evaluación:
Si el resultado final para los criterios contemplados en el punto 2 se ajusta a lo siguiente:
‒ se obtiene una calificación «A» en los criterios 2.2, 2.3, 2.5 y 2.6;
y en los demás criterios:
‒ se obtiene una calificación «A» en todos los casos;
o
‒ no se obtiene una mayoría de calificaciones «B» respecto a las calificaciones «A» y no 

se obtiene ninguna calificación «C».
El plan de recuperación y resiliencia no cumple satisfactoriamente los criterios de 

evaluación:
Si el resultado final para los criterios contemplados en el punto 2 se ajusta a lo siguiente:
‒ no se obtiene ninguna calificación «A» en los criterios 2.2, 2.3, 2.5 y 2.6;
y en los demás criterios:
‒ se obtiene una mayoría de calificaciones «B» respecto a las calificaciones «A»;
o
‒ se obtiene al menos una calificación «C».
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ANEXO VI
Metodología de seguimiento para la acción por el clima

Dimensiones y códigos relativos a los tipos de intervención del Mecanismo

Campo de intervención

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a los objetivos

climáticos

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a los objetivos

medioambientales

001 Inversión en activos fijos, incluidas las infraestructuras de investigación, en microempresas directamente vinculadas a actividades de 
investigación e innovación. 0 % 0 %

002 Inversión en activos fijos, incluidas las infraestructuras de investigación, en pequeñas y medianas empresas (incluidos centros de 
investigación privados) directamente vinculadas a actividades de investigación e innovación. 0 % 0 %

002 bis1 Inversión en activos fijos, incluidas las infraestructuras de investigación, en grandes empresas (1) directamente vinculadas a actividades 
de investigación e innovación. 0 % 0 %

003 Inversión en activos fijos, incluidas las infraestructuras de investigación, en centros públicos de investigación y en la enseñanza superior 
directamente vinculados a actividades de investigación e innovación. 0 % 0 %

004 Inversión en activos inmateriales en microempresas directamente vinculadas a actividades de investigación e innovación. 0 % 0 %

005 Inversión en activos inmateriales en pymes (incluidos centros de investigación privados) directamente vinculadas a actividades de 
investigación e innovación. 0 % 0 %

005 bis1 Inversión en activos inmateriales en grandes empresas directamente vinculadas a actividades de investigación e innovación. 0 % 0 %

006 Inversión en activos inmateriales en centros públicos de investigación y en la enseñanza superior directamente vinculados a actividades 
de investigación e innovación. 0 % 0 %

007 Actividades de investigación e innovación en microempresas, incluida la creación de redes (investigación industrial, desarrollo 
experimental, estudios de viabilidad). 0 % 0 %

008 Actividades de investigación e innovación en pymes, incluida la creación de redes. 0 % 0 %
008 bis1 Actividades de investigación e innovación en grandes empresas, incluida la creación de redes. 0 % 0 %

009 Actividades de investigación e innovación en centros públicos de investigación, en la enseñanza superior y en centros de competencias, 
incluida la creación de redes (investigación industrial, desarrollo experimental, estudios de viabilidad). 0 % 0 %

010
Digitalización de pymes (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los polos de innovación 
digital, los laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio electrónico entre 
empresas).

0 % 0 %

010 bis1
Digitalización de grandes empresas (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los polos de 
innovación digital, los laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio electrónico 
entre empresas).

0 % 0 %

010 ter

Digitalización de pymes o grandes empresas (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los 
polos de innovación digital, los laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio 
electrónico entre empresas) conformes con los criterios de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero o de eficiencia 
energética (2).

40 % 0 %

011 Soluciones de TIC para la Administración, servicios electrónicos, aplicaciones. 0 % 0 %

011 bis Soluciones de TIC para la Administración, servicios electrónicos, aplicaciones conformes con los criterios de reducción de las emisiones 
de gases de efecto invernadero o de eficiencia energética (2). 40 % 0 %

012 Servicios y aplicaciones informáticos para las capacidades digitales y la inclusión digital. 0 % 0 %

013 Servicios y aplicaciones de sanidad electrónica (incluida la ciberasistencia, el internet de las cosas para la actividad física y la vida 
cotidiana asistida por el entorno). 0 % 0 %

014 Infraestructura empresarial de las pymes (incluida la de zonas y parques industriales). 0 % 0 %
015 Desarrollo empresarial e internacionalización de las pymes, incluidas las inversiones productivas. 0 % 0 %
015 bis Apoyo a grandes empresas a través de instrumentos financieros, incluidas las inversiones productivas. 0 % 0 %

016 Desarrollo de capacidades para la especialización inteligente, la transición industrial, la iniciativa empresarial y la adaptabilidad de las 
empresas al cambio. 0 % 0 %

017 Servicios avanzados de apoyo a las pymes y agrupaciones de pymes (incluidos servicios de gestión, comercialización y diseño). 0 % 0 %
018 Incubación de empresas segregadas, semilla e incipientes y apoyo a las mismas. 0 % 0 %

019 Apoyo a las agrupaciones de innovación, también entre empresas, organismos de investigación y autoridades públicas, y redes 
empresariales, en beneficio principalmente de las pymes. 0 % 0 %

020 Procesos de innovación en las pymes (procesos, organización, comercialización, creación conjunta, e innovación centrada en los 
usuarios e impulsada por la demanda). 0 % 0 %

021 Transferencia de tecnología y cooperación entre empresas, centros de investigación y el sector de la enseñanza superior. 0 % 0 %

022 Procesos de investigación e innovación, transferencia de tecnología y cooperación entre empresas, con especial hincapié en la 
economía con bajas emisiones de carbono, la resiliencia y la adaptación al cambio climático. 100 % 40 %

023 Procesos de investigación e innovación, transferencia de tecnología y cooperación entre empresas, con especial hincapié en la 
economía circular. 40 % 100 %

024 Eficiencia energética y proyectos de demostración en pymes y medidas de apoyo. 40 % 40 %
024 bis Eficiencia energética y proyectos de demostración en grandes empresas y medidas de apoyo. 40 % 40 %

024 ter Eficiencia energética y proyectos de demostración en pymes o grandes empresas y medidas de apoyo conformes con los criterios de 
eficiencia energética (3). 100 % 40 %

025 Renovación de la eficiencia energética de los inmuebles existentes, proyectos de demostración y medidas de apoyo. 40 % 40 %

025 bis Renovación de la eficiencia energética de los inmuebles existentes, proyectos de demostración y medidas de apoyo conformes con los 
criterios de eficiencia energética (4). 100 % 40 %

025 ter Construcción de nuevos edificios energéticamente eficientes (5). 40 % 40 %

026 Renovación de la eficiencia energética o medidas de eficiencia energética relativas a infraestructuras públicas, proyectos de 
demostración y medidas de apoyo. 40 % 40 %

026 bis Renovación de la eficiencia energética o medidas de eficiencia energética relativas a infraestructuras públicas, proyectos de 
demostración y medidas de apoyo conformes con los criterios de eficiencia energética (6). 100 % 40 %
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Campo de intervención

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a los objetivos

climáticos

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a los objetivos

medioambientales

027 Apoyo a las empresas que prestan servicios que contribuyen a la economía con bajas emisiones de carbono y a la resiliencia frente al 
cambio climático, incluidas las medidas de sensibilización. 100 % 40 %

028 Energía renovable: eólica. 100 % 40 %
029 Energía renovable: solar. 100 % 40 %
030 Energía renovable: biomasa (7). 40 % 40 %
030 bis Energía renovable: biomasa con grandes reducciones de gases de efecto invernadero (8). 100 % 40 %
031 Energía renovable: marina. 100 % 40 %
032 Otras energías renovables (incluida la geotérmica). 100 % 40 %
033 Sistemas de energía inteligentes (incluidos las redes inteligentes y los sistemas de TIC) y su almacenamiento. 100 % 40 %
034 Cogeneración de alta eficiencia, calefacción y refrigeración urbanas. 40 % 40 %
034 bis0 Cogeneración de alta eficiencia, calefacción y refrigeración urbanas con pocas emisiones a lo largo del ciclo de vida útil (9). 100 % 40 %

034 bis1 Sustitución de sistemas de calefacción a base de carbón por sistemas de calefacción de gas con fines de mitigación del cambio 
climático. 0 % 0 %

034 bis2 Distribución y transporte de gas natural en sustitución del carbón. 0 % 0 %

035 Medidas de adaptación al cambio climático y prevención y gestión de riesgos relacionados con el clima: inundaciones (incluidas las 
acciones de sensibilización, la protección civil, los sistemas e infraestructuras de gestión de catástrofes y los enfoques ecosistémicos). 100 % 100 %

036 Medidas de adaptación al cambio climático y prevención y gestión de riesgos relacionados con el clima: incendios (incluidas las acciones 
de sensibilización, la protección civil, los sistemas e infraestructuras de gestión de catástrofes y los enfoques ecosistémicos). 100 % 100 %

037
Medidas de adaptación al cambio climático y prevención y gestión de riesgos relacionados con el clima: otros, como, por ejemplo, 
tormentas y sequías (incluidas las acciones de sensibilización, la protección civil, los sistemas e infraestructuras de gestión de 
catástrofes y los enfoques ecosistémicos).

100 % 100 %

038
Prevención y gestión de riesgos naturales no relacionados con el clima (por ejemplo, terremotos) y de riesgos relacionados con 
actividades humanas (por ejemplo, accidentes tecnológicos), incluidas las acciones de sensibilización, la protección civil y los sistemas, 
infraestructuras y enfoques ecosistémicos de gestión de catástrofes.

0 % 100 %

039 Provisión de agua de consumo humano (infraestructura de extracción, tratamiento, almacenamiento y distribución, medidas de eficiencia, 
suministro de agua potable). 0 % 100 %

039 bis Provisión de agua de consumo humano (infraestructura de extracción, tratamiento, almacenamiento y distribución, medidas de eficiencia, 
suministro de agua potable) de acuerdo con los criterios de eficiencia (10). 40 % 100 %

040 Gestión del agua y conservación de los recursos hídricos (incluida la gestión de las cuencas fluviales, medidas específicas de adaptación 
al cambio climático, reutilización, reducción de fugas). 40 % 100 %

041 Recogida y tratamiento de aguas residuales. 0 % 100 %
041 bis Recogida y tratamiento de aguas residuales de acuerdo con los criterios de eficiencia energética (11). 40 % 100 %
042 Gestión de residuos domésticos: medidas de prevención, minimización, separación, reutilización y reciclado. 40 % 100 %
042 bis Gestión de residuos domésticos: gestión de desechos residuales. 0 % 100 %
044 Gestión de residuos comerciales e industriales: medidas de prevención, minimización, separación, reutilización y reciclado. 40 % 100 %
044 bis Gestión de residuos comerciales e industriales: desechos residuales y residuos peligrosos. 0 % 100 %
045 Promoción del uso de materiales reciclados como materias primas. 0 % 100 %
045 bis Uso de materiales reciclados como materias primas de acuerdo con los criterios de eficiencia (12). 100 % 100 %
046 Rehabilitación de zonas industriales y terrenos contaminados. 0 % 100 %
046 bis Rehabilitación de zonas industriales y terrenos contaminados de acuerdo con los criterios de eficiencia (13). 40 % 100 %
047 Apoyo a procesos de producción respetuosos con el medio ambiente y eficiencia en el uso de recursos en las pymes. 40 % 40 %
047 bis Apoyo a procesos de producción respetuosos con el medio ambiente y eficiencia en el uso de recursos en las grandes empresas. 40 % 40 %
048 Medidas de calidad del aire y reducción del ruido. 40 % 100 %
049 Protección, restauración y uso sostenible de los espacios Natura 2000. 40 % 100 %
050 Protección de la naturaleza y la biodiversidad, patrimonio y recursos naturales, infraestructuras verdes y azules. 40 % 100 %
051 TIC: red de banda ancha de muy alta capacidad (red de ejes principales y vías de retorno). 0 % 0 %

052 TIC: red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica 
hasta el punto de distribución en la ubicación del servidor para edificios de varias viviendas). 0 % 0 %

053 TIC: red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica 
hasta el punto de distribución en la ubicación del servidor para hogares o empresas). 0 % 0 %

054 TIC: red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica 
hasta la estación base para comunicación inalámbrica avanzada). 0 % 0 %

055 TIC: otros tipos de infraestructuras de TIC (incluidos /recursos/equipos informáticos a gran escala, centros de datos, sensores y otros 
equipos inalámbricos). 0 % 0 %

055 bis TIC: otros tipos de infraestructuras de TIC (incluidos /recursos/equipos informáticos a gran escala, centros de datos, sensores y otros 
equipos inalámbricos) conformes con los criterios de reducción de las emisiones de carbono o de eficiencia energética (2). 40 % 0 %

056 Autopistas y carreteras de nueva construcción o mejoradas: red básica de la RTE-T (14). 0 % 0 %
057 Autopistas y carreteras de nueva construcción o mejoradas: red global de la RTE-T. 0 % 0 %
058 Carreteras secundarias de nueva construcción o mejoradas unidas a la red de carreteras y los nodos de la RTE-T. 0 % 0 %
059 Otras vías de acceso nacionales, regionales y locales de nueva construcción o mejoradas. 0 % 0 %
060 Autopistas y carreteras reconstruidas o modernizadas: red básica de la RTE-T. 0 % 0 %
061 Autopistas y carreteras reconstruidas o modernizadas: red global de la RTE-T. 0 % 0 %
062 Otras carreteras reconstruidas o modernizadas (autopistas, nacionales, regionales o locales). 0 % 0 %
063 Digitalización del transporte: carretera. 0 % 0 %
063 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: carretera. 40 % 0 %
064 Ferrocarriles de nueva construcción o mejorados: red básica de la RTE-T. 100 % 40 %
065 Ferrocarriles de nueva construcción o mejorados: red global de la RTE-T. 100 % 40 %
066 Otros ferrocarriles de nueva construcción o mejorados. 40 % 40 %
066 bis Otros ferrocarriles de nueva construcción o mejorados - eléctricos/ cero emisiones (15). 100 % 40 %
067 Ferrocarriles reconstruidos o modernizados: red básica de la RTE-T. 100 % 40 %
068 Ferrocarriles reconstruidos o modernizados: red global de la RTE-T. 100 % 40 %
069 Otros ferrocarriles reconstruidos o modernizados. 40 % 40 %
069 bis Otros ferrocarriles reconstruidos o modernizados - eléctricos/cero emisiones (15). 100 % 40 %
070 Digitalización del transporte: transporte por ferrocarril. 40 % 0 %
071 Sistema de Gestión del Tráfico Ferroviario Europeo (ERTMS). 40 % 40 %
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Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a los objetivos

climáticos

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
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medioambientales
072 Bienes muebles para servicios ferroviarios. 0 % 40 %
072 bis Bienes muebles para servicios ferroviarios con cero emisiones/eléctricos (16). 100 % 40 %
073 Infraestructura de transporte urbano limpio (17). 100 % 40 %
074 Material rodante de transporte urbano limpio (18). 100 % 40 %
075 Infraestructura para bicicletas. 100 % 100 %
076 Digitalización del transporte urbano: 0 % 0 %
076 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: transporte urbano. 40 % 0 %
077 Infraestructura para los combustibles alternativos (19). 100 % 40 %
078 Transporte multimodal (RTE-T). 40 % 40 %
079 Transporte multimodal (no urbano). 40 % 40 %
080 Puertos marítimos (RTE-T). 0 % 0 %
080 bis Puertos marítimos (RTE-T), excluidas las instalaciones dedicadas al transporte de combustibles fósiles. 40 % 0 %
081 Otros puertos marítimos. 0 % 0 %
081 bis Otros puertos marítimos, excluidas las instalaciones dedicadas al transporte de combustibles fósiles. 40 % 0 %
082 Vías y puertos de navegación interior (RTE-T). 0 % 0 %
082 bis Vías y puertos de navegación interior (RTE-T), excluidas las instalaciones dedicadas al transporte de combustibles fósiles. 40 % 0 %
083 Vías y puertos de navegación interior (regionales y locales). 0 % 0 %
083 bis0 Vías y puertos de navegación interior (regionales y locales), excluidas las instalaciones dedicadas al transporte de combustibles fósiles. 40 % 0 %
083 bis1 Seguridad aérea, seguridad aeronáutica y sistemas de gestión del tráfico aéreo, para los aeropuertos existentes. 0 % 0 %
084 Digitalización del transporte: otros modos de transporte. 0 % 0 %

084 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: otros modos de 
transporte. 40 % 0 %

085 Infraestructuras para la educación y cuidados preescolares. 0 % 0 %
086 Infraestructuras para la enseñanza primaria y secundaria. 0 % 0 %
087 Infraestructuras para la enseñanza terciaria. 0 % 0 %
088 Infraestructuras para la educación y la formación profesional y el aprendizaje de adultos. 0 % 0 %
089 Infraestructuras de vivienda para migrantes, refugiados y personas bajo protección internacional o que soliciten protección internacional. 0 % 0 %

090 Infraestructuras de vivienda (para personas distintas de los migrantes, refugiados y personas bajo protección internacional o que soliciten 
protección internacional). 0 % 0 %

091 Otras infraestructuras sociales que contribuyen a la inclusión social en la comunidad. 0 % 0 %
092 Infraestructura sanitaria. 0 % 0 %
093 Equipos sanitarios. 0 % 0 %
094 Bienes muebles para servicios sanitarios. 0 % 0 %
095 Digitalización en el sector sanitario. 0 % 0 %

096 Infraestructuras de acogida temporal para migrantes, refugiados y personas bajo protección internacional o que soliciten protección 
internacional. 0 % 0 %

097 Medidas para mejorar el acceso al empleo. 0 % 0 %
098 Medidas para fomentar el acceso al empleo de los desempleados de larga duración. 0 % 0 %
099 Ayuda específica para el empleo juvenil y la integración socioeconómica de los jóvenes. 0 % 0 %
100 Apoyo al trabajo por cuenta propia y a la creación de empresas. 0 % 0 %
101 Apoyo a la economía social y las empresas sociales. 0 % 0 %

102 Medidas para modernizar y reforzar las instituciones y servicios del mercado laboral a fin de evaluar y anticipar las necesidades en 
materia de capacidades y garantizar una asistencia personalizada y oportuna. 0 % 0 %

103 Apoyo a la adecuación entre la demanda y la oferta de empleo y las transiciones en el mercado laboral. 0 % 0 %
104 Apoyo a la movilidad laboral. 0 % 0 %
105 Medidas para fomentar la participación de las mujeres y reducir la segregación de género en el mercado laboral. 0 % 0 %

106 Medidas para fomentar el equilibrio entre vida privada y vida laboral, incluido el acceso a los servicios de guardería y de atención a las 
personas dependientes. 0 % 0 %

107 Medidas en favor de un entorno de trabajo sano y bien adaptado para hacer frente a los riesgos para la salud, incluida la promoción de la 
actividad física. 0 % 0 %

108 Apoyo al desarrollo de las capacidades digitales. 0 % 0 %
109 Apoyo a la adaptación al cambio de trabajadores, empresas y emprendedores. 0 % 0 %
110 Medidas para fomentar el envejecimiento activo y saludable. 0 % 0 %
111 Apoyo a la educación y el cuidado de la primera infancia (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
112 Apoyo a la enseñanza primaria y secundaria (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
113 Apoyo a la enseñanza terciaria (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
114 Apoyo a la enseñanza de adultos (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
115 Medidas para promover la igualdad de oportunidades y la participación activa en la sociedad. 0 % 0 %
116 Vías de integración y reintegración en el mundo laboral de las personas desfavorecidas. 0 % 0 %
117 Medidas para mejorar el acceso de grupos marginados, como los gitanos, a la educación y el empleo, y a promover su inclusión social. 0 % 0 %
118 Apoyo a la sociedad civil que trabaja con comunidades marginadas, como la gitana. 0 % 0 %
119 Acciones específicas destinadas a aumentar la participación de nacionales de terceros países en el empleo. 0 % 0 %
120 Medidas para la integración social de los nacionales de terceros países. 0 % 0 %
121 Medidas para mejorar el acceso equitativo y oportuno a servicios de calidad, sostenibles y asequibles. 0 % 0 %
122 Medidas para mejorar la prestación de servicios asistenciales locales y familiares. 0 % 0 %
123 Medidas para mejorar la accesibilidad, la eficacia y la resiliencia de los sistemas sanitarios (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
124 Medidas para mejorar el acceso a los cuidados de larga duración (excluidas las infraestructuras). 0 % 0 %
125 Medidas para modernizar los sistemas de protección social, incluido el fomento del acceso a la protección social. 0 % 0 %
126 Promoción de la integración social de personas en riesgo de pobreza o exclusión social, en particular las más desfavorecidas y los niños. 0 % 0 %

127 Subsanar las carencias materiales de los más desfavorecidos mediante la provisión de alimentos o asistencia material, incluidas medidas 
de acompañamiento. 0 % 0 %

128 Protección, desarrollo y promoción de los activos del turismo público y los servicios de turismo. 0 % 0 %
129 Protección, desarrollo y promoción del patrimonio cultural y los servicios culturales. 0 % 0 %
130 Protección, desarrollo y promoción del patrimonio cultural y el turismo ecológico, salvo en lo referente a los espacios Natura 2000. 0 % 100 %
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131 Regeneración del entorno físico y seguridad de los espacios públicos. 0 % 0 %
131 bis Iniciativas de desarrollo territorial, incluida la preparación de estrategias territoriales. 0 % 0 %
132 Mejora de la capacidad de las autoridades responsables de los programas y de los organismos vinculados a la ejecución de los Fondos. 0 % 0 %
133 Mejora de la cooperación con socios tanto dentro como fuera del Estado miembro. 0 % 0 %

134 Financiación cruzada en el marco del FEDER (apoyo a acciones asimilables a las del FSE necesarias para la ejecución satisfactoria de 
la parte de la operación correspondiente al FEDER y relacionadas directamente con ella). 0 % 0 %

135 Mejora de la capacidad institucional de las autoridades públicas y las partes interesadas para implementar los proyectos e iniciativas de 
cooperación territorial en un contexto transfronterizo, transnacional, marítimo e interregional. 0 % 0 %

135 bis Interreg: gestión de pasos fronterizos y gestión de la movilidad y la migración. 0 % 0 %
136 Regiones ultraperiféricas: compensación de los costes adicionales derivados del déficit de acceso y la fragmentación territorial. 0 % 0 %

137 Regiones ultraperiféricas: medidas específicas de compensación de los costes adicionales derivados de factores relativos al tamaño del 
mercado. 0 % 0 %

138 Regiones ultraperiféricas: ayudas para compensar los costes adicionales derivados de las condiciones climáticas y las dificultades del 
terreno. 40 % 40 %

139 Regiones ultraperiféricas: aeropuertos. 0 % 0 %
140 Información y comunicación. 0 % 0 %
141 Preparación, ejecución, seguimiento y control. 0 % 0 %
142 Evaluación y estudios, recopilación de datos. 0 % 0 %
143 Refuerzo de la capacidad de las autoridades de los Estados miembros, los beneficiarios y los socios pertinentes. 0 % 0 %
01 Contribución a las competencias y empleos verdes. 100 %

(1) Las grandes empresas son todas las empresas excepto las pymes, incluidas las pequeñas empresas de mediana capitalización.
(2) Si el objetivo de la medida es que la actividad deba procesar o recopilar datos para permitir reducciones de las emisiones de gases de efecto invernadero que den lugar a 

reducciones sustanciales de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida. Si el objetivo de la medida exige que los centros de datos cumplan el Código de 
conducta europeo para la eficiencia energética de los centros de datos.

(3) a) Si el objetivo de la medida es lograr, por término medio, una renovación de al menos un grado de profundidad intermedia, tal como se define en la Recomendación (UE) 
2019/786 de la Comisión relativa a la renovación de edificios, o b) si el objetivo de las medidas es lograr, por término medio, una reducción de al menos un 30 % de las emisiones 
directas e indirectas de gases de efecto invernadero en comparación con las emisiones ex ante.

(4) Si el objetivo de las medidas es la construcción de nuevos edificios con una demanda de energía primaria (PED, por sus siglas en inglés) inferior en al menos un 20 % al 
requisito de EECN (edificio de consumo de energía casi nulo, directrices nacionales). La construcción de nuevos edificios energéticamente eficientes también tiene por objeto incluir las 
infraestructuras en el sentido de los campos de intervención 85 a 92.

(5) Si el objetivo de la medida es lograr, por término medio, una renovación de al menos un grado de profundidad intermedia, tal como se define en la Recomendación (UE) 
2019/786 de la Comisión relativa a la renovación de edificios. La renovación de edificios también tiene por objeto incluir las infraestructuras en el sentido de los campos de intervención 
85 a 92.

(6) Si el objetivo de la medida es: a) lograr, por término medio, una renovación de al menos un grado de profundidad intermedia, tal como se define en la Recomendación (UE) 
2019/786 de la Comisión relativa a la renovación de edificios, o b) lograr, por término medio, una reducción de al menos un 30 % de las emisiones directas e indirectas de gases de 
efecto invernadero en comparación con las emisiones ex ante. La renovación de edificios también tiene por objeto incluir las infraestructuras en el sentido de los campos de intervención 
85 a 92.

(7) Si el objetivo de la medida está relacionado con la producción de electricidad o calor a partir de biomasa, de conformidad con la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables (DO L 328 de 21.12.2018, p. 82).

(8) Si el objetivo de la medida está relacionado con la producción de electricidad o calor a partir de biomasa de conformidad con la Directiva (UE) 2018/2001; y si el objetivo de la 
medida es lograr una reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de al menos un 80 % en la instalación gracias al uso de biomasa en relación con la metodología de 
reducción de gases de efecto invernadero y los combustibles fósiles de referencia establecidos en el anexo VI de la Directiva (UE) 2018/2001. Si el objetivo de la medida está relacionado 
con la producción de biocarburantes a partir de biomasa (exceptuando los cultivos alimentarios y forrajeros), de conformidad con la Directiva (UE) 2018/2001; y si el objetivo de la medida 
es lograr una reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de al menos un 65 % en la instalación gracias al uso de biomasa en relación con la metodología de reducción 
de gases de efecto invernadero y los combustibles fósiles de referencia establecidos en el anexo V de la Directiva (UE) 2018/2001.

(9) En el caso de la cogeneración de alta eficiencia, si el objetivo de la medida es conseguir emisiones durante el ciclo de vida inferiores a 100 g CO2 e/kWh o calor/frío producido a 
partir de calor residual. En el caso de la calefacción/refrigeración urbana, si la infraestructura asociada se ajusta a lo dispuesto en la Directiva 2012/27/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, relativa a la eficiencia energética, por la que se modifican las Directivas 2009/125/CE y 2010/30/UE, y por la que se derogan las Directivas 2004/8/CE 
y 2006/32/CE (DO L 315 de 14.11.2012, p. 1), o si la infraestructura existente se renueva para ajustarse a la definición de calefacción y refrigeración urbana eficiente, o si el proyecto es 
un sistema piloto avanzado (sistemas de control y gestión de la energía, internet de las cosas) o conduce a un régimen de temperaturas más bajas en el sistema urbano de calefacción y 
refrigeración.

(10) Si el objetivo de la medida es que el sistema construido tenga un consumo medio de energía ≤ 0,5 kWh o un índice de fugas estructurales (ILI, por sus siglas en inglés) ≤ 1,5, y 
que la actividad de renovación reduzca el consumo medio de energía o las fugas en más de un 20 %.

(11) Si el objetivo de la medida es que el sistema completo de tratamiento de aguas residuales construido tenga un consumo de energía neto nulo o que la renovación del sistema 
completo de tratamiento de aguas residuales conduzca a una reducción del consumo medio de energía de al menos un 10 % (únicamente mediante medidas de eficiencia energética y 
no mediante cambios materiales o cambios en la carga).

(12) Si el objetivo de la medida es convertir al menos el 50 %, en peso, de los residuos no peligrosos tratados y recogidos selectivamente en materias primas secundarias.
(13) Si el objetivo de la medida es convertir las zonas industriales y los terrenos contaminados en sumideros naturales de carbono.
(14) En los campos de intervención 56 a 62, los campos de intervención 73, 74 y 77 pueden utilizarse para los elementos de las medidas relacionados con las intervenciones en 

combustibles alternativos, incluida la recarga de vehículos eléctricos, o el transporte público.
(15) Si el objetivo de la medida se refiere a subsistemas electrificados en tierra y a subsistemas asociados, o si existe un plan de electrificación o este es apto para su uso por trenes 

con cero emisiones de gases de escape en un plazo de diez años.
(16) Aplicable también a trenes de tracción dual.
(17) La infraestructura de transporte urbano limpio se refiere a la infraestructura que permite el funcionamiento de material rodante de cero emisiones.
(18) El material rodante de transporte urbano limpio se refiere al material rodante de cero emisiones.
(19) Si el objetivo de la medida está en consonancia con la Directiva (UE) 2018/2001.
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ANEXO VII
Metodología para el etiquetado digital en el marco del Mecanismo

Metodología para el etiquetado digital:

Cuadro de intervenciones

Código Campo de intervención y tipo de intervención (1)

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a la transición

digital
Campo de intervención 1: Conectividad

Dimensión 1 del DESI: Conectividad
051 Red de banda ancha de muy alta capacidad (red de ejes principales y vías de retorno) (2). 100 %

052 Red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica hasta el punto de 
distribución en la ubicación del servidor para edificios de varias viviendas). 100 %

053 Red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica hasta el punto de 
distribución en la ubicación del servidor para hogares o empresas). 100 %

054 Red de banda ancha de muy alta capacidad (acceso/bucle local con un rendimiento equivalente a una instalación de fibra óptica hasta la estación base 
para comunicación inalámbrica avanzada) (3). 100 %

054 bis
Cobertura de la red 5G, incluida la prestación ininterrumpida de conectividad a lo largo de las vías de transporte; conectividad de gigabit (redes que 
ofrecen al menos una conexión simétrica de 1 Gbps) para motores socioeconómicos, como escuelas, nodos de transporte y principales prestadores de 
servicios públicos.

100 %

054 ter Conectividad de datos móviles con amplia cobertura territorial. 100 %
Campo de intervención 2: Inversión en I+D relacionada con la digitalización.

DESI: «El sector de las TIC de la UE y su rendimiento en I+D».

009 bis Inversión en actividades de I+i relacionadas con la digitalización (incluidos centros de investigación de excelencia, investigación industrial, desarrollo 
experimental, estudios de viabilidad, adquisición de activos fijos o intangibles para actividades de I+i relacionadas con el sector digital). 100 %

Campo de intervención 3: Capital humano
Dimensión 2 del DESI: Capital humano

012 Servicios y aplicaciones informáticos para las capacidades digitales y la inclusión digital (4). 100 %

016 Desarrollo de capacidades para la especialización inteligente, la transición industrial, la iniciativa empresarial y la adaptabilidad de las empresas al 
cambio. 40 %

108 Apoyo al desarrollo de las capacidades digitales (5). 100 %
099 Ayuda específica para el empleo juvenil y la integración socioeconómica de los jóvenes. 40 %
100 Apoyo al trabajo por cuenta propia y a la creación de empresas. 40 %

Campo de intervención 4: Administración electrónica, servicios públicos digitales y ecosistemas digitales locales
Dimensión 5 del DESI: Servicios públicos digitales

011 Soluciones de TIC para la Administración, servicios electrónicos, aplicaciones (6). 100 %

011 bis Soluciones de TIC para la Administración, servicios electrónicos, aplicaciones conformes con los criterios de reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero o de eficiencia energética (7). 100 %

011 ter Implantación del sistema europeo de identidad digital para uso público y privado. 100 %

013 Servicios y aplicaciones de sanidad electrónica (incluida la ciberasistencia, el internet de las cosas para la actividad física y la vida cotidiana asistida por 
el entorno). 100 %

095 Digitalización en el sector sanitario. 100 %
063 Digitalización del transporte: carretera. 100 %
063 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: carretera. 100 %
070 Digitalización del transporte: transporte por ferrocarril. 100 %
071 Sistema de Gestión del Tráfico Ferroviario Europeo (ERTMS). 100 %
076 Digitalización del transporte urbano: 100 %
076 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: transporte urbano. 100 %
084 Digitalización del transporte: otros modos de transporte. 100 %
084 bis Digitalización del transporte cuando se dedique en parte a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero: otros modos de transporte. 100 %
033 Sistemas de energía inteligentes (incluidos las redes inteligentes y los sistemas de TIC) y su almacenamiento. 40 %
011 quater Digitalización del sistema judicial. 100 %

Campo de intervención 5: Digitalización de las empresas Dimensión 4 del DESI: Integración de las tecnologías digitales

010 Digitalización de pymes (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los polos de innovación digital, los 
laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio electrónico entre empresas). 100 %

010 bis Digitalización de grandes empresas (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los polos de innovación digital, 
los laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio electrónico entre empresas). 100 %

010 ter
Digitalización de pymes o grandes empresas (incluidos el negocio y el comercio electrónicos y los procesos empresariales en red, los polos de 
innovación digital, los laboratorios vivientes, los ciberemprendedores, las empresas emergentes basadas en TIC, el comercio electrónico entre 
empresas) conformes con los criterios de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero o de eficiencia energética (7).

100 %

014 Infraestructura empresarial de las pymes (incluida la de zonas y parques industriales) (8). 40 %
015 Desarrollo empresarial e internacionalización de las pymes, incluidas las inversiones productivas (8). 40 %
017 Servicios avanzados de apoyo a las pymes y agrupaciones de pymes (incluidos servicios de gestión, comercialización y diseño) (8). 40 %
018 Incubación de empresas segregadas, semilla e incipientes y apoyo a las mismas (8). 40 %

019 Apoyo a las agrupaciones de innovación, también entre empresas, organismos de investigación y autoridades públicas, y redes empresariales, en 
beneficio principalmente de las pymes (8) (9). 40 %

020 Procesos de innovación en las pymes (procesos, organización, comercialización, creación conjunta, e innovación centrada en los usuarios e impulsada 
por la demanda) (8). 40 %

021 Transferencia de tecnología y cooperación entre empresas, centros de investigación y el sector de la enseñanza superior (8). 40 %
021 bis Apoyo a la producción y distribución de contenidos digitales. 100 %

Campo de intervención 6: Inversión en capacidades digitales y despliegue de tecnologías avanzadas
Dimensión 4 del DESI: Integración de tecnologías digitales + recopilación de datos ad hoc

055 Otros tipos de infraestructuras de TIC (incluidos /recursos/equipos informáticos a gran escala, centros de datos, sensores y otros equipos inalámbricos). 100 %
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Código Campo de intervención y tipo de intervención (1)

Coeficiente
para el cálculo

de la ayuda
a la transición

digital

055 bis Otros tipos de infraestructuras de TIC (incluidos /recursos/equipos informáticos a gran escala, centros de datos, sensores y otros equipos inalámbricos) 
conformes con los criterios de reducción de las emisiones de carbono o de eficiencia energética (7). 100 %

021 ter
Desarrollo de servicios e instalaciones de apoyo altamente especializados para las administraciones públicas y las empresas (centros nacionales de 
competencia en HPC, centros cibernéticos, instalaciones de ensayo y experimentación en inteligencia artificial, cadena de bloques, internet de las cosas, 
etc.).

100 %

021 quater

Inversión en tecnologías avanzadas tales como: informática de alto rendimiento y capacidades de computación cuántica/capacidades de comunicación 
cuántica (incluido el cifrado cuántico); diseño, producción e integración de sistemas microelectrónicos; próxima generación de capacidades de datos, de 
nube y de vanguardia europeas (infraestructuras, plataformas y servicios); realidad virtual y aumentada, tecnología profunda y otras tecnologías digitales 
avanzadas. Inversión destinada a garantizar la seguridad de la cadena de suministro digital.

100 %

021 quinquies Desarrollo y despliegue de tecnologías, medidas e instalaciones de apoyo en materia de ciberseguridad para los usuarios de los sectores público y 
privado. 100 %

Campo de intervención 7: Ecologización del sector digital

027 bis Inversión en tecnologías, capacidades, infraestructuras y soluciones que mejoren la eficiencia energética y garanticen la neutralidad climática de los 
centros y las redes de datos. 100 %

(1) La descripción de las intervenciones en este cuadro se entiende sin perjuicio del cumplimiento de las normas de competencia, en particular para garantizar que las 
intervenciones no excluyan las inversiones privadas.

(2) Incluidos los cables submarinos dentro de los Estados miembros y entre ellos, y entre la Unión y terceros países.
(3) Incluidas las redes 5G y 6G.
(4) Entre otros: medidas para apoyar la digitalización de las instituciones de educación y formación (como las inversiones en infraestructuras de TIC), incluida la educación y 

formación profesionales y el aprendizaje de adultos.
(5) Esto se refiere a las capacidades digitales a todos los niveles e incluye: programas educativos altamente especializados para formar a especialistas digitales (es decir, 

programas centrados en la tecnología); formación de profesores, desarrollo de contenidos digitales con fines educativos y capacidades organizativas pertinentes. Se incluyen también 
aquí las medidas y los programas destinados a mejorar las competencias digitales básicas.

(6) Incluido el uso de tecnologías avanzadas (como la informática de alto rendimiento, la ciberseguridad o la inteligencia artificial) para los servicios públicos y la toma de decisiones 
y la interoperabilidad de los servicios e infraestructuras públicos digitales (regionales, nacionales y transfronterizos).

(7) Si el objetivo de la medida es que la actividad deba procesar o recopilar datos para permitir reducciones de las emisiones de gases de efecto invernadero que den lugar a 
reducciones sustanciales de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida. Si el objetivo de la medida exige que los centros de datos cumplan el Código de 
conducta europeo para la eficiencia energética de los centros de datos.

(8) El coeficiente digital del 40 % solo debe aplicarse cuando la intervención se centre en elementos directamente relacionados con la digitalización de las empresas, como los 
productos digitales, los activos informáticos, etc.

(9) Incluidas las empresas de la economía social.

(1) Reglamento (CE) n.º 1466/97 del Consejo, de 7 de julio de 1997, relativo al reforzamiento de la supervisión 
de las situaciones presupuestarias y a la supervisión y coordinación de las políticas económicas (DO L 209 de 
2.8.1997, p. 1).

(2) Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2020, 
sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión (DO L 433 I de 
22.12.2020, p. 1).

(3) Reglamento (CE) n.º 1467/97 del Consejo, de 7 de julio de 1997, relativo a la aceleración y clarificación del 
procedimiento de déficit excesivo (DO L 209 de 2.8.1997, p. 6).

(4) Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y 
por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la 
Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión (DO L 141 de 
5.6.2015, p. 73).

(5) Todos los datos del Reglamento son de Eurostat; la fecha límite para los datos históricos es mayo de 2020.
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§ 2

Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se 
aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 341, de 31 de diciembre de 2020
Última modificación: 23 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2020-17340

I
Tras la declaración por la Organización Mundial de la Salud de la pandemia internacional 

provocada por la COVID-19 el pasado 11 de marzo y la rápida propagación de esta 
enfermedad, tanto en el ámbito nacional como internacional, los Estados miembros de la 
Unión Europea adoptaron con rapidez medidas coordinadas de emergencia para proteger la 
salud de la ciudadanía y evitar el colapso de la economía.

Estas medidas destinadas a actuar sobre los factores que inciden en la propagación, y 
que se están extendiendo en el tiempo como consecuencia de la segunda ola de la 
pandemia, están teniendo un drástico impacto económico y social en el conjunto de los 
países de la Unión Europea, motivando la necesidad de reaccionar de forma rápida y de 
adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de amortiguar el impacto de esta 
crisis sin precedentes, e impulsar la pronta recuperación económica, sentando las bases del 
crecimiento de las próximas décadas.

El Consejo Europeo del 21 de julio de 2020, consciente de la necesidad en este 
momento histórico de un esfuerzo sin precedentes y de un planteamiento innovador que 
impulsen la convergencia, la resiliencia y la transformación en la Unión Europea, acordó un 
paquete de medidas de gran alcance.

Estas medidas aúnan el futuro marco financiero plurianual (MFP) para 2021-2027 
reforzado y la puesta en marcha de un Instrumento Europeo de Recuperación («Next 
Generation EU») por valor de 750 000 millones de euros en precios constantes del año 
2018.

Este Instrumento Europeo de Recuperación, que implicará para España unos 140 000 
millones de euros en forma de transferencias y préstamos para el periodo 2021-26, se basa 
en tres pilares:

1. La adopción de instrumentos para apoyar los esfuerzos de los Estados miembros por 
recuperarse, reparar los daños y salir reforzados de la crisis.

2. La adopción de medidas para impulsar la inversión privada y apoyar a las empresas 
en dificultades.
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3. El refuerzo de los programas clave de la Unión Europea para extraer las enseñanzas 
de la crisis, hacer que el mercado único sea más fuerte y resiliente y acelerar la doble 
transición ecológica y digital.

La movilización de un volumen tan importante de recursos abre una oportunidad 
extraordinaria para nuestro país, comparable a los procesos de transformación económica 
producidos a raíz de la incorporación a las Comunidades Europeas en los años 80 o la 
creación del Fondo de Cohesión europeo en mitad de los 90.

La rápida absorción de este volumen de recursos acelerará la recuperación del nivel de 
empleo y actividad económica y también resultará clave para la transformación del modelo 
económico español, para que esa recuperación sea verde, digital, inclusiva y social.

Se pondrán en marcha inversiones, transformaciones y reformas estructurales dirigidas a 
la transición hacia una economía y sociedad climáticamente neutras, sostenibles, circulares, 
respetuosas con los límites impuestos por el medio natural, y eficientes en el uso de 
recursos. Asimismo, se desplegará la agenda España Digital 2025 con el fin de impulsar la 
conectividad y la ciberseguridad, la digitalización de la Administración y del tejido productivo, 
las competencias digitales del conjunto de la sociedad y la innovación disruptiva en el ámbito 
de la inteligencia artificial. Además, se impulsará la educación y la formación profesional, la 
ciencia y la innovación, la economía de los cuidados, el sistema público de salud y la 
modernización de los sectores tractores para lograr un crecimiento futuro más sostenible e 
inclusivo, con una economía más productiva, una sociedad más cohesionada y un progreso 
basado en la protección de los valores constitucionales y los derechos individuales y 
colectivos de todos los ciudadanos.

La envergadura de estos retos y el marco temporal para su desarrollo requieren del 
concurso de las instituciones y Administraciones Públicas, y plantean la necesidad de 
adoptar medidas urgentes encaminadas a articular un modelo de gobernanza para la 
selección, seguimiento, evaluación y coordinación de los distintos proyectos y programas de 
inversión, y reformas normativas de carácter horizontal que permitan una mejora de la 
agilidad en la puesta en marcha de los proyectos, una simplificación de los procedimientos 
manteniendo las garantías y controles que exige el marco normativo comunitario, y una 
mayor eficiencia en el gasto público.

Los proyectos que constituyen el Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia, 
permitirán la realización de reformas estructurales los próximos años, mediante cambios 
normativos e inversiones, y, por lo tanto, permitirán un cambio del modelo productivo para la 
recuperación de la economía tras la pandemia causada por la COVID 19 y además una 
transformación hacia una estructura más resiliente que permita que nuestro modelo sepa 
enfrentar con éxito otras posibles crisis o desafíos en el futuro.

El contexto de la negociación europea y el papel de las instituciones europeas al 
respecto del Instrumento Europeo de Recuperación han perfilado la necesidad de que los 
Estados miembros realicen proyectos de país. Para el desarrollo de estos planes será 
necesaria la colaboración de todos los actores, públicos y también privados por lo que la 
participación y la gobernanza multinivel será necesaria.

No obstante, lo anterior, será evidente el papel protagonista de las Administraciones 
Públicas para el impulso, seguimiento y control de los proyectos del Plan, y para la necesaria 
absorción de los fondos europeos del Instrumento Europeo de Recuperación. Esta absorción 
será el reflejo del éxito de la ejecución del Plan con las correspondientes transferencias de 
ingresos al presupuesto nacional. Pero además, la absorción de fondos plantea un 
verdadero reto país para todos los actores implicados puesto que, la capacidad de España 
para diseñar proyectos elegibles, llevarlos a cabo, desarrollarlos alcanzando los hitos y 
objetivos establecidos para generar impactos estructurales y canalizar inversiones, al mismo 
tiempo que se protegen los intereses financieros del país y de la Unión Europea, es un 
desafío clave sobre todo considerando el importe de las inversiones y el breve periodo de 
tiempo establecido para la ejecución.

Las Administraciones Públicas españolas, y en especial la Administración General del 
Estado deben jugar un papel clave, ágil, eficaz y eficiente para el éxito de la ejecución y 
además para el control y la salvaguarda necesarios que permitan justificar fehacientemente 
la solicitud de reembolsos y la absorción de los fondos, lo que hace preciso revisar los 
obstáculos y cuellos de botella existentes en la normativa y en los procedimientos e 
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instrumentos de gestión pública y, una vez analizados, es preciso acometer reformas que 
permitan contar con una Administración moderna y ágil capaz de responder al desafío que la 
ejecución de proyectos vinculados a los fondos del Instrumento Europeo de Recuperación 
plantean.

La Administración Pública debe responder de modo ágil y eficaz, como sobradamente ha 
demostrado en otras ocasiones, y sin disminuir sus obligaciones de control, salvaguardando 
el interés general. Para ello, es preciso acometer un proceso de modernización que le 
proporcione las herramientas necesarias para acometer la ejecución del Plan y la mejor 
gestión de fondos, contando con el sector público y el sector privado.

II
En el Título I, de disposiciones generales, se recoge, en primer lugar, una exposición de 

los principios de gestión, complementarios a los principios generales de actuación, 
funcionamiento e intervención de las Administraciones Públicas, enfocados a la consecución 
de una implementación eficaz y a la consecución de objetivos vinculados a los proyectos 
asignados en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, destacando 
por la importancia que van a tener en la absorción de los fondos los principios de 
planificación estratégica y gestión por objetivos, y los principios de agilidad, celeridad, 
simplicidad y claridad en los procedimientos, procesos y ejecución de tareas.

En este título también se incorpora una relación de directrices de gestión y de directrices 
de coordinación, que se encuentran enfocadas en lograr la generación de sinergias entre los 
órganos administrativos que se van a encargar de la gestión de los fondos, favoreciendo 
mecanismos innovadores como los equipos multidisciplinares, los foros técnicos y los grupos 
de trabajo, maximizar las disponibilidades en materia de recursos, impulsar la utilización de 
las nuevas tecnologías de la información en la gestión del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, y, finalmente, dotar de capacidades a la Administración para 
evaluar las acciones desarrolladas, identificar las desviaciones y adoptar correcciones.

III
En el Título II se recogen una serie de medidas de ámbito general para conseguir una 

Administración Pública que cuente con instrumentos del siglo XXI para poder cumplir sus 
funciones de un modo eficaz, estratégico y basado en el cumplimiento de objetivos para el 
mejor servicio público a los ciudadanos.

En este sentido, y de modo paralelo a la aprobación de esta norma, se encuentra en 
tramitación el anteproyecto de ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, 
que debe señalarse como esencial en la reforma de modernización acometida en cuanto a 
que dicha norma recupera la figura de las agencias estatales como organismo público, 
permitiendo reintroducir en la Administración Pública una fórmula organizativa dotada de un 
mayor nivel de autonomía y de flexibilidad en la gestión, que cuenta con mecanismos de 
control de eficacia, y que promueve una cultura de responsabilización por resultados. Un 
modelo que cuenta con un enfoque organizativo y funcional y con una filosofía subyacente 
de gestión dirigida al cumplimiento de objetivos que previamente hayan sido fijados de forma 
concreta y evaluable.

IV
El segundo capítulo del Título II está dedicado a la simplificación de la tramitación de 

convenios administrativos, con desarrollo en la disposición final segunda, que recoge las 
modificaciones estructurales operadas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

La sistematización del marco legal y la tipología de los convenios administrativos en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, supuso la 
incorporación de un mayor número de controles y un exceso de trámites preceptivos a 
efectos de lograr una mayor garantía jurídica de adaptación de los mismos a su normativa 
reguladora, pero ha supuesto en determinados casos, un cierto límite a su utilización como 
instrumento para articular la colaboración entre las Administraciones Públicas, los 
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organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes, y los 
sujetos de derecho privado.

Una de las ventajas que puede implicar la utilización de los convenios en la gestión del 
Instrumento Europeo de Recuperación es la de permitir que las actuaciones que requiera el 
cumplimiento de los fines de interés general puedan articularse a través de entidades que 
colaboren con la Administración, cuyos procedimientos son mucho más ágiles.

En la reforma planteada del régimen jurídico de los convenios administrativos se ha 
buscado dotar a su tramitación de una mayor agilidad, eliminando aquellas diligencias que 
resulte posible.

Asimismo, se permite la tramitación anticipada de los expedientes de convenios que 
vayan a ejecutarse en el ejercicio siguiente u otros posteriores, pudiendo llegar hasta la fase 
de formalización, siempre que el pago se demore hasta el ejercicio siguiente.

Se prevé también la posibilidad de percibir anticipos por las operaciones preparatorias 
que resulten necesarias para realizar las actuaciones financiadas, hasta el límite del 
cincuenta por ciento de la cantidad total a percibir.

Finalmente, se ha alargado la duración máxima de los convenios administrativos, para 
adaptarla a las necesidades temporales que implican los proyectos del Instrumento Europeo 
de Recuperación.

V
En el Capítulo III del Título II se recoge una nueva figura de colaboración público privada: 

los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica (PERTES). 
Dado el efecto multiplicador que implica en la economía una movilización de recursos de 
esta dimensión, la colaboración público-privada será clave para la ejecución de los distintos 
proyectos tractores contemplados en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
siendo necesario adaptar el marco normativo de los instrumentos de la colaboración público-
privada a fórmulas que, manteniendo los controles y exigencias comunitarias, permitan 
fórmulas más flexibles y adaptativas a los requerimientos de los proyectos financiables con 
el Instrumento Europeo de Recuperación.

Esta nueva figura se crea con vocación de permanencia, para incluir en nuestro 
ordenamiento nuevos instrumentos de colaboración público privada que permitan una 
gestión ágil, si bien, resulta especialmente interesante su aplicación en el ámbito el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia ya que con ella se pretende reforzar a aquellos 
proyectos incluidos en el mismo que contribuyan claramente al crecimiento económico, al 
empleo y a la competitividad de nuestro país, corrigiendo el fallo de mercado de infra-
inversión cuando las iniciativas privadas no se materializan debido a los riesgos significativos 
y a la necesaria colaboración público-privada que entrañan este tipo de proyectos.

Se trata de proyectos de carácter estratégico, con un importante potencial de arrastre 
para el resto de la economía, y que exigen la colaboración entre Administraciones, empresas 
y centros de investigación para conseguir que escalen sus operaciones en nuestro país.

Esta categoría, que trata de reflejar a nivel nacional a los proyectos importantes de 
interés común europeo, englobará a proyectos tractores con un impacto transformador 
estructural sobre sectores estratégicos o con fases de investigación e innovación disruptivas 
y ambiciosas, más allá del estado de la técnica en el sector, seguidas de un primer 
despliegue industrial. La magnitud de los riesgos asociados a estos proyectos, y la 
necesidad de colaboración a distintos niveles para la canalización de fondos y la creación de 
sinergias, reclama una figura diferenciada para proceder a su apoyo y permitirles escalar sus 
operaciones.

Para el adecuado seguimiento de esta categoría, se pondrá en marcha el Registro 
estatal de entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y 
Transformación Económica, dependiente del Ministerio de Hacienda. Dada la urgencia para 
el establecimiento de su funcionamiento y estructura, a esos efectos el real decreto-ley 
introduce una habilitación específica al titular de dicho Ministerio para crear y poner en 
funcionamiento el citado Registro.

La formalización e instrumentación jurídica de los PERTES se realizará de conformidad 
con la legislación aplicable, respetando en cualquier caso los principios de concurrencia, no 
discriminación y competencia de los mercados.
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VI
El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia es un proyecto de país, que 

requiere de la implicación de todos los agentes económicos y sociales, de todos los niveles 
de gobierno y del conjunto de los recursos de la administración pública.

La eficacia del Plan, en el contexto de la urgencia derivada de la situación actual, 
dependerá de contar con instrumentos de ejecución y control ágiles, así como de una 
gobernanza que garantice la transparencia, la coherencia de las actuaciones y su 
continuidad en el tiempo.

Por ello, se crean unos órganos de gobernanza que garantizan un proceso participativo 
que incorpore las propuestas de los principales agentes económicos, sociales y políticos y a 
la vez sirvan como los necesarios mecanismos de coordinación con los distintos niveles de 
administración.

Se crea una Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia, que presidirá 
el Presidente del Gobierno. Asimismo, se crea un Comité Técnico que dará apoyo a esta 
Comisión.

Se crea la Conferencia Sectorial del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, con las comunidades y ciudades autónomas, que presidirá la persona titular del 
Ministerio de Hacienda, con el objetivo de canalizar la gobernanza multinivel territorial propia 
del sistema español de estado de las autonomías y de establecer mecanismos y vías de 
cooperación y coordinación en la implementación del Plan.

Finalmente, la colaboración entre el Gobierno y el resto de los actores implicados en la 
ejecución del Plan será fluida y regular. Para ello se crean foros y consejos de alto nivel con 
los principales sectores implicados en el plan.

De cara a la ejecución del Plan se reforzarán las capacidades humanas, materiales y 
organizativas del centro directivo competente del Ministerio de Hacienda (actualmente 
Dirección de Fondos Europeos), a través de una estructura adecuada y con la adopción de 
las medidas administrativas necesarias. Esta estructura será designada como autoridad de 
responsable ante las instituciones europeas de cara a la rendición de cuentas y el control de 
los mecanismos del Instrumento Europeo de Recuperación.

VII
Las administraciones públicas, al igual que han venido haciendo durante toda la etapa 

democrática, están abordando un proceso continuo de modernización para adaptarse a los 
cambios sociales y políticos que vienen sucediendo.

En el siglo XX, las Administraciones públicas abordaron con éxito las grandes 
transformaciones de los años 80 con la puesta en marcha de los pilares del Estado del 
bienestar en España o la transformación del modelo de organización territorial, la absorción 
de los fondos estructurales y el Fondo de Cohesión para la transformación del modelo 
productivo español en los años 90, en el marco del proceso de construcción europeo.

En este siglo, han tenido que hacer frente, demostrar su resiliencia y continuar prestando 
los servicios a la ciudadanía ante los efectos devastadores de la Gran Recesión o la falta de 
relevo en sus plantillas.

La gestión y ejecución de los proyectos ligados al Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia suponen un desafío y una oportunidad. Determinadas unidades verán 
multiplicada su carga de trabajo en los próximos años y las administraciones públicas 
tendrán que afrontar este desafío con recursos limitados. Para ello, se impone una reflexión 
estratégica sobre la organización, los procesos, la gestión del personal y la digitalización.

En este real decreto-ley se han incluido soluciones flexibles en materia de medios y 
organización para que la gestión del Plan sea abordada de modo eficaz para capacitar a la 
administración para una ejecución absorción de fondos exitosa salvaguardando del interés 
general.

VIII
Por lo que se refiere a los medios para digitalización y el empleo de las nuevas 

tecnologías de la información como instrumentos de gestión pública del Plan de 
Recuperación, Resiliencia y Transformación, se prevé la creación de un portal web único del 
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Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia como instrumento capaz de centralizar 
y canalizar la distribución de toda la información sobre el mismo destinada a los distintos 
interesados y agentes relacionados con el mismo.

Este portal serviría como «ventanilla única» del Plan, facilitando las solicitudes y la 
tramitación de los procedimientos a los interesados, como punto formal de relación con la 
Administración.

Finalmente, se prevé que el portal web único del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia pueda ofrecer un servicio de atención a las personas o entidades interesadas 
en participar en las convocatorias derivadas del Instrumento Europeo de Recuperación, y 
sobre todo para servir de punto y fuente de información para todos los actores públicos y 
privados al respecto del plan y sus medios de implementación.

IX
En el Título IV se recogen las especialidades de gestión del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia, iniciándose con el Capítulo I, que recoge las especialidades en 
materia de gestión y control presupuestario.

Se propone incrementar el número de anualidades y autorizar la adquisición de 
compromisos de gastos que hayan de atenderse en ejercicios posteriores, hasta el máximo 
previsto por la normativa europea para la ejecución de los proyectos financiados, dado que 
la mayor parte de los expedientes para la instrumentación del plan de recuperación van a 
verse afectados por la superación de límites de los créditos iniciales.

Se prevé la posibilidad de que las órdenes de cierre del presupuesto de gastos y 
operaciones no presupuestarias puedan disponer de plazos diferenciados para los créditos 
vinculados a la gestión de estos fondos, con el fin de modular el calendario presupuestario 
en estos supuestos. Asimismo, se flexibiliza la asunción de compromisos plurianuales.

Se permite la incorporación de los remanentes de crédito, que amparen compromisos de 
gastos contraídos, no detrayendo éstos de los créditos del ejercicio siguiente e 
incrementando con ello los créditos disponibles para el cumplimiento de los hitos y metas 
acordados, facilitando la obtención de los reembolsos de la Comisión.

Se establece la posibilidad de proceder a la tramitación anticipada de expedientes de 
gasto de ejercicios posteriores ligados a modificaciones presupuestarias, pudiendo llegar a 
formalizarse el compromiso de gasto, para cualquier tipo de expediente que se financie con 
los fondos procedentes del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia.

Se flexibiliza la posibilidad de realizar pagos anticipados de los fondos comprometidos, 
con carácter previo a la ejecución y justificación de las prestaciones previstas en este tipo de 
negocios, pudiendo llegar hasta el cincuenta por ciento de la cantidad total a percibir.

Se asignan competencias para autorizar transferencias y variaciones presupuestarias 
entre créditos vinculados al Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
consignados en sus presupuestos de gastos a los titulares de los Departamentos 
Ministeriales y a los Presidentes o Directores de los Organismos Autónomos y resto de 
entidades del sector público administrativo estatal con presupuesto limitativo.

Se flexibilizan las reglas de gestión de gasto previstas para los fondos procedentes del 
Plan de Recuperación que deban transferirse a las comunidades autónomas, al tiempo que 
se recoge la previsión de que, en el marco de las conferencias sectoriales y de acuerdo con 
las previsiones incluidas en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, se 
procederá a la aprobación de los criterios de distribución de fondos para subvenciones 
gestionadas por las comunidades autónomas con carácter plurianual para permitir una mejor 
planificación de su gestión.

X
Por lo que se refiere a las especialidades en materia de fiscalización y control, se adapta 

la normativa que regula el ejercicio de la función interventora para los expedientes que se 
financien con los fondos del Plan de Recuperación, Resiliencia y Transformación a las 
especialidades que deriven de la nueva normativa que regule la gestión de estos fondos 
para agilizar y flexibilizar su tramitación, a fin de asegurar el mejor equilibrio entre las 
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garantías que ofrece el control previo para evitar una incorrecta aplicación de los fondos y 
una gestión ágil de los mismos que permita su máximo aprovechamiento.

El régimen de fiscalización e intervención previa se ejercerá, siempre que los actos estén 
sujetos a función interventora, en régimen de requisitos básicos para todos los tipos 
expedientes en ejecución del «Plan», con independencia del tipo de expediente y de su 
cuantía.

El despacho de estos expedientes gozará de prioridad respecto de cualquier otro, 
debiendo pronunciarse el órgano de control en el plazo de cinco días hábiles.

Para el ejercicio de la fiscalización previa e intervención previa de este tipo de 
expedientes, solo deberá remitirse a la intervención competente la documentación que sea 
estrictamente necesaria para verificar el cumplimiento de los extremos de preceptiva 
comprobación que resulten de aplicación en cada caso de acuerdo con el régimen de control 
establecido.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, el Consejo de Ministros podrá acordar la aplicación del 
control financiero permanente en sustitución de la función interventora.

XI
El Capítulo II del Título IV aborda las especialidades en materia de procedimientos 

administrativos.
La normativa europea y, en particular, los acuerdos y negociaciones por los que se ha 

aprobado un Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, prevé expresamente la necesidad 
de aplicar los principios de gestión eficiente o buena regulación (better regulation), lo que 
lleva en cualquier caso a evitar la sobrerregulación y las cargas administrativas, y reforzar 
los mecanismos de evaluación de los instrumentos adoptados.

El Gobierno presentó el pasado siete de octubre el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia que permitirá a España, conforme a las directrices de la Unión 
Europea, acogerse a la financiación de los diferentes mecanismos del Instrumento Europeo 
de Recuperación.

El carácter contracíclico de estos instrumentos y la urgencia de su despliegue para 
impulsar la recuperación económica, mitigar los impactos negativos derivados de la 
pandemia del COVID19 y apoyar el proceso de transformación estructural definido, en 
particular, en la agenda europea para la doble transición verde y digital, requiere una 
particular agilidad en la implementación de las medidas recogidas en el Plan de 
Recuperación, con el fin de poder iniciar su ejecución en 2021 y lograr el impacto perseguido 
desde el punto de vista macroeconómico y estructural. Para ello, es necesario adaptar las 
normas generales que regulan la elaboración de las disposiciones de carácter general y los 
procedimientos administrativos, así como la suscripción de convenios para la ejecución de 
los fondos del Instrumento Europeo de Recuperación. Todo ello, sin que queden mermadas 
en ningún caso las garantías que necesariamente han de rodear la actuación pública, ni el 
debido rigor en la tramitación.

Por todo lo anterior, en primer lugar, se declara mediante esta norma la aplicación de la 
tramitación de urgencia prevista en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, para 
el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general en el ámbito del 
Gobierno de la Nación. Esta previsión, por tanto, no condiciona la forma en la que, en el 
ejercicio de sus competencias de autoorganización, las comunidades autónomas y entidades 
locales decidan configurar sus respectivos procedimientos de tramitación normativa, con la 
misma finalidad de agilizar la ejecución de los fondos europeos, lo que a su vez va en 
consonancia con los principios de subsidiariedad y proporcionalidad comunitarios.

En el ámbito procedimental, mediante este real decreto-ley se declaran igualmente de 
tramitación urgente los procedimientos administrativos que estén vinculados a la ejecución 
de los fondos incluidos en el ámbito de aplicación de esta norma.

Finalmente, se prevé igualmente una reducción de plazos, en el caso del procedimiento 
de suscripción de convenios por parte de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos vinculados o dependientes, en cuanto a los informes que prevé el 
artículo 50.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. En 
este ámbito, de nuevo, serán las comunidades autónomas y entidades locales las 
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competentes para configurar sus respectivos procedimientos de tramitación de convenios, 
cuando proceda simplificarlos o agilizarlos.

Todas estas medidas, que tienen un carácter excepcional, se ciñen exclusivamente, 
como no puede ser de otra manera, a la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, y serán de aplicación únicamente durante el periodo de 
implementación previsto en la normativa nacional y comunitaria correspondiente.

XII
El Capítulo III del Título IV está dedicado a las especialidades en materia de contratación 

administrativa.
Se dispone que a todos los contratos financiados con los Fondos percibidos por el Reino 

de España en el marco del plan de recuperación les sea de aplicación el régimen 
excepcional de tramitación urgente, con la consiguiente reducción de plazos y agilización del 
procedimiento.

Se elevan los umbrales económicos para recurrir a los procedimientos abiertos 
simplificados, ordinario y abreviado, de modo que resulten aplicables a un mayor número de 
contratos, lo que permitirá la agilización en su tramitación.

Se promueve la elaboración de pliegos-tipo de cláusulas técnicas y administrativas 
correspondientes a los contratos a celebrar, incorporando todos los criterios verdes, digitales, 
de innovación, de potenciación de pymes y de responsabilidad social que se consideren 
necesarios, con el fin de facilitar su tramitación por los órganos gestores.

Se revisa el régimen de autorizaciones e informes a recabar en los procedimientos de 
contratación, simplificándolo, así como los plazos para la interposición y pronunciamiento en 
el recurso especial en materia de contratación para agilizar su resolución, al tiempo que se 
crea una nueva sección en el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 
para reforzar su composición.

Se recoge la posibilidad de que las entidades contratantes ejecuten de manera directa 
las prestaciones de los contratos en cuestión valiéndose de un medio propio, mediante el 
correspondiente encargo, a cambio de la tarifa legalmente procedente, flexibilizándose en 
estos casos el régimen de autorizaciones requerido, así como la posibilidad de 
subcontratación con terceros.

XIII
El Capítulo V del Título IV recoge las especialidades en materia de gestión de 

subvenciones.
Se simplifica la tramitación de subvenciones relacionadas con el uso de fondos 

europeos, previéndose la posible utilización del procedimiento de urgencia, cuando razones 
de interés público lo aconsejen, al tiempo que se eliminan requisitos de informes y 
autorizaciones preceptivas.

Se establece que las convocatorias de las subvenciones relacionadas con el uso de 
estos fondos incorporen la regulación de las bases de concesión de las mismas, 
simplificando los requisitos internos para su aprobación, así como la documentación a 
presentar por los posibles beneficiarios.

Se prevé la posibilidad de otorgar subvenciones de concurrencia no competitiva, con 
cargo al Fondo de Recuperación, para aquellas subvenciones cuyo objeto sea financiar 
actuaciones o situaciones concretas que no requieran de valoración comparativa con otras 
propuestas. En dichos supuestos se podrán dictar las resoluciones de concesión por orden 
de presentación de solicitudes, una vez realizadas las comprobaciones de concurrencia de la 
situación o actuación subvencionable y el cumplimiento del resto de requisitos exigidos, 
hasta el agotamiento del crédito presupuestario asignado en la convocatoria.

Se simplifica la documentación que tienen que presentar los beneficiarios de las 
subvenciones para justificar la aplicación de las mismas, recogiendo, entre otras, medidas 
tales como la elevación del umbral económico para la presentación de una cuenta 
justificativa simplificada y para la acreditación de que se encuentran al corriente en el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social, o la posibilidad de 
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realizar compensaciones entre los conceptos presupuestados, siempre que se dirijan a 
alcanzar el fin de la subvención, en las memorias económicas a presentar.

XIV
El Capítulo VI del Título IV está dedicado a las especialidades en materia de evaluación 

ambiental en los proyectos del Plan Recuperación, Transformación y Resiliencia.
En el mismo, y en las disposición final tercera, se modifica la Ley 21/2013, de 9 de 

diciembre, de Evaluación ambiental con el fin de dotar de mayor agilidad y seguridad jurídica 
a los procedimientos de evaluación ambiental, y facilitar así la tramitación de proyectos que 
permitan impulsar la reactivación económica, especialmente en el marco de los planes de 
inversión en las áreas de las tecnologías limpias, el uso de energías renovables y de 
eficiencia energética del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia de la Unión Europea, al 
tiempo que se garantiza la protección del medioambiente.

Se trata de reducir los plazos de resolución en las distintas fases del procedimiento de 
evaluación ambiental. En concreto, se reducen los plazos en el procedimiento de evaluación 
ambiental estratégica de planes y programas y de proyectos, estableciéndose 
adicionalmente una reducción de plazos en los procedimientos de evaluación de impacto 
ambiental simplificada y en los plazos para publicar o, en su caso, notificar, las resoluciones 
de los procedimientos de esta naturaleza.

XV
Finalmente, en el último capítulo del Título IV se recogen como instrumentos de 

colaboración público-privada para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia de la agrupaciones para la presentación de solicitudes a convocatorias de 
ayudas para actividades vinculadas con el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia de la Economía Española, como canales para afrontar proyectos de la 
envergadura que supone dicho Plan, y en el que los miembros tendrán de manera conjunta 
la consideración de beneficiarios de la subvención, y serán responsables solidariamente 
respecto del conjunto de actividades subvencionadas a desarrollar por la agrupación, 
incluyendo la obligación de justificar, el deber de reintegro o de reembolso de cuotas de 
préstamos, y las responsabilidades por infracciones.

Con la misma finalidad se recoge un régimen especial de los consorcios para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española, 
pudiéndose crear previo informe favorable del Comité Técnico sin necesidad de la 
autorización legal que exige la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

Asimismo, se adapta la actual regulación de la empresa de economía mixta que 
contempla la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, a las colaboraciones público-privadas que está 
previsto que nazcan bajo el paraguas del Plan de Recuperación y se facilita la agilización y 
flexibilización del procedimiento de selección del socio de la futura empresa de economía 
mixta, pero dentro de los límites que marca el derecho europeo.

XVI
En las disposiciones adicionales se recoge la creación del Registro estatal de entidades 

interesadas en los PERTE, para articular dichos proyectos estratégicos, y la posibilidad de 
utilizar una retribución variable por consecución de objetivos y por asignación de funciones 
adicionales a tiempo parcial, como instrumentos que sirvan para compensar el desempeño 
del personal adscrito a las unidades o grupos de trabajo sin consideración de unidad que 
tengan asignada funciones referidas a la ejecución de los fondos europeos del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia en las modalidades recogidas en el presente 
real decreto-ley.

En la disposición final primera se recoge el título competencial del real decreto-ley.
En la disposición final segunda se recogen las modificaciones de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, fruto de las diferentes medidas recogidas 
en el real decreto ley.
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En la disposición final tercera se incorporan las modificaciones requeridas en la Ley 
21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental para la simplificación de las 
tramitaciones en materia medioambiental.

En la disposición final cuarta se modifica la disposición adicional segunda de la Ley 
6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018.

La disposición final quinta modifica la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

La disposición final sexta modifica la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad con el objetivo de transformar el Fondo para el Patrimonio 
Natural y la Biodiversidad en el «Fondo de restauración ecológica y resiliencia».

La disposición final séptima modifica el Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de prevención y control 
integrados de la contaminación y la disposición adicional octava modifica el Real Decreto 
815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales 
y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la 
contaminación, con el fin de agilizar los plazos previstos para la concesión de la autorización 
ambiental integrada a las instalaciones de titularidad pública o privada en las que se 
desarrolle alguna de las actividades industriales incluidas en las categorías enumeradas en 
las citadas normas.

Con respecto al Texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la 
contaminación, se modifica el artículo 19 para reducir el plazo de emisión del informe del 
organismo de cuenca que es preceptivo y vinculante. También se modifica el artículo 21, con 
el fin de reducir el plazo máximo para resolver del órgano competente para otorgar la 
autorización ambiental integrada, transcurrido el cual podrá entenderse desestimada la 
solicitud presentada.

Por otro lado, se modifica el artículo 15 del Reglamento de emisiones industriales y de 
desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la 
contaminación, que regula el procedimiento simplificado de modificación sustancial de la 
autorización, para reducir el plazo para el otorgamiento de la autorización ambiental 
integrada y el informe de organismo de cuenca.

Por razones de coherencia, es preciso modificar los plazos previstos en ambas normas 
porque carecería de sentido reducir los plazos de tramitación del procedimiento ordinario, sin 
modificar los relativos al procedimiento simplificado de modificación sustancial, si bien en 
este último caso, por razones de mayor seguridad jurídica, la modificación guardará rango 
reglamentario al afectar a un real decreto.

Finalmente, la disposición final novena lleva a cabo la modificación de la Ley 14/2011, de 
1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Respecto del artículo 34, con 
carácter general, se considera que en los convenios subscritos en el ámbito de la I+D+I es 
más idóneo vincular la vigencia del convenio a la especificidad de su objeto, puesto que es 
muy difícil a priori valorar si los plazos que aquí se estipulan son los más adecuados para su 
cumplimento. El Tribunal Constitucional en la STC 132/2018, de 13 de diciembre de 2018 
(F.J. 7, b) concluye que la previsión de un plazo de vigencia de los convenios efectuada por 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, va estrechamente vinculada al ciclo político y al acervo 
presupuestario español que racionaliza el gasto público y facilita el control económico. En 
cuanto al ciclo político debe destacarse que los proyectos en el ámbito de la I+D+I dada su 
singularidad acostumbran a superarlo. Afortunadamente la ciencia ofrece grandes 
consensos y, en todo caso, los convenios ya contemplan mecanismos para su resolución o 
denuncia que permiten poner fin a la colaboración si es voluntad de una de las partes, con 
las garantías que la Ley 40/2015, de 1 de octubre y el propio convenio establecen. En cuanto 
al acervo presupuestario señalar que el artículo 49.d) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
establece con carácter básico que los convenios deben indicar los compromisos económicos 
asumidos por cada una de las partes y su imputación concreta al presupuesto de acuerdo 
con lo previsto en la legislación presupuestaria.

Por este motivo, parece conveniente que el plazo de vigencia que se pueda establecer 
en los convenios de creación de centros, institutos, consorcios o unidades de investigación, 
e infraestructuras científicas, que es el documento en donde se articulan los compromisos de 
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los participantes, pueda coincidir con la vigencia de la entidad que se crea en virtud del 
convenio, que puede ser indefinida. Por poner un ejemplo, la disposición adicional centésima 
vigésima primera de creación del consorcio «Centro de Análisis Genómico» establece que la 
vigencia del consorcio será indefinida.

También se incorpora una enmienda de corrección técnica puesto este párrafo sólo hace 
referencia a los consorcios y la letra b) a la que se remite también incluye a los centros, 
institutos, unidades de investigación, e infraestructuras científicas.

Respecto de la disposición adicional undécima, el Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de 
junio, modificó el apartado 3 de la disposición adicional onceava de la Ley 14/2011, de 1 de 
junio. El citado apartado 3 regula la concesión directa de subvenciones para la realización de 
proyectos de I+D+I que sean consecuencia de convocatorias públicas efectuadas por 
estructuras creadas por varios Estados miembros en ejecución de los programas marco 
plurianuales de la UE, así como de las convocatorias públicas de investigación e innovación 
competitivas, evaluadas según estándares internacionales de evaluación por pares y 
gestionadas por las estructuras creadas en base a tratados o acuerdos internacionales 
suscritos por España.

A pesar de que esta disposición adicional se destina a las subvenciones y ayudas 
concedidas por el Estado, y que el apartado 3 limita su ámbito de aplicación a los agentes 
públicos estatales de financiación, tanto la disposición final novena apartado 7 de la Ley 
14/2011, de 1 de junio, como la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 23/2020, de 
23 de junio, califican esta disposición de básica, lo que conlleva que también es aplicable a 
las Comunidades Autónomas.

Por este motivo y a los efectos de garantizar la necesaria seguridad jurídica en su 
aplicación, de modo que no quepa ninguna duda de que los agentes públicos de financiación 
de la investigación de las Comunidades Autónomas también pueden hacer uso de esta 
medida más beneficiosa como destaca la exposición de motivos del Real Decreto ley 
23/2020, «al permitir suprimir un paso administrativo adicional, que no aportaba valor 
añadido ni para los beneficiarios ni para la Administración, como era el de realizar una 
segunda convocatoria de subvenciones interna para proyectos que ya habían sido evaluados 
y seleccionados internacionalmente», mejorando de esta forma las posibilidades de 
cofinanciación, se considera necesaria su modificación de forma que sea aplicable a todos 
los agentes públicos de financiación de la investigación del Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación.

Por otro lado, para facilitar su gestión, se propone que los proyectos de investigación, 
desarrollo e innovación tengan la consideración de unidades funcionales separadas con 
responsabilidad autónoma, dentro de los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, a los efectos del cálculo del valor estimado que establece el 
artículo 101.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

La disposición final décima modifica la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible, para ampliar el objeto del Fondo creado en su artículo 91, que abarcará también 
actuaciones de fomento de la innovación en sectores clave de la economía.

Finalmente, la disposición final undécima acomete una modificación de la Ley 13/2003, 
de 23 de mayo, reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas, la disposición final 
duodécima incluye una salvaguarda de rango para aquellas regulaciones que inciden sobre 
normas reglamentarias, y la disposición final decimotercera prevé la entrada en vigor de la 
norma el día siguiente al de su publicación en el «BOE».

XVII
El presente real decreto-ley, por una parte, no afecta a las materias vedadas a este 

instrumento normativo y, por otra, responde al presupuesto habilitante de la extraordinaria y 
urgente necesidad que justifica la utilización de este tipo de norma.

En relación con el primer aspecto, como señala el artículo 86.1 de nuestra Constitución 
Española, los reales decretos-leyes «no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones 
básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el 
Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general». 
Ninguna de las medidas del presente real decreto-ley afecta a estas materias en el sentido 
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restrictivo que la jurisprudencia constitucional ha otorgado a este término (STC 139/2016 de 
31 de julio).

Por lo que respecta al segundo aspecto, es decir, a la concurrencia del presupuesto de 
extraordinaria y urgente necesidad, la STC 61/2018, de 7 de junio (FJ 4), exige, por un lado, 
«la presentación explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el 
Gobierno en su aprobación», es decir, lo que ha venido a denominarse la situación de 
extraordinaria urgencia; y, por otro, «la existencia de una necesaria conexión entre la 
situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella».

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente lícito, 
siempre que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (Sentencias 
6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ 4; 137/2003, de 3 de julio, FJ 3; 
189/2005, de 7 julio, FJ 3; 68/2007, FJ 10; y 137/2011, FJ 7), el fin que justifica la legislación 
de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, 
que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más 
breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho 
procedimiento no depende del Gobierno.

En este sentido, el contenido del real decreto-ley se fundamenta en motivos objetivos, de 
oportunidad política y extraordinaria urgencia que requieren su aprobación inmediata, entre 
otros, responder con la mayor brevedad posible a las exigencias que ha marcado a España 
la Unión Europea para poder acceder a los fondos, creando las condiciones necesarias para 
gestionar los mismos de una manera ágil y eficaz, que garantice su inversión en las 
necesidades económicas y estructurales más apremiantes y el fortalecimiento del potencial 
de crecimiento, la creación de empleo, el impulso de la inversión pública y privada y el apoyo 
al tejido productivo, la aceleración de la doble transición ecológica y digital, y el refuerzo y 
aumento de la resiliencia y de la cohesión económica, social y territorial en el marco del 
mercado único europeo.

Así las cosas, en el Título I, de disposiciones generales, se introduce una serie de 
principios y directrices de gestión enfocados a lograr la implementación ágil y eficaz del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia, y cuya normativización resulta 
imprescindible para dirigir la actividad de las Administraciones Públicas hacia el objetivo 
esencial de potenciar y facilitar la absorción de los fondos europeos, para reparar los daños 
ocasionados por la crisis ocasionada por la pandemia del SARS-COV-2 y promover la 
transformación estructural de la economía española.

Por lo que se refiere al contenido del Título II, y dada la previsible importancia de la 
figura los convenios administrativos en la implementación y ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, resulta vital modificar con carácter inmediato el 
régimen jurídico relativo a su tramitación, formalización y eficacia, a fin de simplificarla, 
favoreciendo y facilitando esta técnica colaborativa y ágil de gestión pública.

A su vez, dicho Título II recoge una nueva figura de colaboración público-privada, los 
Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica («PERTE»). Este 
instrumento pretende servir como un punto de conexión entre la iniciativa pública y privada 
para ofrecer un marco jurídico previsible, en el que se puedan desarrollar soluciones 
innovadoras, estratégicas y colaborativas. Su introducción en el presente real decreto-ley 
con carácter inmediato resulta esencial, a fin de facilitar el desarrollo y la ejecución de 
proyectos que permitan optimizar las posibilidades que ofrece la colaboración público-
privada, aunando esfuerzos y sentando las bases para la transformación estructural del 
conjunto de la economía española.

En el Título III se regula tanto el procedimiento de elaboración del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia como las estructuras de gobernanza y los instrumentos de 
gestión pública que resultan imprescindibles para desarrollar, ejecutar, controlar y efectuar el 
seguimiento de este proyecto de país, necesario para la gestión de los fondos europeos. La 
capacidad de absorción de dichos fondos depende, en gran medida, de que existan 
instrumentos ágiles y eficaces que aseguren la coordinación de todos los niveles de 
administración, así como la participación e implicación de los distintos agentes económicos, 
políticos y sociales. Igualmente resulta imprescindible dotar a la Administración de técnicas 
innovadoras que permitan gestionar sus recursos vinculados a la ejecución del Plan de 
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Recuperación Transformación y Resiliencia, de manera ágil y eficiente. Solo así se 
maximizarán sus beneficios y el impacto previsto sobre la economía española. Y es por ello 
que la adopción de las medidas que aquí se incluyen resulta inaplazable, como requisito 
indispensable para asegurar la eficacia de dicho Plan.

El Título IV incorpora un conjunto de especialidades en materia de gestión, dirigido a 
simplificar y facilitar el desarrollo y ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. Estas especialidades afectan a aquellos ámbitos del ordenamiento jurídico que 
indudablemente cobran un protagonismo especial para garantizar la materialización de todas 
las actuaciones dirigidas a la transformación estructural de la economía española, en el 
marco de las prioridades determinadas en el Plan de Recuperación de la Unión Europea. En 
concreto, se trata de aspectos relativos a la gestión y control presupuestario, los 
procedimientos de elaboración normativa y la tramitación de los procedimientos 
administrativos, la contratación pública, los convenios administrativos, las subvenciones, y 
algunas técnicas de colaboración público-privada. Así las cosas, resulta acuciante agilizar 
este tipo de procedimientos, simplificando sus trámites y eliminando cuellos de botella 
normativos, de manera que la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia pueda llevarse a cabo de la forma inmediata, para que los efectos previstos 
sobre la economía española se comiencen a notar lo antes posible. Esta nueva regulación 
compagina dicha agilidad equilibrándola con fórmulas que permitan el desarrollo adecuado 
de los irrenunciables controles de legalidad y eficacia de la actuación administrativa, así 
como con un elevado nivel de garantías para los ciudadanos y los operadores económicos. 
Todo ello se hace, además, como no podría ser de otro modo, de forma respetuosa con los 
principios y reglas del Derecho de la Unión Europea como los de igualdad, no discriminación, 
concurrencia, competencia efectiva en el mercado, transparencia y publicidad.

También en esta misma línea de simplificar procedimientos administrativos para 
agilizarlos y permitir una ejecución más eficiente del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia las disposiciones finales abordan la reforma de distintas leyes sectoriales. 
Todas estas modificaciones responden al objetivo de acortar en la medida de lo posible la 
tramitación administrativa de los distintos procedimientos, lo cual resulta de la máxima 
urgencia por la necesidad de posibilitar que los beneficios derivados de la ejecución de los 
proyectos vinculados al referido Plan de Recuperación se hagan notar tan pronto como sea 
posible, acelerando la recuperación económica tras la crisis ocasionada por la pandemia del 
SARS-COV-2 y logrando que la economía nacional entre de nuevo en una senda de 
crecimiento.

Por su especialidad, conviene hacer una referencia separada, dentro de las 
disposiciones finales, a la creación del Fondo de restauración ecológica y resiliencia (FRER) 
y a la modificación del régimen del Fondo de Carbono para una Economía Sostenible (FES-
CO2), que se encuentran íntimamente ligados a los objetivos del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia y, resultan de capital importancia para poder vehicular 
adecuadamente los fondos europeos hacia la ejecución de actuaciones y proyectos que 
fomenten la transición ecológica de la economía española, de manera acorde a las 
prioridades determinadas por las instituciones de la Unión Europea.

Respecto a las materias que podrían ser objeto de regulación reglamentaria, pero que se 
incluyen en el presente real decreto-ley, cabe recordar la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 14/2020, de 28 de enero, que señala en su FJ 5 que «(…) lo que este Tribunal 
ha declarado inconstitucional, por contrario al art. 86.1, son las remisiones reglamentarias 
exclusivamente deslegalizadoras carentes de cualquier tipo de plazo [SSTC 29/1982, de 31 
de mayo, FJ 6, y 29/1986, de 28 de febrero, FJ 2 c)], y no las habilitaciones reglamentarias 
relacionadas con cambios organizativos (STC 23/1993, de 13 de febrero, FJ 6) o necesarias, 
dada la imposibilidad técnica de proceder a una aplicación inmediata de los preceptos del 
decreto-ley (STC 12/2015, de 5 de febrero, FJ 5)». En suma, el Tribunal Constitucional 
sostiene que si se pretende utilizar un Real Decreto-ley para ordenar una materia que antes 
era regulada por normas reglamentarias, la justificación del empleo de ese producto 
normativo impone al Gobierno la necesidad de razonar por qué esa regulación requería 
precisamente la elevación de ese rango en el momento en que se aprobó el real decreto-ley 
en cuestión.
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En este sentido, debe señalarse que las reglas en materia de subvenciones introducidas 
en los artículos 64 y 65 del presente Real Decreto-ley, constituyen especialidades respecto 
de las reglas generales establecidas en el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, 
pero su introducción en el ordenamiento jurídico debe introducirse de manera inmediata en 
el presente Real Decreto-ley a fin de que garantizar la máxima coherencia, sistematicidad y 
seguridad jurídica en el régimen especial de tramitación y concesión de las subvenciones 
que sean financiables con fondos europeos.

Por su parte, los cambios introducidos en el Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, 
por el que se por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo 
de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, se 
limitan exclusivamente a la modificación de los plazos relativos al procedimiento simplificado 
de modificación sustancial, debiendo señalarse que la inclusión de esta reforma en el 
presente Real Decreto-ley obedece a razones de coherencia y seguridad jurídica, dada su 
íntima relación con otra disposiciones afectadas por el mismo. Carecería de sentido reducir 
los plazos de tramitación del procedimiento ordinario, a través de la modificación del Real 
Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el Texto refundido de 
la Ley de prevención y control integrado de la contaminación, sin modificar al mismo tiempo 
los relativos al procedimiento simplificado de modificación sustancial.

En definitiva, todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción 
de la presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 
5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo además la necesaria conexión entre la 
situación de urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el presente real 
decreto-ley se ajusta a los principios de buena regulación.

De este modo, se cumple con el principio de necesidad que ha quedado plenamente 
justificado. Igualmente, se da cumplimiento a los principios de seguridad jurídica, 
proporcionalidad y eficacia, destacándose que las medidas que incorpora son congruentes 
con el ordenamiento jurídico e incorporan la mejor alternativa posible dada la situación de 
excepcionalidad al contener la regulación necesaria e imprescindible para la consecución de 
los objetivos previamente mencionados.

En cuanto al principio de transparencia, dado que se trata de un real decreto-ley, su 
tramitación se encuentra exenta de consulta pública previa y de los trámites de audiencia e 
información públicas, conforme el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno, pero en todo caso su parte expositiva y su memoria explican suficientemente su 
contenido y sus fines.

Finalmente, respecto del principio de eficiencia, no se imponen más cargas que las 
estrictamente necesarias.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 14.ª, 
15.ª, 18.ª, 23.ª, que atribuyen al Estado competencia exclusiva en materia de regulación de 
las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 
los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; legislación procesal, sin 
perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las 
particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas; bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica; Hacienda y Deuda del 
Estado; fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica; Las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus 
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante 
ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de 
la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación 
forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de 
responsabilidad de todas las Administraciones públicas; y legislación básica sobre protección 
del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de 
establecer normas adicionales de protección.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de 
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la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, de la Ministra de 
Hacienda, de la Ministra de Política Territorial y Función Pública y de la Ministra de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 22 de diciembre de 2020,

DISPONGO:

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El presente real decreto-ley tiene por objeto establecer las disposiciones generales 

precisas para facilitar la programación, presupuestación, gestión y ejecución de las 
actuaciones financiables con fondos europeos, en especial los provenientes del Instrumento 
Europeo de Recuperación, aprobado por el Consejo Europeo del pasado 21 de julio de 2020 
con la finalidad de impulsar el crecimiento económico y la creación de empleo, recuperar y 
reparar los daños de la crisis ocasionada por la pandemia del SARS-CoV-2, y promover un 
proceso de transformación estructural mediante el impulso de la inversión pública y privada y 
el apoyo al tejido productivo, la aceleración de la doble transición ecológica y digital, y el 
refuerzo y aumento de la resiliencia y de la cohesión económica, social y territorial en el 
marco del mercado único europeo.

2. El real decreto-ley establece asimismo una serie de medidas para la implementación 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que será aprobado por el Consejo 
de Ministros para su adopción y presentación formal ante las instituciones europeas.

3. El real decreto-ley incorpora una serie de instrumentos de carácter general dirigidos a 
reducir las barreras normativas y administrativas, así como un conjunto de medidas de 
modernización de las administraciones públicas, que permitan una gestión más ágil y 
eficiente, para facilitar la absorción de los mencionados fondos.

4. Las disposiciones de este real decreto-ley se aplicarán sin perjuicio de las 
regulaciones establecidas o que establezcan los reglamentos de la Unión Europea en 
relación con la gestión de los fondos europeos.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. El presente real decreto-ley es de aplicación a las entidades que integran el sector 

público de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 40/2015, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

2. El Título I, el Capítulo III del Título III, y los Capítulos II, III, IV, V y VI del Título IV, así 
como el artículo 46, se aplicarán a las actuaciones de cualesquiera de las entidades del 
sector público dirigidas a la gestión y ejecución de proyectos y actuaciones que sean 
financiables con los fondos europeos del Instrumento Europeo de Recuperación, Fondo 
Europeo de Desarrollo Regional, Fondo Social Europeo Plus, Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural y Fondo Europeo Marítimo y de Pesca.

3. El Capítulo II del Título III y el Capítulo VII del Título IV se aplicarán a las actuaciones 
de cualesquiera de las entidades del sector público en relación con los fondos del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

4. El Capítulo I del Título III y el Capítulo I del Título IV se aplicarán a las actuaciones de 
cualesquiera de las entidades del sector público dirigidas a la programación, 
presupuestación, gestión, ejecución y control de proyectos y actuaciones que sean 
financiables con los fondos del Instrumento Europeo de Recuperación.

5. Las especialidades en materia de contratación previstas en el Capítulo III del Título IV 
del Real Decreto-ley 36/2020 son aplicables a las actuaciones de cualesquiera de las 
entidades del sector público dirigidas a la gestión y ejecución de proyectos y actuaciones 
relacionadas con el Instrumento Europeo de Recuperación, aunque no se financien con 
fondos europeos. A tales efectos, se entenderá por relación toda actuación dirigida a la 

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 2  Real Decreto-ley para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia

– 53 –



gestión, soporte, apoyo y asistencia técnica a los procedimientos de contratación 
financiables con fondos europeos.

Artículo 3.  Principios de gestión.
1. Las administraciones públicas, como medio para la gestión y ejecución de las políticas 

públicas con dimensión europea y la acción del Gobierno en dicho ámbito, sirven con 
objetividad los intereses generales actuando de acuerdo con los principios establecidos en la 
Constitución, la Ley y el Derecho.

2. Para una mejor gestión de los servicios y la ejecución de las acciones que tienen 
encomendadas y, en especial, para la implementación eficaz y la consecución de objetivos 
vinculados a los proyectos asignados en el marco del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia, las Administraciones Públicas respetarán como principios de buena gestión:

a) Objetividad, eficacia y responsabilidad en la gestión.
b) Planificación estratégica y gestión por objetivos con el establecimiento de indicadores 

a tal efecto.
c) Innovación en la gestión y creación de sinergias.
d) Agilidad, celeridad, simplicidad y claridad en los procedimientos, procesos y ejecución 

de tareas.
e) Racionalización y eficiencia en el uso de recursos y medios.
f) Participación, diálogo y transparencia.
g) Evaluación, seguimiento y reprogramación para el cumplimiento de objetivos.
h) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.
i) Control eficaz del gasto público, responsabilidad de la gestión y rendición de cuentas.
j) Prevención eficaz de los conflictos de interés, el fraude y las irregularidades.
k) Promoción de la competencia efectiva en los mercados.
l) Igualdad, mérito, capacidad y publicidad en las provisiones de personal de duración 

determinada previstas.

Artículo 4.  Directrices de gestión.
Para la gestión eficaz de los proyectos vinculados al Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia los órganos responsables adoptarán las siguientes directrices 
en el marco de sus competencias:

a) Liderar acciones, reformas y equipos.
b) Analizar los objetivos de gestión que les competan y los recursos disponibles para su 

cumplimiento.
c) Verificar las inadecuaciones de necesidades y disponibilidades en materia de recursos 

y proponer soluciones para el cumplimiento de la ejecución de los proyectos asignados.
d) Innovar en la búsqueda de soluciones para una gestión sostenible.
e) Buscar sinergias con distintas unidades administrativas de modo vertical y horizontal 

para aprovechar recursos y generar mayores impactos.
f) Promover la transformación digital.
g) Establecer foros técnicos y crear grupos de trabajo con carácter permanente, temporal 

u ocasional para el intercambio de buenas prácticas, la generación de soluciones comunes 
cooperativas o el aprendizaje de los pares.

h) Evaluar las acciones desarrolladas para identificar las desviaciones y adoptar 
correcciones.

i) Trabajar en equipos multidisciplinares o de origen distinto si aumentara la eficacia y 
eficiencia de la gestión.

j) Reconocer los servicios extraordinarios prestados por el personal.

Artículo 5.  Directrices de coordinación.
1. Con el fin de aumentar la coordinación entre unidades administrativas podrán crearse 

grupos de trabajo o designar unidades existentes para coordinar materias transversales de 
gestión y proponer soluciones comunes a todos los departamentos en materias tales como la 
contratación pública, los procesos de convocatoria de subvenciones o ayudas, la creación de 
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vehículos para la colaboración público privada, la adopción de sistemas informáticos o 
soluciones digitales de apoyo a la gestión de fondos o, cualesquiera otras materias fueren 
necesarias para la mejor implementación del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

2. Los grupos a los que se refiere el apartado anterior harán propuestas y 
recomendaciones que serán adoptadas y ejecutadas en su caso por los órganos 
responsables de la gestión competentes en la materia.

3. La creación de los grupos de trabajo o la designación de unidades referidas en los 
apartados precedentes corresponderá al Comité Técnico para el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia a propuesta de cualquiera de sus miembros.

Artículo 6.  Directrices de procesos y procedimientos.
1. El Comité Técnico para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, a 

iniciativa propia o a propuesta de cualquiera de los grupos de trabajo o unidades a los que 
se refiere el artículo anterior podrá aprobar orientaciones o modelos tipo de manuales de 
procedimiento, así como pliegos tipo de licitación, bases para convocatorias de 
subvenciones o ayudas, convenios o cualesquiera otros considere podrían servir de 
orientación a los gestores por razones de eficacia o eficiencia.

2. Igualmente, podrá aprobar recomendaciones u orientaciones sobre la adopción de 
herramientas informáticas o digitales.

3. En lo que respecta a lo establecido en el artículo 25 sobre el instrumento de 
planificación estratégica para la gestión, el Comité Técnico para el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia aprobará una plantilla para la formulación de dicho instrumento 
por parte de todos los departamentos.

TÍTULO II
Medidas de ámbito general

CAPÍTULO I
Medidas de agilización en la tramitación de los convenios administrativos

Artículo 7.  Simplificación de la tramitación de los convenios administrativos.
1. Los gestores de convenios administrativos harán uso de los recursos disponibles para 

que la tramitación de los mismos se efectúe en un periodo de tiempo que permita el 
cumplimiento eficaz de los fines perseguidos con su formalización bajo los principios de 
agilización y simplificación administrativa.

2. Los convenios se regirán por lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

CAPÍTULO II
Nuevas formas de colaboración público-privada

Artículo 8.  Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica.
1. Podrán ser reconocidos como Proyectos Estratégicos para la Recuperación y 

Transformación Económica (en lo sucesivo, «PERTE»), aquellos proyectos de carácter 
estratégico con gran capacidad de arrastre para el crecimiento económico, el empleo y la 
competitividad de la economía española.

2. La declaración de un proyecto como PERTE se realizará por Acuerdo de Consejo de 
Ministros, a propuesta del titular o de los titulares del departamento o departamentos 
competente por razón de la materia, acompañada de una memoria explicativa en la que se 
describirá la planificación de medidas de apoyo y colaboración público-privada proyectadas y 
los requisitos para la identificación de los posibles interesados. En su caso, se describirá su 
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encaje dentro del Plan de Transformación, Recuperación y Resiliencia de la Economía 
Española

3. Los criterios a valorar para declarar a un proyecto como PERTE serán, entre otros, los 
siguientes:

a) Que represente una importante contribución al crecimiento económico, a la creación 
de empleo y a la competitividad de la industria y la economía española, habida cuenta de 
sus efectos de arrastre positivos en el mercado interior y la sociedad.

b) Que permita combinar conocimientos, experiencia, recursos financieros y actores 
económicos, con el fin de remediar importantes deficiencias del mercado o sistémicas y retos 
sociales a los que no se podría hacer frente de otra manera.

c) Que tenga un importante carácter innovador o aporte un importante valor añadido en 
términos de I+D+i, por ejemplo, posibilitando el desarrollo de nuevos productos, servicios o 
procesos de producción.

d) Que sea importante cuantitativa o cualitativamente, con un tamaño o un alcance 
particularmente grandes, o que suponga un nivel de riesgo tecnológico o financiero muy 
elevado.

e) Que favorezca la integración y el crecimiento de las pequeñas y medianas empresas, 
así como el impulso de entornos colaborativos.

f) Que, en su caso, contribuya de forma concreta, clara e identificable a uno o más 
objetivos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española, 
en particular en lo que se refiere a los objetivos marcados a nivel europeo en relación con el 
Instrumento Europeo de Recuperación.

4. El PERTE podrá consistir en un proyecto único claramente definido en cuanto a sus 
objetivos y sus modalidades de ejecución, o bien en un proyecto integrado, es decir, un 
grupo de proyectos insertados en una estructura, plan de trabajo o programa comunes que 
compartan el mismo objetivo y se basen en un enfoque sistémico coherente.

La ejecución de los PERTE se llevará a cabo a través de cuantos mecanismos estén 
previstos en el ordenamiento jurídico, salvo las especialidades contenidas en los artículos 
siguientes, que en todo caso respetarán los principios de igualdad y no discriminación, 
concurrencia, publicidad, transparencia y proporcionalidad.

5. Los PERTE no deben distorsionar la competencia efectiva en los mercados. Los 
operadores que participen en un PERTE estarán plenamente sometidos a la normativa sobre 
competencia.

Artículo 9.  Registro estatal de entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la 
Recuperación y Transformación Económica.

1. Se crea, dependiente del Ministerio de Hacienda, el Registro estatal de entidades 
interesadas en los PERTE, en el que se inscribirán todas las entidades vinculadas al 
desarrollo de un PERTE, independientemente de su naturaleza jurídica pública o privada y 
de su forma de constitución.

2. El Registro estatal de entidades interesadas en los PERTE será público, y su acceso 
se regirá por lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

3. El Registro estatal de entidades interesadas en los PERTE tendrá una adicional 
diferenciada para cada uno de los PERTE, gestionado por el Departamento ministerial 
competente por razón de la materia. La inclusión de una entidad en una sección acreditará 
que realiza actividades vinculadas al interés público que encarna ese PERTE.

4. Se faculta al titular del Ministerio de Hacienda para el desarrollo reglamentario del 
registro, estableciendo en particular las normas sobre su funcionamiento y estructura. 
Asimismo, se habilita a los Ministros competentes por razón de la materia en relación con 
cada uno de los PERTE para el desarrollo reglamentario de cada sección del Registro, 
estableciendo los requisitos necesarios, la naturaleza jurídica de las entidades registradas, y 
el procedimiento para el acceso al mismo, siempre relacionados con las características 
propias del PERTE.
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La tramitación de las normas reglamentarias a las que se refiere este apartado seguirá el 
procedimiento de urgencia establecido en el artículo 27 de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno.

5. El procedimiento de acceso al registro no deberá introducir obstáculos innecesarios 
sobre la competencia en los mercados.

Artículo 10.  Normas comunes del proceso para la acreditación como entidad interesada en 
un PERTE.

1. La regulación de cada PERTE deberá recoger claramente la definición y el alcance del 
mismo y velar por los principios de publicidad, igualdad y no discriminación, concurrencia, 
transparencia, y proporcionalidad. En la misma se recogerá:

a) No podrá establecerse un plazo para solicitar la acreditación como entidad interesada.
b) Los requisitos cuantitativos y cualitativos que deberán acreditarse y los criterios de 

valoración de los mismos, en todo caso deberán ser coherentes con el objeto del PERTE y 
deberán ajustarse a los principios de necesidad, proporcionalidad y no discriminación. Estos 
requisitos no podrán suponer una limitación del número de inscritos en el registro.

c) El órgano competente para resolver el procedimiento.
d) El plazo máximo para resolver sobre la concesión de acreditación, que en ningún caso 

será superior a tres meses, entendiéndose desestimada la concesión transcurrido dicho 
plazo.

e) Las obligaciones derivadas de la acreditación, tales como la obligatoriedad de 
comunicar cambios en las condiciones que motivaron su acreditación.

2. Una vez aprobada la acreditación, el Ministerio competente lo comunicará al Registro 
estatal de entidades interesadas en los PERTE en el plazo máximo de 3 días, para que 
proceda a realizar la correspondiente inscripción.

3. La condición de entidad acreditada deberá realizarse para cada uno de los PERTE.

Artículo 11.  Ayudas a entidades registradas en un Proyecto Estratégico para la 
Recuperación y Transformación Económica.

1. La inscripción en el registro podrá ser considerada como requisito necesario para ser 
beneficiario de ayudas, en el caso de que se prevea así en las bases reguladoras, o en la 
convocatoria, si ésta última incluye a las bases reguladoras, y de acuerdo con la 
planificación de medidas de apoyo y colaboración público-privada proyectadas.

2. La inclusión como requisito necesario de inscripción en el registro para ser beneficiario 
de ayudas se ajustará a lo previsto en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la 
unidad de mercado y sólo será prevista cuando resulte necesaria para la salvaguarda de 
alguna razón imperiosa de interés general y no existan medidas menos restrictivas o 
distorsionadoras para la actividad económica para alcanzar los mismos objetivos. En todo 
caso se identificará los requisitos cuantitativos y cualitativos exigidos para la inscripción en el 
PERTE y se permitirá que, alternativamente a la inscripción en el registro, pueda acreditarse 
el cumplimiento de tales requisitos, cuantitativos y cualitativos, por la empresa solicitante 
ante el órgano que concede la subvención.

TÍTULO III
Instrumentos de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia

CAPÍTULO I
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia

Artículo 12.  Naturaleza y contenido.
1. El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia es el instrumento rector para el 

diseño y ejecución de los objetivos estratégicos y las reformas e inversiones que, vinculadas 
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al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia previsto en la normativa comunitaria, servirán 
para favorecer la cohesión económica, social y territorial de España, fortalecer la resiliencia 
social y económica del país, recuperar el tejido productivo y mitigar el impacto social tras la 
crisis causada por la pandemia del SARS-COV-2 y promover la transformación ecológica y 
digital.

2. El plan tendrá como ejes transversales la transición ecológica, la transformación 
digital, la igualdad de género y la cohesión social, económica y territorial.

3. El plan contendrá:
a) Los objetivos generales a alcanzar, la arquitectura básica y las principales iniciativas 

del mismo.
b) La descripción de las reformas y las inversiones previstas, así como de las 

dimensiones ecológica y digital del plan. Los hitos, metas y el calendario. Sus fuentes de 
financiación y las inversiones de este.

c) La implementación y la complementariedad del plan: su consistencia con otras 
iniciativas, la complementariedad de la financiación, la implementación, los mecanismos de 
control y auditoría.

d) El impacto general del plan: su alcance, impacto macroeconómico, de género, en la 
distribución de la renta y en la convergencia regional, así como el impacto sobre la transición 
ecológica y la transformación digital.

Artículo 13.  Elaboración y aprobación.
1. El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia será aprobado por el Consejo 

de Ministros a propuesta del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, sin 
perjuicio de las eventuales modificaciones que, conforme a la normativa comunitaria, fuere 
preciso adoptar. Para el caso de tales modificaciones se seguirá el mismo procedimiento de 
aprobación.

2. En el proceso de elaboración inicial del plan serán oídas las comunidades autónomas 
y las entidades locales y, asimismo, las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas de ámbito estatal.

CAPÍTULO II
Estructuras de gobernanza

Artículo 14.  Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia.
1. Para la dirección y coordinación del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia, se crea la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia.
2. La Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia tendrá la siguiente 

composición:
a) El Presidente del Gobierno, quien ejercerá la presidencia de la misma.
b) Las Vicepresidentas y Vicepresidente del Gobierno.
c) Las Ministras y Ministros del Gobierno.
d) La Secretaria de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa
e) La Secretaria de Estado de Hacienda
f) La Secretaria de Estado de Presupuestos y Gastos
g) El Secretario de Estado de Derechos Sociales
h) La autoridad responsable del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia, 

conforme al artículo 20 del presente real decreto-ley.
i) El responsable del Departamento de Asuntos Económicos y G20 del Gabinete de la 

Presidencia del Gobierno, que ejercerá las funciones de secretario de la Comisión.
3. Corresponden a la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia las 

siguientes funciones:
a) El establecimiento de las directrices políticas generales para la el desarrollo y 

ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, una vez aprobado por el 
Consejo de Ministros;
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b) El seguimiento estratégico del Plan.
c) La ejecución de aquellas otras actividades o funciones que le encomiende el Consejo 

de Ministros.

Artículo 15.  Comité Técnico para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
1. La Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia contará con un 

órgano de asistencia y soporte técnico, que se denominará Comité Técnico para el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

2. La composición del Comité Técnico será fijada por la Comisión para la Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, atendiendo, con objetividad, a criterios técnicos en función de 
sus competencias y experiencia en la gestión de fondos y ayudas europeas, y aquellos otros 
perfiles profesionales u orgánicos que se estimen necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones siempre que tengan la condición de empleado u órgano directivo de la 
Administración General del Estado. En cualquier caso, contará con un máximo de veinte 
miembros y su funcionamiento se regirá por las reglas dispuestas en los artículos 15 y 
siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Las funciones del Comité Técnico para el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia serán:

a) Proporcionar soporte técnico a la Comisión para la Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, facilitando toda la documentación que sea necesaria para el desarrollo de sus 
funciones.

b) La realización de los estudios, informes y análisis que le encargue la Comisión para la 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, y aquellos otros que estime de utilidad para la 
ejecución del Plan.

c) Proporcionar apoyo técnico a la autoridad responsable del Mecanismo para la 
Recuperación y Resiliencia, definida en el artículo 23, en el ejercicio de sus funciones.

d) Informar y asistir a los órganos y unidades de gobernanza, seguimiento y de ejecución 
del Plan.

e) La aprobación de las orientaciones, manuales de procedimiento, o modelos tipo de 
pliegos de licitación, bases para convocatorias de subvenciones o ayudas, convenios o 
cualesquiera otros que considere que podrían servir de orientación a los gestores por 
razones de eficacia o eficiencia.

f) La aprobación de recomendaciones u orientaciones sobre la adopción de herramientas 
informáticas o digitales.

g) La aprobación de una plantilla para la formulación del Instrumento de Planificación 
Estratégica para la gestión de este real decreto-ley.

h) El seguimiento de cumplimiento de las propuestas, criterios, o recomendaciones 
dictadas por el mismo.

4. El Comité Técnico para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia podrá 
requerir la colaboración de cualquier órgano de la Administración General del Estado para el 
cumplimento de las funciones que le son propias.

Artículo 16.  Seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
1. El Departamento de Asuntos Económicos y G20 del Gabinete de la Presidencia del 

Gobierno realizará el seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
con el objeto de mantener informado de modo directo y continuo al Presidente del Gobierno.

2. La Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia, aprobará un 
protocolo, previo informe del Comité Técnico, con el fin de proporcionar al Departamento de 
Asuntos Económicos y G20 del Gabinete de la Presidencia del Gobierno información de los 
ministerios competentes en la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia para su labor de seguimiento político.

3. El Departamento de Asuntos Económicos y G20 del Gabinete de la Presidencia del 
Gobierno realizará las funciones de secretaría de la Comisión para la Recuperación, 
Transformación y Resiliencia y de secretaría permanente del Comité Técnico para el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.
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Artículo 17.  Foros de participación y grupos de alto nivel.
Los ministerios podrán crear e impulsar foros de participación y grupos de alto nivel de 

carácter transversal u horizontal, vinculados a la Comisión del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia con el fin de contar con la participación de actores relevantes 
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, permitir el diálogo, 
contar con orientaciones o recomendaciones para el éxito en la consecución de los objetivos, 
favorecer la discusión y la generación de sinergias y favorecer la gobernanza.

Artículo 18.  Participación social.
Se constituye un foro de participación específico para favorecer el diálogo social con las 

organizaciones empresariales y los sindicatos en relación con el desarrollo del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia y la adopción de medidas estructurales.

Artículo 19.  Conferencia Sectorial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
1. La Conferencia Sectorial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, es 

el órgano de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas para canalizar 
adecuadamente la participación de éstas en los proyectos del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia y establecer mecanismos y vías de cooperación y coordinación 
en la implementación del Plan.

2. La Conferencia Sectorial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
estará constituida por la Ministra de Hacienda, que la presidirá, y por los consejeros o 
consejeras competentes por razón de la materia de cada una de las comunidades 
autónomas y de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.

En la representación de la Administración del Estado se integrarán el Secretario de 
Estado de Política Territorial y Función Pública, la Secretaria de Estado de Presupuestos y 
Gastos y la Secretaria de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa.

La Conferencia Sectorial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia podrá 
convocar a sus reuniones a los representantes de la administración local que sean 
designados por la Federación Española de Municipios y Provincias, como asociación de 
entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación.

3. La Comisión de Coordinadores de Fondos Europeos, que reunirá a los responsables 
inmediatos de esta materia del Estado, de las distintas comunidades autónomas y de las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, será el órgano de apoyo de la Conferencia para las 
labores de preparación y seguimiento de sus reuniones. Su composición y reglas de 
funcionamiento serán establecidas por la propia Conferencia, conforme a lo establecido en 
su reglamento interno de organización y funcionamiento interno.

4. Para su adecuado funcionamiento, la Conferencia elaborará un reglamento interno de 
organización y funcionamiento interno.

5. Las decisiones de la Conferencia se adoptarán conforme a lo dispuesto en el artículo 
151 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y su 
Reglamento interno.

Artículo 20.  Autoridad responsable del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia.
1. El centro directivo del Ministerio de Hacienda con competencia en materia de fondos 

europeos actuará como autoridad responsable ante las instituciones europeas, en los 
términos que se establezcan en la normativa europea, desarrollando a tal efecto las 
competencias que legal y reglamentariamente tenga establecidas.

2. Dicho centro directivo ejercerá, a tal efecto, las siguientes funciones:
a) En relación con la Comisión Europea, la responsabilidad general de los planes de 

recuperación y resiliencia, actuando como punto de contacto de la Comisión Europea 
(«coordinador»).

b) Asegurar la coordinación con los ministerios, organismos públicos, comunidades 
autónomas y entidades locales y resto de entidades nacionales y comunitarias implicadas en 
el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

c) La supervisión de los progresos en relación con los hitos y objetivos del Plan.
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d) La presentación de los informes previstos en la normativa reguladora del Mecanismo 
de Recuperación y Resiliencia, de las solicitudes de pago de la contribución financiera y, 
cuando proceda, del tramo de préstamo previsto en la misma. Todo ello, sobre la base del 
resultado de los controles realizados, en los términos y condiciones que prevea dicha 
normativa reguladora del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

e) La dirección del Comité Técnico del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, coordinando sus trabajos.

f) Las funciones de secretaría técnica de la Conferencia Sectorial del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

3. La autoridad responsable será dotada de los recursos personales y materiales 
necesarios para el correcto ejercicio de sus funciones.

Artículo 21.  Autoridad de control del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia.
1. La Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) tendrá a su cargo el 

ejercicio de las funciones y competencias que le atribuye la normativa europea a la autoridad 
de control del Instrumento Europeo de Recuperación.

2. En particular, corresponderá a la Intervención General de la Administración del Estado 
las actuaciones derivadas del diseño y ejercicio del control de los fondos que se exijan por la 
normativa europea, asumiendo la coordinación de los controles asignados a cualquiera otro 
órgano de control estatal, autonómico o local, así como el ejercicio de las relaciones con las 
Instituciones Comunitarias y Nacionales para asegurar un sistema de control eficaz y 
eficiente.

La IGAE, para el ejercicio de estas funciones adicionales a sus funciones como 
Autoridad de auditoría en materia de fondos estructurales, tendrá libertad de acceso a los 
sistemas de información de las entidades públicas estatales que participen en la gestión de 
fondos europeos para garantizar la evaluación continuada de las operaciones, así como a 
cualquier otro registro en el que se reflejen actuaciones de ejecución de fondos europeos. 
Cualquier entidad pública o privada quedará obligada a facilitar la información que en el 
ejercicio de estas funciones le sea solicitada.

3. Por su parte, el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, en el ejercicio de sus 
funciones para la protección de los intereses financieros de la Unión Europea frente al 
fraude, la corrupción o cualquier otra actividad ilegal, promoverá las labores de prevención, 
detección e investigación del fraude que sean precisas, manteniendo a estos efectos las 
relaciones necesarias con los órganos de gestión y control.

4. La autoridad de control será dotada de los recursos personales y materiales 
necesarios para el correcto ejercicio de sus funciones.

Artículo 22.  Rendición de cuentas ante las Cortes Generales.
El Gobierno informará trimestralmente sobre los progresos y avances del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia ante la Comisión Mixta para la Unión Europea 
de las Cortes Generales.

CAPÍTULO III
Instrumentos de gestión pública

Sección 1.ª Planificación estratégica

Artículo 23.  Instrumento de planificación estratégica para la gestión.
1. Los departamentos ministeriales encargados de la gestión de proyectos del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia elaborarán un instrumento de planificación 
estratégica para la gestión en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto ley.

2. Este instrumento será elaborado por el titular de la subsecretaría del departamento a 
partir de la plantilla que aprobará el Comité Técnico para el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia y se circunscribirá a la gestión de las actuaciones, tareas y 
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proyectos vinculados al ámbito objetivo de este real decreto ley. El instrumento contendrá 
como mínimo:

a) Al respecto de las actuaciones y proyectos asignados o gestionados por el 
departamento, una estimación de las inversiones y gastos vinculados a la absorción de 
fondos europeos que les corresponda gestionar al departamento y los organismos públicos 
adscritos a éste.

b) Una descripción de los objetivos y actuaciones encomendadas al departamento de 
modo que expliquen las tareas y cargas de trabajo y/o el aumento de las mismas.

c) Una propuesta de reorganización de los recursos del departamento y sus organismos 
públicos, de modo detallado y, en su caso, el incremento correlativo de las necesidades 
materiales, organizativas y de personal relacionadas de manera directa con la gestión lo 
previsto en la letra b) anterior. De ser preciso, se acompañará solicitud de unidades 
administrativas de carácter provisional, según los artículos 32 y 33 de este real decreto-ley.

d) Una propuesta de formación para el personal adscrito a unidades que tengan 
encargada la gestión de proyectos o tareas ligadas a la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia.

3. El Comité Técnico de la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia 
facilitará a los departamentos ministeriales que vayan a elaborar este instrumento de 
planificación estratégica para la gestión una guía metodológica para su confección.

4. El instrumento de planificación para la gestión, una vez elaborado por el departamento 
ministerial, será elevado a la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia 
para su aprobación, previo informe de la Secretaría de Estado de Política Territorial y 
Función Pública referido a la organización administrativa y las estructuras de personal, e 
informe de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos referida a la adecuación a la 
normativa presupuestaria y de costes de personal y de fondos europeos que tendrán 10 días 
para evacuarlo.

5. Una vez aprobado el instrumento de planificación estratégica de gestión por la 
Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia, la persona titular de la 
subsecretaría del departamento ministerial impulsará con la máxima celeridad las acciones 
necesarias en materia de estructuras, recursos, medios, personal y gestión presupuestaria 
para poner en marcha el instrumento en el ámbito de sus competencias.

6. Si por razones de eficacia o eficiencia fuere necesario comunicar externamente algún 
elemento o actividad de la planificación estratégica se adoptarán las medidas en materia de 
publicidad institucional necesarias para ello.

7. Igualmente, se preverá la comunicación pública de todos los elementos requeridos por 
la normativa comunitaria en cuanto a la publicidad de la financiación con recursos europeos.

Artículo 24.  Organización.
1. El órgano organizará los medios y recursos de conformidad con el instrumento de 

planificación estratégica aprobado.
2. Por razones de eficacia y eficiencia, podrán constituirse unidades administrativas de 

carácter provisional para la gestión y ejecución de proyectos financiables con cargo a fondos 
europeos en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en las que se 
centralizará la gestión de los proyectos y acciones del referido plan.

3. La constitución de tales unidades administrativas de carácter provisional se efectuará 
a propuesta de la persona titular de la Subsecretaría, con un plazo determinado vinculado al 
desarrollo de los proyectos o a la ejecución del plan. Los puestos de trabajo provenientes de 
la relación de puestos de trabajo del departamento u organismo con los que se dote esta 
unidad serán reasignados a su unidad de origen una vez se cumpla este plazo.

El nivel de estas unidades será el determinado en la correspondiente relación de puestos 
de trabajo.

La propuesta de creación de estas unidades formará parte del instrumento de 
planificación estratégica para la gestión que será elevado a la Comisión para la 
Recuperación, Transformación y Resiliencia para su aprobación.

4. La provisión de puestos de trabajo de estas unidades temporales se realizará de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 33 de este real decreto-ley. Como regla general, se 
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contará primordialmente con aquellos empleados públicos que tengan experiencia directa o 
indirecta en la gestión de proyectos relaciones con fondos europeos. La provisión de puestos 
de estas unidades por personal estatutario temporal, personal funcionario interino o personal 
laboral temporal se efectuará con carácter subsidiario.

Artículo 25.  Instrucciones de gestión.
1. El Comité Técnico para el Plan Nacional de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia establecerá orientaciones y recomendaciones comunes para la implementación 
de las acciones contenidas en el instrumento de planificación estratégica contemplado en el 
artículo 25 de este real decreto-ley, en los ámbitos siguientes:

a) Implementación de buenas prácticas, recomendaciones o modelos.
b) Adopción de medidas para la digitalización.
c) Convocatoria de foros técnicos.
d) Medidas de formación.
e) Establecimientos de objetivos o indicadores para la evaluación del desempeño del 

personal que preste servicios extraordinarios.
2. La persona titular de la subsecretaría, en su ámbito de competencias, dictará las 

instrucciones oportunas para la adopción de las recomendaciones, orientaciones o modelos 
tipo aprobados por el Comité Técnico para el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior, así como cualesquiera 
otras que estime oportuno para la mejor gestión, en particular en estos ámbitos:

a) Prioridades de tareas o acciones.
b) Designación de unidades responsables de liderar acciones o proyectos.
c) Reorganización de medios y recursos.
d) Creación de grupos de trabajo o equipos para la realización de encargos.

Artículo 26.  Formación.
1. Se adoptarán las medidas necesarias para la formación de empleados públicos en 

aquellas materias de especial relevancia para la gestión pública y el desarrollo de tareas 
vinculadas a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

El Instituto Nacional de Administración Pública y el Instituto de Estudios Fiscales, en el 
ámbito de sus competencias y de acuerdo con las orientaciones de la Comisión para la 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, impartirán formación a medida para la 
ejecución del Plan en materias tales como planificación estratégica, licitación pública, 
procedimientos de subvenciones y ayudas, gestión financiera o presupuestaria, convenios o 
colaboración público privada, entre otras.

2. La formación vinculada a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia tendrá un enfoque de formación en competencias y orientada al cumplimiento de 
objetivos y la resolución de problemas.

3. Esta formación contará con la adecuada financiación presupuestaria, adicional a la 
contemplada en el presupuesto de los departamentos ministeriales, y prioridad en sus planes 
de formación, de acuerdo con lo establecido en el instrumento de planificación estratégica 
para la gestión.

Sección 2.ª Gestión de los recursos humanos

Artículo 27.  Gestión de personas.
1. La persona titular de la Subsecretaría del departamento ministerial u órgano con 

competencias en materia de personal en los organismos públicos tendrá como prioridad en 
la gestión del personal asignado a ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, el aprovechamiento del talento de las personas al servicio del departamento.

2. De acuerdo con los principios de gestión enumerados en el artículo 3 del Título I de 
este real decreto-ley y lo establecido en el artículo 81 del texto refundido del Estatuto Básico 
del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, la 
persona titular de la Subsecretaría del departamento ministerial u órgano con competencias 
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en materia de personal en los organismos públicos adoptará las acciones necesarias para 
movilizar y redistribuir los recursos necesarios en orden a agilizar la gestión y absorción de 
los fondos europeos ligados a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

3. En el marco del instrumento de planificación estratégica aprobado por el departamento 
u organismo, se adoptarán medidas para fomentar la capacitación del personal y el 
reconocimiento de su trabajo, tanto del esfuerzo colectivo como del esfuerzo individual.

Artículo 28.  Provisión de recursos humanos en las unidades administrativas de carácter 
provisional para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
Unidades para la gestión de proyectos financiables con fondos europeos ligados a la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

1. En el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, mediante 
Resolución conjunta de la Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública y de 
la Secretaria de Estado de Presupuestos y Gastos se aprobará un modelo de relaciones de 
puestos de trabajo.

2. La Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública dictará las 
instrucciones pertinentes con el fin de procurar una tramitación ágil y preferente en la 
provisión de los puestos de trabajo de las unidades administrativas de carácter provisional 
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Artículo 29.  Criterios para la provisión de puestos de trabajo en las unidades temporales 
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

1. La persona titular de la Subsecretaría en aquellos departamentos que tengan atribuida 
la gestión de proyectos financiables con fondos europeos en ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia realizará un análisis de las capacidades y 
talento de las personas del departamento u organismo que será incluida en su instrumento 
de planificación estratégica de gestión.

2. Se priorizará la redistribución y el aprovechamiento de los recursos existentes para 
agilizar la gestión y facilitar la absorción de fondos europeos. En su defecto, también se 
contemplarán los restantes modos de provisión contemplados en la normativa en materia de 
función pública y la modificación o creación de nuevos puestos de trabajo, de acuerdo con la 
normativa presupuestaria en vigor y con la financiación adecuada y suficiente.

3. El Comité Técnico de la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia 
prestará asesoramiento y colaboración a los departamentos ministeriales para realizar el 
diagnóstico y propuestas a incluir en esta materia en el instrumento de planificación 
estratégica de gestión.

Artículo 30.  Reorganización del personal en los departamentos ministeriales y organismos 
encargados de la gestión de fondos.

1. La cobertura de las necesidades de personal relacionadas con el incremento de carga 
de trabajo provocado por la gestión de proyectos financiables con fondos europeos ligados a 
la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se realizará 
preferentemente con los efectivos del departamento ministerial u organismo encargado de su 
gestión.

2. La persona titular del órgano con competencias en materia de recursos humanos de 
los departamentos ministeriales encargados de la gestión de proyectos financiables con 
fondos europeos impulsará con la máxima celeridad las acciones necesarias para la 
redistribución de personas y puestos de trabajo que permita agilizar la absorción y ejecución 
de los fondos europeos.

3. De acuerdo con la normativa vigente en materia de provisión de puestos de trabajo y 
promoción profesional de los funcionarios civiles de la Administración general del Estado, se 
emplearán preferentemente estos modos de provisión:

a) Redistribución de efectivos.
b) Reasignación de efectivos.
c) Atribución temporal de funciones.
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4. Se habilita a la Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública para que, 
mediante resolución, realice instrucciones interpretativas en materia de redistribución y 
reasignación de efectivos que permitan agilizar la reorganización de los departamentos 
ministeriales que así lo requieran.

Artículo 31.  Asignación de funciones a tiempo parcial.
1. Exclusivamente en el ámbito de gestión de proyectos financiables con fondos 

europeos ligados a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la 
persona titular la Subsecretaría de los departamentos encargados de la gestión de estos 
podrá acordar la asignación de funciones a tiempo parcial del personal funcionario al servicio 
del departamento sin cambio de adscripción ni del puesto de trabajo ni de la persona.

2. Esta asignación de funciones a tiempo parcial se realizará sin perjuicio de las formas 
de provisión contempladas en el Reglamento General de Ingreso del Personal al servicio de 
la Administración general del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción 
Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración general del Estado, aprobado 
por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo.

Artículo 32.  Creación y modificación de puestos de trabajo.
1. Excepcionalmente, en aquellos casos en los que resulte imprescindible la creación o 

modificación de puestos de trabajo y, de acuerdo con lo establecido en el instrumento de 
planificación estratégica para la gestión del departamento ministerial u organismo aprobado 
por la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia, se contemplará la 
creación o modificación de puestos de trabajo cuyas funciones estén directamente 
relacionadas con la gestión de proyectos financiables por fondos europeos ligados a la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

2. Los órganos con competencias en materia de recursos humanos darán preferencia a 
la tramitación de los expedientes derivados de estas propuestas para su elevación a la 
Comisión Ejecutiva de la Comisión Interministerial de Retribuciones.

Artículo 33.  Oferta de empleo público y provisión de puestos de nuevo ingreso.
1. El Ministerio de Política Territorial y Función Pública priorizará las necesidades de los 

departamentos ministeriales encargados de la gestión de proyectos financiables con fondos 
europeos ligados a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia al 
asignar puestos de nuevo ingreso provenientes de la oferta de empleo público, con especial 
atención a los centros directivos que asuman las funciones previstas en los artículos 20 y 21 
del presente real decreto-ley.

2. Las necesidades de personal referidas en el apartado anterior, vendrán expresadas en 
el instrumento de planificación estratégica de gestión aprobado por la Comisión para la 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Artículo 34.  Nombramiento de personal estatutario de carácter temporal, personal 
funcionario interino y contratación de personal laboral con contratos de duración 
determinada.

1. Dado el incremento de la carga de trabajo derivado de la gestión de los fondos ligados 
a la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, los departamentos 
ministeriales y los organismos encargados de la gestión de fondos europeos podrán reforzar 
sus plantillas con el nombramiento de personal estatutario temporal, personal funcionario 
interino o personal laboral con contratos de duración determinada, de acuerdo con lo 
establecido en su instrumento de planificación estratégica de gestión, el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público y el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores.

2. La Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública y la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos darán prioridad a la tramitación de las autorizaciones de 
contratos de duración determinada y nombramiento de personal estatutario temporal y 
personal funcionario interino en el marco de los planes de gestión de fondos europeos, 

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 2  Real Decreto-ley para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia

– 65 –



siempre de acuerdo con lo establecido normativa vigente en materia presupuestaria y de 
recursos humanos.

Los nombramientos y contratos de este personal se formalizarán sólo por el tiempo 
imprescindible para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

También se dará prioridad a la tramitación de expedientes que tengan como objeto el 
nombramiento de personal estatutario temporal, personal funcionario interino o la 
contratación de personal laboral eventual en el resto de unidades que hayan visto mermado 
su número de efectivos por haber sido reasignados en el ámbito del instrumento de gestión 
estratégica recogido en este real decreto-ley.

Sección 3.ª Digitalización y medios materiales

Artículo 35.  Medios para la digitalización de la gestión del instrumento de planificación 
estratégica de gestión.

1. La tramitación de las solicitudes de participación en las convocatorias derivadas la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se realizará a través de 
las sedes electrónicas de los departamentos ministeriales y organismos competentes.

2. Los órganos de contratación podrán difundir toda aquella información vinculada a la 
ejecución del Plan y a los procesos de licitación previstos para la implementación del mismo, 
con el fin de aumentar la transparencia y la mayor concurrencia de los operadores 
económicos interesados, con carácter previo al impulso formal de los procedimientos 
oportunos conforme a la legislación aplicable.

Artículo 36.  Recursos para agilizar y digitalizar los procedimientos de contratación 
relacionados con la gestión de los fondos europeos.

1. En orden a facilitar la implementación del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, los departamentos ministeriales y organismos encargados de la gestión de los 
proyectos ligados a su ejecución aprobarán en el plazo de dos meses desde la entrada en 
vigor de este real decreto-ley un documento de carácter anual con la programación de los 
contratos necesarios para su puesta en marcha, tanto de ejecución de fondos como 
auxiliares para la gestión de los mismos.

2. La persona titular de la Subsecretaría del departamento ministerial o del órgano con 
competencias en materia de servicios comunes de los organismos públicos encargados de la 
gestión de proyectos financiables con fondos europeos ligados a la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia priorizará la digitalización y agilización de los 
procedimientos de contratación relacionados con la gestión de proyectos financiables con 
fondos europeos.

TÍTULO IV
Especialidades de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia

CAPÍTULO I
Especialidades en materia de gestión y control presupuestario

Artículo 37.  Créditos vinculantes y control de gestión.
1. Los créditos dotados en el servicio 50 «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» de 

cada sección presupuestaria, así como el resto de los créditos vinculados al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia consignados en los presupuestos de gastos de las entidades 
referidas en los apartados 2.º, 3.º y 4.º de la letra a) del artículo 1 de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021 sólo podrán ejecutarse con la finalidad de financiar 
actuaciones que resulten elegibles conforme a su marco regulatorio. A los efectos anteriores, 
el Gobierno fijara los criterios aplicables a la gestión de los créditos vinculados a dicho Plan 
a fin de garantizar la consecución de los objetivos previstos en el mismo.
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2. El Gobierno podrá acordar las transferencias de los citados créditos entre secciones 
en orden a garantizar una correcta absorción del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

3. En las entidades referidas en los apartados 2.º, 3.º y 4.º de la letra a) del artículo 1 de 
la Ley de Presupuestos Generales para el año 2021, los ingresos por transferencias 
recibidas de la Administración del Estado, procedentes del Mecanismo para la Recuperación 
y Resiliencia y del REACT-EU, están legalmente afectados a financiar los créditos 
presupuestarios destinados a cubrir los proyectos o líneas de acción que se integren dentro 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. En caso de no realizarse el gasto, 
las citadas entidades deberán reintegrar al Tesoro los fondos recibidos que no vayan a 
destinarse a la finalidad asignada. Con la finalidad de permitir su seguimiento, en la 
formulación de las cuentas anuales, en el remanente de tesorería afectado, se distinguirá la 
parte afectada destinada a cubrir estas actuaciones.

4. En los organismos públicos y resto de entidades del sector público estatal con 
presupuesto estimativo, las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales y sus 
entidades dependientes, los ingresos por transferencias recibidas de la Administración 
General del Estado, procedentes del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia y del 
REACT-EU, están legalmente afectados a financiar los proyectos o líneas de acción que se 
integren dentro del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, con el grado de 
detalle especificado en el mismo. En caso de no realizarse el gasto o en caso de 
incumplimiento total o parcial de los objetivos previstos, las citadas entidades deberán 
reintegrar los fondos recibidos al Tesoro Público de manera total o parcial, en cada caso. El 
procedimiento de reintegro a estos efectos se regulará por Orden de la Ministra de Hacienda.

5. En el caso de la financiación de proyectos gestionados por entidades privadas, a 
través de los dos citados instrumentos, la articulación de dicha financiación deberá ir 
vinculada al cumplimiento de los objetivos previsto en el plan, así como a la estimación de 
costes vinculada a los mismos. En caso de no realizarse el gasto o en caso de 
incumplimiento total o parcial de los objetivos previstos, las citadas entidades deberán 
reintegrar los fondos recibidos. El procedimiento de reintegro a estos efectos se regulará por 
Orden de la Ministra de Hacienda.

Artículo 38.  Competencias específicas en materia de modificaciones presupuestarias.
Corresponde al Gobierno, a propuesta de la Ministra de Hacienda, la competencia 

específica para disponer las transferencias de crédito entre distintas secciones que afecten 
al servicio 50 «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» y 51 «Ayuda a la recuperación 
para la cohesión y los territorios de Europa (React-EU)». A estas transferencias de crédito no 
les resultaran de aplicación las restricciones recogidas en el artículo 52.1 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Corresponde a los titulares de los Departamentos Ministeriales autorizar en sus 
respectivos presupuestos las transferencias entre los créditos dotados dentro del servicio 50 
«Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y los dotados en el Ministerio de Sanidad dentro 
de su servicio 51 «Ayuda a la recuperación para la cohesión y los territorios de Europa 
(React-EU).

Asimismo, corresponde a los Presidentes o Directores de los Organismos Autónomos y 
resto de entidades del sector público administrativo estatal con presupuesto limitativo, 
excluidas las entidades integrantes de la Seguridad Social, autorizar las transferencias entre 
créditos vinculados al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia consignados en sus 
presupuestos de gastos.

Artículo 39.  Tramitación anticipada de expedientes de gasto.
Se establece la posibilidad de proceder a la tramitación anticipada de expedientes de 

gasto de ejercicios posteriores, llegando a la fase de formalización del compromiso de gasto, 
para cualquier tipo de expediente que se financie con los fondos procedentes del Mecanismo 
para la Recuperación y Resiliencia y del REACT-EU, cualquiera que sea el instrumento o 
negocio jurídico utilizado para tal fin.
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Artículo 40.  Elevación de la limitación a los pagos anticipados establecida en el artículo 
21.3 LGP.

En los expedientes de gasto que se tramiten al amparo de este Real Decreto-ley 
correspondientes a convenios y encargos se eleva hasta un máximo del 50 por ciento de la 
cantidad total a percibir, el límite previsto en el artículo 21.3 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para el desembolso anticipado de los fondos 
comprometidos con carácter previo a la ejecución y justificación de las prestaciones 
previstas en este tipo de negocios».

En los expedientes de gasto que se tramiten al amparo de este Real Decreto-ley para los 
que su normativa reguladora no permite o bien se limita el desembolso anticipado de los 
fondos comprometidos con carácter previo a la ejecución y justificación de las prestaciones 
previstas en este tipo de negocios, se podrá efectuar el desembolso anticipado de los fondos 
hasta un límite máximo del 50 por ciento de la cantidad total a percibir.

Artículo 41.  Compromisos de gasto de carácter plurianual.
1. Con cargo a los créditos que se enumeran a continuación se podrán adquirir 

compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se 
autoricen, siempre que no superen los límites y anualidades fijados en el número siguiente:

a) Los créditos dotados en el presupuesto del Estado en el servicio 50 «Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia» de cada sección.

b) Los créditos vinculados al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia consignados en 
los presupuestos de gastos del resto de entidades con presupuesto limitativo.

c) Los créditos dotados en el Ministerio de Sanidad en su servicio 51 «Ayuda a la 
recuperación para la cohesión y los territorios de Europa (React-EU)».

2. El número de ejercicios a los que pueden aplicarse los gastos no será superior a 
cinco. El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de 
la cantidad que resulte de aplicar al crédito presupuestario a que corresponda la operación 
los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente y en el segundo, el 100 por 
ciento, en el tercer ejercicio, el 70 por ciento y en los ejercicios cuarto y quinto, el 60 por 
ciento y 50 por ciento.

3. El Gobierno, en casos especialmente justificados, podrá acordar la modificación de los 
porcentajes anteriores, incrementar el número de anualidades o autorizar la adquisición de 
compromisos de gastos que hayan de atenderse en ejercicios posteriores en el caso de que 
no exista crédito inicial. A estos efectos, la Ministra de Hacienda, a iniciativa del ministerio 
correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna propuesta, previo informe de la 
Dirección General de Presupuestos.

4. Los compromisos a que se refiere este artículo deberán ser objeto de contabilización 
separada.

Artículo 42.  Incorporaciones de crédito.
A los efectos previstos en el apartado a) del artículo 58 de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria, podrán incorporase a los créditos del ejercicio los 
remanentes de los créditos, que amparen gastos autorizados, dotados en el servicio 
«Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» de cada sección, así como en el resto de los 
créditos vinculados al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia consignados en los 
presupuestos de gastos de las entidades con presupuesto limitativos y los créditos dotados 
en el Ministerio de Sanidad en su servicio 51 «Ayuda a la recuperación para la cohesión y 
los territorios de Europa (React-EU)».

Adicionalmente y con la finalidad de garantizar la realización de los hitos y objetivos 
fijados en cumplimiento de lo previsto en el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021, los créditos que no fueron retenidos o 
autorizados, es decir los saldos de crédito, se podrán incorporar con el límite del importe de 
las anualidades que correspondan al ejercicio que se inicia derivadas de gastos plurianuales 
y de tramitación anticipada aprobados en el ejercicio anterior.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 2  Real Decreto-ley para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia

– 68 –



Las incorporaciones de crédito previstas en este artículo se realizarán adaptándose a la 
estructura del presupuesto vigente.

A las incorporaciones de crédito anteriores, que afecten al presupuesto del Estado, no 
les será de aplicación respecto de su financiación lo establecido en los artículos 50 y 58 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, financiándose con Deuda Pública.

Las incorporaciones de crédito en el presupuesto de los organismos autónomos, 
entidades de la Seguridad Social y el resto de entidades con presupuesto de gastos 
limitativo únicamente podrán realizarse con cargo a la parte del remanente de tesorería que 
al final del ejercicio anterior no haya sido aplicada al presupuesto del organismo.

Artículo 43.  Flexibilización del calendario de cierre de ejercicio.
1. Las órdenes que regulen anualmente el calendario de las operaciones de cierre del 

presupuesto de gastos y operaciones no presupuestarias establecerán la aplicación de 
plazos diferenciados para los créditos vinculados al servicio 50 ''Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia'' y los dotados en el Ministerio de Sanidad dentro de su servicio 
51 ''Ayuda a la recuperación para la cohesión y los territorios de Europa (React-EU)''.

2. No serán exigibles para la ejecución de los créditos a los que se refiere el apartado 
anterior los requisitos de autorización del Ministerio de Hacienda del calendario semestral ni 
la exigencia de no superación del 50% del crédito inicial disponible, en un eventual escenario 
de prórroga presupuestaria.

Artículo 44.  Ejecución de los créditos que hayan de distribuirse territorialmente a favor de 
las Comunidades Autónomas.

1. La ejecución de los créditos dotados en el servicio 50 para la financiación del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia de cada sección presupuestaria, así como del 
resto de créditos vinculados a dicho Plan consignados en los presupuestos de gastos de las 
entidades referidas en los apartados 2.º, 3.º y 4.º de la letra a) del artículo 1 de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 2022, que hayan de distribuirse territorialmente a 
favor de las Comunidades Autónomas queda sujeta a lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con las siguientes especialidades:

a) A efectos de lo dispuesto en la regla quinta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, una vez aprobada la distribución definitiva de los créditos en la 
correspondiente Conferencia Sectorial podrán librarse en su totalidad a cada Comunidad 
Autónoma de una sola vez.

b) A efectos de lo dispuesto en la regla sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, de la cantidad que corresponda transferir a cada Comunidad Autónoma no se 
descontarán los remanentes de fondos no comprometidos resultantes al término de cada 
ejercicio para esos créditos, que estén poder de las Comunidades Autónomas, que seguirán 
manteniendo el destino específico para el que fueron transferidos.

Si el gasto o actuación al que corresponde el remanente resultase suprimido en el 
presupuesto del ejercicio siguiente, se destinará aquel en primer lugar a hacer efectivas las 
obligaciones pendientes de pago al fin del ejercicio inmediatamente anterior y el sobrante 
que no estuviese comprometido se reintegrará al Estado.

En el marco de las conferencias sectoriales y de acuerdo con las previsiones incluidas 
en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, se procederá a la aprobación de 
los criterios de distribución y la distribución de fondos para subvenciones gestionadas por las 
CCAA con carácter plurianual.

La aprobación del gasto, que, en su caso, incluirá los gastos plurianuales asociados a los 
criterios de distribución, se realizará por el órgano competente con carácter previo a la 
celebración de la conferencia sectorial. Estos compromisos de gasto plurianuales quedarán 
sujetos a lo dispuesto en el artículo 41 de este Real Decreto-ley.

2. A fin de garantizar la correcta ejecución de las medidas recogidas en el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, se otorga carácter incorporable, en los términos 
recogidos en el artículo 42 de este Real Decreto-ley, a los créditos recogidos en los 
presupuestos de las Comunidades Autónomas destinados a ejecutar las actuaciones 
acordadas en el marco de las Conferencias Sectoriales.
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3. Lo dispuesto en el apartado anterior tiene carácter básico, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 149.1, apartados 13.ª y 14.ª de la Constitución Española.

Artículo 45.  Régimen de control previo aplicable a los expedientes que implementen la 
aplicación de los Fondos de los Planes Next Generation UE.

La función interventora aplicable a estos expedientes se ejercerá conforme a lo 
dispuesto en la Ley General Presupuestaria, en su normativa de desarrollo, y de acuerdo 
con las siguientes reglas:

1. La fiscalización previa de todos los actos incluidos en la letra a) y la intervención 
previa del reconocimiento de las obligaciones prevista en la letra b) del artículo 150.2 de la 
Ley General Presupuestaria se ejercerá, siempre que dichos actos estén sujetos a función 
interventora, en régimen de requisitos básicos, cualquiera que sea el tipo de gasto al que se 
refiera el expediente y su cuantía. No procederá la aplicación del régimen general de 
fiscalización en ningún caso.

2. Como extremos adicionales aplicables a los expedientes que implementen la 
aplicación de estos fondos, únicamente se verificarán aquellos que, por su trascendencia en 
el proceso de gestión de estos fondos y para garantizar que su aplicación se adecúa a las 
directrices establecidas por las instituciones de la Unión Europea, determine el Consejo de 
Ministros a propuesta de la Ministra de Hacienda, previo informe de la Intervención General 
de la Administración del Estado, de acuerdo con lo previsto en el apartado g) del artículo 
152.1 de la Ley General Presupuestaria.

En tanto no se apruebe el citado acuerdo específico de Consejo de Ministros, los 
extremos adicionales a verificar en los expedientes que se financien con cargo a los Fondos 
de los Planes Next Generation UE serán:

a) En la fiscalización previa de los actos incluidos en la letra a) del artículo 150.2 de la 
Ley General Presupuestaria:

– Los extremos de general comprobación referidos en el artículo 152.1 de la Ley General 
Presupuestaria.

– La existencia de informe del Servicio jurídico en aquellos expedientes en que, de 
conformidad con la normativa aplicable, sea preceptivo.

– La existencia de dictamen del Consejo de Estado en aquellos expedientes en que, de 
conformidad con la normativa aplicable, sea preceptivo. Con posterioridad a su emisión 
únicamente se constará su existencia material y su carácter favorable.

b) En la intervención previa del reconocimiento de las obligaciones, prevista en la letra b) 
del artículo 150.2 de la Ley General Presupuestaria:

– Para aquellos tipos de gastos que estén incluidos en los distintos Acuerdos de Consejo 
de Ministros por los que se da aplicación a la previsión de los artículos 152 y 147 de dicha 
Ley respecto al ejercicio de la función interventora en régimen de requisitos básicos, en la 
intervención previa del reconocimiento de la obligación se verificarán los extremos de 
general comprobación y los adicionales previstos en esos Acuerdos, que resulten exigibles 
de acuerdo con la normativa aplicable a estos expedientes.

– Para aquellos tipos de gastos que no estén incluidos en dichos Acuerdos de Consejo 
de Ministros, en la intervención previa del reconocimiento de la obligación se verificarán 
exclusivamente los extremos de general comprobación referidos en el artículo 152.1 de la 
Ley General Presupuestaria.

3. Para el ejercicio de la fiscalización previa y de la intervención previa del 
reconocimiento de las obligaciones derivadas de este tipo de expedientes, sólo deberá 
remitirse a la intervención competente la documentación que sea estrictamente necesaria 
para verificar el cumplimiento de los extremos de preceptiva comprobación que resulten de 
aplicación en cada caso de acuerdo con el régimen de control aplicable. El Interventor 
General de la Administración del Estado podrá determinar la documentación a remitir.

4. La intervención de la comprobación material de la inversión definida en el inciso final 
del epígrafe b) del citado artículo 150.2 de la Ley General Presupuestaria, se efectuará 
conforme a lo establecido en la sección 4.ª, capítulo IV, Título II de los Real Decretos 
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2188/1995, de 28 de diciembre, y 706/1997, de 16 de mayo, en los que se desarrolla, 
respectivamente, el régimen de control interno ejercido por la Intervención General de la 
Administración del Estado y por la Intervención General de la Seguridad Social.

5. Los actos de ordenación y pago material se intervendrán conforme a lo establecido en 
la sección 5.ª, capítulo IV, Título II de los Real Decretos 2188/1995, de 28 de diciembre, y 
706/1997, de 16 de mayo, en los que se desarrolla, respectivamente, el régimen de control 
interno ejercido por la Intervención General de la Administración del Estado y por la 
Intervención General de la Seguridad Social.

6. El despacho de estos expedientes gozará de prioridad respecto de cualquier otro, 
debiendo de pronunciarse el órgano de control en el plazo máximo de cinco días hábiles.

7. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, el Consejo de Ministros podrá acordar la aplicación del 
control financiero permanente en sustitución de la función interventora.

Artículo 46.  Seguimiento de los proyectos financiados a través del Plan de Recuperación, 
Resiliencia y Transformación de la UE.

1. Las entidades del sector público estatal promoverán la modificación del 
correspondiente sistema de información contable para que el registro contable de las 
operaciones de gasto, en cualquiera de sus fases de ejecución presupuestaria y capítulos o 
naturaleza de gasto, susceptibles de imputación a proyectos o iniciativas del Plan de 
Recuperación, Resiliencia y Transformación de la UE, en los que se incurra a partir del 
ejercicio 2021, identifiquen el código de referencia único del proyecto o iniciativa que a tal 
efecto se haya asignado por la Autoridad de gestión nacional del correspondiente programa 
o mecanismo comunitario.

Asimismo, en dichas operaciones de gasto se identificará el código de convocatoria de la 
Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) o el Número de identificación de contrato 
en la Plataforma de Contratación del Sector Público, según corresponda, cuando según la 
fase de gasto dicha información ya estuviera disponible.

2. Las entidades del sector público estatal, autonómico y local, tanto aquellos con 
presupuesto limitativo como las que operen con presupuesto estimativo, deberán remitir 
periódicamente, con la periodicidad, procedimiento y formato, y con referencia a las fechas 
contables, que establezca la Autoridad de gestión nacional del correspondiente programa o 
mecanismo comunitario, información sobre el seguimiento de la ejecución contable de los 
gastos imputados a proyectos o iniciativas del Plan de Recuperación, Resiliencia y 
Transformación de la UE, con la debida identificación de dichos proyectos o iniciativas a 
través del código de referencia único mencionado en el apartado 1, del programa o 
mecanismo comunitario, y de la entidad u organismo a que correspondan.

La información de seguimiento presupuestario comprenderá los importes de ejecución de 
gastos en las fases en que se establezca, así como la identificación del código de 
convocatoria de la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) o el Número de 
identificación de contrato en la Plataforma de Contratación del Sector Público, según 
corresponda, cuando según la fase de gasto dicha información ya estuviera disponible.

3. La Intervención General de la Administración del Estado y la Dirección General de 
Patrimonio del Estado promoverán las modificaciones necesarias para que la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones y Ayudas Públicas y la Plataforma de Contratación del Sector 
Público, incorporen, respectivamente, si no lo hicieran ya, la identificación del proyecto o 
iniciativa a que corresponden la convocatoria o contrato, a través del código de referencia 
único asignado por la Autoridad de gestión nacional, para las convocatorias y los contratos 
que se aprueben a partir de 2021.

4. Las entidades del sector público estatal, autonómico y local establecerán los 
procedimientos para garantizar que consta en la Base de Datos Nacional de Subvenciones y 
Ayudas Públicas o en la Plataforma de Contratación del Sector Público, respectivamente, la 
identificación del proyecto o iniciativa a que corresponden la convocatoria o contrato a que 
se refiere el apartado anterior, para las convocatorias o contratos que se aprueben a partir 
de 2021.

5. La Intervención General de la Administración del Estado, la Dirección General de 
Patrimonio del Estado y la Dirección General de Fondos Europeos proporcionarán servicios 
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en línea para la validación del código de convocatoria en la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones (BDNS), del Número de identificación de contrato en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público, y del código de referencia único del proyecto o iniciativa en 
el sistema de gestión de fondos europeos, a efectos de la incorporación de estos datos en 
las operaciones contables.

6. El desarrollo de lo establecido en el apartado 2 de este mismo artículo será efectuado 
mediante Orden de la persona titular del Ministerio de Hacienda a propuesta conjunta de la 
Intervención General de la Administración del Estado y del centro directivo del Ministerio de 
Hacienda con competencia en materia de fondos europeos, que podrá establecer igualmente 
las adaptaciones adicionales que resultaran necesarias para el adecuado seguimiento de la 
ejecución de los proyectos conforme a la regulación europea de los fondos.

7. Lo establecido en este artículo no será de aplicación para los créditos dotados en el 
servicio 50 «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» cuya estricta finalidad sea la 
financiación de los gastos que con esta naturaleza se realicen en las entidades referidas en 
el apartado 3º de la letra a) del artículo 1 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2021, realizándose dicho seguimiento en las operaciones de gasto de las 
entidades citadas.

CAPÍTULO II
Especialidades en la tramitación de los procedimientos

Artículo 47.  Aprobación de las normas adoptadas en el marco de la ejecución de los fondos 
europeos para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

1. El procedimiento de elaboración de las normas adoptadas en el marco de la ejecución 
de los fondos europeos para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, tendrá 
el carácter de urgente a los efectos y con el alcance previsto en el artículo 27.2 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

En particular, salvo que mediante ley orgánica se establezca otra cosa, se reducirán a la 
mitad los plazos previsto en el artículo 26.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, cuando 
se soliciten informes a otra administración o a un órgano u Organismo dotado de especial 
independencia o autonomía, sin que sea necesario en este caso motivar la urgencia.

Transcurrido el plazo de emisión de los informes, consultas y dictámenes previstos en el 
artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, así como en el resto del ordenamiento 
jurídico, sin haberse recibidos estos, el centro directivo competente, dejando debida 
constancia de esta circunstancia en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, podrá 
continuar la tramitación. En todo caso, y antes de la aprobación formal de la norma que se 
trate se recepcionarán e incorporarán al expediente cuantos informes, consultas o 
dictámenes fueren preceptivos de acuerdo con la legislación aplicable.

2. No será necesaria la inclusión de las iniciativas normativas vinculadas a la ejecución 
de los fondos europeos para el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en el 
Plan Anual Normativo que se apruebe en el respectivo ejercicio.

3. Las memorias de análisis del impacto normativo de estas normas contendrán un 
apartado específico en el que se justifique su vinculación con la aplicación del Fondo de 
Recuperación y estarán sometidas a la evaluación a que se refiere el artículo 28 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

Artículo 48.  Tramitación de urgencia de los procedimientos administrativos de ejecución de 
gastos con cargo a fondos europeos para el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

1. Se declara la aplicación de la tramitación de urgencia y el despacho prioritario, en los 
términos previstos en los artículos 33 y 71 respectivamente de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, de los 
procedimientos administrativos que impliquen la ejecución de gastos con cargo a los fondos 
europeos, dentro del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, sin necesidad de 
que el órgano administrativo motive dicha urgencia en el correspondiente acuerdo de inicio.
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2. Lo establecido en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 50 del presente Real Decreto-ley.

3. En ningún caso será objeto de reducción la duración de los plazos referidos a la 
presentación de solicitudes y de recursos.

CAPÍTULO III
Especialidades en materia de contratación

Artículo 49.  Autorización para contratar.
Los contratos, acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que se vayan a 

financiar con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
quedan excepcionados del requisito de la autorización para contratar prevista en el artículo 
324 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Artículo 50.  Tramitación de urgencia.
1. Al licitar los contratos y acuerdos marco que se vayan a financiar con fondos 

procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, los órganos de 
contratación deberán examinar si la situación de urgencia impide la tramitación ordinaria de 
los procedimientos de licitación, procediendo aplicar la tramitación urgente del expediente 
prevista en el artículo 119 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. En aquellos casos en los 
que los órganos de contratación justifiquen el recurso a la tramitación urgente, las siguientes 
especialidades podrán ser de aplicación:

a) Los plazos fijados para la tramitación del procedimiento abierto podrán reducirse hasta 
la mitad por exceso, salvo el plazo de presentación de proposiciones, que los órganos de 
contratación podrán reducir hasta un mínimo de quince días naturales contados desde la 
fecha del envío del anuncio de licitación.

b) Se mantendrán sin cambios los plazos establecidos en el artículo 159 apartados 3 y 4 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, respecto a la tramitación del procedimiento abierto 
simplificado ordinario, de conformidad con lo señalado en el apartado 5 de dicho artículo, 
excepto el plazo de presentación de proposiciones que será de un máximo de quince días 
naturales en todos los casos. Asimismo, en los supuestos en que se contemplen criterios de 
adjudicación cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, la valoración de las 
proposiciones se hará por los servicios técnicos del órgano de contratación en un plazo no 
superior a cuatro días naturales, debiendo ser suscritas por el técnico o técnicos que realicen 
la valoración.

c) El plazo establecido en el artículo 159.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, para la 
presentación de proposiciones será de un máximo de ocho días naturales. No obstante, 
cuando se trate de compras corrientes de bienes disponibles en el mercado el plazo será de 
cinco días naturales.

d) Los plazos fijados para la tramitación del procedimiento restringido y del 
procedimiento de licitación con negociación podrán reducirse hasta la mitad por exceso; 
salvo el plazo de presentación de solicitudes, que los órganos de contratación podrán reducir 
hasta un mínimo de quince días naturales, y el de presentación de las proposiciones que en 
ningún caso será inferior a diez días naturales.

e) La aplicación de las reducciones de plazos contempladas en los apartados a) y d) 
anteriores a los contratos de obras, suministros y servicios sujetos a regulación armonizada 
requerirá que en el expediente se incluya la declaración de urgencia hecha por el órgano de 
contratación, debidamente motivada, motivación que deberá ser incluida igualmente en el 
anuncio de licitación. Dichas reducciones de plazos no se aplicarán en la adjudicación de los 
contratos de concesiones de obras y concesiones de servicios sujetos a regulación 
armonizada cualquiera que sea el procedimiento de adjudicación utilizado, no siendo los 
plazos a que se refieren dichos apartados, en estos contratos, susceptibles de reducción 
alguna.
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2. Los contratos, acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que se vayan a 
financiar con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en 
todo caso gozarán de preferencia para su despacho sobre cualquier otro contrato por los 
distintos órganos que intervengan en su tramitación. Asimismo, los plazos para emitir los 
respectivos informes quedarán reducidos a cinco días naturales, sin que quepa prórroga 
alguna de este plazo.

Artículo 51.  Procedimiento abierto simplificado abreviado.
A los contratos de obras de valor estimado inferior a 200.000 euros y a los contratos de 

suministros y servicios de valor estimado inferior a 100.000 € que se vayan a financiar con 
fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, excepto los 
que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, les podrá ser de aplicación la 
tramitación prevista en el apartado 6 del artículo 159 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

Artículo 52.  Procedimiento abierto simplificado ordinario.
En los contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia los órganos de contratación podrán acordar la 
utilización de un procedimiento abierto simplificado ordinario previsto en los apartados 1 a 5 
del artículo 159 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, en los contratos de obras, suministro y 
servicios cuando se cumplan las dos condiciones siguientes:

a) Que se trate de contratos con valor estimado inferior al umbral establecido por la 
Comisión Europea para los contratos sujetos a regulación armonizada.

b) Que entre los criterios de adjudicación previstos en el pliego no haya ninguno 
evaluable mediante juicio de valor o, de haberlos, su ponderación no supere el veinticinco 
por ciento del total, salvo en el caso de que el contrato tenga por objeto prestaciones de 
carácter intelectual, como los servicios de ingeniería y arquitectura, en que su ponderación 
no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del total.

Artículo 52 bis.  Contratación conjunta de la elaboración del proyecto y la ejecución de las 
obras.

Además de en los supuestos previstos en el artículo 234.1 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, se permitirá con carácter excepcional la contratación conjunta de la elaboración 
del proyecto y la ejecución de las obras cuando el contrato se vaya a financiar con fondos 
procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, salvo que se trate de 
obras cuya correcta ejecución exija el cumplimiento de unos requisitos de solvencia o, en su 
caso, clasificación, que no sea posible determinar antes de obtener el correspondiente 
proyecto.

En todo caso, el órgano de contratación deberá indicar en el expediente los motivos que, 
con independencia de la forma de financiación de la actuación, justifican llevar a cabo una 
contratación conjunta. Se deberá garantizar, en todo caso, que las actuaciones cumplen con 
los principios horizontales y mecanismos de control del Plan.

Artículo 53.  Ampliación del plazo de vigencia de los contratos.
Excepcionalmente, en los contratos de suministro y de servicios de carácter energético 

se podrá establecer un plazo de duración superior al establecido en el artículo 29.4 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, con un máximo de diez años, cuando lo exija el período de 
recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y estas no sean 
susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista o su utilización 
fuera antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones sea un coste 
relevante en la prestación del suministro o servicio, circunstancias que deberán ser 
justificadas en el expediente de contratación con indicación de las inversiones a las que se 
refiera y de su período de recuperación.
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Artículo 54.  Elaboración de pliegos-tipo de contratación.
1. Con el fin de homogeneizar y agilizar los procesos de contratación por parte de los 

diferentes centros gestores, se promoverá la elaboración de pliegos-tipo de cláusulas 
técnicas y administrativas, correspondientes a los contratos a celebrar para la gestión de los 
fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que incorporen 
todos los criterios verdes, digitales, de innovación, de potenciación de pymes y de 
responsabilidad social que se consideren necesarios y estén amparados por la norma legal 
correspondiente.

2. El Ministerio de Hacienda podrá suscribir acuerdos marco que fijen las condiciones a 
las que ha de ajustarse la contratación de los diferentes ministerios y organismos de la 
Administración General del Estado, en el ámbito de la asistencia técnica, la consultoría y la 
auditoría.

Artículo 55.  Encargos a medios propios.
Para la aplicación de los fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación 

y Resiliencia los poderes adjudicadores y las entidades contratantes podrán organizarse 
ejecutando de manera directa prestaciones propias de los contratos de obras, suministros, 
servicios, concesión de obra y concesión de servicios, a cambio de una compensación 
tarifaria, valiéndose de un medio propio en aplicación de lo establecido en el artículo 86 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, previo encargo a éste, con sujeción a lo dispuesto en los 
artículos 32 y 33 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, o al artículo 25 del Real Decreto-ley 
3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento 
jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación 
pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; 
del ámbito tributario y de litigios fiscales, según proceda, no siendo exigible en estos casos la 
autorización del Consejo de Ministros previa a la suscripción de un encargo prevista en el 
artículo 32.6.c) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

Artículo 56.  Contratos de concesión de obras y de servicios.
En los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios que se financien con 

cargo a fondos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia el período de 
recuperación de la inversión a que se refiere el artículo 29 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, será calculado de acuerdo con lo previsto en dicho artículo así como con lo 
establecido en el Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 
2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, mediante el descuento 
de los flujos de caja esperados por el concesionario, si bien la tasa de descuento a aplicar en 
estos casos será el rendimiento medio en el mercado secundario de la deuda del estado a 
treinta años incrementado en un diferencial de hasta 300 puntos básicos.

El instrumento de deuda y el diferencial anteriores que sirven de base al cálculo de la 
tasa de descuento podrán ser modificados por Orden de la Ministra de Hacienda previo 
informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, para adaptarlo a los 
plazos y condiciones de riesgo y rentabilidad observadas en los contratos del sector público.

Artículo 57.  Instrucciones de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado.
Corresponderá a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado resolver las 

dudas que se puedan plantear sobre la interpretación de las normas sobre contratación 
pública de este real decreto-ley. Asimismo, se habilita a la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado para dictar las Instrucciones que resulten necesarias para coordinar la 
aplicación de las disposiciones anteriores a fin de la correcta tramitación de los contratos 
financiados con fondos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, las cuales 
serán obligatorias para todos los órganos de contratación del sector público estatal.

Artículo 58.  Recurso especial en materia de contratación.
1. En los contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia susceptibles de recurso especial en materia de 
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contratación conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público y siempre que los procedimientos de selección del contratista 
se hayan tramitado efectivamente de forma electrónica:

a) El órgano de contratación no podrá proceder a la formalización del contrato hasta que 
hayan transcurrido diez días naturales a partir del día siguiente a la notificación, la resolución 
de adjudicación del contrato. En este mismo supuesto, el plazo de interposición del recurso 
especial en materia de contratación, cuando proceda, será de diez días naturales y se 
computará en la forma establecida en el artículo 50.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

b) El órgano competente para resolver el recurso habrá de pronunciarse expresamente, 
en el plazo de cinco días hábiles desde la interposición del recurso, sobre la concurrencia de 
alguna de las causas de inadmisibilidad establecidas en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre y 
sobre el mantenimiento de las medidas cautelares adoptadas, incluidos los supuestos de 
suspensión automática.

2. Los recursos especiales en materia de contratación que se interpongan frente a los 
actos y decisiones dictados en relación con los contratos a que se refiere este artículo tienen 
carácter de urgentes y gozan de preferencia absoluta ante los respectivos órganos 
competentes para resolver.

CAPÍTULO IV
Medidas de agilización de los convenios financiables con fondos europeos

Artículo 59.  Convenios suscritos para la ejecución de proyectos con cargo a fondos 
europeos.

1. La tramitación de los convenios que celebre la Administración General del Estado, sus 
organismos públicos y entidades de derecho público, vinculados o dependientes, para la 
ejecución de los proyectos con cargo a fondos europeos previstos en el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, se regirá por lo previsto en el capítulo VI del 
título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
con las siguientes especialidades:

a) Las disposiciones contenidas en las letras b) y c) del apartado 2 del artículo 50 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, no resultarán de 
aplicación.

b) No resultará de aplicación en estos supuestos lo previsto en la Instrucción segunda 
del Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2017, por el que se aprueban 
las instrucciones para la tramitación de convenios, en cuanto se refiere a la autorización del 
Consejo de Ministros, de los convenios a suscribir con Comunidades Autónomas o con sus 
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes entre los 
que están incluidos los correspondientes consorcios y universidades públicas adscritos o 
vinculados a dichas Administraciones.

c) Excepcionalmente, el plazo de vigencia de estos convenios podrá tener una duración 
superior a la legalmente establecida, pudiendo llegar como máximo a seis años, con 
posibilidad de una prórroga de hasta seis años de duración. Esta excepción deberá 
justificarse motivadamente por el órgano competente con especial mención a que dicha 
extensión o prórroga no limitará la competencia efectiva en los mercados.

2. Asimismo, los convenios mencionados en el apartado anterior quedarán excluidos de:
a) La autorización del Consejo de Ministros prevista en el artículo 74 de la Ley 47/2003, 

de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
b) La autorización de la Ministra de Hacienda a la que se refiere la disposición adicional 

décima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2013, salvo que las aportaciones económicas previstas en el convenio 
superen la cifra de seis millones de euros en total.

3. En caso de que se inicie en el ejercicio corriente la tramitación de expedientes de 
convenios a los que se refiere el apartado primero pero su ejecución presupuestaria no vaya 
a tener lugar hasta el ejercicio siguiente u otros ejercicios posteriores, será posible su 
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tramitación anticipada, pudiendo llegar hasta la fase de formalización del convenio en el 
ejercicio corriente, sin necesidad de efectuar ningún pago en el ejercicio corriente.

4. En los convenios previstos en el apartado primero, a efectos de lo dispuesto en el 
artículo 21 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, el acreedor de 
la Administración, en los términos que se determinen en el convenio podrá tener derecho a 
percibir un anticipo por las operaciones preparatorias que resulten necesarias para realizar 
las actuaciones financiadas hasta un límite máximo del 50 por ciento de la cantidad total a 
percibir.

CAPÍTULO V
Medidas de agilización de las subvenciones financiables con fondos europeos

Artículo 60.  Requisitos para la tramitación de subvenciones financiables con fondos 
europeos.

1. En la concesión de subvenciones y ayudas a las que resulte de aplicación la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, no será exigible la autorización del 
Consejo de Ministros prevista en el artículo 10.2 de dicha ley.

2. Tampoco será exigible en estos casos la autorización del Ministerio de Hacienda para 
la concesión de préstamos y anticipos al tipo de interés inferior al de la Deuda emitida por el 
Estado en instrumentos con vencimiento similar, prevista en la letra a) de la disposición 
adicional segunda (préstamos y anticipos financieros con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado) de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del 
Estado para al año 2018, prorrogada para 2020.

3. No será necesario el informe del Ministerio de Hacienda para el otorgamiento de 
subvenciones «en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública» previsto 
en el artículo 22.2.c), al que se remite en este punto el art. 28.2, ambos de la de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, si bien el Ministerio de Hacienda 
especificará los extremos que deben quedar acreditados en la memoria explicativa respecto 
de las circunstancias que justifican dicha modalidad de subvención.

Artículo 61.  Bases reguladoras y convocatoria de las subvenciones financiables con fondos 
europeos.

1. Las bases reguladoras de las subvenciones financiables con fondos europeos podrán 
incorporar la convocatoria de las mismas.

2. Para la tramitación de la aprobación de las bases reguladoras y la convocatoria de 
estas subvenciones tan solo serán exigibles el informe de los Servicios Jurídicos 
correspondientes, y el informe de la Intervención Delegada al que hace referencia el artículo 
17.1, párrafo segundo, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
que, en todo caso será emitido en el plazo improrrogable de diez días naturales.

3. Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acreditar que se encuentran al 
corriente del pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera otros préstamos o 
anticipos concedidos anteriormente con cargo a los créditos específicamente consignados 
para la gestión de estos fondos en los Presupuestos Generales del Estado. Corresponde al 
centro gestor del gasto comprobar el cumplimiento de tales condiciones con anterioridad al 
pago, exigiendo, cuando no pueda acreditarse de otro modo, una declaración responsable 
del beneficiario o certificación del órgano competente si éste fuere una administración 
pública. Todo ello sin perjuicio del cumplimiento del resto de obligaciones previstas en la 
normativa reguladora de subvenciones.

Artículo 62.  Subvenciones de concurrencia no competitiva financiables con fondos 
europeos.

1. En el caso de subvenciones relacionadas financiables con fondos europeos, reguladas 
por la Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones, cuyo objeto sea financiar 
actuaciones o situaciones concretas que no requieran de valoración comparativa con otras 
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propuestas, se podrán dictar las resoluciones de concesión por orden de presentación de 
solicitudes una vez realizadas las comprobaciones de concurrencia de la situación o 
actuación subvencionable y el cumplimiento del resto de requisitos exigidos, hasta el 
agotamiento del crédito presupuestario asignado en la convocatoria.

2. En el caso de la Administración General del Estado las bases reguladoras de estas 
subvenciones se aprobarán mediante orden ministerial, siendo de aplicación en todo lo que 
sea compatible lo previsto en la citada Ley.

3. La cuantía total máxima fijada inicialmente en la respectiva convocatoria podrá ser 
ampliada dentro de los créditos disponibles, sin necesidad de una nueva convocatoria.

Artículo 63.  Justificación de la aplicación de las subvenciones.
Para la justificación de la aplicación de las subvenciones relacionadas con el uso de 

fondos europeos se establecen las siguientes singularidades:
a) Se eleva el umbral económico previsto en el artículo 75 del Reglamento de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, para la presentación de una cuenta justificativa simplificada por 
parte del beneficiario de la subvención, ampliándose dicho importe hasta los 100.000 euros.

b) Por lo que se refiere al contenido de la cuenta justificativa, previsto en el artículo 72 
del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, las bases reguladoras podrán eximir 
de la obligación de presentar aquellas facturas que tengan un importe inferior a 3.000 euros.

c) Se eleva hasta 10.000 euros el límite de 3.000 euros para acreditar el cumplimiento de 
obligaciones tributarias y con la Seguridad Social en la normativa de subvenciones 
contemplado en el artículo 24 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado 
por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

d) Para los supuestos en que las solicitudes deban venir acompañadas de memorias 
económicas, se flexibilizarán los compromisos plasmados en las mismas, en el sentido de 
que se permitan compensaciones entre los conceptos presupuestados, siempre que se 
dirijan a alcanzar el fin de la subvención.

e) El plazo previsto en el apartado 2 del artículo 71 del Reglamento de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 
21 de julio, será de quince días hábiles. Durante la comprobación de la adecuada 
justificación de la subvención se podrán recabar aclaraciones sobre los documentos 
presentados a tal efecto o requerir la presentación de otros complementarios.

Artículo 64.  Tramitación anticipada de las subvenciones.
Se permite la tramitación anticipada sin crédito disponible de las subvenciones 

financiables con fondos europeos, con exclusión de la aplicación de los requisitos del artículo 
56 Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado 
por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, siempre que se acredite que se ha solicitado la 
modificación presupuestaria necesaria para la disposición del crédito aplicable y la concesión 
de esta quede supeditada a la aprobación de dicha modificación.

Artículo 65.  Concesión de incentivos regionales.
Se podrá exceptuar por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos 

en estos casos el umbral previsto en el art. 5.2 de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, de 
incentivos regionales para la corrección de desequilibrios económicos interterritoriales, que 
atribuye a dicha Comisión Delegada la competencia para la concesión de incentivos 
regionales cuando se trate de proyectos de cuantía superior a los 15 millones de euros.
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CAPÍTULO VI
Especialidades en materia de evaluación ambiental

Artículo 66.  Especialidades en materia de evaluación ambiental en los proyectos del Plan 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

A los efectos de lo previsto en el artículo 8.3 de la Ley 21/2013, de 21 de diciembre, se 
entenderá que concurren circunstancias excepcionales en el caso de los proyectos 
financiados total o parcialmente mediante el Instrumento Europeo de Recuperación, cuando 
se trate de meras modernizaciones o mejoras de instalaciones ya existentes, que no 
supongan construcción de nueva planta, aumento de la superficie afectada o adición de 
nuevas construcciones ni afección sobre recursos hídricos y entre cuyos requisitos se 
incorporen para su financiación y aprobación la mejora de las condiciones ambientales, tales 
como la eficiencia energética o del empleo de recursos naturales, la reducción de su impacto 
ambiental o la mejora de la sostenibilidad de la instalación ya existente.

CAPÍTULO VII
Instrumentos de colaboración público-privada para la ejecución del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española

Artículo 67.  Agrupaciones para la presentación de solicitudes a convocatorias de ayudas 
para actividades vinculadas con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la 
Economía Española.

1. Las bases reguladoras para la concesión de subvenciones de actividades vinculadas 
con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española podrán 
establecer que puedan ser beneficiarias las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, 
públicas o privadas sin personalidad, en los términos previstos en el apartado 3 del artículo 
11 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. Los miembros de la agrupación deberán suscribir, con carácter previo a la formulación 
de la solicitud, un acuerdo interno que regule su funcionamiento, sin que sea necesario que 
se constituyan en forma jurídica alguna para ello. El acuerdo de agrupación debería incluir, 
por lo menos, los siguientes aspectos:

a) Compromisos de ejecución de actividades asumidos por cada miembro de la 
agrupación.

b) Presupuesto correspondiente a las actividades asumidas por cada miembro de la 
agrupación, e importe de la subvención a aplicar en cada caso.

c) Representante o apoderado único de la agrupación, con poderes bastantes para 
cumplir las obligaciones que, como beneficiario, corresponden a la agrupación.

d) Organización interna de la agrupación, plan de contingencias y disposiciones para la 
resolución de litigios internos.

e) Acuerdos sobre responsabilidad, indemnización y confidencialidad entre los 
participantes.

f) Propiedad de los resultados.
g) Protección legal de los resultados, y, en su caso, de la propiedad industrial resultante. 

Deberá recoger una previsión mínima de cesión de derechos de uso no exclusivo en 
beneficio de la administración pública española, por una duración acorde con la regulación 
de la propiedad intelectual o industrial, según el caso.

h) Normas de difusión, utilización, y derechos de acceso a los resultados de la actividad 
subvencionada.

3. El acuerdo de agrupación podrá condicionarse a ser declarado beneficiario de la 
ayuda por resolución de concesión definitiva.

4. Todos los miembros de la agrupación tendrán la consideración de beneficiarios de la 
subvención, y serán responsables solidariamente respecto del conjunto de actividades 
subvencionadas a desarrollar por la agrupación, incluyendo la obligación de justificar, el 
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deber de reintegro o de reembolso de cuotas de préstamos, y las responsabilidades por 
infracciones.

5. No podrá disolverse la agrupación hasta que haya transcurrido el plazo de 
prescripción previsto en los artículos 39 y 65 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y, en el 
caso de que la subvención sea en forma de préstamo, hasta que se produzca su 
amortización total.

6. La agrupación podrá proponer que se sume un nuevo participante o se retire otro, o 
que se sustituya al representante, de conformidad con lo dispuesto en las bases 
reguladoras, siempre que este cambio se ajuste a las condiciones de participación, no 
perjudique a la ejecución de la acción ni vaya en contra del principio de igualdad de trato.

7. En todo lo no previsto en este artículo, se aplicará la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y su normativa de desarrollo.

Artículo 68.  Régimen especial de los consorcios para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española.

1. Para la ejecución o realización de proyectos del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, la Comisión del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia podrá autorizar la creación de consorcios previo informe favorable del Comité 
Técnico.

2. Esta constitución no requerirá de la autorización legal prevista en el artículo 123.2.a) 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, ni tampoco 
precisará de la autorización del Consejo de Ministros recogida en el artículo 123.2.b) de la 
misma norma.

3. El informe del Comité Técnico se emitirá a respecto de la creación de cada consorcio 
y relación con un proyecto concreto del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

4. En lo no previsto por este artículo, el régimen jurídico aplicable será el establecido en 
el capítulo VI del título II de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público y el resto de normas que le sean de aplicación.

5. El personal al servicio de los consorcios regulados en este artículo podrá ser 
funcionario o laboral y habrá de proceder de las Administraciones Públicas participantes, 
conservando el régimen jurídico y retributivo de su Administración de origen.

No obstante, cuando ese personal no sea suficiente para atender las funciones 
atribuidas en el convenio de creación, se podrá contratar personal laboral, seleccionado 
mediante una convocatoria pública basada en las condiciones que autorice la administración 
pública competente.

Artículo 69.  Ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la 
Economía Española a través de sociedades de economía mixta.

1. La ejecución de un contrato de concesión de obras o de concesión de servicios, 
cuando esté sujeto a regulación armonizada en el sentido definido por la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre o sujeto al Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, relativo a un proyecto 
enmarcado en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía 
Española, podrá adjudicarse directamente a una sociedad de economía mixta en la que 
concurra mayoritariamente capital público con capital privado; siempre que se cumplan las 
dos condiciones siguientes:

a) Que la elección del socio privado se haya efectuado de conformidad con las normas 
establecidas en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público o en el 
Libro I del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, según proceda en cada caso, para la 
adjudicación del contrato cuya ejecución constituya su objeto.

b) Que no se introduzcan modificaciones en el objeto y las condiciones del contrato que 
se tuvieron en cuenta en la selección del socio privado.

2. La ejecución de un contrato de concesión de obras o de concesión de servicios, 
cuando no esté sujeto a regulación armonizada en el sentido definido por la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre o de un contrato que tenga por objeto una actividad sujeta al Real Decreto-ley 
3/2020, de 4 de febrero, pero que conforme a la disposición adicional octava de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, deba sujetarse a esta última Ley por no superar los umbrales 
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correspondientes, cuando dicho contrato tenga por objeto el desarrollo de un proyecto 
enmarcado en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía 
Española, podrá adjudicarse directamente a una sociedad de economía mixta en la que 
concurra mayoritariamente capital público con capital privado; siempre que se cumplan las 
dos condiciones siguientes:

a) Que la selección del socio privado por una entidad del sector público que no tenga la 
consideración de Administración Pública, se haya efectuado de conformidad con un 
procedimiento que se sujete a las reglas que establece el artículo 321.2 letra b) de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, con las especialidades que se indican en el apartado siguiente 
de este artículo.

b) Que no se introduzcan modificaciones en el objeto y las condiciones del contrato que 
se tuvieron en cuenta en la selección del socio privado.

Cuando la elección del socio privado deba hacerse por una Administración Pública, 
resultará de aplicación el apartado anterior; si bien dicha selección se hará en todo caso de 
conformidad con los procedimientos que contempla la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

3. Cuando de conformidad con lo previsto en el apartado anterior resulte de aplicación el 
procedimiento establecido en el artículo 321.2 letra b) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
deberán observarse las siguientes especialidades:

a) La documentación de la licitación a que se refiere el artículo 321.2, letra b), punto 1.º 
de la Ley 9/2017 deberá incluir al menos: la información relativa y el pliego del contrato que 
se ha de adjudicar a la futura sociedad de economía mixta y los estatutos de dicha entidad; 
en su caso, el pacto de accionistas y todos los demás elementos por lo que se regirá la 
relación interpartes.

b) Cuando la entidad contratante tenga la necesidad de que, por motivos concretos, 
algunas condiciones de la adjudicación se puedan ajustar tras la elección del adjudicatario, 
se ha de prever expresamente esta posibilidad de adaptación, así como sus términos 
concretos de aplicación, en la documentación a que se refiere la letra a) anterior, de manera 
que todas las empresas interesadas en participar tengan conocimiento de ello desde el 
inicio.

c) El anuncio de licitación incluirá información sobre la duración prevista del contrato que 
la sociedad de economía mixta haya de ejecutar, así como de sus posibles prórrogas y 
modificaciones.

4. La modificación de los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios 
que se adjudiquen directamente con arreglo a lo previsto en el este artículo, se sujetará a lo 
establecido en los artículos 203 a 207 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre o en los artículos 
109 a 112 del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, según proceda, todos ellos relativos 
a la modificación de los contratos.

5. En el caso de que la sociedad de economía mixta pretendiera acceder como 
contratista a otros contratos distintos de los referidos en los apartados 1 y 2 anteriores, 
deberá concurrir al correspondiente procedimiento de licitación de conformidad con lo 
establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre o en el Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de 
febrero, según proceda en cada caso.

6. Sin perjuicio de la posibilidad de utilizar medios de financiación tales como emisión de 
obligaciones, empréstitos o créditos participativos, las sociedades de economía mixta 
constituidas para la ejecución de un contrato de concesión de obras o de concesión de 
servicios, podrán:

a) Acudir a ampliaciones de capital, siempre que la nueva estructura del mismo no 
modifique las condiciones esenciales de la adjudicación salvo que hubiera estado prevista en 
el contrato.

b) Titulizar los derechos de cobro que ostenten frente a la entidad adjudicadora del 
contrato cuya ejecución se le encomiende, previa autorización del órgano de contratación, 
cumpliendo los requisitos previstos en la normativa sobre mercado de valores.
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Disposición adicional primera.  Registro estatal de entidades interesadas en los Proyectos 
Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica.

En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, el titular del 
Ministerio de Hacienda mediante orden ministerial creará y pondrá en funcionamiento el 
Registro estatal de entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la 
Recuperación y Transformación Económica.

Disposición adicional segunda.  Retribución extraordinaria por consecución de objetivos o 
por asignación de funciones adicionales a tiempo parcial.

1. Adicionalmente a la retribución variable que viniesen percibiendo, el personal adscrito 
a unidades o grupos de trabajo sin consideración de unidad que tengan asignada como 
función la gestión de proyectos financiables con fondos europeos o tareas ligadas a la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia podrá percibir 
productividades y gratificaciones extraordinarias de acuerdo con lo establecido en el 
instrumento de planificación estratégica de gestión, sujetas al grado de cumplimiento de los 
objetivos reflejados en este, en función de su contribución personal al cumplimiento de estos 
resultados y de acuerdo con la normativa presupuestaria vigente.

2. El personal al que le sean asignadas funciones a tiempo parcial en el marco del 
instrumento de planificación estratégica de gestión, podrá percibir una retribución variable en 
concepto de productividad extraordinaria ligada a la carga de trabajo adicional derivada de 
estas.

3. De acuerdo con lo establecido en los instrumentos de planificación estratégica, una 
vez aprobados por la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia, el 
Ministerio de Hacienda revisará la autorización de productividad y gratificaciones 
extraordinarias y la dotación presupuestaria de estos conceptos de los departamentos 
ministeriales afectados, de acuerdo con la normativa presupuestaria vigente.

4. El Ministerio de Hacienda, de acuerdo con la normativa presupuestaria en vigor, 
revisará la autorización de masa salarial del personal laboral en el ámbito de las unidades 
encargadas de la gestión de los fondos europeos ligados a la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia para dotar la retribución variable ligada a la 
consecución de objetivos en el marco del instrumento de planificación estratégica de gestión 
del departamento u organismo.

Disposición adicional tercera.  Aplicación de las especialidades previstas en materia de 
contratos al ámbito de aplicación del Libro Primero del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de 
febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español 
diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en 
determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito 
tributario y de litigios fiscales.

Las especialidades previstas en el Capítulo III del Título IV del presente real decreto-ley 
serán aplicables, en todo aquello que resulte compatible con su naturaleza y régimen 
jurídico, a los contratos incluidos en el ámbito de aplicación del Libro Primero del Real 
Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la 
contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 
pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales, que se vayan a financiar con fondos 
procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Disposición adicional cuarta.  Eficacia de las actuaciones.
La no obtención de ingresos por absorción de fondos europeos conforme a la normativa 

comunitaria de aplicación con carácter final, no conllevará la nulidad o anulabilidad de las 
actuaciones llevadas a cabo por la Administración en aplicación de lo previsto por este real 
decreto ley.
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Disposición adicional quinta.  Aplicación de los instrumentos de gestión pública del 
Capítulo III del Título III de Instrumentos de gestión del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, en el ámbito del Ministerio de Defensa.

Las medidas para la gestión de los recursos humanos contempladas en la Sección 2ª del 
Capítulo III del Título III del presente real decreto-ley, se aplicarán al personal militar con las 
adaptaciones y desarrollos que sean necesarios, de acuerdo con su normativa específica.

Disposición adicional sexta.  Absorción de financiación europea.
1. Para asegurar la correcta absorción de la financiación procedente de la Unión 

Europea, de la cuantía total prevista para la concesión de subvenciones y ayudas 
financiadas con cargo a los créditos presupuestarios consignados en el capítulo 7 
«Transferencias de capital» de la sección 28 «Ministerio de Ciencia e Innovación», se 
reservarán 170.000,00 miles de euros para financiar en el ejercicio 2021 actuaciones 
cofinanciadas o financiadas con fondos procedentes de la Unión Europea, preferentemente, 
para la siguiente entidad y programas: Entidad 303 «Agencia Estatal de Investigación», 
programa 463B «Fomento y coordinación de la investigación científica y técnica» y programa 
000X «transferencias internas», considerando ambos programas de forma conjunta.

De esas cantidades, se dedicará un porcentaje mínimo para financiar actuaciones en las 
regiones incluidas en los apartados b) y c) del artículo 120 del Reglamento (UE) n.º 
1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que 
se establecen disposiciones comunes relativas al FEDER, FSE, Fondo de Cohesión, 
FEADER y FEMP. Dicho porcentaje será determinado por la Dirección General de Fondos 
Europeos a propuesta de la Subsecretaría de Ciencia e Innovación.

En la ejecución presupuestaria del gasto derivado de estas nuevas convocatorias o 
actuaciones, así como en el derivado de convocatorias o actuaciones de ejercicios 
anteriores, deberá clasificarse regionalmente el gasto mediante la cumplimentación de la 
documentación complementaria prevista en la normativa reguladora de gestión contable, a 
fin de posibilitar el seguimiento de lo previsto en este artículo por la Intervención Delegada 
competente.

Asimismo, se destinará a financiar en el ejercicio 2021 actuaciones cofinanciadas o 
financiadas con fondos procedentes de la Unión europea la dotación de 30.000,00 miles de 
euros consignada en la aplicación 28.12.467C.749.07 «Al CDTI para proyectos de I+D+i 
empresarial cofinanciados por el FEDER».

A tal efecto en las convocatorias o actuaciones a las que se apliquen estos créditos, el 
organismo o entidad responsable, informará del importe destinado a financiar operaciones 
en las diferentes regiones.

2. La Agencia Estatal de Investigación será la gestora de los retornos de fondos 
europeos procedentes de certificaciones realizadas por los siguientes órganos dependientes 
de la extinta Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación, suprimidos a 
través del Real Decreto 1067/2015, de 27 de noviembre, por el que se crea la Agencia 
Estatal de Investigación y se aprueba su Estatuto: Secretaría General de Ciencia, Tecnología 
e Innovación, Dirección General de Investigación Científica y Técnica, y Dirección General 
de Innovación y Competitividad. La Agencia Estatal de Investigación será competente para 
proponer y tramitar las operaciones contables necesarias para la amortización de los 
correspondientes anticipos, así como para recibir y gestionar los fondos retornados e 
incorporarlos a su presupuesto.

Disposición adicional séptima.  Gestión de los créditos presupuestarios de las entidades 
locales, destinados a proyectos financiados con fondos europeos en el marco del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

Sin perjuicio de lo previsto en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, serán de 
aplicación, con carácter excepcional, las siguientes reglas en la ejecución de los 
presupuestos de las entidades locales en relación con proyectos financiados con fondos 
europeos en el marco del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia:
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1. Los acuerdos de los órganos competentes de las corporaciones locales de aprobación 
de transferencias de créditos, así como los acuerdos del Pleno de la corporación local de 
aprobación de créditos extraordinarios y suplementos de crédito, que tengan por objeto 
aquellos proyectos, serán inmediatamente ejecutivos, sin perjuicio de las reclamaciones que 
contra ellos se promovieran, las cuales deberán sustanciarse dentro de los ocho días 
siguientes a la presentación, entendiéndose desestimadas de no notificarse su resolución al 
recurrente dentro de dicho plazo.

2. Cuando se adquieran compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios 
posteriores a aquel en que se autoricen para la cobertura de aquellos proyectos, el número 
de ejercicios a los que pueden aplicarse los gastos no será superior a cinco y el gasto que se 
impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte 
de aplicar al crédito presupuestario a que corresponda la operación los siguientes 
porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente y en el segundo, el 100 por ciento, en el 
tercer ejercicio, el 70 por ciento y en los ejercicios cuarto y quinto, el 60 por ciento y 50 por 
ciento. En estos casos, no será de aplicación el apartado 5 del artículo 174 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Disposición transitoria única.  Aplicación de las modificaciones de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental.

Los plazos previstos en la disposición final tercera del presente real decreto-ley serán de 
aplicación a los procedimientos de evaluación ambiental regulados en la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, que se inicien a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Se deroga el artículo 7.2 del Real Decreto-ley 4/2011, de 8 de abril, de medidas 

urgentes de impulso a la internacionalización mediante la creación de la entidad pública 
empresarial «Instituto Español de Comercio Exterior» (ICEX), en tanto en cuanto atribuye a 
ICEX España Exportación e Inversiones la consideración de medio propio, así como los 
artículos 4.1.ll, las referencias a la condición de medio propio en el último inciso del artículo 
29 y el artículo 30 del Real Decreto 1636/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el 
Estatuto de la Entidad Pública Empresarial Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX).

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango que se 
opongan a lo establecido en el presente real decreto-ley.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
1. Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 14.ª, 

15.ª, 18.ª, 23.ª, que atribuyen al Estado competencia exclusiva en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica; Hacienda y Deuda del 
Estado; fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica; las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus 
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante 
ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de 
la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación 
forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de 
responsabilidad de todas las Administraciones públicas; y legislación básica sobre protección 
del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de 
establecer normas adicionales de protección.

2. No tienen carácter básico y, por tanto, solo serán de aplicación a la Administración 
General del Estado y al sector público institucional estatal:

a) el artículo 5;
b) el artículo 6;
c) el artículo 14;
d) el artículo 15;
e) el artículo 16;
f) el artículo 17;
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g) el artículo 18;
h) el artículo 22;
i) el Capítulo III del Título III;
j) el Capítulo I del Título IV, salvo el apartado 4 del artículo 37 y los artículos 39, 44 y 46;
k) el Capítulo II del Título IV;
l) el artículo 48;
m) el apartado 2 del artículo 54;
n) el artículo 55;
ñ) el artículo 59;
o) los apartados 2 y 3 del artículo 60;
p) los apartados 2 y 3 del artículo 61;
q) el apartado 2 del artículo 62;
r) el artículo 63;
s) el artículo 64;
t) el artículo 65;
u) el artículo 66;
v) los apartados 1, 2 y 3 del artículo 68;
w) la disposición adicional segunda;
x) la disposición adicional quinta;
y) la disposición transitoria única;
z) la regulación de los plazos establecidos en la disposición final tercera;
aa) la disposición final cuarta;
ab) el apartado Dos de la disposición final quinta.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley se modifica la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, de la siguiente forma:

Uno. Se da nueva redacción al artículo 48 apartado 8, que queda redactado como sigue:
«8. Los convenios se perfeccionan por la prestación del consentimiento de las 

partes.
Los convenios suscritos por la Administración General del Estado o alguno de 

sus organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes 
resultarán eficaces una vez inscritos, en el plazo de 5 días hábiles desde su 
formalización, en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de 
Cooperación del sector público estatal, al que se refiere la disposición adicional 
séptima. Asimismo, serán publicados en el plazo de 10 días hábiles desde su 
formalización en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de su publicación 
facultativa en el boletín oficial de la comunidad autónoma o de la provincia que 
corresponda a la otra administración firmante».

Dos. Se da nueva redacción al artículo 50 apartado 2, que queda redactado como sigue:
«2. Los convenios que suscriba la Administración General del Estado o sus 

organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes se 
acompañarán además de:

a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un plazo máximo de 
siete días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se continuará la 
tramitación. En todo caso, dicho informe deberá emitirse e incorporarse al expediente 
antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. No será necesario solicitar este 
informe cuando el convenio se ajuste a un modelo normalizado informado 
previamente por el servicio jurídico que corresponda.

b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normativa aplicable, que 
deberá emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, 
transcurridos los cuales se continuará la tramitación. En cualquier caso deberán 
emitirse e incorporarse al expediente todos los informes preceptivos antes de 
proceder al perfeccionamiento del convenio.
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c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda para su firma, modificación, 
prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre las partes, que se entenderá otorgada 
si en el plazo de siete días hábiles desde su solicitud no ha sido emitida.

Cuando el convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la que se 
refiere el párrafo anterior, también lo estará del informe del Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública.

No obstante, en todo caso, será preceptivo el informe del Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública, respecto de los convenios que se suscriban entre la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de 
derecho público vinculados o dependientes, con las Comunidades Autónomas o con 
Entidades Locales o con sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes, en los casos siguientes:

1. Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titularidad de 
infraestructuras por la Administración General del Estado.

2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios previstos en el 
artículo 123 de esta ley.

d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Administraciones Públicas 
incluyan aportaciones de fondos por parte del Estado para financiar actuaciones a 
ejecutar exclusivamente por parte de otra Administración Pública y el Estado asuma, 
en el ámbito de sus competencias, los compromisos frente a terceros, la aportación 
del Estado de anualidades futuras estará condicionada a la existencia de crédito en 
los correspondientes presupuestos.

e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comunidades Autónomas 
serán remitidos al Senado por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública.»

Tres. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional séptima, con la siguiente 
redacción:

«2. La creación, modificación o extinción de los órganos de cooperación, así 
como la suscripción, extinción, prórroga o modificación de cualquier convenio 
celebrado por la Administración General del Estado o alguno de sus organismos 
públicos o entidades vinculados o dependientes deberá ser comunicada por el 
órgano de ésta que lo haya suscrito, en el plazo de cinco días desde que ocurra el 
hecho inscribible, al Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de 
Cooperación.»

Cuatro. Se añade una disposición adicional vigesimoctava, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigesimoctava.  Régimen jurídico aplicable a la entidad 
pública empresarial Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía.

El Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) preservará su 
naturaleza de entidad pública empresarial y, con las especialidades contenidas en su 
legislación específica, se regirá por las disposiciones aplicables a dichas entidades 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a 
excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, exclusivamente en 
lo que se refiere a la financiación mayoritaria con ingresos de mercado.»

Cinco. Se añade una disposición adicional vigesimonovena con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigesimonovena.  Régimen jurídico aplicable a la Entidad 
Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones.

La Entidad Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones 
preservará su naturaleza de entidad pública empresarial y, con las especialidades 
contenidas en su legislación específica, se regirá por las disposiciones aplicables a 
dichas entidades en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, a excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, 
exclusivamente en lo que se refiere a la financiación mayoritaria con ingresos de 
mercado.»
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Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 
evaluación ambiental.

Se modifica la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en los 
siguientes términos:

Uno. Se modifican los apartados 2, 3 y 4 del artículo 17, que quedan redactados como 
sigue:

«2. El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de dos meses, contados 
desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica 
ordinaria, acompañada del borrador del plan o programa y de un documento inicial 
estratégico, para realizar las consultas previstas en el artículo 19.1 y elaborar un 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico regulado en el artículo 19.2.

3. El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental estratégico, y para 
la realización de la información pública y de las consultas previstas en los artículos 
20, 21, 22 y 23 será de nueve meses desde la notificación al promotor del documento 
de alcance.

4. Para el análisis técnico del expediente y la formulación de la declaración 
ambiental estratégica, el órgano ambiental dispondrá de un plazo de cuatro meses, 
desde la recepción del expediente completo, de acuerdo con los artículos 24 y 25.»

Dos. Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 19, que queda redactado 
como sigue:

«1. El órgano ambiental someterá el borrador del plan o programa y el 
documento inicial estratégico a consultas de las Administraciones públicas afectadas 
y de las personas interesadas, que se pronunciarán en el plazo de treinta días 
hábiles desde su recepción».

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 22, que queda redactado como sigue:
«2. Las Administraciones públicas afectadas, y las personas interesadas 

dispondrán de un plazo mínimo de treinta días hábiles desde que se les somete la 
versión inicial del plan o programa, acompañado del estudio ambiental estratégico 
para emitir los informes y alegaciones que estimen pertinentes».

Cuatro. Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 25, que quedan redactados como 
sigue:

«1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del expediente 
formulará la declaración ambiental estratégica, en el plazo de cuatro meses contados 
desde la recepción del expediente completo».

«3. La declaración ambiental estratégica se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 26, que queda redactado como sigue:
«2. En el plazo de diez días hábiles desde la adopción o aprobación del plan o 

programa, el órgano sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente la siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa, y una 
referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a 
disposición del público el contenido íntegro de dicho plan o programa.

b) Un extracto que incluya los siguientes aspectos:
1.º De qué manera se han integrado en el plan o programa los aspectos 

ambientales.
2.º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa el estudio 

ambiental estratégico, los resultados de la información pública y de las consultas, 
incluyendo en su caso las consultas transfronterizas y la declaración ambiental 
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estratégica, así como, cuando proceda, las discrepancias que hayan podido surgir en 
el proceso.

3.º Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en relación con las 
alternativas consideradas.

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos en el medio 
ambiente de la aplicación del plan o programa.»

Seis. Se modifican el primer párrafo del apartado 4 y el apartado 5 del artículo 28, que 
quedan redactados como sigue:

«4. El órgano ambiental consultará, por el plazo mínimo de treinta días hábiles, al 
promotor, al órgano sustantivo y a las Administraciones Públicas afectadas y 
personas interesadas previamente consultadas de acuerdo con el artículo 22, al 
objeto de que emitan los informes y formulen cuantas alegaciones estimen oportunas 
y aporten cuantos documentos estimen precisos. La consulta se realizará por medios 
electrónicos o cualesquiera otros, siempre que se acredite la realización de la 
consulta.

5. El órgano ambiental, en un plazo de dos meses contados desde el inicio del 
procedimiento, resolverá sobre la modificación de la declaración ambiental 
estratégica que en su día se formuló.»

Siete. Se modifica el primer párrafo del apartado 2 del artículo 30, que queda redactado 
como sigue:

«2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 
consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde 
la recepción de la solicitud de informe. Transcurrido este plazo sin que se haya 
recibido el pronunciamiento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental 
cuenta con elementos de juicio suficientes para formular el informe ambiental 
estratégico. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes 
referidos que se reciban posteriormente.»

Ocho. Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 31, que quedan redactados como 
sigue:

«1. El órgano ambiental formulará el informe ambiental estratégico en el plazo de 
tres meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos 
que la deben acompañar».

«3. El informe de impacto ambiental se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Nueve. Se modifica el artículo 32, que queda redactado como sigue:

«Artículo 32.  Publicidad de la adopción o aprobación del plan o programa.
En el plazo de diez días hábiles desde la aprobación del plan o programa, el 

órgano sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial correspondiente la siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa aprobado, y 
una referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a 
disposición del público el contenido íntegro de dicho plan o programa.

b) Una referencia al “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente en 
el que se ha publicado el informe ambiental estratégico.»

Diez. Se modifican los apartados 2 y 4 del artículo 33, que quedan redactados como 
sigue:
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«2. Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de conformidad con el 
artículo 34, que el órgano ambiental elabore el documento de alcance del estudio de 
impacto ambiental. El plazo máximo para su elaboración es de dos meses.»

«4. El análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la formulación de la 
declaración de impacto ambiental se realizarán en el plazo de cuatro meses, 
contados desde la recepción completa del expediente de impacto ambiental.»

Once. Se modifican los apartados 1 y 4 del artículo 34, que quedan redactados como 
sigue:

«1. Con anterioridad al inicio del procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental que elabore un 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental. El plazo máximo para la 
elaboración del documento de alcance es de dos meses contados desde la recepción 
de la solicitud del documento de alcance.»

«4. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 
consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde 
la recepción de la documentación.

Transcurrido este plazo sin que se hayan recibido estos pronunciamientos, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio 
suficientes para elaborar el documento de alcance del estudio de impacto ambiental. 
En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se 
reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque 
no se hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que 
resulten relevantes, o bien porque habiéndose recibido estos resultasen insuficientes 
para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior 
de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de diez días hábiles, 
contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la 
entrega del correspondiente informe en dicho plazo, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora.

El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y 
suspende el plazo previsto para la elaboración del documento de alcance.

Si transcurrido el plazo de diez días hábiles otorgado al efecto, el órgano 
ambiental no ha recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que 
resulten relevantes para la determinación del alcance del estudio de impacto 
ambiental, el órgano ambiental elaborará el documento de alcance haciendo constar 
la ausencia de los informes solicitados para conocimiento del promotor y del órgano 
sustantivo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la 
emisión del informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 
9/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.»

Doce. Se modifica el tercer párrafo del apartado 2 del artículo 40, que quedan 
redactados como sigue:

«Si transcurridos dos meses el órgano sustantivo no hubiera remitido los 
informes solicitados o, si una vez presentados, su contenido sigue resultando 
insuficiente, el órgano ambiental requerirá personalmente al titular del órgano 
jerárquicamente superior de aquél que tendría que emitir el informe para que, en el 
plazo de diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al 
órgano competente la entrega del informe solicitado en el plazo de diez días, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la 
demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al 
promotor, y suspenderá el plazo para la formulación de la declaración de impacto 
ambiental.»

Trece. Se modifica la redacción del apartado 3 del artículo 41, que queda redactado 
como sigue:
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«3. La declaración de impacto ambiental, se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Catorce. Se modifica el apartado 2 del artículo 46, que queda redactado como sigue:
«2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 

consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días desde la 
recepción de la solicitud de informe.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio 
suficientes para formular el informe de impacto ambiental. En este caso, no se 
tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban 
posteriormente.»

Quince. Se modifica la redacción de los apartados 1 y 3 del artículo 47, que quedan 
redactados como sigue:

«1. El órgano ambiental formulará el informe de impacto ambiental en el plazo de 
tres meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos 
que la deben acompañar.»

«3. El informe de impacto ambiental se publicará en el “Boletín Oficial del Estado” 
o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a partir 
de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.»

Dieciséis. Se modifica el apartado 4 del artículo 48, en los siguientes términos:
«4. En el supuesto previsto en artículo 47.2.b), en el plazo más breve posible y, 

en todo caso, en los diez días hábiles desde que adopte la decisión de autorizar o 
denegar el proyecto, se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente, para su publicación, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo, publicará en su sede electrónica el contenido de la decisión y las 
condiciones que eventualmente la acompañen, los principales motivos y 
consideraciones en los que se basa la decisión, incluida la información recabada de 
conformidad con el artículo 46, y cómo esa información se ha incorporado o 
considerado, en particular, las observaciones recibidas del Estado miembro afectado 
a las se refiere el artículo 49, y una referencia al “Boletín Oficial del Estado” o diario 
oficial correspondiente en el que se publicó el informe de impacto ambiental.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018.

Se modifica la disposición adicional segunda de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2018., que queda redactada en los 
siguientes términos:

«Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera, la concesión de préstamos y anticipos 
financiados directa o indirectamente con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos 
Generales del Estado se ajustará, a las siguientes normas:

a) Salvo autorización expresa de la Ministra de Hacienda no podrán concederse 
préstamos y anticipos al tipo de interés inferior al de la Deuda emitida por el Estado 
en instrumentos con vencimiento similar.

En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través de procedimientos 
de concurrencia competitiva, el citado requisito deberá cumplirse en el momento 
anterior a la aprobación de la convocatoria.

La determinación del tipo de interés deberá quedar justificada en el expediente 
por el correspondiente órgano gestor. En los supuestos en que no fuera posible una 
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relación directa con la referencia indicada, se acompañará informe de la Secretaría 
General de Tesoro y Política Financiera.

Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos:
– Anticipos que se concedan al personal.
– Anticipos reembolsables con fondos comunitarios.
– Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en normas de rango legal.
– Subvenciones financiadas o reembolsables con fondos europeos.
b) Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acreditar que se 

encuentran al corriente del pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera 
otros préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado. Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el 
cumplimiento de tales condiciones con anterioridad al pago, exigiendo, cuando no 
pueda acreditarse de otro modo, una declaración responsable del beneficiario o 
certificación del órgano competente si éste fuere una administración pública.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se modifica como sigue:

Uno. Se modifica el párrafo tercero de la letra b) del apartado 7 del artículo 32, que 
queda redactado como sigue:

«Tampoco será aplicable a los contratos que celebren los medios propios a los 
que se les haya encargado la prestación de servicios informáticos y tecnológicos a la 
Administración Pública con el fin de garantizar la compatibilidad, la comunicabilidad y 
la seguridad de redes y sistemas, la integridad, fiabilidad y confidencialidad de la 
información, así como a los que celebren los medios propios cuyas funciones sean el 
fomento de las telecomunicaciones, el desarrollo de la sociedad de la información y 
sociedad digital.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 45, que queda redactado como sigue:
«1. En el ámbito de los poderes adjudicadores del sector público estatal, el 

conocimiento y resolución de los recursos a que se refiere el artículo anterior estará 
encomendado al Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, órgano 
especializado que actuará con plena independencia funcional en el ejercicio de sus 
competencias. Dicho órgano estará adscrito al Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, y estará compuesto por un Presidente y un mínimo de cinco vocales. 
Cuando el volumen de asuntos sometidos a su conocimiento lo requiera, el número 
de vocales se incrementará mediante Real Decreto.

El Tribunal estará dividido en un mínimo de dos Secciones, que estarán 
presididas por el propio Presidente del Tribunal, quien podrá delegar el ejercicio de la 
función en uno de los vocales que integren la Sección, y formadas por uno o más 
vocales y el Secretario General.

El Presidente fijará mediante acuerdo el reparto de atribuciones entre las 
Secciones y el Pleno, así como la distribución de asuntos entre las Secciones.»

Tres. Se modifica la letra a) del apartado 2 del artículo 208, que queda redactado como 
sigue:

«a) Salvo que el pliego que rija el contrato establezca otra cosa, dicho abono solo 
comprenderá, siempre que en los puntos 1.º a 4.º se acredite fehacientemente su 
realidad, efectividad e importe, los siguientes conceptos:

1.º Gastos por mantenimiento de la garantía definitiva.
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2.º Indemnizaciones por extinción o suspensión de los contratos de trabajo que el 
contratista tuviera concertados para la ejecución del contrato al tiempo de iniciarse la 
suspensión.

3.º Gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar adscrito al 
contrato durante el período de suspensión.

4.º Alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, instalaciones y equipos 
siempre que el contratista acredite que estos medios no pudieron ser empleados 
para otros fines distintos de la ejecución del contrato suspendido.

5.º Suprimido.
6.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro suscritas por el 

contratista previstos en el pliego de cláusulas administrativas vinculados al objeto del 
contrato».

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

Con efectos desde la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2021, se modifica el artículo 78 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, a fin de crear el Fondo de restauración ecológica y 
resiliencia (FRER) con la siguiente redacción:

«Artículo 78.  El Fondo de restauración ecológica y resiliencia (FRER) (FCPJ).
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 137 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, se crea el Fondo de restauración 
ecológica y resiliencia (FCPJ), en adelante FRER, con objeto de poner en práctica 
aquellas medidas destinadas a apoyar la consecución de los objetivos para lograr la 
transición a un modelo productivo y social más ecológico del Plan de recuperación, 
transformación y resiliencia en el ámbito de competencias del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico, en materia de:

a) Aguas y dominio público hidráulico.
b) Costas, protección y conservación del mar y del dominio público marítimo-

terrestre.
c) Cambio climático, su mitigación y adaptación y el fortalecimiento de la 

resiliencia climática
d) Prevención de la contaminación, fomento del uso de tecnologías limpias y 

hábitos de consumo menos contaminantes y más sostenibles, de acuerdo con la 
política de economía circular.

e) Protección del patrimonio natural, de la biodiversidad y de los bosques.
f) Meteorología y climatología.
g) Cualesquiera otras que tenga atribuido el Ministerio a través de la Secretaría 

de Estado de Medio Ambiente y de sus organismos públicos.
Asimismo, respecto de las materias relacionadas anteriormente, podrá poner en 

práctica medidas que se financien con cargo a otros fondos europeos, de acuerdo 
con lo que prevean las disposiciones aplicables a los mismos.

2. El FRER podrá financiar acciones de naturaleza anual y plurianual. Asimismo, 
podrá actuar como instrumento de cofinanciación destinado a asegurar la cohesión 
territorial

3. El FRER se dotará con el presupuesto de explotación y capital que figure en 
los Presupuestos Generales del Estado. En los supuestos en los que así se prevea, 
podrán establecerse dotaciones que sean objeto de cofinanciación por aquellos 
instrumentos financieros comunitarios destinados a los mismos fines y, en su caso, 
podrá dotarse igualmente con otras fuentes de financiación que puedan establecerse 
reglamentariamente.

4. La ejecución de las acciones que se financien con cargo al FRER 
corresponderá, en sus respectivos ámbitos de competencia, a la Administración 
General del Estado y a las comunidades autónomas, de acuerdo con el 
procedimiento que se establezca reglamentariamente.
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5. Con cargo al FRER, se concederán subvenciones encuadrables en su objeto 
definido en el apartado 1.

6. En ningún caso, con cargo al FRER, se podrán conceder subvenciones que 
puedan tener por efecto el otorgamiento, a una o más entidades, 
independientemente de su forma jurídica que ejerza una actividad económica de 
ventajas que puedan dar lugar al falseamiento de la competencia en el mercado 
interior y que sean susceptibles de afectar a los intercambios comerciales entre los 
Estados miembros.

7. Asimismo, se podrán realizar proyectos de inversión competencia de la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos encuadrables en su 
objeto.

El FRER realizará las contrataciones a través de los órganos colegiados o de los 
organismos que actuarán como órganos de contratación y que se definirán 
reglamentariamente.

8. El FRER tiene la naturaleza jurídica propia de los fondos carentes de 
personalidad jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 84, 137, 138 y 139 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y estará 
adscrito al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a través de 
la Secretaría de Estado de Medio Ambiente, pudiendo, en su caso, corresponder la 
gestión de su administración financiera a la entidad del sector público institucional 
que se determine reglamentariamente por el Gobierno.

9. El régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control del 
Fondo será el previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, para los fondos carentes de personalidad jurídica del artículo 2.2.f) 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

10. La supervisión y control del Fondo corresponderá a un Consejo rector 
adscrito al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a través de 
la Secretaría de Estado de Medio Ambiente. Su presidente tendrá la consideración 
de cuentadante a que se refiere el artículo 138 de la Ley 47/2003, de 26 de 
diciembre. Reglamentariamente se determinará su composición, funciones y normas 
de funcionamiento.

11. En el caso de que correspondiera la gestión de la administración financiera 
del FRER a una entidad del sector público institucional determinada 
reglamentariamente:

a) Será remunerada al tipo de interés que se establezca mediante convenio 
suscrito entre el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y 
dicho administrador, en función del coste que represente para éste la captación de 
recursos en el mercado.

Este convenio recogerá como causas de resolución del mismo, entre otras, la 
vulneración de las prohibiciones o el incumplimiento de las obligaciones recogidas en 
este artículo y en su desarrollo reglamentario. De acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 49.f) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, el convenio deberá incluir una 
comisión mixta u órgano similar a la que se le atribuirá el seguimiento, vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y los compromisos adquiridos por los firmantes y 
la resolución de los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan 
plantearse respecto a él.

b) Liquidará el coste de gestión que conlleve la administración del FRER, con 
base en las cuantías dispuestas en las líneas de financiación del mismo, y cuyo 
importe será establecido en el convenio previsto en el párrafo a) anterior.

12. La gestión del FRER podrá articularse, en los supuestos en que se estime 
conveniente, a través de encomiendas de gestión, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

Asimismo, el FRER podrá realizar encargos a medios propios personificados, de 
acuerdo con el artículo 33 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.
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13. Conforme al artículo 90 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, este Fondo 
sin personalidad jurídica estará integrado en el concepto de Tesoro Público. Cuando 
se cumpla alguna de las circunstancias que justifique la extinción del FRER, el gestor 
responsable de la administración de su tesorería reintegrará sus remanentes al 
Tesoro Público, encargado de la gestión de la tesorería del Estado.»

Disposición final séptima.  Modificación del Texto refundido de la Ley de prevención y 
control integrados de la contaminación, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 
de diciembre.

El Texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, queda modificado como 
sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 19 queda redactado de la siguiente forma:
«2. El informe regulado en el apartado anterior tendrá carácter preceptivo y 

vinculante. Este informe deberá emitirse en el plazo máximo de cuatro meses desde 
la fecha de entrada en el registro del organismo de cuenca de la documentación 
preceptiva sobre vertidos, o en su caso, desde la subsanación que fuese necesaria.

Este plazo no se verá afectado por la remisión de la documentación que resulte 
del trámite de información pública.»

Dos. El artículo 21 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 21.  Resolución.
1. El órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada, dictará 

la resolución que ponga fin al procedimiento en el plazo máximo de seis meses.
2. Transcurrido el plazo máximo de seis meses sin haberse notificado resolución 

expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud presentada.»

Disposición final octava.  Modificación del Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, por el 
que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, 
de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación.

El Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, 
de prevención y control integrados de la contaminación, aprobado por Real Decreto 
815/2013, de 18 de octubre, queda modificado de la siguiente manera:

Uno. El apartado 5 del artículo 15 queda redactado como sigue:
«5. Presentada la documentación completa, el órgano competente:
a) La someterá a información pública por un plazo no inferior a veinte días, y
b) La remitirá al organismo de cuenca para que elabore el informe mencionado 

en el artículo 19 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, en el plazo máximo de tres meses, 
desde la fecha de entrada en el registro de la correspondiente confederación. El 
informe contendrá, al menos, los extremos exigidos para las autorizaciones de 
vertido en los artículos 251 y 259 del Reglamento de Dominio Público Hidráulico 
aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril.

No será necesario este informe cuando el titular declare vertido cero, sin perjuicio 
de lo establecido en el Real Decreto 1620/2007, de 7 de diciembre, por el que se 
establece el régimen jurídico de la reutilización de las aguas depuradas.»

Dos. El apartado 9 del artículo 15 queda redactado como sigue:
«9. El órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada, 

dictará la resolución que ponga fin al procedimiento en el plazo máximo de cuatro 
meses. La resolución que apruebe la modificación sustancial se integrará en la 
autorización ambiental integrada, junto a las modificaciones habidas desde su 
otorgamiento en un único texto.
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Transcurrido el plazo máximo de cuatro meses sin haberse notificado resolución 
expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud presentada.»

Disposición final novena.  Modificación de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación.

Se modifica la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en 
los siguientes términos:

Uno. El apartado 2 del artículo 34 queda redactado como sigue:
«2. A los efectos de lo previsto en el artículo 49.h) de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, la vigencia de los convenios de los 
párrafos a), c), d) y e) del apartado anterior, vinculados a un programa o proyecto 
español, europeo o internacional de I+D+i vendrá determinada en las cláusulas del 
propio convenio, no pudiendo superar en ningún caso los cinco años de duración 
inicial. Los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga, antes de la 
finalización del plazo de vigencia previsto, por un período de hasta cinco años 
adicionales.

Los convenios de las letras b) y f) del apartado anterior que afecten a consorcios 
de infraestructuras de investigación europeas, así como los convenios de la letra b) 
del apartado anterior por los que se crean o financian centros, institutos, consorcios o 
unidades de investigación e infraestructuras científicas que sean agentes del Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, podrán tener vigencia indefinida, 
vinculada a la duración del correspondiente centro, instituto, consorcio, unidad de 
investigación, o infraestructura científica, en función del cumplimiento de los fines 
para los que fueron creados, por las exigencias del proyecto científico, o por la 
naturaleza de las inversiones que requiera o la amortización de las mismas.»

Dos. El título y el apartado tres de la disposición adicional undécima quedan redactados 
como sigue:

«Disposición adicional undécima.  Subvenciones y ayudas».
«3. Podrán concederse de forma directa, mediante resolución de la persona 

titular de la dirección del correspondiente agente público de financiación del Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación y de conformidad con lo establecido en 
los artículos 22.2.b) y 28.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, las subvenciones 
para la realización de proyectos de investigación científica, técnica e innovación que 
sean consecuencia de las siguientes convocatorias competitivas:

a) Convocatorias públicas efectuadas por las estructuras creadas por varios 
Estados miembros en ejecución del programa marco plurianual de la Unión Europea, 
al amparo de lo dispuesto en los artículos 182, 185, 186 y 187 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, así como las que se realicen en el marco de 
las asociaciones creadas al amparo del propio Programa Marco de Investigación e 
Innovación de la Unión Europea.

b) Convocatorias públicas de investigación e innovación competitivas, evaluadas 
según estándares internacionales de evaluación por pares y gestionadas por las 
estructuras creadas en base a tratados o acuerdos internacionales suscritos por 
España o los agentes públicos de financiación del Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional vigesimonovena, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional vigesimonovena.  Consideración de los proyectos de 
investigación, desarrollo e innovación como unidades funcionales.

Siempre que sean autónomos en su objeto, los proyectos de investigación, 
desarrollo e innovación que hayan sido encomendados a los agentes públicos del 
Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación mediante contratos, 
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resoluciones de concesión de subvenciones en concurrencia competitiva o cualquier 
otro instrumento jurídico, tendrán cada uno de ellos la consideración de unidades 
funcionales separadas dentro de dichos agentes públicos del Sistema Español de 
Ciencia, Tecnología e Innovación, a los efectos del cálculo del valor estimado que 
establece el artículo 101.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público.»

Disposición final décima.  Modificación de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 91, de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, que quedan redactados en los siguientes términos:

«1. Se crea el fondo carente de personalidad jurídica «Fondo de carbono para 
una economía sostenible» (FES-CO2) (FCPJ), adscrito a la Secretaría de Estado de 
Medio Ambiente, que tiene por objeto generar actividad económica baja en carbono y 
resiliente al clima, contribuir al cumplimiento de los objetivos de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero asumidos por España y fomentar el 
desarrollo tecnológico para la descarbonización y la resiliencia del clima en sectores 
clave de la economía, mediante actuaciones de ámbito nacional.

2. El Fondo se dedicará a:
a) El desarrollo de actuaciones adicionales de adaptación a los efectos del 

cambio climático con impacto significativo en la lucha contra el cambio climático.
b) El desarrollo de actuaciones adicionales de reducción de emisiones de gases 

de efecto invernadero y aumento de sumideros de carbono, basándose en el precio 
de tonelada de CO2 equivalente reducida o absorbida.

c) El apoyo a proyectos emblemáticos de desarrollo tecnológico con un potencial 
significativo para la descarbonización del sector de generación eléctrica o de la 
industria.

d) La adquisición de créditos de carbono, en especial los derivados de 
actividades realizadas o promovidas por empresas en el marco de los instrumentos 
de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y de su 
Acuerdo de París en los términos establecidos reglamentariamente, con la finalidad 
de incentivar la participación de las empresas españolas en dichos instrumentos. El 
Fondo se destinará de manera preferente a proyectos de eficiencia energética, 
energías renovables y gestión de residuos y a aquellos que representen un elevado 
componente de transferencia de tecnología en el país donde se lleven a cabo. Para 
la certificación de las reducciones de emisiones de las actividades se atenderá a las 
normas internacionales que las regulen, en función de su naturaleza.

Reglamentariamente se establecerán los términos de acuerdo a los cuales se 
financiarán las actuaciones señaladas en los puntos anteriores, que podrán incluir 
subvenciones.»

Disposición final undécima.  Modificación de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora 
del Contrato de Concesión de Obras Públicas.

Se modifica el apartado 4 de la disposición adicional segunda de la Ley 13/2003, de 23 
de mayo, reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas, que queda redactado 
como sigue:

«4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus competencias, 
emitirá informe en la instrucción de los procedimientos de aprobación, modificación o 
revisión de los planes territoriales y urbanísticos y de las disposiciones generales y 
normas urbanísticas que incluyan, que puedan afectar al ejercicio de las 
competencias estatales. Estos informes tendrán carácter vinculante en lo que se 
refiere a la preservación de las competencias del Estado, y serán evacuados, tras en 
su caso, los intentos que procedan de encontrar una solución negociada, en el plazo 
máximo de tres meses, transcurrido el cual se entenderán emitidos con carácter 
favorable y podrá continuarse con la tramitación del procedimiento de aprobación, 
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salvo que afecte al dominio o al servicio públicos de titularidad estatal. A falta de 
solicitud del preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad emitida 
por el órgano competente por razón de la materia, o en los casos de silencio citados 
en los que no opera la presunción del carácter favorable del informe, no podrá 
aprobarse el correspondiente plan territorial o urbanístico en aquello que afecte a las 
competencias estatales.

No obstante, si la Administración competente en materia territorial o urbanística 
no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se hubiesen recibido 
los correspondientes informes que resulten relevantes, o bien porque, habiéndose 
recibido, resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquél que tendría que emitir el informe, para 
que, en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la recepción del 
requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe 
en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se 
comunicará al promotor privado del instrumento de planificación, cuando sea el caso 
y éste último podrá también reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 
13 julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.»

Disposición final decimosegunda.  Cláusula de salvaguardia de rango reglamentario.
1. Lo dispuesto en los artículos 63 y 64 del presente real decreto-ley tiene rango 

reglamentario.
2. La modificación del Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 

16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, prevista en la 
disposición final octava del presente real decreto-ley tiene rango reglamentario.

Disposición final decimotercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, ha sido convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 28 de enero de 2021. Ref. BOE-
A-2021-1613
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§ 3

Resolución de 29 de abril de 2021, de la Subsecretaría, por la que se 
publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de abril de 2021, 
por el que aprueba el Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 103, de 30 de abril de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-7053

El Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de abril de 2021, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se aprueba el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 
de abril de 2021, esta Subsecretaría ha resuelto disponer la publicación del mismo en el 
«Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente Resolución.

ANEXO
«El Consejo Europeo aprobó el 21 de junio de 2020 la creación del programa Next 

Generation EU, el mayor instrumento de estímulo económico jamás financiado por la Unión 
Europea, en respuesta a la crisis sin precedentes causada por el coronavirus. Next 
Generation EU tiene como objetivo responder de manera conjunta y coordinada a una de las 
peores crisis sociales y económicas de nuestra historia y contribuir a reparar los daños 
causados por la pandemia. El 10 de noviembre de 2020, el Parlamento Europeo y el Consejo 
alcanzaron el acuerdo sobre el paquete que incluye los fondos de Next Generation EU y el 
Marco Financiero Plurianual 2021-2027.

En el marco de la iniciativa Next Generation EU se crea el Mecanismo Europeo de 
Recuperación y Resiliencia, instrumento que pone a disposición de los 27 Estados miembros 
apoyo a través de transferencias directas y préstamos para incrementar las inversiones 
públicas y acometer reformas que contribuyan a la recuperación de la economía y el empleo 
y se orienten a abordar los principales retos económicos y sociales post COVID-19. Este 
mecanismo está dotado con 672.500 millones de euros para apoyar las reformas e 
inversiones emprendidas por los países de la UE desde febrero de 2020. A través de este 
mecanismo, España accederá a un total de 140.000 millones de euros entre 2021 y 2026, de 
los cuales cerca de 70.000 millones serán en forma de transferencias.

El Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero 
de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, en su artículo 
17, señala: “los Estados miembros elaborarán planes de recuperación y resiliencia 
nacionales para alcanzar los objetivos establecidos en el artículo 4. En dichos planes se 
establecerá el programa de reformas e inversiones del Estado miembro de que se trate. Los 
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planes de recuperación y resiliencia que pueden optar a la financiación con arreglo al 
Mecanismo incluirán un conjunto de medidas coherente y exhaustivo de medidas de 
ejecución de las reformas y de inversión pública, que podrá incluir también programas 
públicos destinados a incentivar la inversión”. En su artículo 18 establece que “el plan de 
recuperación y resiliencia presentado por el Estado miembro… se presentará formalmente, 
por regla general, a más tardar el 30 de abril”.

Para poder acogerse al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, los Estados 
miembros deben presentar planes nacionales de recuperación y resiliencia en los que se 
definan programas de actuación con el objetivo de intensificar el potencial de crecimiento, la 
creación de empleo y la resiliencia económica y social, así como de acelerar las transiciones 
ecológica y digital.

Los planes deben incluir estrategias detalladas para afrontar los retos específicos de 
cada Estado miembro identificadas en los más recientes informes del Semestre Europeo. 
Además, estos planes deben dedicar al menos el 37 % de la inversión a inversiones y 
reformas que apoyen los objetivos de la acción por el clima y un mínimo del 20 % de la 
inversión a apoyar la transición digital.

En cumplimiento del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 12 de febrero de 2021, el Gobierno ha elaborado el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia de España, para su remisión a la Comisión Europea.

El presente Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, como instrumento 
fundamental para el desarrollo de los fondos europeos de recuperación Next Generation EU, 
supone el impulso más importante de la reciente historia económica de España; se centra en 
la primera fase de ejecución y detalla las inversiones y reformas en el período 2021-2023, 
movilizando casi 70.000 millones de euros de transferencias del Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia con el fin de impulsar la recuperación y lograr el máximo impacto 
contracíclico. A partir de 2022 se irán movilizando los créditos asignados a España para 
financiar, en particular, inversiones y reformas de magnitud variable, así como para 
completar el conjunto de programas de inversión más allá de 2023.

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se concibe como un proyecto de 
país que traza la hoja de ruta para la modernización de la economía española, la 
recuperación del crecimiento económico y la creación de empleo, tras la crisis del COVID-19, 
así como para preparar al país para afrontar los retos del futuro.

Las medidas que recoge el Plan cumplen con los seis pilares establecidos por el 
Reglamento del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y se articulan alrededor de 
cuatro ejes principales: la transición ecológica, la transformación digital, la cohesión social y 
territorial y la igualdad de género. Estos cuatro ejes de trabajo se desarrollan a través de 
diez políticas palanca:

1. Agenda urbana y rural y lucha contra la despoblación, y desarrollo de la agricultura.
2. Infraestructuras y ecosistemas resilientes.
3. Transición energética justa e inclusiva.
4. Una administración para el siglo XXI.
5. Modernización y digitalización del tejido industrial y de la pyme, recuperación del 

turismo e impulso a una España nación emprendedora.
6. Pacto por la ciencia y la innovación. Refuerzo a las capacidades del Sistema Nacional 

de Salud.
7. Educación y conocimiento, formación continua y desarrollo de capacidades.
8. Nueva economía de los cuidados y políticas de empleo.
9. Impulso de la industria de la cultura y del deporte.
10. Modernización del sistema fiscal para un crecimiento inclusivo y sostenible.
Las diez políticas palanca integran a su vez 30 componentes o líneas de acción, que 

articulan de forma coherente y complementaria las diferentes iniciativas tractoras prioritarias 
de reforma estructural, tanto de tipo regulatorio como de impulso a la inversión, para 
contribuir a alcanzar los objetivos generales del Plan.

Concretamente, estos componentes o líneas de acción son:
1. Plan de choque de movilidad sostenible, segura y conectada en entornos urbanos y 

metropolitanos.
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2. Plan de rehabilitación de vivienda y regeneración urbana.
3. Transformación ambiental y digital del sistema agroalimentario y pesquero.
4. Conservación y restauración de ecosistemas y su biodiversidad.
5. Preservación del espacio litoral y de los recursos hídricos.
6. Movilidad sostenible, segura y conectada.
7. Despliegue e integración de energías renovables.
8. Infraestructuras eléctricas, promoción de redes inteligentes y despliegue de la 

flexibilidad y el almacenamiento.
9. Hoja de ruta del hidrógeno renovable y de su integración sectorial.
10. Estrategia de Transición Justa.
11. Modernización de las administraciones públicas.
12. Política industrial de España 2030.
13. Impulso a la pyme.
14. Plan de modernización y competitividad del sector turístico.
15. Conectividad digital, impulso de la ciberseguridad y despliegue del 5G.
16. Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial.
17. Reforma institucional y fortalecimiento de las capacidades del sistema nacional de 

ciencia, tecnología e innovación.
18. Renovación y ampliación de las capacidades del Sistema Nacional de Salud.
19. Plan Nacional de Competencias Digitales (Digital skills).
20. Plan estratégico de impulso de la Formación Profesional.
21. Modernización y digitalización del sistema educativo, incluida la educación temprana 

de 0 a 3 años.
22. Plan de choque para la economía de los cuidados y refuerzo de las políticas de 

inclusión.
23. Nuevas políticas públicas para un mercado de trabajo dinámico, resiliente e inclusivo.
24. Revalorización de la industria cultural.
25. España Hub Audiovisual de Europa (Spain AVS Hub).
26. Plan de fomento del sector del deporte.
27. Medidas y actuaciones de prevención y lucha contra el fraude fiscal.
28. Adaptación del sistema impositivo a la realidad del siglo XXI.
29. Mejora de la eficacia del gasto público.
30. Sostenibilidad a largo plazo del sistema público de pensiones en el marco del Pacto 

de Toledo.
El Plan supone además un 39,12 % de inversión verde, y un 29 % de inversión en 

transformación digital, por encima de los umbrales mínimos establecidos en la normativa 
europea.

Por su parte, el Plan se alinea con la hoja de ruta de reformas recogida en la Agenda del 
Cambio presentada en febrero de 2019, así como con la Agenda 2030 y los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la ONU.

Gracias a la financiación Next Generation EU se logrará recuperar el nivel de inversión 
previo a la crisis, cercano al 4 % del PIB, gracias a la movilización de inversiones privadas 
por valor de/importe de 500.000 millones de euros en los próximos seis años. La financiación 
con el mecanismo de Recuperación y Resiliencia será complementada con los 12.400 
millones de euros de REACT-EU, principalmente para la inversión en el ámbito de la salud y 
la educación, así como con el despliegue de los fondos estructurales previstos en el Marco 
Financiero Plurianual 2021-2027.

Tal y como dispone el artículo 13 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por 
el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y 
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, el Plan será 
aprobado por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, sin perjuicio de las eventuales modificaciones que, conforme a la 
normativa comunitaria, fuere preciso adoptar.

Por todo lo expuesto, a propuesta de la Ministra de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, el Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de abril de 2021,
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ACUERDA
1. Aprobar el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
2. Disponer la publicación de este Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y dar 

publicidad de su contenido en la página web de la Presidencia del Gobierno (https://
www.lamoncloa.gob.es).

Información relacionada

• Véase el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia disponible 
en www.lamoncloa.gob.es.
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§ 4

Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura 
el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 234, de 30 de septiembre de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2021-15860

El Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia, en adelante PRTR, se configura 
como un instrumento promovido a nivel de la Unión Europea orientado a mitigar los impactos 
de la Pandemia COVID-19, así como a transformar la sociedad, con los objetivos de 
modernizar el tejido productivo, impulsar la «descarbonización» y el respeto al medio 
ambiente, fomentar la digitalización, y la mejora de las estructuras y recursos destinados a la 
investigación y formación, consiguiendo en última instancia una mayor capacidad de la 
sociedad para superar problemas como la Pandemia, conforme al marco establecido en el 
Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 
2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

El artículo 8 del citado Reglamento, relativo a la ejecución del PRTR, determina que «La 
Comisión ejecutará el Mecanismo en régimen de gestión directa de conformidad con las 
normas pertinentes adoptadas en virtud del artículo 322 del TFUE, en particular el 
Reglamento Financiero y el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y 
del Consejo». Este planteamiento conlleva el diseño de instrumentos específicos y la 
adaptación de los procedimientos al marco que se define.

Con la finalidad de hacer efectivas las iniciativas planteadas en el menor tiempo posible, 
las Administraciones Públicas deben adoptar múltiples medidas, entre las que se encuentran 
la adaptación de los procedimientos de gestión y el modelo de control, junto a la 
configuración y desarrollo de un Sistema de Gestión que facilite la tramitación eficaz de las 
solicitudes de desembolso a los Servicios de la Comisión Europea, conforme a los 
estándares requeridos, tanto desde el punto de vista formal como operativo.

A estos efectos, no se puede obviar que se trata de un desafío que requiere la actuación 
coordinada de diversos órganos de la Administración General del Estado, de las 
Administraciones Autonómicas y de las Entidades Locales, así como entidades privadas en 
la medida que el Componente concrete la colaboración público-privada para la consecución 
de determinados objetivos. Igualmente, cabe reseñar que la operatividad del modelo está 
condicionada por la adecuación de los flujos de información entre las Administraciones 
Públicas implicadas, incluido el ámbito de la Seguridad Social, tomando en consideración el 
marco normativo de carácter general y el específico para la gestión del Plan.

El Real Decreto 689/2020 de 21 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Hacienda y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, 
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establece en su artículo 11 que la Secretaria General de Fondos Europeos es la autoridad 
responsable del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia ante las instituciones europeas. 
Por otra parte, el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de las Administraciones Públicas y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, dispone diversas 
adaptaciones de los procedimientos habituales con la finalidad de facilitar una gestión eficaz 
y eficiente en la ejecución de dicho Plan. Estas modificaciones también comprenden la 
adaptación de la gestión presupuestaria y los relativos a la fiscalización en el ejercicio de la 
función de control.

Adicionalmente, de acuerdo con el Reglamento (UE) 2021/241, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, y la configuración del Plan, los procedimientos 
deben contemplar los requerimientos establecidos en relación con la igualdad efectiva entre 
hombres y mujeres, la cohesión territorial, el respeto al medio ambiente e incentivo a la 
digitalización. En la misma línea, cabe hacer mención a la lucha contra el fraude y la 
corrupción, y la identificación de los beneficiarios últimos de las ayudas, así como de los 
contratistas y subcontratistas. Estos principios no son contemplados con el alcance 
requerido en la dinámica de gestión tradicional, por lo que se regula su introducción para la 
adecuada consideración en las actuaciones llevadas a cabo para lograr los hitos y objetivos 
aprobados.

En este sentido, conforme a lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2021/241 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, se concreta la obligación 
de recabar, en un formato electrónico que permita realizar búsquedas y en una base de 
datos única, información identificativa relativa al perceptor final de los fondos, así como de 
los contratistas y subcontratistas.

Por otra parte, dado que el Plan comprende el periodo 2020-2026, podría ser necesario 
perfeccionar algunos aspectos que no forman parte de la Decisión de Ejecución del Consejo 
o Council Implementing Decision (CID), por lo que se prevén procedimientos de modificación 
con un alcance limitado a supuestos no esenciales, como sería la definición de proyectos o 
subproyectos y posibles novaciones en los criterios establecidos en relación con los 
principios de obligado cumplimiento. En todo caso, cambios orientados al adecuado 
cumplimiento de los compromisos asumidos.

La consideración de estos criterios debe extenderse al ámbito de las funciones de control 
de gestión que desarrollen los órganos administrativos, con el alcance adecuado a los fines 
que se persiguen y como garantía de cumplimiento de los criterios establecidos por la 
Comisión Europea. En este sentido, dado su carácter transversal, se recogen estos 
principios o criterios que son de obligatoria consideración, incluyendo como anexo las 
referencias para asegurar una aplicación homogénea con un estándar mínimo.

Esta Orden responde a los principios de buena regulación de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, de conformidad con el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y 
eficacia dado el interés general en el que se fundamenta el contenido de la disposición. La 
norma es acorde con el principio de proporcionalidad, al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico. En cuanto al principio de transparencia, la norma será publicada en el «Boletín 
Oficial del Estado». Por último, en relación con el principio de eficiencia, se ha procurado que 
la norma genere las menores cargas administrativas para los ciudadanos.

Esta norma se compone de preámbulo, trece artículos, disposición transitoria única, 
disposición derogatoria, tres disposiciones finales, y cuatro anexos.

Conforme a lo expuesto, por esta Orden de la Ministra de Hacienda y Función Pública, 
se concretan las directrices que garanticen el cumplimiento coordinado de los requerimientos 
establecidos por la normativa comunitaria para la ejecución del PRTR, tomando en 
consideración el contenido funcional asignado a la Secretaría General de Fondos Europeos, 
como Autoridad Responsable, atendiendo a lo previsto en la normativa por la que se 
desarrolla la estructura orgánica básica de este Ministerio y de acuerdo con lo dispuesto en 
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el artículo 20 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, todo ello con independencia 
de las competencias propias de la Intervención General de la Administración del Estado, 
conforme a los previsto en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en su 
condición de Autoridad de Control, conforme el artículo 21 del Real Decreto-ley 36/2020, de 
30 de diciembre.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La Orden configura y desarrolla un Sistema de Gestión orientado a definir, planificar, 

ejecutar, seguir y controlar los proyectos y subproyectos en los que se descomponen las 
medidas (reformas/inversiones) previstas en los componentes del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia.

2. La presente Orden es de aplicación a las entidades que integran el sector público de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, y a cualesquiera otros agentes implicados en la ejecución del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia como perceptores de fondos, 
estableciendo los procedimientos e instrumentos necesarios para asegurar la coordinación y 
seguimiento del mismo.

3. La Orden es de aplicación a los componentes, estructurados en las reformas e 
inversiones, hitos y objetivos que integran el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, aprobado en la Decisión de Ejecución del Consejo (CID).

4. Con la finalidad de facilitar la interpretación uniforme del sistema de gestión, en el 
anexo I se incorpora un Glosario de términos.

Artículo 2.  Principios de gestión específicos del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

1. Las actuaciones de las Administraciones Públicas se rigen por un conjunto de normas 
de carácter general que garantizan un planteamiento homogéneo en relación con el 
desarrollo de la gestión. Partiendo de este marco jurídico común, se adapta e incorpora al 
ámbito interno los criterios que vienen determinados por el planteamiento de la Comisión 
Europea, en relación con las distintas reformas e inversiones del Plan.

A su vez y a estos efectos, se deberá tomar en consideración los pronunciamientos y 
actos delegados publicados por los servicios de la Comisión Europea en relación con los 
requerimientos relativos a cada principio.

2. Son principios o criterios específicos, de obligatoria consideración en la planificación y 
ejecución de los componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, y por 
lo tanto transversales en el conjunto del Plan, y atendiendo a las definiciones establecidas en 
los artículos 3 y siguientes de esta Orden:

a) Concepto de hito y objetivo, así como los criterios para su seguimiento y acreditación 
del resultado.

b) Etiquetado verde y etiquetado digital.
c) Análisis de riesgo en relación con posibles impactos negativos significativos en el 

medioambiente (do no significant harm, DNSH), seguimiento y verificación de resultado 
sobre la evaluación inicial.

d) Refuerzo de mecanismos para la prevención, detección y corrección del fraude la 
corrupción y los conflictos de interés.

e) Compatibilidad del régimen de ayudas de Estado y prevención de la doble 
financiación.

f) Identificación del perceptor final de los fondos, sea como beneficiario de las ayudas, o 
adjudicatario de un contrato o subcontratista.

g) Comunicación.
3. Por la presente Orden, se concreta el estándar mínimo a cumplir en cada uno de los 

principios citados en el apartado anterior, en relación con los hitos, objetivos, proyectos y 
subproyectos. Estas referencias podrán ser objeto de ampliación por los órganos 
responsables y gestores, y de actualización por la Autoridad Responsable, en este caso 
mediante la novación del contenido de los anexos en los que se aportan referencias en 
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relación con los requerimientos de cada uno de los principios y su publicación en la página 
web gestionada por la Autoridad Responsable.

En este sentido, en el anexo II se recogen diversos cuestionarios orientados a facilitar la 
autoevaluación del procedimiento aplicado por los órganos ejecutores del PRTR en relación 
con el adecuado cumplimiento de los principios establecidos.

4. Los órganos responsables y gestores autoevaluarán sus procedimientos a la entrada 
en vigor de la presente Orden. Las autoevaluaciones deberán realizarse en el marco del 
desempeño de la función de control de gestión, y se practicarán, al menos, una vez cada 
año de vigencia del Plan.

Las entidades decisoras y ejecutoras, como responsables últimos del control de la 
gestión, adoptarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, las iniciativas necesarias 
con la finalidad de garantizar la adecuación de los procedimientos a las exigencias del 
apartado 4 del anexo I del Acuerdo de Financiación, sin perjuicio de las recomendaciones 
que determine la Intervención General de la Administración del Estado, como Autoridad de 
Control.

5. En este contexto, los órganos responsables y gestores de los distintos hitos y 
objetivos adoptarán las medidas oportunas para incorporar en su marco de toma de 
decisiones y de gestión los principios señalados en el apartado 2, y para garantizar que el 
resultado de la autoevaluación del anexo II configura un escenario de riesgo bajo.

6. La ejecución del Plan se debe llevar a cabo bajo el principio del compromiso con el 
resultado, siendo una cualidad del mismo el cumplimiento de los principios o criterios 
específicos establecidos en el apartado 2 de este artículo.

7. Los responsables y gestores de las medidas deberán asumir el desarrollo de las 
tareas necesarias para la consecución de los objetivos, en el marco de recursos y costes 
estimados, el análisis sistemático de la gestión, sustentado en indicadores operativos que 
faciliten la identificación de los riesgos, y la toma de decisiones para el adecuado desarrollo 
de la actividad.

8. Las Entidades ejecutoras serán responsables de registrar en el sistema informático la 
comprobación de que los proyectos que integran las medidas del Plan cumplen con los 
criterios establecidos en la evaluación inicial o, en su caso, se han corregido las deficiencias 
detectadas. Para ello, una vez cumplido un hito u objetivo, crítico o no crítico, la Entidad 
ejecutora del proyecto o subproyecto registrará en el sistema el cumplimiento, formalizando 
un certificado e incorporando la documentación acreditativa, atendiendo a los requerimientos 
del acuerdo operacional o a los que se reflejen en el sistema de información, en su caso, 
manifestando la veracidad de la información en él contenida en relación con el cumplimiento 
de los hitos y objetivos, y formará parte de la información que soporta los Informes de 
Gestión.

Artículo 3.  Concepto de hito y objetivo, criterios para su seguimiento y acreditación del 
resultado.

1. La estructura de hitos y objetivos de cada componente vendrá determinada por la 
descripción de la medida en el CID y los «milestones and targets» (M&T) incluidos en el 
anexo al CID, así como por cualquier especificación de los M&T reflejada en el Operational 
Arrangement (OA), y tomará en consideración los proyectos y subproyectos a desarrollar por 
los órganos que participan en la gestión.

Los hitos y objetivos son metas a alcanzar en momentos determinados del tiempo y 
permiten verificar que las Medidas, Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción logran la 
finalidad o los resultados para los que se definieron. Para cumplir su función, los hitos y 
objetivos tienen asociados indicadores, cualitativos o cuantitativos, que miden su progreso y 
determinan su cumplimiento.

Con la finalidad de asegurar la implantación homogénea del sistema, en el anexo III.A se 
concretan las referencias en relación con la gestión de hitos y objetivos, sobre la base de un 
cuestionario orientado al análisis de los aspectos más significativos.

2. En el ámbito del PRTR, se identifican los siguientes tipos de hitos y objetivos:
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a) Los Hitos y Objetivos CID son aquellos cuya consecución es imprescindible para 
poder solicitar los desembolsos de los fondos del Mecanismo para la Recuperación y 
Resiliencia. Forman parte del CID.

b) Los Hitos y Objetivos OA se definen para monitorizar los hitos y objetivos CID. Son los 
«Monitoring Indicators» que se incluyen en las Disposiciones Operativas u Operational 
Arrangements (OA).

c) Los Hitos y Objetivos de Gestión se definen para la gestión y seguimiento interno. Se 
asocian a Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción.

d) Los Hitos y Objetivos Críticos son los Hitos y Objetivos asignados a Proyectos o 
Subproyectos cuya consecución es imprescindible para el cumplimiento de los Hitos y 
Objetivos CID. Se engloban dentro de la categoría de Hitos y Objetivos de gestión.

e) Los Hitos y Objetivos No Críticos son los Hitos y Objetivos asignados a Proyectos o 
Subproyectos para su gestión y seguimiento y para agregar la información que alimenta los 
indicadores de los Hitos y Objetivos OA. Se engloban dentro de la categoría de Hitos y 
Objetivos de gestión.

3. Las Entidades decisoras validarán la desagregación de los Hitos y Objetivos CID y OA 
en Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de los Proyectos que integran cada una de las 
Medidas en su ámbito de competencia.

Para aquellos Proyectos para los que se establezca una descomposición en 
Subproyectos, la Entidad ejecutora del Proyecto será la responsable de validar la 
desagregación de los Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos del Proyecto en los Hitos y 
Objetivos Críticos y No Críticos de los Subproyectos.

Igualmente, para aquellos Subproyectos para los que se establezca una descomposición 
en un nivel inferior de Subproyectos, la Entidad ejecutora del Subproyecto de nivel superior 
será la responsable de validar la desagregación de los Hitos y Objetivos Críticos y No 
Críticos de su competencia en los Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de los 
Subproyectos de nivel inferior.

Las Entidades ejecutoras serán las responsables de establecer el resto de Hitos y 
Objetivos de Gestión del Proyecto o Subproyecto de su competencia.

4. La Autoridad Responsable coordinará con las Entidades decisoras y la Entidades 
ejecutoras la definición de Hitos y Objetivos de Gestión.

5. Una vez cerrada la definición de los Hitos y Objetivos de Gestión de los Proyectos y 
Subproyectos que integran una Medida, cualquier modificación requerirá la coordinación con 
la Autoridad responsable, conforme al procedimiento que a tal efecto se establezca, 
permitiendo en todo caso mantener la trazabilidad sobre los cambios realizados.

6. Las Entidades ejecutoras serán las responsables de registrar en el sistema informático 
de forma continuada el progreso de los indicadores de los hitos y objetivos más 
desagregados de la estructura en la que se descompone el Proyecto o Subproyecto e 
incorporar la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación.

7. La medición de un indicador de nivel superior de la estructura de hitos y objetivos se 
deriva directamente de los indicadores de su nivel inmediatamente inferior.

Solo en excepciones debidamente justificadas y validadas por la Autoridad Responsable, 
podrá establecerse la medición de un indicador de nivel superior que no se derive 
directamente de los indicadores de su nivel inmediatamente inferior.

La información de los indicadores de hitos y objetivos en curso y de sus mecanismos de 
verificación deberá estar actualizada en el sistema informático con el resultado de las 
mediciones correspondientes al último día de cada mes de referencia no más tarde del día 
diez del mes siguiente. De este modo, el día once del mes siguiente se generarán 
automáticamente en el sistema informático los Informes de Seguimiento de Subproyectos, 
Proyectos y Medidas con la información actualizada al mes de referencia.

8. Una vez registrado en el sistema informático el cumplimiento de un Hito u Objetivo 
Crítico o no Crítico, se generará el Certificado de Cumplimiento que deberá ser firmado por 
el Órgano gestor de la Entidad ejecutora.

Una vez registrado en el sistema informático el cumplimiento de un Hito u Objetivo CID, 
se generará el correspondiente Certificado de Cumplimiento que deberá ser firmado por el 
Órgano responsable de la Medida de la Entidad decisora. En el supuesto de hitos u objetivos 
OA, firmará el órgano responsable o persona en la que delegue.
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Los Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos estarán a disposición de la 
Autoridad de Control desde la fecha en la que se formalicen, con la finalidad de facilitar el 
desarrollo de la función que le corresponde.

Artículo 4.  Etiquetado verde y etiquetado digital.
1. Se entiende por etiquetado el reconocimiento del peso relativo de los recursos 

previstos para la transición ecológica y digital, que se concreta a nivel agregado 
respectivamente en el 39,7 % y el 28,2 % de la dotación total del Plan.

En cuanto a los conceptos a computar, el Reglamento del MRR incluye una lista de 
Campos de Intervención a los que pueden asignarse, en todo o en parte, las dotaciones 
financieras de las medidas del Plan, concretando en el anexo VI los correspondientes para 
Clima, y en el anexo VII para Digital, que puede ser en ambos casos del 0 %, 40 % o 100 %.

2. Con la finalidad de facilitar el seguimiento y evaluación del cumplimiento del 
compromiso de etiquetado verde y digital, el sistema de información y seguimiento 
incorporará una estructura de datos que permita determinar la aportación de los distintos 
proyectos y subproyectos al objetivo fijado en el CID.

3. En el supuesto de que se observaran valores inferiores a los previstos para cada 
componente, generando un impacto negativo en el objetivo global, la Autoridad Responsable 
requerirá informe al órgano responsable sobre el riesgo en relación con el cumplimiento del 
valor atribuido.

4. Los órganos gestores que estimen posibles incumplimientos, tanto en el desarrollo 
temporal como en las previsiones finales, en los valores comprometidos en los proyectos y 
subproyectos en los que participan, darán traslado del resultado de su evaluación a la 
Autoridad Responsable.

5. Cualquier iniciativa de modificación en la estructura de actuaciones previstas en un 
componente susceptible de causar incumplimiento del valor inicialmente previsto requerirá 
autorización de la Autoridad Responsable, sobre la base de un análisis de alternativas que 
permitan corregir el impacto estimado.

6. Atendiendo al carácter transversal y necesidad de cumplimiento individual para 
alcanzar el objetivo global CID, a la vista de los riesgos puestos de manifiesto, la Autoridad 
Responsable promoverá los mecanismos de coordinación para la adopción de medidas 
correctoras por los órganos responsables.

Artículo 5.  Análisis de riesgo en relación con posibles impactos negativos significativos en 
el medioambiente (Do No Significant Harm, DNSH), seguimiento y verificación de resultado 
sobre la evaluación inicial.

El Reglamento del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia establece que ninguna de 
las medidas de ejecución de las reformas e inversiones incluidas en el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia causará un perjuicio significativo (DNSH) a los 
seis objetivos medioambientales definidos en el Reglamento (UE) n.º 2020/852 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2020, relativo al establecimiento de un 
marco para facilitar las inversiones sostenibles y por el que se modifica el Reglamento (UE) 
2019/2088, detallados a continuación:

a) Mitigación del cambio climático;
b) adaptación al cambio climático;
c) uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos;
d) transición hacia una economía circular;
e) prevención y control de la contaminación;
f) protección y recuperación de la biodiversidad y los ecosistemas.
El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia contiene una evaluación inicial 

individualizada para cada medida, con las respectivas inversiones y reformas, asegurando el 
cumplimiento del principio de DNSH, de acuerdo con la metodología establecida en la 
Comunicación de la Comisión (2021/C 58/01).

En el anexo II.B.4 se incluye un test específico de autoevaluación en relación con el 
cumplimiento de los requerimientos básicos, mientras que en el anexo III.B se proporcionan 
referencias de gestión a fin de evitar impactos medioambientales no deseables.
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Artículo 6.  Refuerzo de mecanismos para la prevención, detección y corrección del fraude, 
la corrupción y los conflictos de intereses.

1. Con la finalidad de dar cumplimiento a las obligaciones que el artículo 22 del 
Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 
2021, impone a España en relación con la protección de los intereses financieros de la Unión 
como beneficiario de los fondos del MRR, toda entidad, decisora o ejecutora, que participe 
en la ejecución de las medidas del PRTR deberá disponer de un «Plan de medidas 
antifraude» que le permita garantizar y declarar que, en su respectivo ámbito de actuación, 
los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables, en 
particular, en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, la 
corrupción y los conflictos de intereses.

2. Son de aplicación las definiciones de fraude, corrupción y conflicto de intereses 
contenidas en la Directiva (UE) 2017/1371, sobre la lucha contra el fraude que afecta a los 
intereses financieros de la Unión (Directiva PIF), y en el Reglamento (UE, Euratom) 
2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas 
financieras aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento Financiero de la UE).

A efectos de lograr una homogeneidad en el diseño de esas medidas por parte de tales 
participantes, y sin perjuicio de la aplicación de medidas adicionales atendiendo a las 
características y riesgos específicos de la entidad de que se trate, se recoge en el anexo 
II.B.5 un cuestionario de autoevaluación relativa al estándar mínimo, y en el anexo III.C 
orientación sobre medidas de prevención, detección y corrección del fraude, corrupción y 
conflicto de intereses, en el que se hace referencia a las posibles medidas a adoptar para 
garantizar una apropiada protección de los intereses financieros de la Unión en la ejecución 
de actuaciones financiadas o a financiar por el MRR.

3. Los participantes en la ejecución del PRTR deberán atenerse estrictamente a lo que 
en relación con esta materia establece la normativa española y europea y los 
pronunciamientos que al respecto de la protección de los intereses financieros de la Unión 
hayan realizado o puedan realizar las instituciones de la Unión Europea.

4. Se configuran como actuaciones obligatorias para los órganos gestores, la evaluación 
de riesgo de fraude, la cumplimentación de la Declaración de Ausencia de Conflicto de 
Intereses (DACI) y la disponibilidad de un procedimiento para abordar conflictos de 
intereses.

La elección de las medidas de prevención y detección se deja a juicio de la entidad que 
asuma la responsabilidad de gestión, atendiendo a sus características específicas y siempre 
teniendo en cuenta la necesidad de garantizar una conveniente protección de los intereses 
de la Unión.

5. El «Plan de medidas antifraude» deberá cumplir los siguientes requerimientos 
mínimos:

a) Aprobación por la entidad decisora o ejecutora, en un plazo inferior a 90 días desde la 
entrada en vigor de la presente Orden o, en su caso, desde que se tenga conocimiento de la 
participación en la ejecución del PRTR.

b) Estructurar las medidas antifraude de manera proporcionada y en torno a los cuatro 
elementos clave del denominado «ciclo antifraude»: prevención, detección, corrección y 
persecución.

c) Prever la realización, por la entidad de que se trate, de una evaluación del riesgo, 
impacto y probabilidad de riesgo de fraude en los procesos clave de la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia y su revisión periódica, bienal o anual según el 
riesgo de fraude y, en todo caso, cuando se haya detectado algún caso de fraude o haya 
cambios significativos en los procedimientos o en el personal.

d) Definir medidas preventivas adecuadas y proporcionadas, ajustadas a las situaciones 
concretas, para reducir el riesgo residual de fraude a un nivel aceptable.

e) Prever la existencia de medidas de detección ajustadas a las señales de alerta y 
definir el procedimiento para su aplicación efectiva.

f) Definir las medidas correctivas pertinentes cuando se detecta un caso sospechoso de 
fraude, con mecanismos claros de comunicación de las sospechas de fraude.
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g) Establecer procesos adecuados para el seguimiento de los casos sospechosos de 
fraude y la correspondiente recuperación de los Fondos de la UE gastados 
fraudulentamente.

h) Definir procedimientos de seguimiento para revisar los procesos, procedimientos y 
controles relacionados con el fraude efectivo o potencial, que se transmiten a la 
correspondiente revisión de la evaluación del riesgo de fraude.

i) Específicamente, definir procedimientos relativos a la prevención y corrección de 
situaciones de conflictos de interés conforme a lo establecido en los apartados 1 y 2 del 
artículo 61 del Reglamento Financiero de la UE. En particular, deberá establecerse como 
obligatoria la suscripción de una DACI por quienes participen en los procedimientos de 
ejecución del PRTR, la comunicación al superior jerárquico de la existencia de cualquier 
potencial conflicto de intereses y la adopción por este de la decisión que, en cada caso, 
corresponda.

6. En el supuesto de que se detecte un posible fraude, o su sospecha fundada, la 
entidad correspondiente deberá:

a) Suspender inmediatamente el procedimiento, notificar tal circunstancia en el más 
breve plazo posible a las autoridades interesadas y a los organismos implicados en la 
realización de las actuaciones y revisar todos aquellos proyectos, subproyectos o líneas de 
acción que hayan podido estar expuestos al mismo;

b) Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad decisora, o a 
la entidad ejecutora que le haya encomendado la ejecución de las actuaciones, en cuyo caso 
será ésta la que se los comunicará a la entidad decisora, quien comunicará el asunto a la 
Autoridad Responsable, la cual podrá solicitar la información adicional que considere 
oportuna de cara a su seguimiento y comunicación a la Autoridad de Control;

c) Denunciar, si fuese el caso, los hechos a las Autoridades Públicas competentes, al 
Servicio Nacional de Coordinación Antifraude –SNCA-, para su valoración y eventual 
comunicación a la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude;

d) Iniciar una información reservada para depurar responsabilidades o incoar un 
expediente disciplinario;

e) Denunciar los hechos, en su caso, ante el Ministerio Fiscal, cuando fuera procedente.
7. La entidad afectada deberá evaluar la incidencia del posible fraude y su calificación 

como sistémico o puntual y, en todo caso, retirar los proyectos o la parte de los proyectos 
afectados por el fraude y financiados o a financiar por el MRR.

Artículo 7.  Compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado y prevención de la doble 
financiación.

1. La ejecución del PRTR debe respetar los límites establecidos en relación con las 
ayudas de Estado y la prevención de la doble financiación.

2. El régimen de ayudas de Estado viene delimitado por los artículos 107 a 109 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y en su normativa de desarrollo. El 
Considerando 8 del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, 
señala que las inversiones privadas también podrían incentivarse a través de programas de 
inversión pública, en particular, instrumentos financieros, subvenciones y otros instrumentos, 
siempre que se respeten las normas en materia de ayudas estatales.

3. Respecto a la doble financiación, el Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras 
aplicables al Presupuesto General de la Unión (Reglamento Financiero), establece 
expresamente en su artículo 188 la prohibición de la doble financiación como principio 
general aplicable a las subvenciones, señalando en el artículo 191 que en ningún caso 
podrán ser financiados dos veces por el presupuesto los mismos gastos.

En el caso concreto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el considerando 62 
del Reglamento (UE) 2021/241, del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 
2021, establece que las acciones previstas en dicho Reglamento deben ser coherentes con 
los programas de la Unión en curso y complementarlos, así como evitar la doble financiación 
procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión de los mismos gastos. 
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Asimismo, el artículo 9 del citado Reglamento dispone que las reformas y los proyectos de 
inversión podrán recibir ayuda de otros programas e instrumentos de la Unión siempre que 
dicha ayuda no cubra el mismo coste.

4. Las entidades que participen en la ejecución del PRTR deben aplicar procedimientos 
que permitan asegurar en todo momento el pleno respeto a la normativa relativa a las 
Ayudas de Estado, así como garantizar la ausencia de doble financiación.

A este fin, en el anexo II.B.6 se recoge un cuestionario de autoevaluación relativa al 
estándar mínimo, y en el anexo III.D una referencia orientativa para facilitar el cumplimiento 
de los requerimientos sobre la compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado y 
prevención de la doble financiación.

Artículo 8.  Identificación del perceptor final de fondos: beneficiarios de las ayudas, 
contratistas y subcontratistas.

Con la finalidad de dar adecuado cumplimiento al mandato establecido en la letra d) del 
apartado 2 del artículo 22 del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia, se configura el siguiente procedimiento de incorporación de información 
específica:

1. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes incluirán en las 
convocatorias de ayudas previstas en el Plan, al menos, los siguientes requerimientos en 
relación con la identificación de los beneficiarios, sean personas físicas o jurídicas:

a) NIF del beneficiario.
b) Nombre de la persona física o razón social de la persona jurídica.
c) Domicilio fiscal de la persona física o jurídica.
d) Aceptación de la cesión de datos entre las Administraciones Públicas implicadas para 

dar cumplimiento a lo previsto en la normativa europea que es de aplicación y de 
conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales (Modelo anexo IV.B).

e) Declaración responsable relativa al compromiso de cumplimiento de los principios 
transversales establecidos en el PRTR y que pudieran afectar al ámbito objeto de gestión 
(Modelo anexo IV.C).

f) Los beneficiarios que desarrollen actividades económicas acreditarán la inscripción en 
el Censo de empresarios, profesionales y retenedores de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria o en el censo equivalente de la Administración Tributaria Foral, que 
debe reflejar la actividad económica efectivamente desarrollada a la fecha de solicitud de la 
ayuda.

2. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes incluirán en los 
procedimientos de licitación que se encuadren en el desarrollo de las actuaciones previstas 
en el PRTR las siguientes obligaciones en relación con la identificación de los contratistas y 
subcontratistas:

a) NIF del contratista o subcontratistas.
b) Nombre o razón social.
c) Domicilio fiscal del contratista y, en su caso, subcontratistas.
d) Aceptación de la cesión de datos entre las Administraciones Públicas implicadas para 

dar cumplimiento a lo previsto en la normativa europea que es de aplicación y de 
conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales (Modelo anexo IV.B).

e) Declaración responsable relativa al compromiso de cumplimiento de los principios 
transversales establecidos en el PRTR y que pudieran afectar al ámbito objeto de gestión 
(Modelo anexo IV.C).

f) Los contratistas acreditarán la inscripción en el Censo de empresarios, profesionales y 
retenedores de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o en el Censo equivalente 
de la Administración Tributaria Foral, que debe reflejar la actividad efectivamente 
desarrollada en la fecha de participación en el procedimiento de licitación.
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3. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes aportarán la información 
referida en los apartados 1 y 2, al menos trimestralmente, con el formato y procedimiento 
que defina la Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General de la 
Administración del Estado, con el objetivo de facilitar el adecuado cumplimiento de las 
obligaciones de gestión y seguimiento que deriven de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021.

4. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, las Administraciones Tributarias 
Forales, la Administración Tributaria Canaria, la Intervención General de la Administración 
del Estado y la Dirección General de Patrimonio del Estado, en coordinación con la 
Secretaría General de Fondos Europeos, arbitrarán los procedimientos de intercambio de 
información necesarios para configurar la «Base de Datos de los beneficiarios de las ayudas, 
de contratistas y subcontratistas», en cumplimiento de lo previsto en artículo 22.2 d) del 
Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021 
que se integrará, al menos, con el estándar mínimo de significación económica que se 
detalla a continuación:

a) Sociedades mercantiles, grupos de sociedades, agrupaciones y uniones temporales 
de empresas, cooperativas y cualquier otra entidad o persona física que ejerza una actividad 
económica con un importe neto anual de la cifra de negocios o volumen de operaciones a 
efectos de IVA o impuesto indirecto equivalente superior a dos millones de euros.

b) Titulares con una participación superior al veinticinco por ciento del capital social o, en 
su caso, del Fondo Patrimonial, en cualquiera de las entidades mencionadas en el guion 
anterior.

c) Personas físicas o jurídicas que ostenten la condición de beneficiarios de ayudas por 
importe superior a siete mil euros, conforme a los registros disponibles en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones.

5. La información de la Base de Datos estará disponible a efectos de las consultas y 
análisis de riesgo que puedan desarrollar los órganos comunitarios y nacionales que tengan 
atribuidas competencias para el desarrollo de actuaciones de control en el marco del PRTR, 
hasta la finalización del periodo de comprobación que derive de la normativa de la Unión 
Europea que sea de aplicación.

Artículo 9.  Comunicación.
1. Las actuaciones de comunicación relacionadas con la ejecución del Plan incorporarán 

el logo oficial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del Reino de España, 
en los términos que se comuniquen por la Autoridad Responsable.

En todo caso, se tomará en consideración lo dispuesto en el artículo 10 del Acuerdo de 
Financiación entre la Comisión Europea y el Reino de España, por el que se concreta el 
marco en relación con la publicación de información, visibilidad de la financiación de la Unión 
y derecho de uso, en los términos que se recogen en los siguientes apartados.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 34 del Reglamento del 
Mecanismo, la información, la comunicación y la publicidad de los Estados miembros en 
relación con la financiación en aplicación del mismo serán, como mínimo, del mismo nivel 
que el exigido por las normas del Estado miembro para la financiación pública sin 
contribuciones del presupuesto de la Unión.

3. Con el fin de respetar sus obligaciones en virtud del artículo 34, apartado 2, del 
Reglamento del Mecanismo, y en particular para garantizar el suministro de información 
específica coherente, eficaz y proporcionada a múltiples audiencias, incluidos los medios de 
comunicación y el público, el Estado miembro deberá:

a) Disponer de una estrategia a nivel de los Estados miembros para dar a conocer y 
garantizar el reconocimiento de la contribución del MRR a la recuperación de Europa y, en 
particular, a la doble transición ecológica y digital.

b) Para el adecuado cumplimiento de lo previsto en el artículo 10 del Acuerdo de 
Financiación, en todos los proyectos y subproyectos que se desarrollen en ejecución del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia deberá exhibirse de forma correcta y 
destacada el emblema de la UE con una declaración de financiación adecuada que diga 
(traducida a las lenguas locales cuando proceda) "financiado por la Unión Europea - 
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NextGenerationEU", junto al logo del PRTR, disponible en el link https://
planderecuperacion.gob.es/identidad-visual. Del mismo modo, todas las convocatorias, 
licitaciones, convenios y resto de instrumentos jurídicos, que se desarrollen en este ámbito, 
deberán contener tanto en su encabezamiento como en su cuerpo de desarrollo la siguiente 
referencia «Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia - Financiado por la Unión 
Europea – NextGenerationEU».

c) Establecer y mantener un espacio web único que proporcione información sobre el 
MRR y los proyectos relacionados y comunicar el enlace web específico a la Comisión.

d) Garantizar que los destinatarios finales de la financiación de la Unión en el marco del 
MRR reconozcan el origen y garanticen la visibilidad de la financiación de la Unión.

4. Cuando se muestre en asociación con otro logotipo, el emblema de la Unión Europea 
deberá mostrarse al menos de forma tan prominente y visible como los otros logotipos. El 
emblema debe permanecer distinto y separado y no puede modificarse añadiendo otras 
marcas visuales, marcas o texto. Aparte del emblema, no podrá utilizarse ninguna otra 
identidad visual o logotipo para destacar el apoyo de la UE.

5. Cualquier actividad de comunicación o difusión relacionada con el MRR y realizada 
por el Estado miembro, en cualquier forma y por cualquier medio, deberá utilizar información 
fidedigna.

6. Cuando proceda, se indicará la siguiente cláusula de exención de responsabilidad 
(traducida a las lenguas locales, si procede): «Financiado por la Unión Europea - 
NextGenerationEU. Sin embargo, los puntos de vista y las opiniones expresadas son 
únicamente los del autor o autores y no reflejan necesariamente los de la Unión Europea o la 
Comisión Europea. Ni la Unión Europea ni la Comisión Europea pueden ser consideradas 
responsables de las mismas».

7. El Estado miembro concede a la Comisión el derecho a utilizar gratuitamente los 
materiales de comunicación relativos al MRR.

8. Así mismo, con el fin de asegurar una adecuada comunicación y transparencia, las 
Entidades ejecutoras deberán proporcionar información, a través de los mecanismos que a 
tal efecto se establezcan, sobre la publicación de cualquier convocatoria de ayuda o 
procedimiento de licitación para su inclusión en la página web gestionada por la Autoridad 
Responsable.

Las entidades responsables y gestoras designarán un responsable de comunicación a fin 
de asegurar el cumplimiento de los requerimientos establecidos en el presente artículo, 
sobre la base de las directrices de la Autoridad Responsable.

Artículo 10.  Modificaciones y seguimiento de los principios aplicables.
1. Los órganos responsables, por iniciativa propia o, en su caso, a instancia de los 

ejecutores, podrán tramitar propuestas de modificación en relación con la formulación de los 
componentes con el alcance previsto en el apartado 3 de este artículo y sobre las medidas y 
criterios a efectos del cumplimiento de los principios transversales aplicables a los 
correspondientes hitos y objetivos. La propuesta será motivada, expresando el impacto en 
los objetivos definidos y aprobados a nivel CID, tanto desde el punto de vista cualitativo 
como cuantitativo.

2. El Ministerio Responsable, con alcance total o parcial del componente, evaluará la 
propuesta y dará traslado a la Autoridad Responsable, que recabará los informes pertinentes 
y, en su caso, las consultas a los órganos de la Comisión Europea que se estimen 
necesarias.

3. Procedimiento de modificación en la formulación de los componentes.
a) El procedimiento es de aplicación a los elementos que definen el componente y que 

no forman parte del CID. Por lo tanto, se define como un instrumento para adaptar a la 
realidad la configuración de los proyectos y subproyectos que forman parte de un 
componente.

b) El Ministerio Responsable remitirá un informe a la Autoridad Responsable con la 
propuesta de modificación, en el que se incluirá la evaluación y estudio de alternativas, así 
como un plan de acción para hacer efectiva la modificación, detallando el impacto estimado 
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desde la perspectiva de la consecución de los hitos y objetivos CID, así como la valoración 
de los recursos necesarios para llevar a cabo cada una de las propuestas consideradas.

c) La Autoridad Responsable recabará los informes que estime pertinentes. En los casos 
en que se prevea la modificación del nivel de recursos necesarios para la consecución de los 
hitos y objetivos, o una revisión de la distribución entre los órganos ejecutores, será 
obligatorio el informe de la Dirección General de Presupuestos, y se comunicará a la 
Autoridad de Control las modificaciones que se realicen.

d) Una vez evaluada la propuesta por la Autoridad Responsable, a la vista de los 
informes recabados, en el supuesto de que pudiera tener trascendencia en los compromisos 
contraídos con el Consejo de la Unión Europea, formulará consulta a los Servicios de la 
Comisión Europea correspondientes sobre su viabilidad y los requerimientos para la 
aprobación. En el supuesto de que se obtuviera informe favorable, o bien no se formularan 
observaciones por estos Servicios, procedería a comunicarse al Ministerio Responsable, 
habilitando las modificaciones necesarias en el sistema de información.

e) En tanto no haya una aprobación, los incumplimientos podrán generar minoración de 
los desembolsos previstos y por lo tanto la financiación de las alternativas tendrá que 
cubrirse con recursos de los Presupuestos de los órganos responsables o ejecutores. Si 
finalmente dicha modificación resulta aprobada, se reembolsará el importe que corresponda.

4. Seguimiento de los principios transversales.
a) La definición de un conjunto de principios para todo el PRTR exige su consideración 

en los procedimientos de gestión con la finalidad de garantizar el cumplimiento de los 
mínimos establecidos en el Plan, debiendo ser objeto de especial atención los que deben ser 
evaluados a nivel agregado. En principio, el objetivo debe centrarse en el seguimiento y 
análisis de riesgo en los términos que se hayan definido en los componentes aprobados.

b) En el supuesto de que se apreciase riesgo de incumplimiento en alguno de los 
principios, bien por comunicación del Ministerio Responsable o por detección de la Autoridad 
de Control o de la Autoridad Responsable, ésta solicitará informe al Ministerio Responsable, 
en el que se analizará el origen de las desviaciones observadas y, en su caso, las medidas 
adoptadas.

Sobre la base de la información disponible, la Autoridad Responsable, en su caso, 
instará la elaboración de un plan de acción por parte del Ministerio Responsable con las 
medidas que fueran necesarias con el objetivo de preservar el cumplimiento de los hitos y 
objetivos. Dicho plan será evaluado por la Autoridad Responsable.

5. Seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos.
a) En el supuesto de que la Autoridad Responsable observara riesgo para el logro de 

alguno de los hitos y objetivos, instará la elaboración de un plan de acción por el Ministerio 
Responsable, en los que se analizará el origen de las desviaciones observadas y, en su 
caso, las medidas adoptadas.

b) Los órganos responsables o gestores que observen algún riesgo para el logro de los 
hitos y objetivos deberán aportar a la Autoridad Responsable informe explicativo y un plan de 
acción, en el que se recoja la línea de actuación, junto a posibles medidas orientadas a 
mitigar el riesgo.

En el caso de que se estime el incumplimiento definitivo, total o parcial, de los hitos y 
objetivos asignados, se procederá de conformidad con los artículos 4 y 5 del artículo 37, del 
Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, y su desarrollo normativo, en relación con la 
tramitación de un procedimiento de reintegro, sin perjuicio del régimen previsto en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

c) Los planes de acción referidos en las letras anteriores serán evaluados por la 
Autoridad Responsable.

Artículo 11.  El sistema de información de gestión y seguimiento.
La Autoridad Responsable del Plan, en colaboración con la Oficina de Informática 

Presupuestaria, será la encargada del diseño y gestión del sistema, que se configura como 
un instrumento de relación entre las distintas entidades relacionadas con el PRTR, sobre las 
siguientes bases:
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1. Objeto. Facilitar la coordinación y seguimiento del PRTR por los distintos agentes 
implicados en su ejecución, dando respuesta a las necesidades de planificación, gestión, 
control y rendición de cuentas.

2. Fuentes de información. Los órganos responsables y los órganos gestores estarán 
obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida por la 
Autoridad Responsable y la Autoridad de Control en el ejercicio de sus funciones.

El sistema de gestión comprenderá la totalidad de flujos de información necesarios para 
el adecuado cumplimiento de los requerimientos fijados en la normativa reguladora. A estos 
efectos, los órganos responsables y los órganos gestores deberán proporcionar al sistema 
de información de gestión y seguimiento la documentación relativa al cumplimiento de los 
hitos y objetivos que les corresponda, conforme a las exigencias establecidas en el 
Reglamento del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

Atendiendo a su naturaleza, será de aplicación el criterio de actualización sistemática de 
la información, evitando dilaciones entre el momento en el que se genera y la actualización 
en el sistema. Se emitirá un informe de seguimiento mensual referido al mes inmediato 
anterior, conforme al plazo previsto en el artículo 3.7 de la presente Orden, con la finalidad 
de facilitar el análisis de cumplimiento de previsiones por los distintos niveles de 
responsabilidad.

En el supuesto de incumplimiento de los plazos previstos para la formalización de los 
Informes de Gestión o de la información acreditativa de su contenido, la Autoridad 
Responsable está facultada para requerir a los órganos decisores y ejecutores la información 
e informes necesarios para el adecuado cumplimiento de las obligaciones de rendición de 
cuentas y acreditación del resultado de la gestión conforme a los compromisos asumidos en 
el marco del PRTR.

Con la finalidad de asegurar el cumplimiento de los requerimientos del PRTR, la 
Autoridad Responsable tendrá acceso a la información residenciada en otros sistemas, en 
particular la Base de Datos Nacional de Subvenciones, la Plataforma de Contratación del 
Sector Público y el Registro de Titularidades Reales, estando facultada para incorporar al 
sistema la documentación que estime oportuno atendiendo al ámbito de competencia.

3. Suministro de información y gestión de accesos.
a) La Autoridad Responsable, en colaboración con la Oficina de Informática 

Presupuestaria, instrumentará el procedimiento de alta en el sistema de los distintos órganos 
responsables y gestores. A estos efectos, se habilitará el acceso a la información atendiendo 
al marco de competencia de gestión, estableciendo distinto nivel conforme a las funciones 
operativas, en particular las de firma del Informe de Gestión, y las de mantenimiento y 
suministro de información.

En el ámbito de las CC.AA. se podrá habilitar el acceso de las unidades orgánicas que 
desempeñen funciones de coordinación y seguimiento en relación con fondos europeos.

b) La Autoridad de Control tendrá acceso a los registros del sistema, sin limitaciones, 
para el ejercicio de las funciones que le competen.

c) La Autoridad Responsable, con la colaboración de la Autoridad de Control, y previa 
consulta a los Servicios de la Comisión Europea, concretarán el procedimiento para habilitar 
el acceso de los funcionarios comunitarios y el alcance de consulta y explotación de datos.

d) La Oficina de Informática Presupuestaria mantendrá un registro de accesos y 
explotación de datos por los distintos órganos habilitados para la consulta y actuaciones 
operativas.

4. Estructura de datos. La Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención 
General de la Administración del Estado proporcionará los servicios electrónicos necesarios 
para la carga de la información por la entidad ejecutora. En este caso, el formato de la 
información a remitir se ajustará a las especificaciones que se publicarán en los sitios web 
de la Secretaría General de Fondos Europeos.

Atendiendo a la configuración plurianual del PRTR, el sistema habilitará los campos 
necesarios para la disponibilidad de las previsiones presupuestarias hasta el año 2026, al 
menos al nivel de proyecto, por cada uno de los componentes. Los órganos ejecutores 
incorporarán la información presupuestaria, como referencia para el seguimiento y análisis 
del cumplimiento de los hitos, objetivos e indicadores.
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5. Seguridad e interoperabilidad. El sistema cumplirá con lo establecido en el Real 
Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el 
ámbito de la Administración Electrónica, y en el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el 
que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración 
Electrónica.

Artículo 12.  El Informe de Gestión.
1. La ejecución del PRTR conlleva la implicación de las Administraciones Públicas en la 

gestión de los hitos y objetivos consensuados con la Comisión Europea y aprobados por 
decisión del Consejo, siendo por ello imprescindible arbitrar instrumentos que aseguren la 
coordinación y formalización del resultado obtenido conforme al calendario aprobado.

2. El Informe de Gestión tiene por objeto la formulación del resultado de cada 
componente en términos de hitos, objetivos e indicadores, así como el volumen de recursos 
empleados en su consecución.

La elaboración del Informe de Gestión se residencia en el sistema de información de 
gestión y seguimiento y se formalizará con periodicidad semestral en consideración al ciclo 
de evaluación previsto en la normativa.

Adicionalmente, estos informes se pondrán a disposición de la Autoridad de Control por 
parte de la Autoridad Responsable, y serán, junto con las auditorías realizadas por la 
primera, el soporte de la declaración de gestión a elaborar por la Autoridad Responsable.

3. A partir de la información contenida en el sistema, cada entidad ejecutora generará el 
correspondiente Informe de Gestión, siendo responsable de la información que consta en el 
mismo en relación con la ejecución del PRTR que se le haya asignado.

Corresponde la firma del Informe al órgano responsable en el ámbito de la Entidad 
decisora o al órgano gestor en el de la Entidad ejecutora, que será el que también asume la 
elaboración, firma y tramitación del Informe de Gestión ante la Autoridad responsable.

Para los Informes de Gestión a nivel Componente esta función será asumida por el titular 
de la Subsecretaría. En relación con los Informes de Gestión y de Previsiones a nivel 
Subproyecto, en el ámbito de Comunidades Autónomas asumirá las funciones el titular del 
órgano que desempeñe funciones análogas a las de Subsecretario en la correspondiente 
Consejería o equivalente. En el caso de las Entidades Locales y resto de participantes el 
Secretario o cargo que desempeñe funciones análogas certificará el resultado que recoja el 
informe de gestión conforme a la documentación administrativa y contable relativa al 
Subproyecto ejecutado por las correspondientes áreas o concejalías de la entidad local.

4. En los supuestos en que se regularicen operaciones incluidas en Informes de Gestión 
correspondientes a periodos anteriores, se identificarán los ajustes realizados, anexando 
informe en el que se expresará el motivo de los mismos y el impacto en relación con los hitos 
y objetivos previstos.

5. Estructura del Informe de Gestión.
a) Ámbito e identificación. El órgano gestor de cada una de las Entidades ejecutoras, en 

su condición de responsable de hitos u objetivos, formalizará un informe referido a su ámbito 
de gestión, con la estructura definida en el Sistema y se identificará en los siguientes 
términos:

a. Informe de Gestión: Denominación del órgano y periodo al que se refiere, e 
identificación del ámbito que comprende:

i. Hitos.
ii. Objetivos.
El órgano responsable de la Medida o del Componente de cada una de las Entidades 

decisoras, en su condición de responsable máximo de la totalidad, o parte, de los hitos y 
objetivos de una Medida o de un Componente, elaborará un informe referido a su ámbito de 
gestión, con la estructura definida en el sistema y se identificará en los siguientes términos:

b. Informe de Gestión: Denominación del Ministerio y periodo al que se refiere, e 
identificación del ámbito que comprende:

i. Hitos.
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ii. Objetivos.
b) Contenido del Informe de Gestión. El informe se ajustará a la siguiente estructura, e 

incluirá la declaración de cumplimiento en los términos previstos en el apartado 2 del artículo 
13 de la presente Orden:

I. Introducción.
II. Manifestación sobre procedimientos.
III. Descripción del componente.
IV. Marco temporal.
V. Escenario de gestión y resultados.
c) Formulación. El Informe de Gestión de cada Componente se elaborará con 

periodicidad semestral por el Ministerio Responsable y con referencia a las fechas 30 de 
junio y 31 de diciembre. Se generará automáticamente en el sistema de información de 
gestión y seguimiento a partir de la información en él contenida y deberá ser formalizado en 
el mismo dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a las fechas referidas anteriormente. 
Por su parte, las entidades ejecutoras, deberán formalizar su respectivo Informe de Gestión 
antes del 20 de julio y del 20 de enero de cada año.

En el caso de que haya más de un ministerio que participe en la ejecución de un 
Componente, cada uno de ellos deberá elaborar y firmar un Informe de Gestión por la parte 
relativa a su respectivo ámbito de responsabilidad.

6. Con una finalidad instrumental, de control de gestión, se formulará trimestralmente un 
Informe de Previsiones, en el que recogerá el grado de avance y las estimaciones para los 
nueve meses siguientes, estructuradas por trimestres. Corresponde su elaboración a la 
entidad ejecutora y, para cada Proyecto o Subproyecto, se identificarán los posibles riesgos 
de incumplimiento y las desviaciones respecto a la planificación. Así mismo, se plantearán 
acciones preventivas o correctoras para mitigar los riesgos en relación con el cumplimiento 
de los objetivos e indicadores en los términos y en el calendario aprobado. El ámbito de 
aplicación de estos informes se identificará en términos análogos a los del Informe de 
Gestión.

Artículo 13.  Declaración de Gestión.
1. Conforme a lo previsto en el artículo 22.2.c) del Reglamento (UE) 241/2021 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, la Autoridad Responsable 
emitirá la Declaración de Gestión que acompañará a cada Solicitud de Pago, en términos de 
razonabilidad, a la vista de los Informes emitidos por la Autoridad de Control y la declaración 
de cumplimiento formulada en Informe de Gestión por las entidades ejecutoras o bien por las 
entidades decisoras responsables de cada componente, conforme al ámbito de gestión que 
tienen encomendado.

La Declaración se adaptará al modelo contenido en el Acuerdo de Financiación. No 
obstante, en la documentación que soporta la Declaración se dejará constancia de los 
Informes emitidos por la Autoridad de Control y los Informes de Gestión que soportan su 
contenido, haciendo mención de la Opinión del Órgano de Control y, en su caso, de las 
limitaciones al alcance y párrafos de énfasis, así como los antecedentes disponibles, en 
relación con:

a) la utilización para los fines previstos de los fondos cuantificados en los Informes de 
Gestión.

b) la completitud, exactitud y fiabilidad de la información presentada con la Solicitud de 
Pago sobre el cumplimiento de los hitos y objetivos a que la misma se refiere.

c) que los sistemas de control establecidos ofrecen las garantías necesarias de que los 
fondos cuantificados en los Informes de Gestión se han gestionado de conformidad con 
todas las normas aplicables, en particular las normas relativas a la prevención de conflictos 
de intereses, del fraude, de la corrupción y de la doble financiación procedente del 
Mecanismo y de otros programas de la Unión, de conformidad con el principio de buena 
gestión financiera.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 4  Sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

– 116 –



2. En términos equivalentes a los de la Declaración de Gestión, los órganos 
responsables y gestores emitirán con la periodicidad establecida un Informe de Gestión en el 
que expresen el cumplimiento de los principios que son de aplicación, la garantía del sistema 
de control de gestión, la utilización de los fondos para los fines previstos, y la completitud, 
exactitud y fiabilidad de la información incluida en el Informe. A estos efectos, la declaración 
de cumplimiento que formalizarán los distintos órganos se expresará en los siguientes 
términos:

«En fecha XXXXXX, este Centro manifiesta que los fondos se han utilizado para los fines 
previstos y se han gestionado de conformidad con todas las normas que resultan de 
aplicación, en particular las normas relativas a la prevención de conflictos de intereses, del 
fraude, de la corrupción y de la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros 
programas de la Unión y de conformidad con el principio de buena gestión financiera. 
Asimismo, manifiesta la veracidad de la información contenida en el informe en relación con 
el cumplimiento de hitos y objetivos, y confirma que no se han revocado medidas 
relacionadas con hitos y objetivos anteriormente cumplidos satisfactoriamente, atendiendo a 
lo establecido en el apartado 3 del artículo 24 del Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia.»

En todo caso, tendrán la condición de órgano responsable a nivel de Componente 
aquellos que consten así categorizados respecto de los hitos y objetivos contenidos en el 
CID, y asumen la obligación a efectos de la formalización del Informe de Gestión del 
Componente, así como el cumplimiento de todos los requerimientos establecidos que 
derivan de la normativa aplicable, no siendo posible la delegación de firma a ninguna entidad 
pública o privada, con o sin personalidad jurídica.

Disposición transitoria única.  Suministro de información de periodos anteriores a la 
entrada en vigor de la Orden, en relación con la «Base de Datos de los beneficiarios de las 
ayudas, de contratistas y subcontratistas».

A efectos del cumplimiento del mandato establecido en la letra d) del apartado 2 del 
artículo 22 del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, la 
recopilación de los datos necesarios para elaborar la «Base de Datos de los beneficiarios de 
las ayudas, de contratistas y subcontratistas», en relación con los años 2020 y 2021, los 
órganos responsables y gestores aportarán la información sobre perceptores de ayudas, 
contratistas y subcontratistas, que hayan devengado compensaciones económicas en los 
años citados, por actuaciones desarrolladas en el marco del PRTR, con el formato y 
procedimiento que defina la Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General 
de la Administración del Estado.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en esta Orden.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta Orden se aprueba al amparo de lo dispuesto en los apartados 13.ª, 14.ª y 18.ª del 

artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la 
competencia en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, Hacienda general y Deuda del Estado y las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se habilita a la persona titular de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos y de 

la Secretaría General de Fondos Europeos, en el ámbito de sus competencias, para dictar 
las resoluciones y adoptar medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en esta Orden.
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Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I
Glosario de términos

– Componente: Cada una de las treinta divisiones en las que se estructura el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR), dedicada a un ámbito de la economía y 
que pretende conseguir, a través de un conjunto coherente de Medidas (Reformas e 
Inversiones conexas), efectos transformadores en los respectivos ámbitos.

– Medidas: Conjunto de Reformas e Inversiones conexas incluidas en un determinado 
Componente y que permiten alcanzar los efectos transformadores pretendidos en el ámbito 
del correspondiente Componente, de acuerdo con el Reglamento (UE) 214/2021, de 12 de 
febrero, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR).

– Proyecto: Conjunto de acciones, recursos y medios bajo la dirección de un único 
responsable (Entidad ejecutora) que se crea para conseguir, en un plazo determinado de 
tiempo, la finalidad o resultados para los que se han definido las Medidas del PRTR.

– Subproyecto: Descomposición de parte de un Proyecto o de otro Subproyecto cuando 
para su ejecución interviene más de una Entidad ejecutora. La descomposición en 
Subproyectos lleva asociada la transferencia de recursos económicos y el compromiso de 
cumplimiento de hitos y objetivos a la Entidad ejecutora responsable del Subproyecto.

– Actuación: Primer nivel de descomposición de un Proyecto o de un Subproyecto para 
su gestión y seguimiento. En general, todo Proyecto o Subproyecto tiene al menos una 
Actuación. Excepcionalmente, para Proyectos o Subproyectos de reducido alcance y poca 
complejidad, siempre que no comporten la ejecución de gasto, se podrá prescindir de la 
descomposición en Actuaciones. En aquellos casos en que se vaya a tramitar un 
instrumento jurídico con el que se transfieran recursos económicos, se requiere que se 
defina una Actuación para su seguimiento y gestión.

– Actividad: Segundo nivel de descomposición de un Proyecto o de un Subproyecto para 
su gestión y seguimiento. Esta descomposición es opcional.

– Tarea: Tercer nivel de descomposición de un Proyecto o de un Subproyecto para su 
gestión y seguimiento. Esta descomposición es opcional.

– Línea de acción: Término con el que se designa de una forma genérica los tres niveles 
de descomposición de un Proyecto para su planificación, gestión y seguimiento 
(Actuaciones, Actividades y Tareas).

– Programa: Conjunto de Proyectos que se agrupan para facilitar su gestión y 
seguimiento. Esta agrupación es opcional.

– Área de actuación: Conjunto de Subproyectos integrados en un mismo Proyecto o 
Subproyecto que se agrupan para facilitar su gestión y seguimiento. Esta agrupación es 
opcional.

– Fase: Conjunto de Actuaciones de un mismo Proyecto o Subproyecto que se agrupan 
para facilitar su gestión y seguimiento. Esta agrupación es opcional.

– Hitos y Objetivos (HyO): Metas a alcanzar en momentos determinados del tiempo, 
permiten verificar que las Medidas, Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción logran la 
finalidad o los resultados para los que se definieron. Para cumplir su función, los HyO tienen 
asociados Indicadores (cualitativos o cuantitativos) que miden su progreso y determinan su 
cumplimiento.

– Indicadores: Medidores del progreso o avance a través de los cuales se determina el 
grado de cumplimiento de los HyO.

– Hitos y Objetivos CID: HyO en función de cuya consecución se desembolsan los 
fondos del MRR. Forman parte de la Decisión de Ejecución del Consejo o Council 
Implementing Decision (CID). Cada HyO CID se asocia a una única Medida.

– Hitos y Objetivos OA: HyO se definen para monitorizar los HyO CID. Son los 
«Monitoring Indicators» que se incluyen en las Disposiciones Operativas u Operational 
Arrangements (OA). Cada HyO OA se asocia a una única Medida.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 4  Sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

– 118 –



– Hitos y Objetivos de Gestión: HyO para la gestión y seguimiento interno (Entidades 
decisoras, Entidades ejecutoras, Autoridad de control y Autoridad responsable). Se asocian 
a Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción. Cada uno de estos elementos de la 
estructura tiene uno o más HyO de Gestión. No forman parte ni del CID ni del OA.

– Hitos y Objetivos Críticos: HyO de gestión de Proyectos o Subproyectos cuya 
consecución es imprescindible para el cumplimiento de los HyO CID y para los que las 
fechas establecidas son requisito ineludible para validar el cumplimiento. Todo HyO CID 
tiene al menos asignado un HyO crítico (el grado de consecución de cada Indicador de los 
HyO CID de una Medida es el resultado directo de agregar las mediciones de uno o varios 
Indicadores de los HyO Críticos de los Proyectos y Subproyectos que integran dicha 
Medida).

– Hitos y Objetivos No Críticos: HyO de gestión de Proyectos o Subproyectos para la 
gestión y seguimiento. Su eventual incumplimiento (meta o fecha de consecución) no supone 
el incumplimiento directo de HyO CID. Sus funciones son (1) gestionar riesgos 
incumplimiento de HyO CID (adopción de acciones preventivas o correctivas), (2) agregar la 
información para alimentar los Indicadores OA (el grado de consecución de cada Indicador 
OA de una Medida es el resultado directo de las mediciones de uno o varios Indicadores de 
los HyO No Críticos de los Proyectos y Subproyectos que integran dicha Medida) y (3) cubrir 
el seguimiento de acciones contempladas en las Medidas con coste asociado que no forman 
parte de los HyO CID.

– Entidad decisora: Entidad con dotación presupuestaria en el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, a la que le corresponde la responsabilidad de la planificación y 
seguimiento de las Reformas e Inversiones, así como del cumplimiento de los hitos y 
objetivos de las mismas. Las Entidades decisoras son los departamentos ministeriales, 
responsables de Componentes. Para un mismo Componente, se establecen tantas 
Entidades decisoras como departamentos ministeriales responsables existan.

– Entidad ejecutora: Entidad a la que le corresponde, en el ámbito de sus competencias, 
la ejecución de los Proyectos o Subproyectos de las correspondientes Reformas e 
Inversiones, bajo los criterios y directrices de la Entidad decisora. Las Entidades ejecutoras 
de Proyectos son los departamentos ministeriales y entidades de la Administración General 
del Estado (AGE) y en el caso de Subproyectos son departamentos ministeriales, entidades 
de la AGE, de las Administraciones Autonómica y Local y otros participantes del sector 
público.

– Órgano responsable: Órgano que en el ámbito de la Entidad decisora es responsable 
de la elaboración, firma y tramitación del Informe de gestión de la Medida o del Informe de 
Gestión del Componente. Para los Informes de Gestión a nivel Componente esta función 
será asumida por la Subsecretaría. El órgano responsable de la Medida, además de los 
Informes de gestión de la Medida, firmará los Informes de Previsiones y los Certificados de 
Cumplimiento de los hitos y objetivos CID y OA asociados a la Medida.

– Órgano gestor: Órgano que en el ámbito de la Entidad ejecutora es responsable de la 
elaboración, firma y tramitación del Informe de gestión del Proyecto o Subproyecto. El 
Órgano gestor firmará también los Informes de previsiones y los Certificados de 
cumplimiento de los hitos y objetivos críticos y no críticos del Proyecto o Subproyecto. En los 
casos en los que exista coste asociado, en el ámbito de los departamentos ministeriales y 
entidades de la AGE el Órgano gestor será la unidad que tiene el presupuesto; en el ámbito 
de las Administraciones Autonómica el titular del órgano que desempeñe funciones análogas 
a las de Subsecretario en la correspondiente Consejería o equivalente. En el caso de las 
Entidades Locales y resto de participantes el Secretario o cargo que desempeñe funciones 
análogas certificará el resultado que recoja el informe de gestión conforme a la 
documentación administrativa y contable relativa al Subproyecto ejecutado por las 
correspondientes áreas o concejalías de la entidad local. Adicionalmente, será responsable 
de elaborar la planificación operativa y de suministrar la información de previsión, 
seguimiento y cumplimiento de los distintos elementos del Proyecto o Subproyecto.

Órgano responsable
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. Sí Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. Sí Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
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Órgano responsable
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Ejecutora. Proyecto. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Entidad Ejecutora. Subproyecto. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Órgano gestor
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Entidad Ejecutora. Proyecto. Sí Aplica. Sí Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Entidad Ejecutora. Subproyecto. Sí Aplica. Sí Aplica. Sí Aplica. Sí Aplica. Sí Aplica.

– Certificado de cumplimiento: Documento generado automáticamente por la 
herramienta cuando se registra en la misma la finalización de un hito u objetivo, donde se 
certifica su cumplimento. En el caso de hitos u objetivos CID u OA, el certificado deberá ser 
firmado por el órgano responsable de la medida. En el supuesto de hitos y objetivos críticos 
y no críticos, el certificado deberá ser firmado por los Órganos gestores de los Proyectos o 
Subproyectos.

– Informe de Seguimiento: Informe mensual automático para Medidas, Proyectos y 
Subproyectos que recoge, en cada uno de sus ámbitos, el seguimiento del progreso de los 
hitos y objetivos y de la ejecución presupuestaria, así como las eventuales desviaciones 
respecto a la planificación y las correspondientes acciones correctoras que se hayan 
registrado en la herramienta. Incluirá la relación de hitos y objetivos finalizados cuyo 
cumplimiento se haya registrado en la herramienta a partir del último Informe de Gestión, 
junto con un anexo con los Certificados de cumplimiento de dichos hitos y objetivos firmados. 
En el caso de los informes de Medidas, se trasladarán a la autoridad de control a través del 
sistema.

– Informe de Previsiones: Informe trimestral elaborado por el órgano gestor 
correspondiente para cada Proyecto y Subproyecto o por el Órgano responsable de cada 
Medida, según su ámbito de competencia, en el que se identifican los posibles riesgos de 
incumplimiento y las desviaciones respecto a la planificación y se establecen, en cada caso, 
acciones preventivas o correctoras.

– Informe de Gestión: Documento elaborado y firmado, según sea el ámbito, por el 
Órgano gestor de una Entidad ejecutora para el Proyecto o el Subproyecto o por el Órgano 
responsable de la Medida o el Órgano responsable del Componente de una Entidad decisora 
por el que el firmante se hace responsable de la información que consta en el mismo en 
relación con la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Dicho 
documento acredita el estado de situación en cada ámbito (Componente, Medida, Proyecto o 
Subproyecto) en relación con los correspondientes Hitos y Objetivos y con el resto de 
requerimientos del Reglamento de Recuperación y Resiliencia, así como de la información 
contable sobre el gasto en que se ha incurrido.

Informe de gestión (semestral)
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. Órgano Responsable. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. Órgano Responsable. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Entidad Ejecutora. Proyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Entidad Ejecutora. Subproyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor.

Informe de previsiones (trimestral)
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. Órgano Responsable. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Entidad Ejecutora. Proyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Entidad Ejecutora. Subproyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor.

Informe de seguimiento (mensual)
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. Automático. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Entidad Ejecutora. Proyecto. Automático. Automático. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
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Informe de seguimiento (mensual)
Ministerios Otros AGE CC.AA. EE.LL. Otros

Entidad Ejecutora. Subproyecto. Automático. Automático. Automático. Automático. Automático.

Certificado de cumplimiento (al registrar finalización de hitos u objetivos)
Ministerios Otros AGE CC.AA EE.LL. Otros

Entidad Decisora. Componente. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Medida. Órgano Responsable. No Aplica. No Aplica. No Aplica. No Aplica.

Entidad Ejecutora. Proyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. No Aplica. No Aplica. No Aplica.
Entidad Ejecutora. Subproyecto. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor. Órgano Gestor.

ANEXO II
Test de autoevaluación y riesgo

A. Objetivos y procedimiento.
B. Test.
1. Elementos esenciales.
2. Control de gestión.
3. Hitos y objetivos.
4. Daños medioambientales.
5. Conflicto de interés, prevención del fraude y la corrupción.
6. Compatibilidad régimen de ayudas de Estado y evitar doble financiación.
C. Estimación riesgo: Tabla de valoración.

ANEXO II.A
Objetivos y procedimiento

La aprobación del PRTR conlleva la incorporación de principios y criterios que, en 
algunos casos, no son referencia habitual y sistemática en los procedimientos aplicados por 
las Administraciones Públicas.

Adicionalmente, el alcance y diversidad de las entidades implicadas en el desarrollo de 
los hitos y objetivos de los distintos componentes también plantea nuevos requerimientos, en 
particular la homogeneidad de las prácticas de gestión.

En este contexto, se ha estimado pertinente concretar unas referencias que faciliten la 
aplicación de un estándar en el conjunto del PRTR. Para ello, se ha diseñado un esquema 
de autoevaluación de diversos aspectos críticos para asegurar el mejor cumplimiento de los 
requerimientos establecidos por la normativa comunitaria. Se configura sobre la base de una 
serie de preguntas relativamente sencillas, pero con gran trascendencia en cuanto a la 
exigencia que subyace en cada término, atendiendo a que son garantías básicas para la 
gestión de los proyectos y subproyectos, así como para hacer posible el éxito en la 
consecución de los resultados previstos.

El análisis se estructura en dos bloques:
– El primero, calificado como aspectos esenciales, tiene como finalidad identificar la 

cobertura o no de los mismos, en términos radicales, esto es la consideración o no en la 
estructura orgánica y en los procedimientos. Parece evidente que, en la práctica, es 
imposible cumplir las exigencias establecidas obviando la asignación de recursos específicos 
y la adaptación de los procedimientos al ámbito de gestión. Por ello, las respuestas se 
plantean en términos binarios.

– Respecto al segundo bloque, se configuran test sobre cada uno de los aspectos que 
se consideran críticos. El objetivo es graduar, con la mayor sencillez posible, el nivel de 
adecuación de la estructura orgánica y de los procedimientos disponibles a las necesidades, 
induciendo una reflexión sobre los aspectos que, a priori, serían determinantes para abordar 
con solvencia los requerimientos del PRTR.

El procedimiento de autoevaluación se cierra con la cuantificación del riesgo, a partir de 
las respuestas a los cuestionarios que se plantean, sintetizando el análisis en un valor único. 
El objetivo es alcanzar el nivel de «riesgo bajo».
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En el supuesto de que no se alcance, la entidad objeto de análisis debe adoptar medidas 
orientadas a mejorar los requerimientos que subyacen en las distintas cuestiones que se 
plantean en los test.

Tomando en consideración que las actuaciones a desarrollar para la consecución de los 
hitos y objetivos son susceptibles de revisión por la Autoridad de Control, la Intervención 
General de la Administración del Estado, por el Tribunal de Cuentas, por los Servicios de la 
Comisión Europea y por el Tribunal de Cuentas de la UE, se considera imprescindible que la 
autoevaluación se lleve a cabo de forma recurrente, al menos una vez al año, y que el 
resultado de la misma forme parte de la documentación que se incorpora al sistema. En 
última instancia, constituye una referencia de acreditación de buenas prácticas en la 
ejecución de los proyectos y subproyectos que desarrollan los componentes del PRTR, por 
lo que a la entrada en vigor de la OM se realizará la primera autoevaluación, adoptando en 
su caso las medidas necesarias para dotar de operatividad el modelo de gestión.

ANEXO II.B.1
Test aspectos esenciales

Ámbito evaluación
Órgano/Entidad:
Evaluador:
Cargo:
Fecha:

Aspectos esenciales (el incumplimiento requiere corrección inmediata) Sí No No procede
A. ¿Considera que tienen cubierta la función de control de gestión/auditoría interna?
B. ¿Aplica procedimientos para el seguimiento de hitos, objetivos y proyectos?
C. ¿En sus procesos de toma de decisiones, evalúa de forma sistemática los principios: – – –
i. Impactos medioambientales no deseados (Do no significant harm, DNSH).
ii. Etiquetado digital y etiquetado verde.
iii. Conflicto de interés, fraude y corrupción.
iv Prevención doble financiación.
v. Régimen ayudas de Estado.
vi. Identificación de beneficiarios, contratistas y subcontratistas.
vii Comunicación.

ANEXO II.B.2
Test control de gestión

Análisis por áreas, grado de cumplimiento y riesgo
Área: Control de Gestión/Auditoría Interna.

Pregunta Grado de cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Dispone de un servicio o recursos humanos específicos?
2. ¿Aplican procedimientos claramente definidos?
3. ¿Elaboran un Plan de Control y se evalúa su ejecución?
4. ¿Documentan los trabajos realizados y se elaboran informes del resultado?
5. ¿Se elevan los resultados obtenidos a la Dirección o a los Responsables?
6. ¿Analizan la aplicación de medidas correctoras?
7. ¿Han elaborado un Plan de Control en relación con el PRTR?
8. ¿Asegura la aplicación de medidas correctoras en el corto plazo?
9. ¿Realizan trabajos de validación específicos sobre el Informe de Gestión?
10. ¿Cuál es la valoración del Control de Gestión por los auditores externos?
Subtotal puntos.
Puntos totales.
Puntos máximos. 40
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.
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ANEXO II.B.3
Test hitos y objetivos

Pregunta Grado de cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Se dispone de experiencia previa en gestión por objetivos?
2. ¿Se aplican procedimientos para gestionar los hitos y objetivos? (A estos efectos, se proporciona un cuestionario en el 
anexo III.A).
3. ¿Se ha recibido formación para la gestión de hitos y objetivos?
4. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para suministrar la información de hitos y objetivos en el Sistema de 
Información de Gestión y Seguimiento?
Subtotal puntos.
Puntos totales.
Puntos máximos. 16
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

ANEXO II.B.4
Test daños medioambientales

Pregunta Grado de cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Se aplican procedimientos para valorar el cumplimiento del principio de «no causar un perjuicio significativo»? (A estos 
efectos, se proporciona un modelo de lista de comprobación o check-list anexo III.B).
2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta tarea?
3. ¿Se carece de incidencias previas en relación con el cumplimiento del principio de «no causar un perjuicio significativo»?
4. ¿Se constata la realización del análisis sobre el cumplimiento del principio de «no causar un perjuicio significativo» por 
todos los niveles de ejecución?
Subtotal puntos.
Puntos totales.
Puntos máximos. 16
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

ANEXO II.B.5
Test conflicto de interés, prevención del fraude y la corrupción

Pregunta
Grado de 

cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Se dispone de un «Plan de medidas antifraude» que le permita a la entidad ejecutora o a la entidad decisora garantizar y declarar que, en su respectivo 
ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, 
detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses?
2. ¿Se constata la existencia del correspondiente «Plan de medidas antifraude» en todos los niveles de ejecución?

Prevención
3. ¿Dispone de una declaración, al más alto nivel, donde se comprometa a luchar contra el fraude?
4. ¿Se realiza una autoevaluación que identifique los riesgos específicos, su impacto y la probabilidad de que ocurran y se revisa periódicamente?
5. ¿Se difunde un código ético y se informa sobre la política de obsequios?
6. ¿Se imparte formación que promueva la Ética Pública y que facilite la detección del fraude?
7. ¿Se ha elaborado un procedimiento para tratar los conflictos de intereses?
8. ¿Se cumplimenta una declaración de ausencia de conflicto de intereses por todos los intervinientes?

Detección
9. ¿Se han definido indicadores de fraude o señales de alerta (banderas rojas) y se han comunicado al personal en posición de detectarlos?
10. ¿Se utilizan herramientas de prospección de datos o de puntuación de riesgos?
11. ¿Existe algún cauce para que cualquier interesado pueda presentar denuncias?
12. ¿Se dispone de alguna Unidad encargada de examinar las denuncias y proponer medidas?

Corrección
13. ¿Se evalúa la incidencia del fraude y se califica como sistémico o puntual?
14. ¿Se retiran los proyectos o la parte de los mismos afectados por el fraude y financiados o a financiar por el MRR?

Persecución
15. ¿Se comunican los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad ejecutora, a la entidad decisora o a la Autoridad Responsable, según proceda?
16. ¿Se denuncian, en los casos oportunos, los hechos punibles a las Autoridades Públicas nacionales o de la Unión Europea o ante la fiscalía y los tribunales 
competentes?
Subtotal puntos.
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Pregunta
Grado de 

cumplimiento
4 3 2 1

Puntos totales.
Puntos máximos. 64
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

ANEXO II.B.6
Test compatibilidad régimen de ayudas de estado y evitar doble financiación

Ayudas de Estado

Pregunta Grado de cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Se aplican procedimientos para valorar la necesidad de notificación previa/comunicación de las ayudas a conceder en su ámbito y, en su caso, para 
realizar la oportuna notificación previa/comunicación de manera que se garantice el respeto a la normativa comunitaria sobre Ayudas de Estado? (A estos 
efectos, se proporciona un modelo de lista de comprobación o check-list).
2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta tarea?
3. ¿Se carece de antecedentes de riesgo en relación con el cumplimiento d la normativa sobre Ayudas de Estado?
4. ¿Se constata la realización del análisis sobre el respeto a la normativa de Ayudas de Estado por todos los niveles de ejecución?
Subtotal puntos.
Puntos totales.
Puntos máximos. 16
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Doble financiación

Pregunta Grado de cumplimiento
4 3 2 1

1. ¿Se aplican procedimientos para valorar la posible existencia, en su ámbito de gestión, de doble financiación en la ejecución del PRTR? (A estos efectos, se 
proporciona un modelo de lista de comprobación o check-list).
2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta tarea?.
3.¿Se carece de incidencias previas en relación con doble financiación (en el marco del MRR o de cualquier otro fondo europeo)?
4.¿Se constata la realización del análisis sobre la posible existencia de doble financiación por todos los niveles de ejecución?
Subtotal puntos.
Puntos totales.
Puntos máximos. 16
Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Estimación de riesgo: Tabla de valoración

Área (a) Puntos 
relativos (b) Factor de Ponderación (c) Valor 

asignado
Control de Gestión. 18 %
Hitos y Objetivos. 34 %
Daños Medioambientales. 12 %
Conflicto de Interés, Prevención del Fraude y la 
Corrupción. 12 %

Compatibilidad Régimen de Ayudas de Estado. 1 2%
Evitar Doble Financiación. 12 %
Total. N/A 100 %

Nota: Valores de referencia.

Riesgo bajo: Total Valor asignado ≥90
Riesgo medio: Total Valor asignado ≥80
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Riesgo alto: Total Valor asignado ≥70

El Total Valor asignado se calcula sumando el valor asignado (c) de cada área, que se 
obtiene multiplicando los puntos relativos (a), obtenidos en el test correspondiente, por el 
factor de ponderación (b).

ANEXO III
Referencias principios y criterios de gestión

Índice
A. Gestión de hitos y objetivos.
B. Análisis de riesgo sobre impactos medioambientales no deseados (DNSH).
C. Conflicto de interés, prevención de fraude y corrupción.
D.Régimen de ayudas de Estado y evitar la doble financiación.

ANEXO III.A
Referencia gestión de hitos y objetivos

Links a las Guías de la Comisión relativas a los Cuestionarios para la Gestión de Hitos y 
Objetivos:

https://ec.europa.eu/info/files/guidance-member-states-recovery-and-resilience-plans_en.
https://ec.europa.eu/info/files/commission-staff-working-document-draft-template-

recovery-and-resilience-plans_en.

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Definición de Proyectos y Subproyectos

Responsable: Entidad ejecutora (Órgano gestor)

Definición de proyectos y subproyectos Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿La Entidad ejecutora de cada Proyecto/Subproyecto ha sido identificada? (la Entidad ejecutora del Proyecto puede coincidir con la Entidad decisora 
de la Medida en que se integra).

2 ¿El Órgano gestor de cada Proyecto/Subproyecto ha sido identificado? (si la Entidad ejecutora es la Entidad decisora de la Medida, el Órgano gestor 
del Proyecto puede coincidir con el Órgano responsable de la Medida).

3 ¿Se han identificado los usuarios que tendrán acceso a la información del Proyecto/Subproyecto en la herramienta informática y con qué roles 
(permisos)?

4 ¿Los hitos y objetivos Críticos de los Proyectos definidos cubren todo el espectro de los hitos y objetivos CID de la Medida?
5 ¿Los hitos y objetivos No Críticos de los Proyectos definidos cubren todo el espectro de los hitos y objetivos OA de la Medida?
6 ¿Todo hito u objetivo Crítico de Proyecto está vinculado a un hito u objetivo CID?

7 ¿Los hitos y objetivos Críticos del Subproyecto están vinculados al correspondiente hito u objetivo Crítico del Proyecto o Subproyecto en el que se 
integran?

8 ¿Los hitos y objetivos No Críticos del Subproyecto están vinculados al correspondiente hito u objetivo No Crítico del Proyecto o Subproyecto en el 
que se integran?

9 ¿Se han definido los indicadores (incluyendo sus unidades) y los mecanismos de verificación de los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del 
Proyecto/Subproyecto?

10 ¿El coste estimado (cifras anuales) de la Medida ha sido distribuido entre los Proyectos/Subproyectos definidos?

11 Si la Medida contribuye a la transición ecológica (climate tagging) y tiene asociado un único campo de intervención ¿se ha comprobado que el 
Proyecto/Subproyecto tiene asociado el campo de intervención?

12 Si la Medida contribuye a la transición ecológica (climate tagging) y tiene asociado más de un campo de intervención ¿se ha asignado al Proyecto/
Subproyecto la/s submedida/s que le corresponden?

13 Si la Medida contribuye a la transición digital (digital tagging) y tiene asociado un único campo de intervención ¿se ha comprobado que el Proyecto/
Subproyecto tiene asociado el campo de intervención?

14 Si la Medida contribuye a la transición digital (digital tagging) y tiene asociado más de un campo de intervención ¿se ha asignado al Proyecto/
Subproyecto la/s submedida/s que le corresponden?

15 En caso de que para la ejecución del Proyecto sea necesario disponer de algún elemento que se obtiene al ejecutar otro Proyecto, ¿se ha detallado 
el Proyecto y el elemento del que se depende y en qué semestre se requiere su disponibilidad?

16 ¿La definición del Proyecto ha sido validada por Órgano responsable de la Medida en la que se integra? / ¿La definición del Subproyecto ha sido 
validada por Órgano gestor del Proyecto/Subproyecto en el que se integra?

17 ¿Se ha coordinado con la Autoridad responsable la definición del Proyecto/Subproyecto?
18 ¿Se ha cerrado en la herramienta informática la definición del Proyecto/Subproyecto?
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Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Planificación Anual de Proyectos y Subproyectos

Responsable: Entidad ejecutora (Órgano gestor)

Planificación anual de proyectos Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿Se han definido hitos y objetivos No Críticos adicionales en el periodo de planificación para una adecuada gestión de riesgos (adopción de acciones 
preventivas o correctivas) de eventuales incumplimientos de los hitos y objetivos Críticos?

2 ¿Se han definido los indicadores (incluyendo sus unidades) y los mecanismos de verificación de cada hito u objetivo No Crítico adicional?

3 ¿La descomposición en Líneas de acción (Actuaciones, Actividades y Tareas) durante el periodo de planificación permite una adecuada gestión y 
seguimiento del Proyecto/Subproyecto?

4 ¿Cada Línea de acción tiene definido, al menos, un hito u objetivo?

5 ¿Los hitos y objetivos definidos para las Líneas de acción cubren todo el espectro de los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del Proyecto/
Subproyecto?

6 ¿Cada hito y objetivo de las Líneas de acción está vinculado a un hito u objetivo del nivel superior (los de Tareas a Actividad, los de Actividades a 
Actuación y los de Actuaciones a Proyecto o Subproyecto)?

7 ¿Se han definido los indicadores (incluyendo sus unidades) y los mecanismos de verificación de cada hito u objetivo de las Líneas de acción?

8 En caso de que, durante el periodo de planificación, el Proyecto/Subproyecto incluya un instrumento jurídico con el que se transfieran recursos 
económicos, ¿se ha planificado una Actuación para su tramitación?

9
En las Actuaciones planificadas para tramitar un instrumento jurídico con el que se transfieran recursos económicos, ¿se han establecido hitos de 
gestión que permitan aplicar los procedimientos para el cumplimiento del principio DNSH y de la normativa sobre Ayudas de Estado; y para la 
prevención de conflicto de intereses, de fraude, de corrupción y de doble financiación?

10 En las Actuaciones relativas a un instrumento jurídico con el que se transfieren recursos económicos, ¿se han establecido hitos de gestión que 
permitan la incorporación de la información de contratistas, subcontratistas y beneficiarios últimos de los fondos?

11 ¿Se ha distribuido el coste estimado del Proyecto/Subproyecto en las Actuaciones relativas a un instrumento jurídico con el que se transfieren 
recursos económicos (cifras anuales)?

12 En caso de ejercicios con presupuesto aprobado, ¿se ha asignado el importe/s presupuestado/s (cifras trimestrales) y la/s aplicaciones 
presupuestaria/s de cada Actuación con la que se transfieren recursos económicos?

13 Para los ejercicios en los que no se dispone de presupuesto aprobado, ¿se ha asignado el importe de presupuesto previsto (cifras anuales) de todo el 
horizonte temporal del Proyecto/Subproyecto?

14 En caso de que el Proyecto/Subproyecto contribuya a la transición ecológica o digital y tenga asignada asociada más de un campo de intervención, 
¿se ha asignado la Submedida correspondiente a cada Actuación?

15
En caso de que para la ejecución de determinada Línea de acción sea necesario disponer de algún elemento que se obtiene al ejecutar otra Línea de 
acción del propio Proyecto/Subproyecto o de otro, ¿se ha detallado la Línea de acción y el elemento del que depende y el trimestre en el que se 
requiere su disponibilidad?

16 ¿La planificación anual del Proyecto ha sido validada por Órgano responsable de la Medida en la que se integra? / ¿La planificación anual del 
Subproyecto ha sido validada por Órgano gestor del Proyecto/Subproyecto en el que se integra?

17 ¿La planificación anual del Proyecto ha sido coordinada con la Autoridad responsable?
18 ¿Se ha cerrado en la herramienta informática la planificación anual del Proyecto?

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Ejecución de Líneas de acción

Responsable: Entidad ejecutora (Órgano gestor)

Ejecución de líneas de acción

Seguimiento mensual de líneas de acción Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿Se ha registrado en la herramienta informática el progreso de los indicadores de las Líneas de acción de menor nivel y se ha incorporado la 
información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación del mes correspondiente?

2 ¿El registro del progreso de los indicadores y de la información acreditativa se ha realizado en el plazo establecido?

3 ¿Se ha comprobado que los indicadores y mecanismos de verificación de las Líneas de acción de niveles superiores agregan la información de 
progreso correctamente?

4 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los indicadores y mecanismos de verificación de las Líneas de acción de niveles superiores 
agregaran la información de progreso?

5 ¿Se ha registrado en la herramienta informática los importes del comprometido y/o ejecutado de las Actuaciones en el mes correspondiente?
6 ¿El registro del comprometido y/o ejecutado se ha realizado en el plazo establecido?
7 ¿Se ha comprobado que los niveles superiores agregan la información del comprometido y/o ejecutado correctamente?
8 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los niveles superiores agregaran la información del comprometido y/o ejecutado?

9 ¿Se han calculado en la herramienta informática los importes comprometidos/ejecutados que contribuyen a la transición ecológica en las Actuaciones 
correspondientes?

10 ¿El registro de los importes que contribuyen a la transición ecológica se ha realizado en el plazo establecido?
11 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los niveles superiores agregaran la información de contribución a la transición ecológica?

12 ¿ Se han calculado en la herramienta informática los importes comprometidos/ejecutados que contribuyen la transición digital en las Actuaciones 
correspondientes?

13 ¿El registro de los importes que contribuyen la transición digital se ha realizado en el plazo establecido?
14 ¿Se ha comprobado que los niveles superiores agregan la información de contribución a la transición digital correctamente?
15 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los niveles superiores agregaran la información de contribución a la transición digital?

16 ¿En los casos en los que existe desviación entre la información de progreso/ejecución y la planificada, se han identificado los riesgos y las 
propuestas de acciones correctoras y se han registrado en la herramienta informática?
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Previsiones trimestrales de líneas de acción Sí No No 
aplica Comentarios

17 ¿Se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes del progreso de los indicadores de las Líneas de acción 
de menor nivel?

18 ¿El registro de la previsión de progreso de los indicadores se ha realizado en el plazo establecido?
19 ¿Se ha comprobado que los indicadores de las Líneas de acción de niveles superiores agregan la información de previsión correctamente?

20 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los indicadores de las Líneas de acción de niveles superiores agregaran la información de 
previsión?

21 ¿Se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes de los comprometidos/ejecutados en las Actuaciones 
correspondientes?

22 ¿El registro de la previsión de los comprometidos/ejecutados se ha realizado en el plazo establecido?

23 ¿Se ha calculado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes de los importes comprometidos/ejecutados que 
contribuyen la transición ecológica en las Actuaciones correspondientes?

24 ¿Se ha calculado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes de los importes comprometidos/ejecutados que 
contribuyen a la transición digital en las actuaciones correspondientes?

25 En los casos en los que existe desviación entre la información de la previsión y la planificada ¿se han identificado los riesgos y propuestas de 
acciones preventivas y/o correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

Cumplimiento HyO de líneas de acción Sí No No 
aplica Comentarios

26
¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta el valor/estado final del indicador del hito u objetivo cumplido y que toda la información 
acreditativa del mecanismo de verificación y de ejecución presupuestaria (incluyendo, en su caso, los importes de contribución a la transición 
ecológica y/o digital) asociada al mismo ha sido incorporada?

27
¿Se ha comprobado que se han llevado a cabo los procedimientos para el cumplimiento del principio DNSH y de la normativa sobre Ayudas de 
Estado; y para la prevención de conflicto de intereses, de fraude, de corrupción y de doble financiación asociados al hito u objetivo cumplido y que 
existe el correspondiente registro en la herramienta informática?

28 ¿El hito u objetivo cumplido ha sido marcado en la herramienta informática como finalizado (esta acción requiere firma electrónica)?

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Ejecución de Subproyectos (HyO críticos y no 
críticos)

Responsable: Entidad ejecutora (Órgano gestor de Subproyecto)

Ejecución de subproyectos

Seguimiento mensual HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática el progreso de los indicadores de los niveles inmediatamente inferiores que 
integran el Subproyecto y se ha incorporado la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación del mes correspondiente?

2 ¿Se ha comprobado que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos Críticos y No críticos se ha agregado correctamente?

3 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos Críticos y No críticos 
hayan agregado la información?

4 En el caso de que no se hayan definido niveles inferiores, ¿se ha registrado en la herramienta informática el progreso de los indicadores de los hitos 
y objetivos Críticos y No críticos y se ha incorporado la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación del mes correspondiente?

5 ¿El registro del progreso de los indicadores y de la información acreditativa se ha realizado en el plazo establecido?

6 ¿Se ha comprobado que se han registrado en la herramienta informática los importes comprometidos/ejecutados de las Actuaciones que integran el 
Subproyecto en el mes correspondiente?

7 ¿Se ha comprobado que los importes comprometidos/ejecutados del Subproyecto se han agregado correctamente?
8 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado los importes comprometidos/ejecutados?
9 ¿Se ha comprobado que los importes que contribuyen a la transición ecológica del Subproyecto se han agregado correctamente?

10 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado la información de los importes que contribuyen a la transición 
ecológica?

11 En su caso, ¿se ha comprobado que los importes que contribuyen la transición digital del Subproyecto se ha agregado correctamente?

12 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado la información importes que contribuyen la 
transición digital?

13 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados para las Líneas de acción y las propuestas de acciones correctoras ?

14 En los casos en los que existe desviación entre la información de progreso/ejecución del Subproyecto y la planificada, ¿se han identificado los 
riesgos y las acciones correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

15 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Seguimiento mensual?

Previsiones trimestrales HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

16 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes del progreso de los indicadores 
de los niveles inmediatamente inferiores que integran el Subproyecto?

17 ¿Se ha comprobado que los indicadores de los hitos y objetivos Críticos y No críticos agregan la información de previsión correctamente?
18 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los hitos y objetivos Críticos y No críticos hayan agregado la información de previsiones?

19 En el caso de que no se hayan definido niveles inferiores ¿se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes 
del progreso de los indicadores de los hitos y objetivos Críticos y No críticos?

20 ¿El registro de la previsión de progreso de los indicadores se ha realizado en el plazo establecido?

21 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes de los comprometidos/
ejecutados en las Actuaciones correspondientes?

22 ¿Se ha comprobado que el Subproyecto agrega la información de previsión de los comprometidos/ejecutados correctamente?
23 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado la información de los comprometidos/ejecutados?
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Previsiones trimestrales HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

24 En su caso, ¿se ha comprobado que el Subproyecto agrega la información de previsiones de contribución a la transición ecológica correctamente?

25 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado la información de previsiones de contribución a la 
transición ecológica?

26 En su caso, ¿se ha comprobado que el Subproyecto agrega la información de previsiones de contribución a la transición digital correctamente?

27 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Subproyecto haya agregado la información de previsiones de contribución a la 
transición digital?

28 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados para las Líneas de acción o para otros Subproyectos integrados en el Subproyecto y sus 
propuestas de acciones preventivas y correctoras ?

29 En los casos en los que existe desviación entre la información de previsión del Subproyecto y la planificada, ¿se han identificado los riesgos y las 
acciones preventivas y correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

30 En caso de que las eventuales desviaciones tengan impacto en los ejercicios futuros ¿se ha registrado una previsión de presupuesto de ejercicios 
futuros que lo refleje?

31 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Previsiones y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano gestor del Subproyecto?
32 ¿Se ha cerrado en la herramienta la previsión de los tres trimestres siguientes del Subproyecto?

Cumplimiento HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

33
¿Se ha comprobado que se han registrado en la herramienta los valores/estados finales de los indicadores de los hitos y objetivos Críticos y No 
Críticos del semestre y que toda la información acreditativa de los mecanismos de verificación y de ejecución presupuestaria (incluyendo, en su 
caso, los importes de contribución a la transición ecológica y/o digital) asociada al mismo ha sido incorporada?

34
¿Se ha comprobado que se han llevado a cabo los procedimientos para el cumplimiento del principio DNSH y de la normativa sobre Ayudas de 
Estado; y para la prevención de conflicto de intereses, de fraude, de corrupción y de doble financiación asociados a los hitos y objetivos Críticos y No 
Críticos del semestre y que existe el correspondiente registro en la herramienta informática?

35 ¿Los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del semestre han sido marcados en la herramienta informática como finalizados?

36 ¿Se han generado en la herramienta las Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del semestre y han sido firmadas 
electrónicamente por el Órgano gestor del Subproyecto?

37 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Gestión del semestre correspondiente y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano gestor del 
Subproyecto?

38 ¿Se ha cerrado en la herramienta reporte semestral del Subproyecto?

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Ejecución de Proyectos (HyO críticos y no 
críticos)

Responsable: Entidad ejecutora (Órgano gestor de Proyecto)

Ejecución de proyectos

Seguimiento mensual HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática el progreso de los indicadores de los niveles inmediatamente inferiores que 
integran el Proyecto y se ha incorporado la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación del mes correspondiente?

2 ¿Se ha comprobado que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos Críticos y No críticos se ha agregado correctamente?

3 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos Críticos y No críticos 
hayan agregado la información?

4 En el caso de que no se hayan definido niveles inferiores, ¿se ha registrado en la herramienta informática el progreso de los indicadores de los hitos 
y objetivos Críticos y No críticos y se ha incorporado la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación del mes correspondiente?

5 ¿El registro del progreso de los indicadores y de la información acreditativa se ha realizado en el plazo establecido?

6 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática los importes comprometidos/ejecutados de las Actuaciones que integran el 
Proyecto en el mes correspondiente?

7 ¿Se ha comprobado que los importes comprometidos/ejecutados del Proyecto se ha agregado correctamente?
8 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado los importes comprometidos/ejecutados?
9 ¿Se ha comprobado que los importes que contribuyen la transición ecológica del Proyecto se ha agregado correctamente?

10 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado la información importes que contribuyen la transición ecológica?
11 En su caso, ¿se ha comprobado que los importes que contribuyen la transición digital del Proyecto se ha agregado correctamente?

12 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado la información importes que contribuyen la transición 
digital?

13 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados para las Líneas de acción o para los Subproyectos que integran el Proyecto y sus propuestas 
de acciones correctoras?

14 En los casos en los que existe desviación entre la información de progreso/ejecución del Proyecto y la planificada, ¿se han identificado los riesgos y 
las acciones correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

15 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Seguimiento mensual?

Previsiones trimestrales HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

16 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes del progreso de los indicadores 
de los niveles inmediatamente inferiores que integran el Proyecto?

17 ¿Se ha comprobado que los indicadores de los hitos y objetivos Críticos y No críticos agregan la información de previsión correctamente?
18 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los hitos y objetivos Críticos y No críticos hayan agregado la información de previsiones?

19 En el caso de que no se hayan definido niveles inferiores, ¿se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres 
siguientes del progreso de los indicadores de los hitos y objetivos Críticos y No críticos?

20 ¿El registro de la previsión de progreso de los indicadores se ha realizado en el plazo establecido?
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Previsiones trimestrales HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

21 ¿Se ha comprobado que se ha registrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres de los comprometidos/ejecutados en las 
Actuaciones correspondientes?

22 ¿Se ha comprobado que el Proyecto agrega la información de previsión de los comprometidos/ejecutados correctamente?
23 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado la información de previsión de los comprometidos/ejecutados?
24 En su caso, ¿se ha comprobado que el Proyecto agrega la información de previsiones de contribución a la transición ecológica correctamente?

25 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado la información de previsiones de contribución a la 
transición ecológica?

26 En su caso, ¿se ha comprobado que el Proyecto agrega la información de previsiones de contribución a la transición digital correctamente?

27 En su caso, ¿ha sido necesaria alguna acción correctiva para que el Proyecto haya agregado la información de previsiones de contribución a la 
transición digital?

28 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados para las Líneas de acción y para Subproyectos y las propuestas de acciones preventivas y 
correctoras?

29 En los casos en los que existe desviación entre la información de previsión del Proyecto y la planificada, ¿se han identificado los riesgos y las 
acciones preventivas y correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

30 En caso de que las eventuales desviaciones tengan impacto en los ejercicios futuros ¿se ha registrado una previsión de presupuesto de ejercicios 
futuros que lo recoja?

31 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Previsiones y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano gestor del Proyecto?
32 ¿Se ha cerrado en la herramienta la previsión de los tres trimestres siguientes del Proyecto?

Cumplimiento HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

33
¿Se ha comprobado que se han registrado en la herramienta los valores/estados finales de los indicador de los hitos y objetivos Críticos y No 
Críticos del semestre y que toda la información acreditativa de los mecanismos de verificación y de ejecución presupuestaria incluyendo, en su caso, 
los importes de contribución a la transición ecológica y/o digital) asociada al mismo ha sido incorporada?

34
¿Se ha comprobado que se han llevado a cabo los procedimientos para el cumplimiento del principio DNSH y de la normativa sobre Ayudas de 
Estado; y para la prevención de conflicto de intereses, de fraude, de corrupción y de doble financiación asociados a los hitos y objetivos Críticos y No 
Críticos del semestre y que existe el correspondiente registro en la herramienta informática?

35 ¿Los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del semestre han sido marcados en la herramienta informática como finalizados

36 ¿Se han generado en la herramienta las Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos Críticos y No Críticos del semestre y han sido firmadas 
electrónicamente por el Órgano gestor del Proyecto?

37 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Gestión del semestre correspondiente y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano gestor del 
Proyecto?

38 ¿Se ha cerrado en la herramienta reporte semestral del Proyecto?

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Ejecución de Medidas (HyO CID y OA)

Responsable: Entidad decisora (Órgano responsable de Medida)

Ejecución de medidas

Seguimiento mensual HyO CID y OA Sí No No 
aplica Comentarios

1 ¿Se han revisado los Informes de Seguimiento mensual de los Proyectos que integran la Medida?

2 ¿Se ha comprobado que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos CID y OA de la Medida se han agregado 
correctamente?

3 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los indicadores y mecanismos de verificación de los hitos y objetivos CID y OA hayan 
agregado la información?

4 ¿Se ha comprobado que los importes comprometidos/ejecutados de la Medida se ha agregado correctamente?
5 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida haya agregado los importes comprometidos/ejecutados?

6 ¿Se ha comprobado que los importes que contribuyen la transición ecológica se han agregado correctamente, tanto a nivel Medida como a nivel 
Submedidas?

7 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida o las Submedidas hayan agregado la información importes que contribuyen la 
transición ecológica?

8 ¿Se ha comprobado que los importes que contribuyen la transición digital se han agregado correctamente, tanto a nivel Medida como a nivel 
Submedidas?

9 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida o las Submedidas hayan agregado la información importes que contribuyen la 
transición digital?

10 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados por los Órganos gestores de los Proyectos y sus propuestas de acciones correctoras?

11 En los casos en los que existe desviación entre la información de progreso/ejecución de la Medida y la planificada, ¿se han identificado los riesgos y 
las acciones correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

12 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Seguimiento mensual de la Medida?

Previsiones trimestrales HyO CID y OA Sí No No 
aplica Comentarios

13 ¿Se han revisado los Informes de Previsiones firmados por los Órganos gestores de los Proyectos que integran la Medida?
14 ¿Se ha comprobado que los indicadores de los hitos y objetivos CID y OA de la Medida agregan la información de previsión correctamente?
15 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que los hitos y objetivos CID y OA hayan agregado la información de previsiones?
16 ¿Se ha comprobado que la Medida agrega la información de previsión de los importes comprometidos/ejecutados correctamente?
17 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida haya agregado la información de los importes comprometidos/ejecutados?

18 ¿Se ha comprobado que la información de previsiones de contribución a la transición ecológica se agrega correctamente, tanto a nivel Medida como 
a nivel Submedidas?
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Previsiones trimestrales HyO CID y OA Sí No No 
aplica Comentarios

19 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida o las Submedidas hayan agregado correctamente la previsión de importes que 
contribuyen la transición ecológica?

20 ¿Se ha comprobado que la información de previsiones de contribución a la transición digital se agrega correctamente, tanto a nivel Medida como a 
nivel Submedidas?

21 ¿Ha sido necesaria alguna acción correctiva para que la Medida o las Submedidas hayan agregado correctamente la previsión de importes que 
contribuyen la transición digital?

22 En su caso, ¿se han revisado los riesgos identificados por los Órganos gestores de los Proyectos y sus propuestas de acciones preventivas y 
correctoras ?

23 En los casos en los que existe desviación entre la información de previsión de la Medida y la planificada, ¿se han identificado los riesgos y las 
acciones preventivas y correctoras y se han registrado en la herramienta informática?

24 En caso de que las eventuales desviaciones tengan impacto en los ejercicios futuros ¿se ha registrado una previsión de presupuesto de ejercicios 
futuros que lo refleje?

25 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Previsiones y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano responsable de la Medida?
26 ¿Se ha cerrado en la herramienta informática la previsión de los tres trimestres siguientes de la Medida?

Cumplimiento HyO CID y OA Sí No No 
aplica Comentarios

27 ¿Se han revisado las Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos Críticos y No Crítico del semestre correspondiente firmadas por los 
Órganos gestores de los Proyectos que integran la Medida?

28 ¿Se han revisado los Informes de Gestión del semestre correspondiente firmados por los Órgano gestores de los Proyectos que integran la Medida?

29
¿Se ha comprobado que se han registrado en la herramienta los valores/estados finales de los indicadores de los hitos y objetivos CID y OA del 
semestre y que toda la información acreditativa de los mecanismos de verificación y de ejecución presupuestaria (incluyendo, en su caso, los 
importes de contribución a la transición ecológica y/o digital) asociada al mismo ha sido incorporada?

30
¿Se ha comprobado que se han llevado a cabo los procedimientos para el cumplimiento del principio DNSH y de la normativa sobre Ayudas de 
Estado; y para la prevención de conflicto de intereses, de fraude, de corrupción y de doble financiación asociados a los hitos y objetivos CID y OA del 
semestre y que existe el correspondiente registro en la herramienta informática?

31 ¿Los hitos y objetivos CID y OA del semestre han sido marcados en la herramienta informática como finalizados?

32 ¿Se han generado en la herramienta las Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos CID y OA del semestre y han sido firmadas 
electrónicamente por el Órgano responsable de la Medida?

33 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Gestión del semestre correspondiente y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano 
responsable de la Medida?

34 ¿Se ha cerrado en la herramienta el reporte semestral de la Medida?

Cuestionario: Gestión de hitos y objetivos. Ejecución de Componentes (HyO CID y OA)

Responsable: Entidad decisora (Órgano responsable de Componente)

Ejecución de componentes

Seguimiento mensual HyO CID y OA Sí No No aplica Comentarios
1 ¿Se han revisado los Informes de Seguimiento mensual de las Medidas?

Previsiones trimestrales HyO CID y OA Sí No No aplica Comentarios
2 ¿Se han revisado los Informes de Previsiones firmados por los Órganos responsables de las Medidas?
3 ¿Se ha cerrado en la herramienta la previsión trimestral de los tres trimestres siguientes del Componente?

Cumplimiento HyO críticos y no críticos Sí No No 
aplica Comentarios

4 ¿Se han revisado las Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos CID y OA del semestre correspondiente firmadas por los Órganos 
responsables de la Medida?

5 ¿Se han revisado los Informes de Gestión del semestre correspondiente firmados por los Órganos responsables de la Medidas?

6 ¿Se ha generado en la herramienta el Informe de Gestión del semestre correspondiente y ha sido firmado electrónicamente por el Órgano 
responsable del Componente?

7 ¿Se ha cerrado en la herramienta reporte semestral del Componente?

ANEXO III.B
Referencia análisis de riesgo sobre impactos medioambientales no deseados 

(DNSH)
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?

uri=CELEX:52021XC0218(01)&from=EN.
https://www.miteco.gob.es/es/ministerio/recuperacion-transformacion-resiliencia/

transicion-verde/.
https://www.miteco.gob.es/es/ministerio/recuperacion-transformacion-resiliencia/

transicion-verde/cuestionariodnshmitecov20_tcm30-529213.pdf.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 4  Sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

– 130 –



https://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:d84ec73c-c773-11eb-
a925-01aa75ed71a1.0007.02/DOC_2&format=PDF.

https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/temas/responsabilidad-
mediambiental./determinacionsignificatividaddano_noviembre2019_tcm30-497992.pdf.

https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/temas/economia-circular/
fichas-bpec_web_tcm30-525010.pdf.

Ejecución de líneas de acción-Principio de no hacer daño significativo al Medio Ambiente

Seguimiento mensual de líneas de acción Sí No No 
aplica Comentarios

Aspectos generales

1 ¿Ha implantado el principio «Do no significant harm» (DNSH), conforme a lo previsto en el anexo al Council Implementing Decision (CID) por el que 
se aprueba el PRTR español?

2 ¿Ha implantado el principio «Do no significant harm» (DNSH), conforme a lo previsto en la Sección específica del DNSH del PRTR español?
3 ¿Su actuación cumple con la legislación ambiental de la UE y nacional? ¿Se han concedido los permisos o autorizaciones pertinentes?

4 ¿Aplica el Procedimiento de Evaluación de Impacto Medioambiental conforme a la Directiva 2011/92/EU y, en su caso, hace efectivas las 
conclusiones?

5 ¿La actuación incluye elementos que requieren la aplicación por parte de las empresas de un sistema de gestión medioambiental reconocido o que 
utilicen y/o produzcan bienes o servicios a los que se haya concedido una etiqueta ecológica de la UE?

6 ¿La actuación aplica las mejores prácticas ambientales?
7 En caso de inversiones públicas ¿se respetan los criterios de contratación pública ecológica?
8 En caso de inversión en infraestructuras, ¿la inversión se ha sometido a verificación climática y ambiental?

Mitigación del cambio climático
9 ¿Su actuación contribuye positivamente a la mitigación del cambio climático de acuerdo con la descripción recogida en el CID?

10 ¿Se espera que su actuación genere emisiones significativas de gases de efecto invernadero?
11 ¿Su actuación incluye instalaciones que contribuyen al reciclaje de residuos?

Adaptación al cambio climático
12 ¿Su actuación contribuye positivamente a la adaptación al cambio climático de acuerdo con la descripción recogida en el CID?

13 ¿Espera que su actuación dé lugar a un aumento de los impactos adversos de las condiciones climáticas actuales o futuras, sobre su ámbito, las 
personas o los bienes?

14 ¿Su actuación impactaría en áreas o en entornos propensos a inundaciones, temperaturas extremas y/o desprendimientos de tierras?
Uso sostenible y protección de los recursos hidrícos y marinos

15 ¿Su actuación contribuye positivamente a la utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos de acuerdo con la descripción 
recogida en el CID?

16 ¿ Tendría su actuación un impacto negativo sobre el buen estado medioambiental de las aguas marinas y las masas de agua terrestres superficiales 
y subterráneas?

17 ¿La implantación o instalación de su actuación fomenta la optimización del empleo de recursos hídricos?
18 ¿Su actuación afecta a especies y hábitats protegidos que dependan de recursos hídricos?
19 ¿Su actuación contribuye a la conservación de la calidad del agua?

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos
20 ¿Su actuación contribuye positivamente a la economía circular de acuerdo con la descripción recogida en el CID?

21

¿Se espera que su actuación dé lugar:
(i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación de residuos, con la excepción de la incineración de residuos 
peligrosos no reciclables; o
(ii) conduzcan a ineficiencias significativas en el uso directo o indirecto de cualquier recurso natural en cualquier etapa de su ciclo de vida que no se 
minimicen con medidas adecuadas; o
(iii) causar un daño significativo y a largo plazo al medio ambiente con respecto a la economía circular?

22 ¿Su actuación garantiza la recogida separada, reciclaje o reutilización?
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo

23 ¿Su actuación contribuye positivamente a la prevención y el control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo de acuerdo con la 
descripción recogida en el CID?

24 ¿Espera que su actuación genere un aumento significativo en las emisiones de contaminantes al aire, al agua o al suelo?
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas

25 ¿Su actuación contribuye positivamente a la protección y restauración de la biodiversidad y de los ecosistemas de acuerdo con la descripción 
recogida en el CID?

26
¿Se espera que su acción sea:
(i) significativamente perjudicial para el buen estado y la resiliencia de los ecosistemas;
(ii) perjudicial para el estado de conservación de los hábitats y especies, incluidos los declarados de interés de la Unión?

27 ¿Su actuación se llevará a cabo en áreas protegidas o sensibles de la red Natura 2000, en lugares declarados patrimonio de la humanidad por la 
UNESCO o en áreas clave de biodiversidad?

28 ¿La actuación incluye prácticas agrícolas sostenibles que reduzcan el uso de plaguicidas?

ANEXO III.C
Referencia medidas de prevención, detección y corrección del fraude, 

corrupción y conflicto de intereses
1. Conflicto de intereses.
a) Concepto, posibles actores implicados y clasificación. El artículo 61 Reglamento (UE, 

Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre 
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las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento 
Financiero) establece que existe CI «cuando los agentes financieros y demás personas que 
participan en la ejecución del presupuesto tanto de forma directa, indirecta y compartida, así 
como en la gestión, incluidos los actos preparatorios, la auditoría o el control, vean 
comprometido el ejercicio imparcial y objetivo de sus funciones por razones familiares, 
afectivas, de afinidad política o nacional, de interés económico o por cualquier otro motivo 
directo o indirecto de interés personal». La entrada en vigor de este reglamento dio un 
enfoque horizontal, más claro, amplio y preciso de lo que se espera de los EEMM en este 
ámbito, destacando que:

i. Es aplicable a todas las partidas administrativas y operativas en todas las Instituciones 
de la UE y todos los métodos de gestión.

ii. Cubre cualquier tipo de interés personal, directo o indirecto.
iii. Ante cualquier situación que se «perciba» como un potencial conflicto de intereses se 

debe actuar.
iv. Las autoridades nacionales, de cualquier nivel, deben evitar y/o gestionar los 

potenciales conflictos de intereses.
b) Posibles actores implicados en el conflicto de intereses:
i. Los empleados públicos que realizan tareas de gestión, control y pago y otros agentes 

en los que se han delegado alguna/s de esta/s función/es.
ii. Aquellos beneficiarios privados, socios, contratistas y subcontratistas, cuyas 

actuaciones sean financiadas con fondos, que puedan actuar en favor de sus propios 
intereses, pero en contra de los intereses financieros de la UE, en el marco de un conflicto 
de intereses.

c) Atendiendo a la situación que motivaría el conflicto de intereses, puede distinguirse 
entre:

i. Conflicto de intereses aparente: se produce cuando los intereses privados de un 
empleado público o beneficiario son susceptibles de comprometer el ejercicio objetivo de sus 
funciones u obligaciones, pero finalmente no se encuentra un vínculo identificable e 
individual con aspectos concretos de la conducta, el comportamiento o las relaciones de la 
persona (o una repercusión en dichos aspectos).

ii. Conflicto de intereses potencial: surge cuando un empleado público o beneficiario 
tiene intereses privados de tal naturaleza, que podrían ser susceptibles de ocasionar un 
conflicto de intereses en el caso de que tuvieran que asumir en un futuro determinadas 
responsabilidades oficiales.

iii. Conflicto de intereses real: implica un conflicto entre el deber público y los intereses 
privados de un empleado público o en el que el empleado público tiene intereses personales 
que pueden influir de manera indebida en el desempeño de sus deberes y responsabilidades 
oficiales. En el caso de un beneficiario implicaría un conflicto entre las obligaciones 
contraídas al solicitar la ayuda de los fondos y sus intereses privados que pueden influir de 
manera indebida en el desempeño de las citadas obligaciones.

d) Medidas a adoptar en aplicación de los apartados 1 y 2 del artículo 61 del Reglamento 
Financiero de la UE:

i. Medidas relacionadas con la prevención del conflicto de intereses:
A. Comunicación e información al personal de la entidad sobre las distintas modalidades 

de conflicto de interés y de las formas de evitarlo.
B. Cumplimentación de una declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI) a 

los intervinientes en los procedimientos, en todo caso el responsable del órgano de 
contratación/concesión de subvención, el personal que redacte los documentos de 
licitación/bases y/o convocatorias, los expertos que evalúen las solicitudes/ofertas/
propuestas, los miembros de los comités de evaluación de solicitudes/ofertas/propuestas y 
demás órganos colegiados del procedimiento.

En caso de órganos colegiados, dicha declaración puede realizarse al inicio de la 
correspondiente reunión por todos los intervinientes en la misma y reflejándose en el Acta.
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Igualmente, establecimiento cumplimentación de la DACI como como requisito a aportar 
por el/los beneficiarios que, dentro de los requisitos de concesión de la ayuda, deban llevar a 
cabo actividades que presenten un conflicto de intereses potencial.

Se proporciona modelo de DACI en el anexo XX.
C. Comprobación de información a través de bases de datos de los registros mercantiles, 

bases de datos de organismos nacionales y de la UE, expedientes de los empleados 
(teniendo en cuenta las normas de protección de datos) o a través de la utilización de 
herramientas de prospección de datos («data mining») o de puntuación de riesgos 
(ARACHNE).

D. Aplicación estricta de la normativa interna (normativa estatal, autonómica o local) 
correspondiente, en particular, el artículo 53 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público relativo a los Principios éticos, el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, relativo a la Abstención y la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

ii. Medidas para abordar los posibles conflictos de interés existentes:
A. Comunicación de la situación que pudiera suponer la existencia de un conflicto de 

interés al superior jerárquico que confirmará por escrito si considera que existe tal conflicto. 
Cuando se considere que existe un conflicto de intereses, la autoridad facultada para 
proceder a los nombramientos o la autoridad nacional pertinente velará por que la persona 
de que se trate cese toda actividad en ese asunto, pudiendo adoptar cualquier otra medida 
adicional de conformidad con el Derecho aplicable.

B. Aplicación estricta de la normativa interna (estatal, autonómica o local) 
correspondiente, en particular, del 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, relativo a la Recusación y la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

2. Fraude y corrupción.
a) Concepto. El artículo 3.1 de la Directiva (UE) 2017/1371, sobre la lucha contra el 

fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión (en adelante, Directiva PIF) recoge 
la definición de fraude. En materia de gastos se define el fraude como cualquier «acción u 
omisión intencionada, relativa:

i. A la utilización o a la presentación de declaraciones o de documentos falsos, inexactos 
o incompletos, que tengan por efecto la percepción o la retención indebida de fondos 
procedentes del presupuesto general de las Comunidades Europeas o de los presupuestos 
administrados por las Comunidades Europeas o por su cuenta.

ii. Al incumplimiento de una obligación expresa de comunicar una información, que tenga 
el mismo efecto.

iii. Al desvío de esos mismos fondos con otros fines distintos de aquellos para los que 
fueron concedidos en un principio».

El apartado segundo concreta ese concepto en materia de gastos relacionados con la 
contratación pública.

Adicionalmente, la mencionada directiva indica que los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar que el fraude que afecte a los intereses financieros de la 
Unión constituye una infracción penal cuando se cometan intencionadamente, concretando 
un régimen sancionador en el artículo 7 de la citada Directiva.

El cumplimiento de tal previsión, esta Directiva ha sido traspuesta al ordenamiento 
jurídico español mediante la Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal para transponer Directivas de 
la Unión Europea en los ámbitos financiero y de terrorismo, y abordar cuestiones de índole 
internacional.

Se ha de destacar que la existencia de una irregularidad no siempre implica la posible 
existencia de fraude; la concurrencia de intencionalidad es un elemento esencial en el 
fraude, elemento que no es preciso que se dé para que exista irregularidad.

El artículo 1.2 del Reglamento (CE, Euratom) n.º 2988/95 del Consejo, de 18 de 
diciembre de 1995, relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades 
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Europeas, establece que «constituirá irregularidad toda infracción de una disposición del 
derecho comunitario correspondiente a una acción u omisión de un agente económico que 
tenga o tendría por efecto perjudicar al presupuesto general de las Comunidades o a los 
presupuestos administrados por éstas, bien sea mediante la disminución o la supresión de 
ingresos procedentes de recursos propios percibidos directamente por cuenta de las 
Comunidades, bien mediante un gasto indebido».

b) Prevención, detección y corrección del fraude y la corrupción: el ciclo antifraude. El 
artículo 22 del Reglamento del MRR hace referencia a la obligación de los Estados 
Miembros de tomar las medidas oportunas para prevenir, detectar y corregir el fraude y la 
corrupción y ejercitar acciones legales para recuperar los fondos que han sido objeto de 
apropiación indebida.

Las entidades que participen en la ejecución de actuaciones del PRTR deberán aplicar 
Las medidas proporcionadas contra el fraude estructuradas en torno a los cuatro elementos 
clave del ciclo antifraude: prevención, detección, corrección y persecución.

i. Prevención. Las medidas preventivas deberán estar dirigidas a reducir el riesgo 
residual de fraude a un nivel aceptable, pudiendo incluir:

A. Desarrollo de una cultura ética, basada algunos aspectos como pueden ser:
I. El fomento de valores como la integridad, objetividad, rendición de cuentas y honradez.
II. El establecimiento de un código de conducta ante el fraude que pueda incluir aspectos 

como: el conflicto de interés, obsequios, confidencialidad, cauces de denuncia (buzón de 
denuncias y/o enlace al canal de denuncias del SNCA), etc.

B. Formación y concienciación. Las acciones formativas, que deben dirigirse a todos los 
niveles jerárquicos, incluirían reuniones, seminarios, grupos de trabajo, etc. que fomenten la 
adquisición y transferencia de conocimientos. Se centran en la identificación y evaluación de 
riesgos, establecimiento de controles específicos, actuación en caso de detección de fraude, 
casos prácticos de referencia, etc.

C. Implicación de las autoridades de la organización, que deberán:
I. Manifestar un compromiso firme contra el fraude y comunicado con claridad, que 

implique una tolerancia cero ante el fraude.
II. Desarrollar planteamiento proactivo, estructurado, específico y eficaz en la toma de 

decisiones para gestionar riesgo de fraude.
III. Elaborar un plan de actuaciones contra el fraude que transmita dentro y fuera de la 

organización su postura oficial con respecto al fraude y la corrupción.
D. Reparto claro y segregado de funciones y responsabilidades en las actuaciones de 

gestión, control y pago, evidenciándose esa separación de forma clara.
E. Mecanismos adecuados de evaluación del riesgo para todas las medidas gestionadas, 

dejando evidencia del mismo, en busca de las partes del proceso más susceptibles de sufrir 
fraude, y controlarlas especialmente, sobre la siguiente base:

I. Identificación de medidas que son más susceptibles del fraude, como pueden ser 
aquellas con alta intensidad, alto presupuesto, muchos requisitos a justificar por el 
solicitante, controles complejos, etc.

II. Identificación de posibles conflictos de intereses.
III. Resultados de trabajos previos de auditorías internas.
IV. Resultados de auditorías de la Comisión Europea o del Tribunal de Cuentas Europeo, 

en su caso.
V. Casos de fraude detectados con anterioridad.
F. Sistema de control interno eficaz, adecuadamente diseñado y gestionado, con 

controles que se centren en paliar con eficacia los riesgos que se identifiquen.
G. Análisis de datos. Dentro de los límites relativos a la protección de datos, cruce de 

datos con otros organismos públicos o privados del sector que permitan detectar posibles 
situaciones de alto riesgo incluso antes de la concesión de los fondos.

ii. Detección. Las medidas de prevención no pueden proporcionar una protección 
completa contra el fraude y, por tanto, se necesitan sistemas para detectar a tiempo los 

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 4  Sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

– 134 –



comportamientos fraudulentos que escapen a la prevención. Por lo tanto, una buena 
estrategia contra el fraude debe tener presente que puede seguir habiendo casos, para los 
cuales es preciso diseñar y ejecutar medidas de detección del fraude.

Las herramientas de detección del fraude pueden incluir:
A. El uso de bases de datos como la Base Nacional de Datos de Subvenciones (BNDS), 

herramientas de prospección de datos («data mining») o de puntuación de riesgos 
(ARACHNE).

B. El desarrollo de indicadores de fraude (banderas rojas) y comunicación de los mismos 
al personal en posición de detectarlos (de utilidad para su definición, los documentos de la 
OLAF mencionados más adelante).

C. El establecimiento de mecanismos adecuados y claros para informar de las posibles 
sospechas de fraude por quienes los hayan detectado.

iii. Corrección. La detección de posible fraude, o su sospecha fundada, conllevará la 
inmediata suspensión del procedimiento, la notificación de tal circunstancia en el más breve 
plazo posible a las autoridades interesadas y a los organismos implicados en la realización 
de las actuaciones y la revisión de todos aquellos proyectos que hayan podido estar 
expuestos al mismo.

Se procederá a:
A. Evaluar de la incidencia del fraude y su calificación como sistémico o puntual.
B. Retirar los proyectos o la parte de los proyectos afectados por el fraude y financiados 

o a financiar por el MRR.
iv. Persecución. A la mayor brevedad se procederá a:
A. Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad decisora (o a 

la entidad ejecutora que le haya encomendado la ejecución de las actuaciones, en cuyo caso 
será esta la que se los comunicará a la entidad decisora), quien comunicará el asunto a la 
Autoridad Responsable, la cual podrá solicitar la información adicional que considere 
oportuna de cara su seguimiento y comunicación a la Autoridad de Control.

B. Denunciar, si fuese el caso, los hechos punibles a las Autoridades Públicas 
competentes (Servicio Nacional de Coordinación Antifraude –SNCA-) y para su valoración y 
eventual comunicación a la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude.

C. Iniciar una información reservada para depurar responsabilidades o incoar un 
expediente disciplinario.

D. Denunciar los hechos ante la fiscalía y los tribunales competentes, en los casos 
oportunos.

Documentos que pueden servir de orientación y ayuda para la definición y puesta en 
práctica de estas medidas antifraude:

a) Evaluación del riesgo de fraude y medidas efectivas y proporcionadas contra el fraude 
(DG REGIO) EGESIF_14-0021-00; 16/06/2014 (Guidance Note on fraud risk assessment for 
2014-2020). Guía desarrollada en aplicación del Artículo 125.4 c) del Reglamento (UE) 
1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que 
se establecen disposiciones comunes relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al 
Fondo Social Europeo, al Fondo de Cohesión, al Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo 
Rural y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y por el que se establecen disposiciones 
generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, al 
Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y se deroga el Reglamento 
(CE) 1083/2006 del Consejo.

https://ec.europa.eu/regional_policy/es/information/publications/guidelines/2014/fraud-
risk-assessment-and-effective-and-proportionate-anti-fraud-measures.

b) Comunicación de la Comisión (2021/C 121/01) - Orientaciones sobre cómo evitar y 
gestionar las situaciones de conflicto de intereses con arreglo al Reglamento Financiero.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?
uri=CELEX:52021XC0409(01)&from=ES.
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c) OLAF Compendium of Anonymised Cases – Structural Actions (Recopilación de casos 
anónimos: acciones estructurales).

https://ec.europa.eu/sfc/sites/default/files/sfc-files/OLAF-Intern-2011.pdf.
d) OLAF practical guide on conflict of interest (guía práctica sobre el conflicto de 

intereses).
https://ec.europa.eu/sfc/sites/default/files/sfc-files/guide-conflict-of-interests-ES.pdf.
e) OLAF practical guide on forged documents (guía práctica sobre la falsificación de 

documentos).
https://www.interreg-croatia-serbia2014-2020.eu/wp-content/uploads/2019/05/Guide-on-

forged-documents.pdf.
f) Comunicación 1/2017, de 6 de abril, del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, 

sobre la forma en la que pueden proceder las personas que tengan conocimiento de hechos 
que puedan ser constitutivos de fraude o irregularidad en relación con proyectos u 
operaciones financiados total o parcialmente con cargo a fondos procedentes de la Unión 
Europea.

https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-es/snca/Documents/
ComunicacionSNCA06-04-2017Canaldenuncias.pdf.

ANEXO III.D
Ayudas de Estado y doble financiación

Referencia sobre ayudas de Estado en el marco del PRTR

Introducción
a) El concepto de ayuda de Estado viene recogido en los artículos 107-109 del Tratado 

de Funcionamiento de la Unión Europea y en su normativa de desarrollo.
b) El Considerando 8 del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento europeo y del 

Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia, señala que «Las inversiones privadas también podrían incentivarse a través de 
programas de inversión pública, en particular, instrumentos financieros, subvenciones y otros 
instrumentos, siempre que se respeten las normas en materia de ayudas estatales».

c) El apartado 4.6 del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (España 
Puede), sobre control y auditoría, incluye expresamente las ayudas de Estado como parte de 
la acción de control en la ejecución de los fondos procedentes del Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia.

Con el fin de asegurar el cumplimiento de la normativa europea en materia de ayudas de 
Estado y de facilitar la elaboración de los preceptivos informes y declaraciones de gestión 
regulados en el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, se proporciona la presente 
Referencia:
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Referencia para gestores

1. ¿Estamos ante una ayuda de Estado conforme al art. 107.1 TFUE(1)? (Para serlo deben concurrir todos los requisitos siguientes).
a) Que la ayuda sea otorgada por el Estado o por fondos estatales, bajo cualquier forma. Se entienden incluidas todas las Administraciones Públicas.
b) Que la ayuda falsee o amenace con falsear la competencia.
c) Que la ayuda favorezca a determinadas empresas o producciones.
d) Que la ayuda afecte a los intercambios comerciales entre Estados miembro.

Sí No.

Continúe únicamente en caso de haber marcado «SÍ».
2. ¿Se aplica a la ayuda el régimen de mínimis(2)? Sí No.
En caso de haber marcado «SÍ» en la pregunta 2, continúe con la pregunta 6.
3. ¿La ayuda de Estado es considerada compatible de conformidad con el Reglamento (UE) n. ° 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el 
que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior(3), o por otras excepciones legalmente establecidas? Sí No.

En caso de haber marcado «SÍ» en la pregunta 3, continúe con las preguntas 5 y 6.
4. ¿La ayuda de Estado ha sido notificada a la Comisión Europea, con carácter previo a su ejecución, conforme al artículo 108.3 TFUE? Sí No.
En caso de haber marcado «NO» en las preguntas 2 y 3, debe contestar «SÍ» a la pregunta 4.
5. ¿La ayuda de Estado exenta de notificación previa ha sido comunicada a posteriori a la Comisión Europea en el plazo reglamentario? Sí No.
En caso de haber marcado «SÍ» en la pregunta 3, debe contestar «SÍ» a la pregunta 5.
6. ¿La ayuda de Estado se ha incluido en la Base de Datos Nacional de Subvenciones? Sí No.
En caso de haber marcado «SÍ» a cualquiera de las preguntas anteriores, debe contestar «SÍ» a la pregunta 6.

(1) La Comisión aclara los elementos clave relativos al concepto de ayuda de Estado en la Comunicación 2016/C 262/01 de la Comisión relativa al concepto de ayuda estatal 
conforme a lo dispuesto en el artículo 107, apartado 1, del TFUE.

(2) Reglamento (UE) 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del TFUE a las ayudas de mínimis; Reglamento (UE) 
1408/2013, de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del TFUE a las ayudas de mínimis en el sector agrícola; Reglamento (UE) 
717/2014 de la Comisión, de 27 de junio de 2014 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de mínimis en el 
sector de la pesca y de la acuicultura; Reglamento (UE) 360/2012 de la Comisión, de 25 de abril de 2012 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del TFUE a las ayudas de 
mínimis concedidas a empresas que prestan servicios de interés económico general. En este caso deben cumplirse con todas las obligaciones establecidos en los Reglamentos, 
prestando especial atención a que no se rebasen los umbrales establecidos para ser consideradas ayudas de mínimis.

(3) También la ayuda de Estado puede ser considerada compatible de conformidad con el Reglamento (UE) 702/2014 de la Comisión, de 25 de junio de 2014, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayuda en los sectores agrícola y forestal y en zonas rurales compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del TFUE o con el 
Reglamento (UE) n °1388/2014 de la Comisión, de 16 de diciembre de 2014, por el que se declaran determinadas categorías de ayudas a empresas dedicadas a la producción, 
transformación y comercialización de productos de la pesca y de la acuicultura compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del TFUE. Si en un régimen 
de ayudas que se considere compatible, existiera alguna ayuda individual que deba ser notificada por sobrepasar los límites establecidos, deberán cumplirse en relación con la misma, 
con las obligaciones de notificación.

Referencia sobre doble financiación en el marco del PRTR
a) El Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la 
Unión (Reglamento Financiero) establece expresamente en su artículo 188 la prohibición de 
la doble financiación como principio general aplicable a las subvenciones, señalando en el 
artículo 191 que «En ningún caso podrán ser financiados dos veces por el presupuesto los 
mismos gastos».

b) En el caso concreto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el Reglamento 
(UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, prevé lo 
siguiente:

i. La financiación procedente del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia es 
compatible con la de otros programas e instrumentos de la UE, siempre que la ayuda no 
cubra el mismo coste, es decir, siempre que no exista doble financiación (Considerando 62 y 
artículo 9), sin perjuicio de lo que pudiera establecer a este respecto el Acuerdo de 
Financiación entre la UE y el Reino de España.

ii. El Plan de recuperación y resiliencia debe incluir una explicación de los planes, los 
sistemas y las medidas concretas del Estado miembro para evitar la doble financiación 
procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión (Considerando 39 y artículo 
18.4).

iii. A la hora de evaluar el Plan, la Comisión evaluará «las disposiciones destinadas a 
evitar la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión» 
(artículo 19)

iv. A la solicitud de pago se debe adjuntar «una declaración de gestión en la que se 
indique que […] los fondos se han gestionado de conformidad con todas las normas 
aplicables, en particular las normas relativas a la prevención de conflictos de intereses, del 
fraude, de la corrupción y de la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros 
programas de la Unión, de conformidad con el principio de buena gestión financiera» 
(artículo 22).
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c) Con carácter general, el Estado Miembro debe contar con un sistema de control 
interno que, entre otras cuestiones, incluya procedimientos que aseguren que los fondos se 
han gestionado de acuerdo con las normas que eviten la doble financiación. En esa misma 
línea, el Estado Miembro podría tener la obligación de llevar a cabo verificaciones de gestión 
a través de las cuales las autoridades designadas para implementar el Plan comprueben la 
ausencia de doble financiación, todo ello con independencia de lo que pudiera establecer a 
este respecto el Acuerdo de Financiación entre la UE y el Reino de España.

d) El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia español recoge expresamente 
el control de la doble financiación en su apartado 4.6, relativo a «Control y Auditoría». En 
dicho apartado se especifica que la doble financiación «en el caso de las subvenciones 
públicas, no sólo alcanza a la doble financiación comunitaria, sino a cualquier exceso de 
financiación que pudiera producirse con independencia de su origen».

i. El apartado 4.6.6 contempla la realización de auditorías específicas sobre la doble 
financiación.

Referencia (Checklist) Sobre doble financiación

1. ¿Está previsto que el proyecto financiado con fondos del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia reciba también financiación de otros instrumentos, ya sean nacionales o 
europeos? Sí No

Continúe únicamente si se ha marcado «SÍ» en la pregunta 1.
2. ¿Existe documentación acreditativa (por ejemplo facturas o certificaciones del órgano gestor) de que la financiación procedente de otros instrumentos no se ha empleado en 
cubrir los mismos costes financiados con fondos del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia? Sí No

3. ¿Las actuaciones financiadas con fondos del Mecanismo de Recuperación Resiliencia y las financiadas con otros instrumentos han quedado reflejadas en el correspondiente 
sistema operativo de gestión (por ejemplo la Base de Datos Nacional de Subvenciones o la Plataforma de Contratación del Sector Público) o en otra base de datos con funciones 
de seguimiento y control (por ejemplo sistema ARACHNE)?

Sí No

4. ¿El proyecto cuenta con su propio Código Único de Identificación de Proyecto, conforme a lo establecido en la Orden HAC XXX/2021, de XX de junio?. Sí No
En caso de responder «NO» en cualquiera de las pregunta 2, 3 y 4, debería saltar la alarma.

ANEXO IV
Modelos de declaración

A. Ausencia de conflicto de interés.
B. Cesión y tratamiento de datos
C. Compromiso de cumplimiento de principios transversales

A. Modelo de declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI)
Expediente:
Contrato/subvención.
Al objeto de garantizar la imparcialidad en el procedimiento de contratación/subvención 

arriba referenciado, el/los abajo firmante/s, como participante/s en el proceso de preparación 
y tramitación del expediente, declara/declaran:

Primero. Estar informado/s de lo siguiente:
1. Que el artículo 61.3 «Conflicto de intereses», del Reglamento (UE, Euratom) 

2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio (Reglamento financiero de 
la UE) establece que «existirá conflicto de intereses cuando el ejercicio imparcial y objetivo 
de las funciones se vea comprometido por razones familiares, afectivas, de afinidad política 
o nacional, de interés económico o por cualquier motivo directo o indirecto de interés 
personal.»

2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de 
intereses» de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, tiene el fin 
de evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el 
procedimiento y asegurar la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores.

3. Que el artículo 23 «Abstención», de la Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, establece que deberán abstenerse de intervenir en el 
procedimiento «las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes 
se den algunas de las circunstancias señaladas en el apartado siguiente», siendo éstas:
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a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución 
pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener 
cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.

b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de 
consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de 
los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también 
con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el 
procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el 
asesoramiento, la representación o el mandato.

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas 
mencionadas en el apartado anterior.

d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.
e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 

asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo 
y en cualquier circunstancia o lugar».

Segundo. Que no se encuentra/n incurso/s en ninguna situación que pueda calificarse de 
conflicto de intereses de las indicadas en el artículo 61.3 del Reglamento Financiero de la 
UE y que no concurre en su/s persona/s ninguna causa de abstención del artículo 23.2 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público que pueda afectar al 
procedimiento de licitación/concesión.

Tercero. Que se compromete/n a poner en conocimiento del órgano de contratación/
comisión de evaluación, sin dilación, cualquier situación de conflicto de intereses o causa de 
abstención que dé o pudiera dar lugar a dicho escenario.

Cuarto. Conozco que, una declaración de ausencia de conflicto de intereses que se 
demuestre que sea falsa, acarreará las consecuencias disciplinarias/administrativas/
judiciales que establezca la normativa de aplicación.

(Fecha y firma, nombre completo y DNI)

B. Modelo de declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la ejecución de 
actuaciones del plan de recuperación, transformación y resiliencia (PRTR)

Don/Doña ……………………………………………………, DNI …………………….., como 
Consejero Delegado/Gerente/ de la entidad ………………………………………………………
………………….., con NIF …………………………., y domicilio fiscal en ………………………
……………………………………………………………. ……………………………………………
…………………………………………………………………………………………………
….beneficiaria de ayudas financiadas con recursos provenientes del PRTR/ que participa 
como contratista/subcontratista en el desarrollo de actuaciones necesarias para la 
consecución de los objetivos definidos en el Componente XX «………………………», declara 
conocer la normativa que es de aplicación, en particular las siguientes apartados del artículo 
22, del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero 
de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia:

1. La letra d) del apartado 2: «recabar, a efectos de auditoría y control del uso de fondos 
en relación con las medidas destinadas a la ejecución de reformas y proyectos de inversión 
en el marco del plan de recuperación y resiliencia, en un formato electrónico que permita 
realizar búsquedas y en una base de datos única, las categorías armonizadas de datos 
siguientes:

i. El nombre del perceptor final de los fondos;
ii. el nombre del contratista y del subcontratista, cuando el perceptor final de los fondos 

sea un poder adjudicador de conformidad con el Derecho de la Unión o nacional en materia 
de contratación pública;

iii. los nombres, apellidos y fechas de nacimiento de los titulares reales del perceptor de 
los fondos o del contratista, según se define en el artículo 3, punto 6, de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo (26);

iv. una lista de medidas para la ejecución de reformas y proyectos de inversión en el 
marco del plan de recuperación y resiliencia, junto con el importe total de la financiación 
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pública de dichas medidas y que indique la cuantía de los fondos desembolsados en el 
marco del Mecanismo y de otros fondos de la Unión».

2. Apartado 3: «Los datos personales mencionados en el apartado 2, letra d), del 
presente artículo solo serán tratados por los Estados miembros y por la Comisión a los 
efectos y duración de la correspondiente auditoría de la aprobación de la gestión 
presupuestaria y de los procedimientos de control relacionados con la utilización de los 
fondos relacionados con la aplicación de los acuerdos a que se refieren los artículos 15, 
apartado 2, y 23, apartado 1. En el marco del procedimiento de aprobación de la gestión de 
la Comisión, de conformidad con el artículo 319 del TFUE, el Mecanismo estará sujeto a la 
presentación de informes en el marco de la información financiera y de rendición de cuentas 
integrada a que se refiere el artículo 247 del Reglamento Financiero y, en particular, por 
separado, en el informe anual de gestión y rendimiento».

Conforme al marco jurídico expuesto, manifiesta acceder a la cesión y tratamiento de los 
datos con los fines expresamente relacionados en los artículos citados.

……………………………..., XX de …………… de 202X

Fdo. …………………………………………….

Cargo: …………………………………………

C. Modelo declaración de compromiso en relación con la ejecución de actuaciones del plan 
de recuperación, transformación y resiliencia (PRTR)

Don/Doña ………………………………………………., con DNI …………………….., como 
titular del órgano/ Consejero Delegado/Gerente/ de la entidad …………………………………
……………………………………….., con NIF …………………………., y domicilio fiscal en …
…………………………………………………………………………………. ………………………
……………………………………………………………………………………………………………
…………….en la condición de órgano responsable/ órgano gestor/ beneficiaria de ayudas 
financiadas con recursos provenientes del PRTR/ que participa como contratista/ente 
destinatario del encargo/ subcontratista, en el desarrollo de actuaciones necesarias para la 
consecución de los objetivos definidos en el Componente XX «………………………», 
manifiesta el compromiso de la persona/entidad que representa con los estándares más 
exigentes en relación con el cumplimiento de las normas jurídicas, éticas y morales, 
adoptando las medidas necesarias para prevenir y detectar el fraude, la corrupción y los 
conflictos de interés, comunicando en su caso a las autoridades que proceda los 
incumplimientos observados.

Adicionalmente, atendiendo al contenido del PRTR, se compromete a respetar los 
principios de economía circular y evitar impactos negativos significativos en el medio 
ambiente («DNSH» por sus siglas en inglés «do no significant harm») en la ejecución de las 
actuaciones llevadas a cabo en el marco de dicho Plan, y manifiesta que no incurre en doble 
financiación y que, en su caso, no le consta riesgo de incompatibilidad con el régimen de 
ayudas de Estado.
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……………………………..., XX de …………… de 202X

Fdo. …………………………………………….

Cargo: …………………………………………

Información relacionada

• Véanse las Orientaciones para el Refuerzo de los mecanismos para la prevención, detección 
y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, referidos en el art. 6 de la 
presente Orden.
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§ 5

Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece 
el procedimiento y formato de la información a proporcionar por las 
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el 
seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos y de ejecución 
presupuestaria y contable de las medidas de los componentes del 

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 234, de 30 de septiembre de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2021-15861

El Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia, en adelante PRTR, se configura 
como un instrumento promovido a nivel de la Unión Europea orientado a mitigar los impactos 
de la Pandemia COVID-19, así como a transformar la sociedad, con los objetivos de 
modernizar el tejido productivo, impulsar la «descarbonización» y el respeto al medio 
ambiente, fomentar la digitalización, y la mejora de las estructuras y recursos destinados a la 
investigación y formación, consiguiendo en última instancia una mayor capacidad de la 
sociedad para superar problemas como la Pandemia, conforme al marco establecido en el 
Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 
2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

El artículo 8 del citado Reglamento, relativo a la ejecución del PRTR, determina que «La 
Comisión ejecutará el Mecanismo en régimen de gestión directa de conformidad con las 
normas pertinentes adoptadas en virtud del artículo 322 del TFUE, en particular el 
Reglamento Financiero y el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y 
del Consejo», teniendo los Estados miembros, conforme al artículo 22 del Reglamento (UE) 
2021/241, de 12 de febrero, la condición de beneficiarios o prestatarios de fondos en el 
marco del Mecanismo.

El Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, tiene por objeto establecer las disposiciones 
generales precisas para facilitar la programación, presupuestación, gestión y ejecución de 
las actuaciones financiables con fondos europeos, en especial las provenientes del 
Instrumento Europeo de Recuperación.

El apartado 2 del artículo 46 de dicho Real Decreto-ley establece que las entidades del 
sector público estatal, autonómico y local, tanto aquellas con presupuesto limitativo como las 
que operen con presupuesto estimativo, deberán remitir periódicamente, con la periodicidad, 
procedimiento y formato, y con referencia a las fechas contables que establezca la Autoridad 
nacional responsable del correspondiente programa o mecanismo comunitario, información 
sobre el seguimiento de la ejecución contable de los gastos imputados a medidas, proyectos 
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o iniciativas del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR), con la debida 
identificación de dichos proyectos o iniciativas y de la entidad u organismo a que 
correspondan.

Asimismo, el apartado 6 de este mismo artículo se refiere al desarrollo de las 
adaptaciones adicionales que resultaran necesarias para el adecuado seguimiento de la 
ejecución de los proyectos conforme a la regulación europea de los fondos.

Las obligaciones de información periódica derivan de la configuración del propio Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, en la medida que vertebra un ambicioso 
conjunto de medidas, estructuradas en Componentes, que serán llevadas a cabo por las 
Administraciones Públicas y que estarán sujetas a valoración por los Servicios de la 
Comisión Europea. Para dar respuesta a este desafío, se diseña un sistema de información 
de gestión y seguimiento, en el que los órganos de las administraciones estatal, autonómica 
y local, con responsabilidades de ejecución, tendrán una herramienta para el seguimiento de 
las medidas y proyectos que tienen encomendados y para la elaboración de los Informes de 
gestión que, semestralmente, constituirán la referencia necesaria para el ejercicio de la 
función de control y, en última instancia, acreditar el grado de ejecución de los componentes.

La disponibilidad de referencias normativas comunes en los ámbitos Presupuestario, 
Administrativo, de Contratación y de Subvenciones, garantizan la aplicación de criterios 
homogéneos y por lo tanto la calidad de la información del resultado de la gestión de las 
Reformas e Inversiones que se prevén en el Plan, en los términos requeridos en cuanto al 
cumplimiento de hitos y objetivos, volumen de recursos aplicados para su consecución, así 
como la contribución a la transición energética, la digitalización y el avance en la economía 
circular.

A estos efectos, cabe hacer mención al principio de lealtad institucional en las 
actuaciones de las Administraciones Públicas, conforme a lo previsto en el artículo 9 de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, concretando en la letra d): «Facilitar al resto de Administraciones Públicas la 
información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias 
competencias y, en particular, la que se derive del cumplimiento de las obligaciones de 
suministro de información y transparencia en el marco de esta Ley y de otras disposiciones 
nacionales y comunitarias».

Conforme a lo previsto en el artículo 125.3 de Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, le corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, a 
través de la Intervención General de la Seguridad Social, el desarrollo de las acciones 
necesarias para el adecuado cumplimiento de los requerimientos de seguimiento de la 
información de la ejecución contable de todas las operaciones del ejercicio corriente o de 
ejercicios posteriores que se hayan registrado por la entidades gestoras y servicios comunes 
en el sistema de información contable de la Seguridad Social, establecido en la sección 2.ª 
de esta orden».

Con la finalidad de cumplir con seguridad jurídica y eficacia los requerimientos que 
conlleva el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, se diseña el sistema de 
información de gestión y seguimiento.

El propósito de esta orden ministerial es establecer el procedimiento y formato de la 
información a remitir por las entidades públicas decisoras y ejecutoras de los proyectos o 
líneas de acción correspondientes a medidas financiables con fondos del Instrumento 
Europeo de Recuperación, de acuerdo con el desarrollo previsto del apartado 2 del 
mencionado artículo 46 del Real Decreto-ley 36/2020, por el apartado 6 del mismo artículo.

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se estructura en treinta 
Componentes, dedicados a distintos ámbitos de la economía. En cada uno de los 
Componentes se prevé un conjunto de medidas (reformas o inversiones), que permitirán 
conseguir los efectos transformadores que se pretenden con el Plan. Para cada una de 
dichas reformas e inversiones quedan definidos los correspondientes hitos y objetivos a 
alcanzar, así como los indicadores que permitan verificar su cumplimiento.

Las mencionadas reformas e inversiones se ejecutarán a través de los correspondientes 
proyectos o líneas de acción, que conllevarán la aplicación de recursos presupuestarios.

En tanto el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia se ha configurado como un 
instrumento en el que los pagos por parte de la Comisión se realizarán por el cumplimiento 
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de hitos y objetivos, es preciso que, además de la información contable sobre los gastos en 
que se incurra en la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, se 
disponga de la oportuna información sobre el avance de los indicadores, que determina el 
cumplimiento de los correspondientes hitos y objetivos.

La orden ministerial se adecua a los principios de buena regulación recogidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia.

Su adecuación a los principios de necesidad, eficacia y proporcionalidad se motiva por el 
objeto de la norma, que es establecer el procedimiento y formato de la información a remitir 
para el seguimiento de los proyectos y de la ejecución contable de los gastos imputados a 
proyectos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, sin que existan otras 
medidas que impongan menos obligaciones a los destinatarios. A su vez, esta orden se 
adecua a los principios de seguridad jurídica y transparencia, al dotar de certidumbre y 
claridad a la materia regulada. Por último, el principio de eficiencia se manifiesta en que se 
racionaliza la gestión de los recursos públicos, previéndose la utilización de medios 
tecnológicos para realizar la tramitación electrónica del procedimiento, sin imponerse nuevas 
cargas administrativas.

Esta norma se compone de preámbulo, diez artículos, dos disposiciones adicionales, 
cuatro disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales; y 
un anexo relativo al formato orientativo de la información de ejecución contable a remitir.

En su virtud, y a propuesta de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la 
Intervención General de la Administración del Estado, de acuerdo con el Consejo de Estado, 
dispongo:

Artículo 1.  Objeto.
Sobre la base del régimen de gestión directa establecido en el artículo 8 del Reglamento 

(UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que 
se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y tomando en consideración la 
condición de beneficiario del Reino de España en el marco del Mecanismo conforme al 
artículo 22 del citado Reglamento (UE) 2021/241, de 12 de febrero, así como lo dispuesto en 
los apartados 2 y 6 del artículo 46 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública, esta 
orden regula el procedimiento, formato y periodicidad de la información de seguimiento del 
logro de los hitos y objetivos y de la ejecución contable de los gastos incurridos en el 
desarrollo de los proyectos, subproyectos o las líneas de acción de las medidas que 
conforman los componentes financiables con fondos del Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, a remitir por las entidades públicas responsables de dicha ejecución.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Todas las entidades del sector público estatal, incluidas las entidades gestoras y 

servicios comunes de la Seguridad Social, autonómico y local, que gestionen o ejecuten 
proyectos, subproyectos o líneas de acción de dicho Plan estarán obligadas a la remisión de 
información sobre el seguimiento del grado de avance de los hitos y objetivos y la ejecución 
contable de los gastos imputados a proyectos o líneas de acción del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia.

2. La información de ejecución contable de los gastos imputados a proyectos o líneas de 
acción de la Ayuda a la Recuperación para la Cohesión y los Territorios de Europa (REACT-
EU) se entenderá aportada a través del fondo o fondos europeos a través de los que se 
canalice esta ayuda, por lo que la información correspondiente a este ámbito se remitirá 
mediante el procedimiento seguido hasta el momento, diferente del regulado en esta orden.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta orden ministerial y sin perjuicio de definiciones más detalladas, se 

definen a continuación los siguientes términos, con base en la terminología del Plan de 
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Recuperación, Transformación y Resiliencia y la normativa y guía relativa al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia:

a) Componente: Cada una de las treinta divisiones en las que se estructura el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, dedicada a un ámbito de la economía y que 
pretende conseguir, a través de un conjunto coherente de medidas (reformas e inversiones 
conexas), efectos transformadores en los respectivos ámbitos.

b) Medida: Cada una de las reformas conjunto de reformas e inversiones conexas 
incluidas en un determinado Componente y que permiten alcanzar los efectos 
transformadores pretendidos en el ámbito del correspondiente componente, de acuerdo con 
el Reglamento (UE) 241/2021, de 12 de febrero.

c) Proyecto: Conjunto de acciones, recursos y medios bajo la dirección de un único 
responsable (entidad ejecutora), que se crea para conseguir, en un plazo determinado de 
tiempo, la finalidad o resultados para los que se han definido las Medidas del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

d) Subproyecto: Descomposición de parte de un proyecto o de otro subproyecto cuando 
para su ejecución interviene más de una Entidad ejecutora. La descomposición en 
Subproyectos lleva asociada la transferencia de recursos económicos y el compromiso de 
cumplimiento de hitos y objetivos a la Entidad ejecutora responsable del subproyecto.

e) Línea de acción: Término con el que se designa de una forma genérica los tres niveles 
de descomposición de un proyecto o subproyecto para su planificación, gestión y 
seguimiento (actuaciones, actividades y tareas).

f) Actuación: Primer nivel de descomposición de un proyecto o de un subproyecto para 
su gestión y seguimiento. Siempre que se incurra en gastos y en aquellos casos en que se 
vaya a tramitar un instrumento jurídico con el que se transfieran recursos económicos, se 
requiere que se defina una actuación.

g) Hitos y objetivos: Metas a alcanzar en momentos determinados del tiempo, que 
permiten verificar que las medidas, proyectos, subproyectos o líneas de acción logran la 
finalidad o los resultados para los que se definieron. Para cumplir su función, los hitos y 
objetivos tienen asociados indicadores (cualitativos o cuantitativos) que miden su progreso y 
determinan su cumplimiento.

h) Indicadores: Medidores del progreso o avance a través de los cuales se determina el 
grado de cumplimiento de los hitos y objetivos.

i) Autoridad Responsable («Coordinador»): Es la Secretaría General de Fondos 
Europeos del Ministerio de Hacienda y Función Pública, con las funciones que se indican en 
el artículo 20 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre.

j) Entidad decisora: Entidad con dotación presupuestaria en el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, a la que le corresponde la responsabilidad de la planificación y 
seguimiento de las Reformas e Inversiones, así como del cumplimiento de los hitos y 
objetivos de acuerdo con el CID. Las entidades decisoras son los departamentos 
ministeriales, responsables de Componentes. Para un mismo componente, se establecen 
tantas Entidades decisoras como departamentos ministeriales responsables existan.

k) Entidad ejecutora: Entidad a la que le corresponde, en el ámbito de sus competencias, 
la ejecución de los Proyectos o Subproyectos de las correspondientes Reformas e 
Inversiones, bajo los criterios y directrices de la entidad decisora conforme al CID. Las 
Entidades ejecutoras de Proyectos son los departamentos ministeriales y entidades de la 
Administración General del Estado (AGE) y en el caso de subproyectos son departamentos 
ministeriales, entidades de la AGE, de las Administraciones Autonómica y Local y otros 
participantes del sector público.

l) Órgano responsable: Órgano que en el ámbito de la entidad decisora es responsable 
de la elaboración, firma y tramitación del Informe de Gestión de la Medida o del Informe de 
Gestión del Componente. Para los Informes de Gestión a nivel Componente esta función 
será asumida por la persona titular de la Subsecretaría.

m) Órgano gestor: Órgano que en el ámbito de la entidad ejecutora es responsable de la 
elaboración, firma y tramitación del Informe de Gestión del Proyecto o Subproyecto. En los 
casos en los que exista coste asociado, en el ámbito de los departamentos ministeriales y 
entidades de la AGE, el Órgano gestor será la unidad que tiene el presupuesto asignado; en 
el ámbito de las Administraciones Autonómica, el titular del órgano que desempeñe 
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funciones análogas a las de Subsecretario en la correspondiente Consejería o equivalente. 
En el caso de las Entidades Locales y resto de participantes, el Secretario o cargo que 
desempeñe funciones análogas certificará el resultado que recoja el informe de gestión 
conforme a la documentación administrativa y contable relativa al subproyecto ejecutado por 
las correspondientes áreas o concejalías de la entidad local.

n) Informe de Gestión: Documento elaborado y firmado, según sea el ámbito, por el 
órgano gestor de una entidad ejecutora para el proyecto o el subproyecto o por el órgano 
responsable de la medida o el órgano responsable del componente de una entidad decisora 
por el que el firmante se hace responsable de la información que consta en el mismo en 
relación con la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Dicho 
documento acredita el estado de situación en cada ámbito (Componente, medida, proyecto o 
subproyecto) en relación con los correspondientes Hitos y Objetivos y con el resto de 
requerimientos del Reglamento de Recuperación y Resiliencia, así como de la información 
contable sobre el gasto en que se ha incurrido.

Sección 1.ª Información de seguimiento de proyectos

Artículo 4.  Seguimiento de proyectos, subproyectos o líneas de acción.
1. Las entidades ejecutoras de las acciones del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia definirán, en coordinación con las entidades decisoras, los proyectos o líneas de 
acción a través de los que se desarrollarán e instrumentarán las reformas o inversiones en la 
parte que corresponda a cada entidad ejecutora.

2. Los proyectos, subproyectos o líneas de acción del ámbito indicado en el apartado 1 
del artículo 2 estarán caracterizados, al menos, por:

a) Componente al que pertenecen.
b) Reforma o inversión en la que se encuadra.
c) Entidad decisora.
d) Entidad ejecutora.
e) Órgano gestor del proyecto o del subproyecto.
f) El código identificativo único del proyecto, subproyecto o línea de acción asignado por 

el sistema de información de gestión y seguimiento.
g) La fuente o fuentes de financiación.
h) Los hitos u objetivos que determinan el cumplimiento del proyecto o línea de acción.
i) Los indicadores conforme con el mecanismo de verificación definido en el CID, a través 

de los que se mide el grado de cumplimiento de los hitos u objetivos y el modo en que cada 
uno de esos indicadores contribuye a un indicador de la medida en la que se integra. La 
aportación de la medición del indicador a efectos del seguimiento del nivel de cumplimiento 
de los hitos u objetivos se efectuará al último nivel de descomposición de cada proyecto.

j) Las partidas presupuestarias de la entidad ejecutora a través de las que se financia el 
proyecto, subproyecto o actuación.

k) Una descripción breve de la finalidad que se pretende alcanzar con el proyecto, 
subproyecto o línea de acción.

l) Las fechas de inicio y finalización.
m) Coste estimado.
n) Otra información relevante del proyecto, subproyecto o línea de acción.
3. Las Entidades ejecutoras actualizarán la información sobre los proyectos, 

subproyectos o/y líneas de acción de forma continua y permanente a través del sistema de 
información de gestión y seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia de acuerdo con los criterios establecidos por la Autoridad Responsable. 
Igualmente, deberán disponer de los sistemas de control interno que garanticen la validez y 
fiabilidad de los datos facilitados y su trazabilidad.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 5  Procedimiento y formato información a proporcionar por Entidades Estatal, Autonómico y Local

– 146 –



Sección 2.ª Información de ejecución contable

Artículo 5.  Contenido de la información de ejecución contable.
El contenido a remitir sobre el seguimiento de la ejecución contable de los recursos 

imputados a los proyectos, subproyectos y actuaciones que conforman las diferentes 
medidas del ámbito indicado en el apartado 1 del artículo 2 comprenderá:

1. Para las entidades con presupuesto limitativo, todas las operaciones contables del 
ejercicio corriente y de ejercicios posteriores que se hayan registrado en el sistema de 
información contable que afecten a dichos proyectos, subproyectos y actuaciones, a partir 
del ejercicio 2020, desde 1 de febrero.

2. Para las entidades con presupuesto estimativo, todas las operaciones devengadas 
registradas en contabilidad y los compromisos para ejercicios posteriores que afecten a 
dichos proyectos, subproyectos y actuaciones, a partir del ejercicio 2020, desde 1 de febrero.

En ambos casos con el detalle que se establece a continuación, bajo las 
especificaciones que se indican al referirse al formato de la información a remitir:

a) Identificación de la Administración y de la entidad pública ejecutora.
b) Para las entidades con presupuesto limitativo: ejercicio contable y fase de la operación 

contable; y para las entidades con presupuesto estimativo: ejercicio contable en el que se 
devenga el gasto.

c) Número de operación con el que se haya asentado en el sistema de información 
contable, importe íntegro de la operación y fecha contable.

d) Identificación del tercero de la operación contable.
e) Para las entidades con presupuesto limitativo: detalle del importe de la operación por 

capítulos y, en caso de que se trate de una operación que comprenda ejercicios posteriores, 
por anualidades; y para las entidades con presupuesto estimativo: Detalle del importe de la 
operación por tipo de gasto o inversión de acuerdo con el Plan de Contabilidad aplicable y, 
en el caso de compromisos para ejercicios posteriores, por anualidades conforme a la 
previsión de los devengos.

f) Identificación de la actuación del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
en el marco del CID, a la que la operación contribuye. La vinculación de la operación 
contable con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se establecerá a nivel 
de actuación.

g) Para los proyectos y subproyectos financiados en el marco del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, identificación de la convocatoria de la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones (BDNS) o del contrato en la Plataforma de Contratación del Sector Público 
(PLACSP), en los términos indicados en el anexo de esta orden.

h) Identificación de otras fuentes de financiación ajenas al Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia con el detalle del importe por cada una de ellas.

Artículo 6.  Procedimiento y formato de envío de información contable.
1. El sistema de información de gestión y seguimiento del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia facilitará a las entidades públicas ejecutoras dos vías para 
incorporar la información de seguimiento de la ejecución contable de los gastos imputados a 
los proyectos, subproyectos y actuaciones del artículo 5.

2. En primer lugar, las entidades afectadas podrán aportar la información a la que se 
refiere el artículo anterior mediante la carga de uno o varios ficheros ajustados al formato 
establecido en el anexo I por los medios informáticos que al efecto habilite la Intervención 
General de la Administración del Estado en el propio sistema de información de gestión y 
seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

3. En segundo lugar, las entidades afectadas podrán utilizar alternativamente los 
servicios electrónicos que proporcione al efecto la Intervención General de la Administración 
del Estado para la remisión de esta información desde el respectivo sistema de información 
contable o sistema de información financiero de la entidad ejecutora.

4. Cualquiera que sea el método de envío de la información, el sistema proporcionará un 
acuse de recibo electrónico que permita la trazabilidad de las operaciones.
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5. El formato de la información a remitir por la vía del apartado 2 de este artículo se 
ajustará a lo establecido en el anexo I de esta orden. Tanto el formato del archivo del 
apartado 2 como las especificaciones de los servicios electrónicos a que se refiere el 
apartado 3 de este artículo se publicarán en los sitios web de la Secretaría General de 
Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado.

Artículo 7.  Fechas de referencia para el envío de la información de ejecución contable.
1. Cuando se utilice la vía del artículo 6.2, es decir mediante aportación de fichero, la 

información comprenderá las operaciones contables registradas en el periodo comprendido 
entre el día 1 y el último día de cada mes natural sobre gastos imputados a los proyectos, 
subproyectos y actuaciones objeto de esta orden, y será remitida antes del día 10 del mes 
siguiente.

Excepcionalmente, y previa autorización por la Secretaría General de Fondos Europeos, 
se podrá remitir información con referencias a otros períodos.

2. Cuando se utilice la vía del artículo 6.3, es decir a través de servicios electrónicos, 
cada operación se remitirá puntualmente tan pronto como sea anotada en el sistema 
contable o financiero o en cuanto los medios electrónicos lo permitan.

Sección 3.ª Información de seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos

Artículo 8.  Incorporación al sistema de información de gestión y seguimiento e Informe de 
Gestión.

1. Las entidades ejecutoras de los proyectos, subproyectos o líneas de acción deberán 
mantener permanentemente actualizada en el sistema informático la información relativa al 
cumplimiento de los hitos y objetivos que les corresponda, proporcionando información del 
progreso en los indicadores asociados a los mismos, así como al resto de exigencias 
contenidas en el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, 
incorporando la documentación justificativa pertinente, atendiendo a los requerimientos de 
las disposiciones operativas o a las que se reflejen en el sistema de información, en su caso, 
de manera que la entidad decisora pueda realizar el seguimiento, en tiempo real, de la 
medida de que es responsable, tanto en términos del grado de avance en la consecución de 
los hitos y objetivos como del cumplimiento del resto de exigencias. Esa actualización 
continua hará posible asimismo el seguimiento de la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia por parte de la Secretaría General de Fondos Europeos del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.

2. A fin de facilitar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el apartado 
anterior, la Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General de la 
Administración del Estado proporcionará los servicios electrónicos necesarios para la 
remisión de esta información desde el respectivo sistema de gestión de la entidad ejecutora. 
El formato de la información a remitir se ajustará a las especificaciones que se publicarán en 
los sitios web de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la Intervención General de 
la Administración del Estado.

3. A partir de la información contenida en el sistema, cada entidad ejecutora deberá 
elaborar el correspondiente Informe de gestión, con la estructura, formato y periodicidad 
requeridos a efectos del sistema de información de gestión y seguimiento. Cada 
departamento ministerial que actúe como entidad decisora deberá confeccionar, a su vez, un 
Informe de Gestión relativo al Componente o a la parte del Componente del que sea 
responsable, mediante la integración de la información contenida en los informes de gestión 
de las entidades ejecutoras. Los informes de gestión serán firmados por los responsables de 
los distintos órganos conforme al ámbito de competencias que tengan atribuido.

El Informe de Gestión de cada Componente se elaborará con periodicidad semestral por 
el Ministerio Responsable y con referencia a las fechas 30 de junio y 31 de diciembre. Se 
generará automáticamente en el sistema de información de gestión y seguimiento a partir de 
la información en él contenida y deberá ser formalizado en el mismo dentro de los cuarenta y 
cinco días siguientes a las fechas referidas anteriormente. Por su parte, las entidades 
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ejecutoras, deberán formalizar su respectivo Informe de Gestión antes del 20 de julio y del 
20 de enero de cada año.

Sección 4.ª Otra información

Artículo 9.  Información de previsión presupuestaria.
Dada la configuración plurianual del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 

y con la finalidad de permitir el adecuado seguimiento presupuestario y contable del mismo, 
las entidades decisoras y ejecutoras deberán suministrar la programación de recursos, 
conforme a la distribución temporal de cumplimiento de hitos y objetivos del PRTR, así como 
la previsión presupuestaria para todo el período temporal de dicho Plan necesaria para la 
ejecución de las medidas en que participen. A estos efectos, el sistema habilitará los campos 
para recoger tales previsiones desde 2020 hasta 2026.

Artículo 10.  Información sobre perceptores finales de fondos: beneficiarios de las ayudas, 
de contratistas y subcontratistas.

Todas las entidades de la Administración Estatal, Autonómica y Local, en su condición de 
entidades ejecutoras del PRTR, según proceda, deberán aportar la información sobre la 
identificación del perceptor de los fondos: nombre del destinatario de los fondos, en su caso 
fecha de nacimiento, en concepto de ayudas o por la condición de contratista y 
subcontratista, tal como se define el titular real en el punto 6 del artículo 3 de la Directiva 
(UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, en los términos en los que se 
determine por el Ministerio de Hacienda y Función Pública, con la finalidad de dar 
cumplimiento a la exigencia del artículo 22.d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021.

Disposición adicional primera.  Habilitación para cambios técnicos operativos en la 
configuración del servicio electrónico.

La Secretaría General de Fondos Europeos y la Intervención General de la 
Administración del Estado podrán modificar las especificaciones técnicas del procedimiento, 
formato y de los servicios electrónicos establecidos en esta orden, en particular en sus 
anexos, cuando resulte necesario para el adecuado seguimiento de los proyectos, 
subproyectos o líneas de acción del Plan de Transformación Recuperación y Resiliencia, 
mediante la actualización de su publicación en los sitios web de la Secretaría General de 
Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado, con tres 
meses de antelación a la fecha de efectos del cambio técnico operativo en la configuración 
del servicio electrónico.

Disposición adicional segunda.  Control de la información.
En tanto la remisión de la información contenida en esta orden es imprescindible para la 

elaboración de las correspondientes solicitudes de pago por parte de la Autoridad 
Responsable del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el control del adecuado 
cumplimiento de las obligaciones de suministro de la información establecidas en esta orden 
se llevará a cabo aplicando lo previsto en el artículo 37 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 
de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

Disposición adicional tercera.  Entidades ejecutoras de la Seguridad Social.
En el caso de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.7 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de 
diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, las entidades ejecutoras a que se refiere el artículo 3 de la orden en lo relativo a 
la sección 1.ª y 3.ª de la misma, serán las propias entidades afectadas de la Seguridad 
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Social. Dichas entidades serán las encargadas de la planificación y seguimiento de las 
Reformas e Inversiones, así como del cumplimiento de los hitos y objetivos de las mismas.

Disposición transitoria primera.  Información de ejecución contable.
Las entidades ejecutoras responsables de cada Componente dispondrán hasta el 30 de 

noviembre de 2021 para remitir la información requerida en la sección 2.ª de esta orden en 
relación con el período transcurrido entre el 1 de febrero de 2020 y el último día del mes en 
que se publique esta orden en el BOE.

a) Para el período 1 de febrero a 31 de diciembre de 2020, la Oficina de Informática 
Presupuestaria concretará el procedimiento y formato de la información contable a remitir 
relativa a los Componentes que hayan tenido ejecución en ese período.

b) Para el período 1 de enero de 2021 al último día del mes en que se publique esta 
orden en el BOE, las entidades ejecutoras aportarán la información según lo dispuesto en 
esta orden.

Disposición transitoria segunda.  Información de seguimiento de hitos y objetivos.
La información relativa al cumplimiento de los hitos y objetivos y resto de requerimientos 

del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia a que se refiere la sección 3.ª cuyo 
cumplimiento estuviera previsto en el período comprendido entre el 1 de febrero de 2020 y el 
30 de junio de 2021 y a incluir en la primera solicitud de pago, se contendrá en los informes 
de gestión que deberán emitirse en el menor plazo posible desde la entrada en vigor de la 
presente orden.

Disposición transitoria tercera.  Servicios electrónicos.
1. Mientras no estuviera operativa la vía de los servicios electrónicos del artículo 6.3 se 

utilizará en todo caso la prevista en el artículo 6.2.
2. De forma similar, mientras no estuviera operativa la vía de los servicios electrónicos 

del artículo 8.2 se podrá utilizar un procedimiento de carga basado en archivos.
3. En caso de ser necesario, se habilitarán los sistemas de suministro de información 

alternativos que permitan cumplir con los requerimientos de la Comisión Europea en relación 
con la gestión, seguimiento y control del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia.

Disposición transitoria cuarta.  Informe de Gestión.
En el ejercicio 2021 la formalización del Informe de Gestión en el sistema de información 

de gestión y seguimiento, a la que se refiere el artículo 8, se podrá sustituir por la carga de 
dicho Informe de Gestión en el sistema.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en esta orden.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta orden se aprueba al amparo de lo dispuesto en los apartados 13.ª, 14.ª y 18.ª del 

artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la 
competencia en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, Hacienda general y Deuda del Estado y las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
1. Se habilita a las personas titulares de la Secretaría de Estado de Presupuestos y 

Gastos y de la Intervención General de la Administración del Estado, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, para dictar las resoluciones y adoptar medidas necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo establecido en esta orden.
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2. En particular se habilita la persona titular de la Secretaría General de Fondos 
Europeos para dictar las instrucciones necesarias relativas a la elaboración del Informe de 
Gestión por las entidades ejecutoras y ministerios responsables de las distintas medidas, 
entre ellas las referentes a su estructura, formato y periodicidad.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente orden ministerial entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Formato orientativo de la información de ejecución contable a remitir

La información sobre el formato específico de la información a remitir (artículo 6.2) y, en 
su caso, de las sucesivas versiones de este formato y de la fecha de efecto de las mismas, 
así como sobre las especificaciones de los servicios electrónicos (artículo 6.3), y notas 
informativas o explicativas adicionales se publicará en los sitios web de la Secretaría 
General de Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado.

Descripción Tipo Múltiple Observaciones
Tipo de Administración. Alfanumérico. Estatal (E); Seguridad Social (S); Autonómica (A); Local (L).
Administración. DIR3. Alfanumérico. Estado, Seguridad Social, Comunidad Autónoma X, Diputación X, Ayuntamiento X.

Entidad pública ejecutora. DIR3. Alfanumérico.
En el caso del Estado: Ministerio, Organismo, Entidad pública concreta.
En el caso de Comunidad Autónoma: Administración de la CA, Organismo, Entidad pública concreta.
En el caso de Entidad local: Administración del Ayuntamiento o Diputación o entidad pública local concreta.

Entidad pública ejecutora. NIF. Alfanumérico.
Entidad pública ejecutora. Código INVENTE. Alfanumérico.
Tipo de presupuesto de la entidad. Alfanumérico. Según tabla.
Ejercicio contable. Numérico.
Fase contable. Alfanumérico. Sólo para entidades con presupuesto limitativo, según tabla.
N.º operación. Numérico.
Tercero de la operación (NIF). Alfanumérico.
Tercero de la operación (Denominación). Alfanumérico. En el caso de entidades de presupuesto limitativo, sólo a partir de la fase de compromiso de gasto.
Importe íntegro. Numérico.
Fecha contable de la operación. Fecha.
Anualidad. Numérico. SÍ
Anualidad.

Capítulo o tipo de gasto o inversión. Numérico.
Capítulo, para entidades de presupuesto limitativo, según tabla.
Tipo de gasto o inversión de acuerdo con el Plan de Contabilidad aplicable, para entidades de presupuesto 
estimativo, según tabla.

Importe. Numérico.
Identificación de la actuación del MRR. Alfanumérico. SÍ Actuación sobre la que se hace seguimiento.

Identificación de la convocatoria de la Base de 
Datos Nacional de Subvenciones (BDNS). Alfanumérico.

En el caso de entidades de presupuesto limitativo, en fase de autorización de gasto si estuviera disponible 
y, en todo caso, a partir de la fase de compromiso de gasto.
Para las subvenciones nominativas y aquellas otras de concesión directa con destinatarios determinados 
será preciso registrar anticipadamente la convocatoria en la BDNS para que se pueda registrar el 
Identificador en el sistema contable.

Identificación del contrato en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP). Alfanumérico.

En el caso de entidades de presupuesto limitativo, sólo a partir de la fase de compromiso de gasto.
Se incluirá el código correspondiente en dicha Plataforma que está constituido por la combinación del 
Código de órgano de contratación, el Código de licitación y el Código de contrato, siendo estos dos últimos 
códigos los aportados por el propio órgano de contratación en la Plataforma.

Otras fuentes de financiación. SÍ Sólo para operaciones de ejercicio corriente.
Mecanismo o Fondo. Código. Alfanumérico. Según tabla de fuentes de financiación.
Importe. Numérico.

Tablas a efectos del formato de la información a remitir

Tabla de tipo de presupuesto de la entidad

Código Descripción
L Presupuesto Limitativo.
E Presupuesto Estimativo.
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Tabla de fase contable (solo para entidades de presupuesto limitativo)

Código Descripción
A Autorización de gasto.
D Compromiso de gasto.
O Reconocimiento de la obligación.

AD Autorización y Compromiso de gasto.
ADO Autorización y Compromiso de gasto y Reconocimiento de la obligación.
PR Pago realizado.
A/ Autorización de gasto (anulación).
D/ Compromiso de gasto (anulación).
O/ Reconocimiento de la obligación (anulación).

AD/ Autorización y Compromiso de gasto (anulación).
ADO/ Autorización y Compromiso de gasto y Reconocimiento de la obligación (anulación).
PR/ Anulación de pago realizado.
RE Reintegro.
RE/ Anulación de reintegro.

Tabla de capítulos presupuestarios (solo para entidades de presupuesto limitativo)

Código Descripción
1 Gastos de personal.
2 Gastos corrientes en bienes y servicios.
3 Gastos financieros.
4 Transferencias corrientes.
6 Inversiones reales.
7 Transferencias de capital.
8 Activos financieros.

Tabla de tipos de gasto o inversión de acuerdo con el Plan de Contabilidad aplicable (solo 
para entidades de presupuesto estimativo)

Código Descripción Comentario
11 Gastos de personal. Subgrupo 64 del Plan de Contabilidad aplicable.

12 Gastos corrientes en bienes y 
servicios. Subgrupos 60, 62 y 63 del Plan de Contabilidad aplicable.

13 Gastos financieros. Subgrupo 66 del Plan de Contabilidad aplicable.

14
Subvenciones concedidas para 
financiar operaciones 
corrientes.

Subgrupo 65 o rúbrica del Plan de Contabilidad aplicable 
que corresponda.

16 Inversiones reales.
Aumentos en los subgrupos 20, 21, 22 y 23 del Plan de 
Contabilidad aplicable, excluidos los traspasos entre 
rúbricas contables.

17
Subvenciones concedidas de 
capital para financiar 
operaciones de capital.

Subgrupo 65 o rúbrica del Plan de Contabilidad aplicable 
que corresponda.

18 Concesión de préstamos.
Aumentos en las rúbricas correspondientes de los 
subgrupos 24, 25, 53 y 54, excluidos los traspasos entre 
rúbricas contables.

Fuentes de financiación

Código Descripción
REU Ayuda a la Recuperación para la Cohesión y los Territorios de Europa (REACT-EU).

FEDER Fondo Europeo de Desarrollo Regional.
FSE+ Fondo Social Europeo Plus.

FEADER Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural.
FEMP Fondo Europeo Marítimo y de Pesca.
OFE Otros Fondos europeos.
PGE Presupuesto estatal.
PGA Presupuesto autonómico.
PGL Presupuesto entidad local.
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§ 6

Comunicación de la Comisión. Guía técnica sobre la aplicación del 
principio de «no causar un perjuicio significativo» en virtud del 

Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia

Unión Europea
«DOUE» núm. 58, de 18 de febrero de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: DOUE-Z-2021-79014

Este documento se basa en el texto del Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, en 
virtud del acuerdo político del Parlamento Europeo y el Consejo de diciembre de 2020 [2020/0104(COD)] (1).
Esta guía técnica se ha confeccionado para ayudar a las autoridades nacionales en la preparación de los 
planes de recuperación y resiliencia en virtud del Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia. Solo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea es competente para formular interpretaciones 
vinculantes del Derecho de la Unión.

El Reglamento por el que se establece un Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
(MRR) dispone que las medidas incluidas en un plan de recuperación y resiliencia (PRR) no 
deben ocasionar un perjuicio significativo a objetivos medioambientales en el sentido del 
artículo 17 del Reglamento de taxonomía (2), (3). Según el Reglamento del MRR, la 
evaluación de los PRR debe garantizar que todas y cada una de las medidas (es decir, cada 
reforma y cada inversión) comprendidas en el plan cumplen con el principio de «no causar 
un perjuicio significativo» [en lo sucesivo, principio DNSH, por sus siglas en inglés (do no 
significant harm)] (4).

El Reglamento del MRR también dispone que la Comisión debe facilitar una guía técnica 
acerca de la manera en que debe aplicarse el principio DNSH en el contexto del MRR (5). 
Por medio del presente documento, se proporciona dicha guía. Esta guía se limita a 
determinar las distintas formas de aplicar el principio DNSH únicamente en el contexto del 
MRR, teniendo en cuenta sus características específicas, sin perjuicio de la aplicación del 
Reglamento de taxonomía y de otros actos legislativos adoptados en relación con otros 
fondos de la UE. Asimismo, tiene por objeto esclarecer el significado de tal principio y la 
manera en que debe aplicarse en el contexto del MRR, así como la forma en que los 
Estados miembros pueden demostrar si las medidas que han propuesto en el PRR respetan 
el principio DNSH. En el anexo IV de la presente guía, pueden consultarse ejemplos 
concretos y resueltos de cómo debe demostrarse el cumplimiento del principio DNSH en los 
planes.

1. ¿En qué consiste el principio de «no causar un perjuicio significativo»?
A efectos del Reglamento del MRR, el principio DNSH debe interpretarse según lo 

previsto en el artículo 17 del Reglamento de taxonomía. Dicho artículo define qué constituye 
un «perjuicio significativo» a los seis objetivos medioambientales que comprende el 
Reglamento de taxonomía:
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1. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la mitigación del 
cambio climático si da lugar a considerables emisiones de gases de efecto invernadero 
(GEI);

2. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la adaptación al 
cambio climático si provoca un aumento de los efectos adversos de las condiciones 
climáticas actuales y de las previstas en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la 
naturaleza o los activos (6);

3. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la utilización y 
protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos si va en detrimento del buen 
estado o del buen potencial ecológico de las masas de agua, incluidas las superficiales y 
subterráneas, y del buen estado ecológico de las aguas marinas;

4. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la economía circular, 
incluidos la prevención y el reciclado de residuos, si genera importantes ineficiencias en el 
uso de materiales o en el uso directo o indirecto de recursos naturales; si da lugar a un 
aumento significativo de la generación, incineración o eliminación de residuos; o si la 
eliminación de residuos a largo plazo puede causar un perjuicio significativo y a largo plazo 
para el medio ambiente;

5. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la prevención y el 
control de la contaminación cuando da lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo;

6. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la protección y 
restauración de la biodiversidad y los ecosistemas cuando va en gran medida en detrimento 
de las buenas condiciones y la resiliencia de los ecosistemas, o va en detrimento del estado 
de conservación de los hábitats y las especies, en particular de aquellos de interés para la 
Unión.

2. ¿Cómo debe aplicarse el principio DNSH en el contexto del MRR?
En esta sección se facilitan orientaciones sobre ciertos aspectos fundamentales de la 

evaluación según el principio DNSH: el que todas las medidas deban abordarse como parte 
de la evaluación según el principio DNSH (sección 2.1), aunque para ciertas medidas dicha 
evaluación pueda adoptar una forma simplificada (sección 2.2); la pertinencia de la 
legislación medioambiental de la UE y de las evaluaciones de impacto (sección 2.3); los 
principios rectores fundamentales de la evaluación (sección 2.4); y la aplicabilidad de los 
criterios técnicos de selección del Reglamento de taxonomía (sección 2.5).

2.1 Todas las medidas deben abordarse en el marco de la evaluación según el principio 
DNSH.

Los Estados miembros deben someter todas y cada una de las medidas (7) de su PRR a 
una evaluación según el principio DNSH. De acuerdo con el Reglamento del MRR, ninguna 
medida de un PRR debe causar perjuicio significativo a los objetivos medioambientales, y la 
Comisión no puede emitir una evaluación positiva del PRR si una o más medidas no 
cumplen con el principio DNSH. En consecuencia, los Estados miembros deben facilitar una 
evaluación individual según el principio DNSH para cada medida dentro de cada 
componente del plan (8). Por lo tanto, la evaluación no debe llevarse a cabo a nivel del plan 
en general ni de los componentes individuales de este, sino a nivel de las medidas. Este 
punto se aplica igualmente a las medidas que se considera contribuyen a la transición 
ecológica y a las demás medidas incluidas en los PRR (9).

Los Estados miembros deben evaluar tanto las reformas como las inversiones. En el 
marco del MRR, los Estados miembros deben proponer paquetes de medidas coherentes, 
que incluyan tanto reformas como inversiones (según lo previsto en el artículo 14, apartado 
1, del Reglamento del MRR). La evaluación según el principio DNSH debe aplicarse no 
solamente a las inversiones, sino también a las reformas. Si bien las reformas ejecutadas en 
algunos sectores, como la industria, el transporte y la energía, pueden contribuir a la 
transición ecológica de manera significativa, también pueden conllevar un riesgo significativo 
de perjudicar a varios objetivos medioambientales en función de su diseño (10). Por otra 
parte, es probable que las reformas en otros sectores (por ejemplo, la educación y 
formación, la administración pública, y las artes y la cultura) entrañen un riesgo limitado de 
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perjuicio medioambiental (véase el enfoque simplificado en las secciones 2.2 y 3), 
independientemente de su posible contribución a la transición ecológica, que podría ser, con 
todo, significativa. La presente guía pretende ayudar a los Estados miembros a someter las 
inversiones y reformas a la evaluación según el principio DNSH. El hecho de que esta 
evaluación deba aplicarse a las reformas no debería ser óbice para incluir en los PRR 
reformas de gran calado en materia de industria, transporte y energía, pues dichas medidas 
albergan un enorme potencial de cara a impulsar la transición ecológica y fomentar la 
recuperación.

2.2 En relación con algunas medidas, la evaluación según el principio DNSH puede 
adoptar una forma simplificada.

Si bien todas las medidas deben someterse a una evaluación según el principio DNSH, 
puede adoptarse una estrategia simplificada para aquellas que no tengan un efecto 
previsible, o cuyo efecto previsible sea insignificante, en todos o alguno de los objetivos 
medioambientales. Por su propio diseño, ciertas medidas podrían tener un efecto limitado 
sobre uno o varios de los objetivos medioambientales. En este caso, los Estados miembros 
pueden facilitar una breve motivación en relación con tales objetivos y centrar la evaluación 
sustantiva según el principio DNSH en aquellos objetivos medioambientales que sí puedan 
verse afectados en gran medida (véase la sección 3, paso 1). Por ejemplo, una reforma del 
mercado laboral destinada a incrementar el nivel general de protección social de los 
trabajadores autónomos tendría, en principio, un impacto previsible nulo o insignificante en 
cualquiera de los seis objetivos medioambientales, por lo que bastaría con adjuntar una 
breve justificación para todos ellos. Del mismo modo, en relación con algunas medidas 
sencillas de eficiencia energética, como la sustitución de unas ventanas por otras nuevas y 
eficientes desde el punto de vista energético, podría utilizarse una breve justificación por lo 
que se refiere al cumplimiento del principio DNSH en relación con el objetivo de mitigación 
del cambio climático. En cambio, es poco probable que se aplique el enfoque simplificado a 
ciertas inversiones y reformas en una serie de sectores (por ejemplo, energía, transporte, 
gestión de residuos e industria), que entrañan un mayor riesgo de afectar a uno o más de los 
objetivos medioambientales.

Cuando el seguimiento de una medida indica que su apoyo a uno de los seis objetivos 
medioambientales es del 100 %, se considera que dicha medida cumple con el principio 
DNSH en relación con tal objetivo (11). El seguimiento de ciertas medidas indica que apoyan 
los objetivos medioambientales relacionados con el cambio climático o de otro tipo en el 
marco del MRR, de acuerdo con la «Metodología de seguimiento climático», adjunta como 
anexo al Reglamento del MRR. Cuando se hace un seguimiento del apoyo de una medida a 
los objetivos relativos al cambio climático y se obtiene un coeficiente del 100 %, se considera 
que cumple con el principio DNSH en relación con el objetivo pertinente (por ejemplo, la 
mitigación del cambio climático o la adaptación a él) (12). Si se hace un seguimiento del 
apoyo de una medida a objetivos medioambientales distintos de aquellos relativos al cambio 
climático y se obtiene un coeficiente del 100 %, se considera que la medida cumple con el 
principio DNSH en relación con el objetivo medioambiental pertinente (es decir, recursos 
hídricos y marinos, economía circular, prevención y control de la contaminación, o 
biodiversidad y ecosistemas). En cada caso, los Estados miembros tendrán que identificar y 
argumentar a cuál de los seis objetivos medioambientales del Reglamento de taxonomía 
apoya la medida. Sin embargo, también deben demostrar que esta no causa un perjuicio 
significativo a los objetivos medioambientales restantes (13).

De igual manera, cuando una medida «contribuye sustancialmente» (14), según lo 
previsto en el Reglamento de taxonomía, a uno de los seis objetivos medioambientales, se 
considera que cumple con el principio DNSH en relación con tal objetivo (15). Por ejemplo, un 
Estado miembro que presente una medida que contribuya a la fabricación de equipos de 
eficiencia energética para edificios (por ejemplo, controles de presencia y de luz diurna para 
sistemas de iluminación) no tendrá que llevar a cabo una evaluación sustantiva según el 
principio DNSH para el objetivo de mitigación del cambio climático si puede demostrar que la 
medida propuesta «contribuye sustancialmente» a ese objetivo medioambiental, de acuerdo 
con el Reglamento de taxonomía. En casos como el citado, los Estados miembros solo 
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tendrían que probar que no se ocasiona un perjuicio significativo a los otros cinco objetivos 
medioambientales.

2.3 Pertinencia de la legislación de la UE y de las evaluaciones de impacto.
El cumplimiento del Derecho medioambiental vigente nacional y de la UE es una 

obligación independiente y no suspende la necesidad de una evaluación según el principio 
DNSH. Todas las medidas propuestas en los PRR deben cumplir con el Derecho de la UE 
pertinente, incluida la legislación medioambiental relevante de la Unión. Aunque el 
cumplimiento de la legislación vigente de la UE es un indicio muy sólido de que la medida no 
causa un perjuicio medioambiental, no conlleva automáticamente su conformidad con el 
principio DNSH, en particular debido a que algunos de los objetivos que engloba el artículo 
17 no se han reflejado todavía por completo en la legislación medioambiental de la UE.

Las evaluaciones de impacto relacionadas con las dimensiones medioambientales o la 
prueba de sostenibilidad de una medida deben tenerse en cuenta en la evaluación con 
arreglo al principio DNSH. Si bien no implican de forma automática que no haya perjuicio 
significativo alguno, constituyen un claro indicio de la ausencia del mismo en relación con 
varios de los objetivos medioambientales pertinentes. Por tanto, el hecho de que en relación 
con una medida concreta incluida en el PRR un Estado miembro haya llevado a cabo una 
evaluación del impacto ambiental (EIA) según lo previsto en la Directiva 2011/92/UE, una 
evaluación estratégica medioambiental (EEM) de acuerdo con la Directiva 2001/42/CE (16) o 
una verificación de la sostenibilidad o la protección contra el cambio climático, según lo 
dispuesto en las orientaciones de la Comisión sobre la verificación de sostenibilidad de 
acuerdo con el Reglamento del Programa InvestEU, servirá de respaldo a los argumentos 
presentados por dicho Estado miembro en el contexto de la evaluación según el principio 
DNSH. Por ejemplo, dependiendo de la naturaleza exacta de la medida, llevar a cabo una 
EIA y aplicar las medidas de mitigación necesarias para proteger el medio ambiente puede, 
en algunos casos y en particular cuando se trata de inversión en infraestructura, ser prueba 
suficiente para que el Estado miembro demuestre el cumplimiento del principio DNSH en lo 
relativo a ciertos objetivos medioambientales pertinentes (sobre todo, el uso sostenible y la 
protección de los recursos hídricos y marítimos (17), así como la protección y recuperación de 
la biodiversidad y de los ecosistemas (18)). Sin embargo, ello no exime al Estado miembro de 
someter esa medida a una evaluación según el principio DNSH, puesto que una EIA, una 
EEM o una verificación no abarcan todos los aspectos necesarios que forman parte de una 
evaluación según el principio DNSH (19). Esto se debe a que ni las obligaciones legales 
previstas en las Directivas de la EIA y de la EEM, ni el enfoque establecido en las 
correspondientes orientaciones de la Comisión relativas a la verificación coinciden con lo 
dispuesto en el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) del 
Reglamento de taxonomía (20).

2.4 Principios rectores para la evaluación según el principio DNSH.
En el contexto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, los impactos directos e 

indirectos primarios de una medida son pertinentes para la evaluación según el principio 
DNSH (21). Los impactos directos pueden reflejar efectos de la medida a nivel del proyecto 
(p. ej., planta de producción o área protegida) o a nivel del sistema (p. ej., red ferroviaria o 
sistema de transporte público), y que se producen en el momento de la aplicación de la 
medida. Los impactos indirectos primarios pueden reflejar efectos de la medida que se 
producen fuera de esos proyectos o sistemas y que pueden materializarse tras la aplicación 
de la medida o una vez finalizado el calendario del Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, pero que son razonablemente previsibles y pertinentes. Un ejemplo de impacto 
directo en el área del transporte por carretera sería el uso de materiales durante la 
construcción de la carretera. Un ejemplo de impacto indirecto primario serían las futuras 
emisiones de gases de efecto invernadero esperadas debido a un aumento del tráfico 
general durante la fase de uso de la carretera.

La evaluación según el principio DNSH debe considerar el ciclo de vida de la actividad 
derivada de la medida. Sobre la base del artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales) del Reglamento de taxonomía, el «perjuicio significativo» en el contexto 
del MRR se evalúa teniendo en cuenta el ciclo de vida. La aplicación de consideraciones 
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sobre el ciclo de vida, en lugar de realizar una evaluación del ciclo de vida, es suficiente para 
los fines de la evaluación según el principio DNSH, en el contexto del MRR (22). La 
evaluación debería abarcar las fases de producción, utilización y final de la vida útil, 
centrándose en aquellas en que espere el mayor perjuicio. Por ejemplo, en relación con una 
medida que apoya la compra de vehículos, la evaluación debería tener en cuenta, entre 
otras cosas, la contaminación (p. ej., las emisiones a la atmósfera) generada durante el 
montaje, el transporte y el uso de los vehículos, y la gestión adecuada de los vehículos al 
final de su vida útil. En concreto, una gestión adecuada del final de la vida útil de la batería y 
de los componentes electrónicos (p. ej., su reutilización o el reciclaje de las materias primas 
críticas que contienen) debería garantizar que no se produzca un perjuicio significativo al 
objetivo medioambiental de la economía circular.

Las medidas que promueven una mayor electrificación (por ejemplo en los sectores de la 
industria, el transporte y la construcción) se consideran compatibles con la evaluación según 
el principio DNSH para el objetivo medioambiental de mitigación del cambio climático. Para 
permitir el cambio a una economía climáticamente neutra efectiva, deben fomentarse 
medidas que conduzcan a una mayor electrificación de sectores clave como la industria, el 
transporte y los edificios (p. ej., inversiones en infraestructura de transmisión y distribución 
de electricidad, infraestructura eléctrica en las carreteras, almacenamiento de electricidad 
baterías para movilidad; y bombas de calor). La generación de electricidad todavía no es una 
actividad climáticamente neutra en la UE (la intensidad de CO2 de la combinación de 
electricidad difiere entre los Estados miembros) y, en principio, el aumento del consumo de 
electricidad con altas emisiones de carbono representa un efecto indirecto primario de dichas 
medidas, al menos a corto plazo. Sin embargo, es necesario el despliegue de estas 
tecnologías e infraestructura para una economía climáticamente neutra, combinado con 
medidas para lograr los objetivos en materia de reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero para 2030 y 2050, y la UE cuenta ya con un marco político para la 
descarbonización de la electricidad y el desarrollo de las energías renovables. En este 
contexto, debe considerarse que estas inversiones cumplen con el principio DNSH en el 
ámbito de mitigación del cambio climático en el marco del MRR, siempre que los Estados 
miembros justifiquen que una mayor electrificación va acompañada de un aumento de la 
capacidad de generación de energías renovables a nivel nacional. Por otro lado, los Estados 
miembros deberían demostrar no obstante que estas medidas no perjudican 
significativamente a los otros cinco objetivos medioambientales.

En el caso de las actividades económicas con respecto a las cuales exista una 
alternativa viable desde el punto de vista tecnológico y económico con un bajo impacto 
ambiental, la evaluación del impacto ambiental negativo de cada medida deberá llevarse a 
cabo frente a un escenario de «ausencia de intervención», teniendo en cuenta el efecto 
medioambiental de la medida en términos absolutos (23). Este enfoque consiste en 
considerar el impacto ambiental de la medida, en comparación con una situación sin impacto 
ambiental negativo. El impacto de una medida no se evalúa en comparación con el impacto 
de otra actividad existente o prevista que la medida en cuestión pueda estar sustituyendo 
(24). Por ejemplo, si se evaluara una central hidroeléctrica cuya implantación exige la 
construcción de una presa en un área virgen, el impacto de la presa se evaluaría frente a un 
escenario en el que el río en cuestión permaneciera en su estado natural y no considerando 
un posible uso alternativo diferente de dicha área. Del mismo modo, si un plan de desguace 
pretendiera sustituir vehículos ineficientes por otros más eficientes propulsados por motores 
de combustión interna, el impacto de esos nuevos vehículos se evaluaría en términos 
absolutos, ya que existen alternativas con un bajo impacto (como los automóviles de cero 
emisiones), en lugar de compararlo con el impacto de los vehículos ineficientes a los que 
sustituyen (véase, en el anexo IV, el ejemplo 5, en el que se muestra un ejemplo de 
incumplimiento del principio DNSH).

En el caso de las actividades económicas con respecto a las cuales no exista una 
alternativa viable desde el punto de vista tecnológico y económico (25) con un bajo impacto 
ambiental, los Estados miembros pueden demostrar que la medida no causa un perjuicio 
significativo adoptando los mejores niveles disponibles de desempeño ambiental en el 
sector. En ese caso, el principio DNSH se evaluaría en comparación con los mejores niveles 
disponibles de desempeño ambiental en el sector. Para que este enfoque sea válido, es 

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 6  Guía técnica sobre la aplicación del principio de «no causar un perjuicio significativo» 

– 157 –



preciso que se cumplan diversas condiciones, entre las que cabe citar el hecho de que la 
actividad conduzca a un desempeño ambiental significativamente mejor que las alternativas 
disponibles, que evite efectos de bloqueo perjudiciales para el medio ambiente y que no 
obstaculice el desarrollo e implantación de alternativas de bajo impacto (26), (27). Este enfoque 
debería aplicarse a nivel sectorial, es decir, deberían explorarse todas las alternativas dentro 
del sector (28).

A la luz de las condiciones expuestas, no debería considerarse, por regla general, que 
las medidas relacionadas con la generación de electricidad y/o calor utilizando combustibles 
fósiles y las relacionadas con la infraestructura de transporte y distribución cumplen el 
principio DNSH a los efectos del MRR, dado que existen alternativas bajas en carbono. 
Desde una perspectiva de mitigación del cambio climático, pueden introducirse excepciones 
limitadas a esta regla general, y siempre caso por caso, respecto de las medidas 
relacionadas con la generación de electricidad y/o calor utilizando gas natural, así como con 
la infraestructura de transporte y distribución conexa. Ello tiene una relevancia específica 
para aquellos Estados miembros que se enfrentan a desafíos importantes en la transición 
desde fuentes de energía intensivas en carbono (como el carbón, el lignito o el petróleo), y 
donde una medida o una combinación de medidas puede dar lugar a una reducción 
especialmente grande y rápida de las emisiones de gases de efecto invernadero. Dichas 
excepciones deberán cumplir una serie de condiciones establecidas en el anexo III, a fin de 
evitar los efectos de bloqueo que propicien actividades intensivas en carbono y estar en 
consonancia con los objetivos de descarbonización de la UE para 2030 y 2050. Además, los 
Estados miembros deberán demostrar el cumplimiento del principio DNSH de estas medidas 
para los cinco objetivos medioambientales restantes.

Podrían resultar necesarias reformas e inversiones complementarias para garantizar que 
las medidas presentan perspectivas de futuro y no conducen a efectos de bloqueo 
perjudiciales, así como para promover efectos dinámicos beneficiosos. Entre los ejemplos de 
medidas de acompañamiento de este tipo cabe citar el equipamiento de las carreteras con 
infraestructura de bajas emisiones de carbono (p. ej., estaciones de carga para vehículos 
eléctricos o estaciones de repostaje de hidrógeno) y la fijación de tasas adecuadas de 
acceso a carreteras o por congestión, o reformas e inversiones más amplias para 
descarbonizar los sistemas de transporte o las combinaciones de electricidad nacionales. Si 
bien estas reformas e inversiones adicionales podrían abordarse dentro de la misma medida, 
a través de una submedida, esto no siempre podría ser posible. Por lo tanto, en 
circunstancias limitadas y siempre caso por caso, debe concederse flexibilidad para permitir 
que los Estados miembros puedan demostrar que evitan los efectos de bloqueo perjudiciales 
basándose en las medidas de acompañamiento del PRR.

En el diseño de las medidas debería integrarse el cumplimiento del principio DNSH, junto 
con estos principios rectores, incluso a nivel de hitos y metas. La descripción de las medidas 
dentro del PRR debería reflejar desde un principio las consideraciones pertinentes respecto 
del principio DNSH. Esto puede significar integrar las consideraciones respecto del principio 
DNSH y los pasos de mitigación necesarios que deben tomarse para garantizar el 
cumplimiento en los hitos y objetivos correspondientes o en los procesos de licitación y 
adjudicación de contratos públicos (29). Por ejemplo, una medida que establezca inversiones 
en un gran proyecto de infraestructura de carreteras, y que haya requerido la ejecución de 
una evaluación del impacto ambiental previa a la concesión de los permisos pertinentes, 
podría especificar como hito la aplicación de los pasos de mitigación necesarios para la 
protección del medio ambiente que se hayan derivado de dicha evaluación. En lo que 
respecta al proceso de licitación o contratación para este tipo de proyecto, el diseño de la 
medida podría establecer que el pliego de condiciones incluya condiciones específicas 
relacionadas con principio DNSH. Esto podría incluir, por ejemplo, la condición de que un 
porcentaje mínimo de residuos de construcción y demolición se prepare para su reutilización 
y reciclado. Asimismo, deberían integrarse en la descripción de la medida aquellas otras 
medidas de acompañamiento que apoyan el cambio a modos de transporte más limpios, 
como las reformas relacionadas con la tarificación vial, las inversiones que apoyan el cambio 
al modo de transporte por ferrocarril o por vías navegables interiores o los incentivos para el 
uso del transporte público. Las medidas de naturaleza más general, como los planes 
generales de apoyo a la industria (p. ej., instrumentos financieros que contemplan 
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inversiones en empresas de múltiples sectores), deben diseñarse de modo que garanticen la 
conformidad de las inversiones pertinentes con el principio DNSH.

2.5 Aplicabilidad de los criterios técnicos de selección del Reglamento de taxonomía.
Los Estados miembros no están obligados a hacer referencia a los «criterios técnicos de 

selección» (criterios cuantitativos y/o cualitativos) del Reglamento de taxonomía para 
justificar el cumplimiento del principio DNSH. De acuerdo con el Reglamento del MRR (30), la 
entrada en vigor de los actos delegados que contienen criterios técnicos de selección (31) no 
debe afectar a las directrices técnicas emitidas por la Comisión. Sin embargo, cuando se 
evalúa el cumplimiento del principio DNSH, los Estados miembros tienen la opción de 
basarse en los criterios técnicos de selección en los actos delegados en virtud de dicho 
Reglamento. Los Estados miembros también pueden hacer referencia a los proyectos de 
actos delegados.

3. ¿Cómo deberían mostrar los Estados miembros en sus planes de forma 
concreta que las medidas cumplen con el principio DNSH?

Para facilitar la evaluación y la presentación por parte de los Estados miembros del 
principio DNSH en sus PRR, la Comisión ha preparado una lista de verificación (véase el 
anexo I) que estos deben utilizar para respaldar su análisis de la vinculación de cada medida 
con el principio DNSH. Posteriormente, la Comisión utilizará esta información para evaluar si 
cada una de las medidas de los PRR respeta el principio DNSH y de qué manera, de 
acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento del MRR.

La Comisión invita a los Estados miembros a responder a las preguntas planteadas en la 
lista de verificación y a incluir las respuestas en sus planes de recuperación y resiliencia 
como parte de la descripción de cada medida (véase la sección 8, parte 2, de la plantilla de 
la Comisión «no causar un perjuicio significativo»). Se invita también a los Estados 
miembros, cuando sea necesario para respaldar la evaluación proporcionada en la lista de 
verificación, a proporcionar análisis adicionales y/o documentos justificativos, de forma 
concreta y limitada, para fundamentar aún más sus respuestas a la lista de preguntas.

La lista de verificación se basa en el siguiente gráfico de decisiones, que debe utilizarse 
para cada una de las medidas establecidas en el PRR. La siguiente sección ofrece más 
información acerca de los dos pasos de que consta el gráfico de decisiones.

Gráfico de decisiones

Paso 1: filtrar los seis objetivos medioambientales para identificar los que 
requieren una evaluación sustantiva.

Como primer paso, se invita a los Estados miembros a completar la parte 1 de la lista de 
verificación (véase el anexo I), para identificar cuáles de los seis objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva según el principio DNSH de la medida en cuestión. Esta 
primera comprobación previa de alto nivel facilitará el análisis de los Estados miembros, al 
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distinguir entre los objetivos medioambientales para los que la evaluación según el principio 
DNSH requerirá una evaluación sustantiva y aquellos para los que puede ser suficiente un 
enfoque simplificado (véase la sección 2.2).

Parte 1 de la lista de verificación

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el principio DNSH de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático.    
Adaptación al cambio climático.    
Uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos.    
Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos.    
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo.    
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.    

Cuando la respuesta sea «No», los Estados miembros deben proporcionar una breve 
justificación (en la columna derecha) sobre el motivo por el que el objetivo medioambiental 
no requiere una evaluación sustantiva según el principio DNSH de la medida, sobre la base 
de uno de los siguientes casos (que el Estado miembro deberá indicar) (véase la sección 
2.2):

a. La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el objetivo 
medioambiental relacionado con los efectos directos e indirectos primarios de la medida a lo 
largo de su ciclo de vida, dada su naturaleza y, en consecuencia, se considera que cumple el 
principio DNSH por lo que respecta al objetivo en cuestión;

b. el seguimiento de la medida indica que su apoyo a un objetivo de cambio climático o a 
un objetivo medioambiental obtiene un coeficiente del 100 % y, en consecuencia, se 
considera que cumple con el principio DNSH por lo que respecta al objetivo en cuestión;

c. la medida «contribuye sustancialmente» a un objetivo medioambiental, de conformidad 
con el Reglamento de taxonomía y, en consecuencia, se considera que cumple con el 
principio DNSH por lo que respecta al objetivo en cuestión.

Para las medidas del PRR para las que sería suficiente el enfoque simplificado, las 
explicaciones solicitadas (columna derecha) pueden limitarse al mínimo y, si resultan útiles, 
agruparse, permitiendo a los Estados miembros centrarse en la demostración de la 
evaluación según el principio DNSH para aquellas medidas para las que se requiere un 
análisis sustantivo de posibles perjuicios significativos.

Cuando la respuesta sea «Sí», se invita a los Estados miembros a continuar con el paso 
2 de la lista de verificación para los objetivos medioambientales correspondientes.

Para los ejemplos resueltos relacionados con este paso, consulte el anexo IV.
Paso 2: ofrecer una evaluación sustantiva según el principio DNSH para los 

objetivos medioambientales que lo requieran.
Como segundo paso, para cada una de las medidas del plan, se invita a los Estados 

miembros a usar la parte 2 de la lista de verificación (véase el anexo I) para realizar una 
evaluación sustantiva según el principio DNSH de los objetivos medioambientales para los 
que se seleccionó «Sí» en el paso 1. La parte 2 de la lista de verificación recopila, para cada 
uno de los seis objetivos, las preguntas correspondientes a las disposiciones legales de la 
evaluación según el principio DNSH. Las medidas que se incluyan en el plan deben cumplir 
con el principio DNSH. Por lo tanto, la respuesta a las preguntas de la parte 2 de la lista de 
verificación debe ser «No», a fin de indicar que no se está causando un perjuicio significativo 
al objetivo medioambiental en cuestión.
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Parte 2 de la lista de verificación - Ejemplo para el objetivo medioambiental «mitigación del 
cambio climático»

Preguntas No Justificación sustantiva
Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a emisiones 
significativas de gases de efecto invernadero?   

Se solicita a los Estados miembros que confirmen que la respuesta es «No» y que 
proporcionen una explicación y una justificación sustantivas de su razonamiento en la 
columna derecha, basándose en las preguntas correspondientes. Cuando sea necesario, 
como complemento al cuadro, se invita también a los Estados miembros a proporcionar más 
análisis y/o documentos justificativos, de forma concreta y limitada, para fundamentar aún 
más sus respuestas a la lista de preguntas.

Cuando los Estados miembros no puedan ofrecer una justificación sustantiva suficiente, 
la Comisión puede considerar que una medida determinada se asocia con un posible 
perjuicio significativo para algunos de los seis objetivos medioambientales. De ser así, la 
Comisión tendría que conceder una calificación de «C» al PRR con arreglo al criterio 
establecido en el punto 2.4 del anexo II del Reglamento del MRR. Esto se entiende sin 
perjuicio del proceso descrito en los artículos 16 y 17 del Reglamento del MRR y, en 
particular, de la posibilidad de nuevos intercambios entre el Estado miembro y la Comisión 
que figura en el artículo 16, apartado 1.

Para los ejemplos resueltos relacionados con este paso, consulte el anexo IV.
Cuando resulte útil, al proporcionar una evaluación sustantiva según el principio DNSH 

en el contexto del paso 2, los Estados miembros pueden apoyarse en la lista de elementos 
basados en pruebas justificativas proporcionada en el anexo II. La Comisión proporciona 
esta lista para facilitar la evaluación caso por caso por parte del Estado miembro como parte 
de la evaluación sustantiva en el contexto del paso 2 de la lista de verificación. Si bien el uso 
de esta lista es opcional, los Estados miembros pueden consultarla para identificar el tipo de 
pruebas que pueden justificar su razonamiento para determinar que una medida cumple con 
el principio DNSH, complementando así las preguntas generales incluidas en la parte 2 de la 
lista de verificación.

(1) https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-14310-2020-INIT/en/pdf. La numeración y la redacción de 
las disposiciones están sujetas a modificación durante la revisión jurídica en curso.

(2) Véase el artículo 4 bis (Principios horizontales) del Reglamento del MRR (que afirma que el MRR solo puede 
apoyar las medidas que respeten el principio DNSH) y los artículos 15 y 16 (Plan de recuperación y resiliencia y 
Evaluación de la Comisión) [que prevén a continuación que los PRR deben explicar «cómo el plan asegura que 
ninguna medida destinada a la aplicación de las reformas e inversiones incluidas en el plan cause un perjuicio 
significativo a los objetivos medioambientales, según lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 
(«no causar un perjuicio significativo»)», y evaluarse en función de la respuesta a esta pregunta.]

(3) El «Reglamento de taxonomía» hace referencia al Reglamento (UE) 2020/852 relativo al establecimiento de 
un marco para facilitar las inversiones sostenibles mediante la implantación de un sistema de clasificación (o 
«taxonomía») de las actividades económicas medioambientalmente sostenibles.

(4) La Guía para la evaluación del Mecanismo, que se adjunta en anexo al Reglamento del MRR, establece una 
serie de directrices de evaluación en las que la Comisión pueda basarse para evaluar las propuestas de PRR 
presentadas por los Estados miembros. En dicho anexo, se solicita a la Comisión que emplee un sistema de 
calificación, de la A a la C, para todos los criterios de evaluación de la Comisión enumerados en el artículo 16, 
apartado 3, del Reglamento. El criterio de evaluación d) señala que, para la evaluación basada en el principio 
DNSH, la Comisión solo puede asignar dos calificaciones posibles, A o C: se asigna «A» si ninguna medida del 
PRR ocasiona un perjuicio significativo a objetivos medioambientales, y «C» si una o más medidas sí provocan 
dicho perjuicio significativo, en el sentido de lo dispuesto en el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales) del Reglamento de taxonomía. El anexo establece que, desde el momento en que un PRR 
obtenga una sola «C», se considerará que no cumple satisfactoriamente con los criterios de evaluación, en cuyo 
caso no contará con el respaldo de la Comisión.

(5) El presente documento técnico de orientación complementa las orientaciones iniciales que la Comisión ha 
facilitado ya en la Estrategia Anual de Crecimiento Sostenible 2021, así como en el documento de trabajo de los 
servicios de la Comisión que la acompaña y en las actualizaciones de este.

(6) Este punto hace referencia específicamente al perjuicio significativo ocasionado al objetivo de adaptación al 
cambio climático i) al no adaptar una actividad a los efectos adversos del cambio climático cuando esa actividad 
corre el riesgo de sufrir dichos efectos (como la construcción en una zona propensa a las inundaciones) o ii) al 
adaptarla de manera incorrecta, pues se aplica una solución de adaptación que protege un ámbito (las personas, la 
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naturaleza o los activos), a la vez que potencia los riesgos que amenazan a otro ámbito (como la construcción de un 
dique alrededor de un terreno situado en una llanura de inundación, lo que provoca la transferencia de los daños a 
otro terreno colindante no protegido).

(7) De conformidad con el artículo 14 («Admisibilidad») del Reglamento del MRR, «los planes de recuperación y 
resiliencia que pueden optar a la financiación con arreglo al presente mecanismo incluirán medidas de ejecución de 
las reformas y de inversión pública».

(8) El cumplimiento del principio DNSH se valora a nivel de cada «medida» en el contexto del MRR, sin 
embargo, el artículo 17 («Perjuicio significativo a objetivos medioambientales») del Reglamento de taxonomía alude 
a las «actividades económicas». Una medida en el marco del MRR (es decir, una inversión o una reforma) es una 
intervención que puede constituir una actividad económica o que puede dar lugar a actividades económicas (o 
provocar cambios en ellas). Por lo tanto, a efectos del MRR, las «actividades económicas» establecidas en el 
artículo 17 del Reglamento por el que se establece una taxonomía se interpretan como «medidas» en la presente 
guía.

(9) Por tanto, el alcance de las actividades que engloba la evaluación según el principio DNSH en virtud del 
Reglamento del MRR es diferente y considerablemente más amplio que el del Reglamento de taxonomía, que tiene 
por objeto identificar las actividades económicas medioambientalmente sostenibles. Así pues, El reglamento de 
taxonomía clasifica y fija criterios aplicables a las actividades económicas medioambientalmente sostenibles que 
contribuyen de manera sustancial a los objetivos medioambientales enumerados en sus artículos 10 a 15 y que no 
causan un perjuicio significativo a estos objetivos. Este enfoque difiere del presente en el Reglamento del MRR, que 
tiene por objeto demostrar que un amplio abanico de medidas no ocasiona un perjuicio significativo a ninguno de los 
objetivos medioambientales.

(10) Por ejemplo, puede considerarse que una reforma que conduzca eventualmente a un aumento de la 
financiación de combustibles fósiles a través de bancos e instituciones financieras de propiedad estatal, o a un 
incremento de las subvenciones explícitas o implícitas a combustibles fósiles, corre el riesgo de causar un perjuicio 
significativo a los objetivos de mitigación del cambio climático y de prevención y control de la contaminación. Estas 
consideraciones deberían plasmarse en la evaluación según el principio DNSH.

(11) Para reflejar el grado en que una medida contribuye a alcanzar los objetivos climáticos generales 
establecidos en el Reglamento del MRR y calcular la proporción general de la asignación total del plan en relación 
con el clima, los Estados miembros deben usar la metodología, los campos de intervención y los coeficientes 
conexos para el seguimiento climático, de acuerdo con la «Metodología de seguimiento climático», adjunta como 
anexo al Reglamento del MRR. En caso de que la Comisión no haya validado el campo de intervención elegido y el 
coeficiente propuesto por un Estado miembro, la medida no se considerará automáticamente conforme con el 
principio DNSH para el objetivo u objetivos pertinentes, y seguirá siendo necesario llevar a cabo la evaluación a la 
luz de dicho principio.

(12) Por ejemplo, podría inscribirse en esta categoría un régimen de apoyo/renovación para la sustitución del 
material rodante obsoleto por material rodante con cero emisiones de gases de escape.

(13) El enfoque mencionado en este apartado no es aplicable a las medidas objeto de seguimiento cuyo 
coeficiente sea del 40 %. Por lo que respecta a dichas medidas, los Estados miembros tendrán que explicar la razón 
por la cual la medida se atiene al principio DNSH, teniendo en cuenta los principios generales expuestos en el resto 
de la presente guía (por ejemplo, los Estados miembros tendrán que confirmar que no lleva aparejada la utilización 
de combustibles fósiles, o que se cumplen los criterios establecidos en el anexo III para el objetivo de mitigación del 
cambio climático). Cuando las medidas objeto de seguimiento con un coeficiente del 40 % tengan un impacto 
previsible nulo o insignificante en un objetivo ambiental específico, o cuando «contribuyan sustancialmente» a un 
objetivo medioambiental específico con arreglo al Reglamento de taxonomía, los Estados miembros podrán seguir 
aplicando un enfoque simplificado para ese objetivo medioambiental (de conformidad con los párrafos primero y 
tercero de la sección 2.2).

(14) En los artículos 10 a 16 del Reglamento de taxonomía, se define qué se entiende por «contribución 
sustancial» para cada uno de los seis objetivos medioambientales, así como para las «actividades facilitadoras». 
Para poder aplicar el enfoque simplificado que se describe de manera general en el presente apartado, los Estados 
miembros deben justificar que la medida «contribuye sustancialmente» a uno o más de los objetivos 
medioambientales en virtud de los artículos 10 a 16 del Reglamento de taxonomía (véase asimismo la sección 2.5).

(15) Esta opción reviste particular importancia para las actividades que se considera que contribuyen de manera 
sustancial a un objetivo medioambiental en virtud del Reglamento de taxonomía, pero que no obtienen un 
coeficiente del 100 % en el seguimiento de su apoyo a los objetivos climáticos o medioambientales según la 
«Metodología de seguimiento climático», adjunta en anexo al Reglamento del MRR. En el ámbito de la mitigación 
del cambio climático, entre estas actividades se cuentan las siguientes: los vehículos ligeros específicos de bajas 
emisiones o de emisión cero, los buques específicos para el transporte marítimo y fluvial de bajas emisiones o de 
emisión cero, los vehículos pesados específicos de bajas emisiones o de emisión cero, la infraestructura de 
transporte y distribución de energía eléctrica, las redes de transporte y distribución de hidrógeno, las actividades 
específicas de gestión de residuos (por ejemplo, de residuos no peligrosos que se recogen por separado, se 
separan en origen y se preparan para su reutilización o reciclaje), y la investigación, el desarrollo y la innovación 
pioneros en materia de economía circular.

(16) Una evaluación ambiental es un procedimiento mediante el que se garantiza que, antes de tomar una 
decisión, se han tenido en cuenta las repercusiones ambientales de los planes, programas o proyectos. Pueden 
emprenderse evaluaciones ambientales respecto de proyectos individuales como una presa, una autopista, un 
aeropuerto o una fábrica, sobre la base de la Directiva 2011/92/UE [conocida como la Directiva de la «evaluación 
del impacto ambiental» (EIA)], o respecto de planes o programas públicos en virtud de la Directiva 2001/42/CE 
[conocida como la Directiva de la «evaluación estratégica medioambiental» (EEM)].
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(17) Si la EIA incluye una valoración de las repercusiones sobre el estado del agua de conformidad con la 
Directiva 2000/60/CE y los riesgos identificados se han subsanado al diseñar la medida.

(18) Sin perjuicio a las evaluaciones adicionales requeridas de conformidad con las Directivas 2009/147/CE y 
92/43/CEE si la operación se sitúa en zonas sensibles para la biodiversidad o cerca de ellas (por ejemplo, la red 
Natura 2000 de áreas protegidas, los lugares declarados Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO y las Áreas 
Clave para la Biodiversidad, así como otras zonas protegidas).

(19) A la inversa, la evaluación según el principio DNSH no exime de la obligación de realizar una EIA, una EEM 
o una verificación medioambiental, de sostenibilidad o de protección frente al cambio climático, por ejemplo, para los 
proyectos financiados por medio del Programa InvestEU o el Mecanismo «Conectar Europa».

(20) Por ejemplo, se necesita una EIA para la construcción de refinerías de crudo, centrales térmicas de carbón 
y proyectos que impliquen la extracción de petróleo o gas natural. Sin embargo, esa clase de medidas no cumplirían 
con el principio de «no causar un perjuicio significativo aplicado a la mitigación del cambio climático del artículo 17 
(Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) del Reglamento de taxonomía, que especifica que se causará 
un perjuicio significativo si una actividad da lugar a «considerables emisiones de gases de efecto invernadero». De 
manera similar, aunque la construcción de un nuevo aeropuerto exige una EIA, sobre la base del principio DNSH 
aplicado a la mitigación del cambio climático, lo más probable es que solo respeten tal principio las medidas 
relativas a la infraestructura aeroportuaria hipocarbónica, como por ejemplo las inversiones en edificios de bajo 
consumo energético, la mejora in situ de infraestructuras aeroportuarias con vistas a su conexión a una red de 
energías renovables y los servicios conexos.

(21) Este enfoque sigue el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) del Reglamento de 
taxonomía, que exige tener en cuenta el impacto medioambiental de la actividad y de los productos y servicios 
generados por ella a lo largo de todo su ciclo de vida.

(22) En la práctica, esto significa que no se requiere ni un análisis atributivo del ciclo de vida ni un análisis de 
consecuencias del ciclo de vida (por ejemplo los impactos medioambientales indirectos de los cambios tecnológicos, 
económicos o sociales derivados de la medida). Sin embargo, podrían utilizarse pruebas procedentes de análisis ya 
existentes del ciclo de vida para fundamentar la evaluación según el principio DNSH.

(23) Este enfoque se aplica, en especial, a las medidas del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
relacionadas con inversiones públicas o que implican directamente un gasto público. Por lo que respecta a las 
medidas relacionadas con la aplicación de reformas, por regla general, la evaluación según el principio DNSH debe 
realizarse con referencia al statu quo antes de la aplicación de la medida.

(24) Este enfoque está en consonancia con la lógica del Reglamento de taxonomía: con arreglo a la propuesta 
de acto delegado, varios de los criterios técnicos de selección en relación con el principio DNSH se basan en 
criterios absolutos, como umbrales de emisiones específicos (p. ej., límites de emisiones de CO2 para las soluciones 
de adaptación en las actividades de generación de electricidad o para los vehículos de turismo). El enfoque está 
respaldado, además, por el principio de precaución, que es uno de los principios rectores del Derecho en materia de 
medio ambiente de la UE, incluido el Reglamento de taxonomía [considerando 40 y artículo 19, apartado 1, letra f)], 
y deriva del hecho de que el perjuicio al medio ambiente debe analizarse desde una perspectiva absoluta y no 
relativa (p. ej., el calentamiento global surge debido al nivel absoluto de la carga de emisiones de gases de efecto 
invernadero).

(25) A fin de demostrar que una alternativa con un bajo impacto ambiental no es viable económicamente, es 
preciso que los Estados miembros tengan en cuenta los costes generados a lo largo de todo el ciclo de vida de la 
medida. Estos costes incluyen las externalidades ambientales negativas y las necesidades futuras de inversión que 
se requieren para pasar a una alternativa de sustitución con un bajo impacto ambiental, evitando bloqueos u 
obstáculos al desarrollo y la implantación de alternativas de bajo impacto.

(26) Los considerandos 39 y 41, así como el artículo 10, apartado 2, del Reglamento de taxonomía, establecen 
la definición de «actividades de transición». Las condiciones aquí descritas se basan en esa definición, pero no son 
las mismas, dado que el Reglamento de taxonomía define criterios para las actividades de transición que realizan 
una contribución sustancial, mientras que la presente guía establece criterios únicamente en relación con el 
principio DNSH y, como tal, es aplicable a un conjunto más amplio de medidas y aplica una prueba sustantiva 
diferente.

(27) Este enfoque, así como la evaluación global del principio DNSH, se entienden sin perjuicio de otras 
consideraciones que afecten a la evaluación de las medidas en el contexto de los PRR, incluidas las 
consideraciones vinculadas al control de las ayudas estatales, la coherencia con otros fondos de la UE y la posible 
exclusión de la inversión privada. Por lo que respecta, en particular, a las medidas de apoyo a las actividades 
cubiertas por el régimen de comercio de derechos de emisión de la UE (RCDE), a fin de no falsear las señales del 
mercado establecidas por dicho régimen y en consonancia con el enfoque previsto por el Fondo de Transición 
Justa, las actividades en relación con las cuales se prevean emisiones equivalentes de CO2 que no sean 
sustancialmente inferiores a los parámetros de referencia pertinentes establecidos para la asignación gratuita no 
deben, en general, recibir apoyo en el marco del MRR.

(28) En los casos en que incluso el mejor nivel de desempeño ambiental daría lugar a efectos de bloqueo 
perjudiciales para el medio ambiente, debería considerarse la adopción de medidas de apoyo a la investigación y el 
desarrollo destinadas a lograr alternativas de menor impacto, en consonancia con los campos de intervención 022 y 
023, establecidos en la «Metodología de seguimiento climático» anexa al Reglamento del MRR.

(29) Los hitos y metas, incluidos los que reflejan el cumplimiento del principio DNSH, están sujetos, como todos 
los demás hitos y metas, al artículo 19 bis del Reglamento del MRR (Normas sobre pagos, suspensión y rescisión 
de los acuerdos relativos a las contribuciones financieras y a la asistencia en forma de préstamo).

(30) Considerando 11 ter del Reglamento del MRR.
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(31) Sobre la base del artículo 3, letra d), del Reglamento de taxonomía (Criterios aplicables a las actividades 
económicas medioambientalmente sostenibles), la Comisión está facultada para adoptar actos delegados que 
contengan criterios técnicos de selección detallados (criterios cuantitativos y/o cualitativos) para determinar las 
condiciones en virtud de las cuales una actividad económica específica i) cumple los requisitos de contribución de 
forma sustancial a alguno de los seis objetivos medioambientales, y ii) no causa un perjuicio significativo a ninguno 
de los otros objetivos medioambientales. Hasta el momento, se ha publicado para consulta un acto delegado 
relacionado con la mitigación del cambio climático y la adaptación al cambio climático. Dicho acto se encuentra 
disponible en la siguiente dirección: https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12302-
Climate-change-mitigation-and-adaptation- taxonomy#ISC_WORKFLOW

ANEXO I
Lista de verificación según el principio de «no causar un perjuicio 

significativo» (en lo sucesivo, «principio DNSH», por sus siglas en inglés)
1. Parte 1: Los Estados miembros deben filtrar los seis objetivos ambientales para 

identificar aquellos que requieren una evaluación sustantiva. Indique, para cada medida, 
cuáles de los siguientes objetivos medioambientales, según los define el artículo 17 del 
Reglamento de taxonomía («Perjuicio significativo a objetivos medioambientales»), requieren 
una evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida en cuestión:

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático.
Adaptación al cambio climático.
Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.
Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos.
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo.
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.

2. Parte 2: los Estados miembros deben realizar una evaluación sustantiva según el 
«principio DNSH» de los objetivos medioambientales que así lo requieran. Para cada 
medida, responda a las siguientes preguntas para aquellos objetivos ambientales para los 
que, en la Parte 1, indicó que requieren una evaluación sustantiva:

Preguntas No Justificación sustantiva
Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero?
Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?
Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos: ¿Se espera 
que la medida sea perjudicial:
i) del buen estado o del buen potencial ecológico de las masas de agua, incluidas 
las superficiales y subterráneas; o
ii) para el buen estado medioambiental de las aguas marinas?
Transición a una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos: ¿Se espera que la medida
i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o
ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales (1) en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen 
con medidas adecuadas (2); o
iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular (3)?
Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes (4) a la atmósfera, el 
agua o el suelo?
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas: ¿Se espera que 
la medida
i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones (5) y la resiliencia 
de los ecosistemas; o
ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las especies, 
en particular de aquellos de interés para la Unión?
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Preguntas No Justificación sustantiva
(1) Los recursos naturales incluyen la energía, los materiales, los metales, el agua, la biomasa, el aire y la tierra.
(2) Por ejemplo, las ineficiencias pueden reducirse al mínimo si se aumenta de forma significativa la durabilidad, la posibilidad de reparación, de actualización y de reutilización de 

los productos, o reduciendo significativamente el uso de los recursos mediante el diseño y la elección de materiales, facilitando la reconversión, el desmontaje y la deconstrucción, en 
especial para reducir el uso de materiales de construcción y promover su reutilización. Asimismo, la transición hacia modelos de negocio del tipo «producto como servicio» y cadenas de 
valor circulares, con objeto de mantener los productos, componentes y materiales en su nivel máximo de utilidad y valor durante el mayor tiempo posible. Esto incluye también una 
reducción significativa del contenido de sustancias peligrosas en materiales y productos, incluida su sustitución por alternativas más seguras. Por último, también comprende una 
reducción importante de los residuos alimentarios en la producción, la transformación, la fabricación o la distribución de alimentos.

(3) Para obtener más información sobre el objetivo de la economía circular, consulte el considerando 27 del Reglamento de taxonomía.
(4) Por «contaminante» se entiende la sustancia, vibración, calor, ruido, luz u otros contaminantes presentes en la atmósfera, el agua o el suelo, que pueda tener efectos 

perjudiciales para la salud humana o el medio ambiente.
(5) De conformidad con el artículo 2, apartado 16, del Reglamento relativo a las inversiones sostenibles, «buenas condiciones» significa, en relación con un ecosistema, el hecho de 

que el ecosistema se encuentre en buen estado físico, químico y biológico o que tenga una buena calidad física, química y biológica, capaz de autorreproducirse o autorregenerarse, y en 
el que no se vean alteradas la composición de las especies, la estructura ecosistémica ni las funciones ecológicas.

ANEXO II
Pruebas que respaldan la evaluación sustantiva según el «principio DNSH» en 

el contexto de la parte 2 de la lista de verificación
Siempre que sea de ayuda, los Estados miembros pueden apoyarse en la lista (no 

exhaustiva) de elementos basados en pruebas justificativas que figura a continuación al 
proporcionar una evaluación sustantiva según el «principio DNSH» para una medida en el 
contexto de la parte 2 de la lista de verificación (véase la sección 3). La Comisión 
proporciona dicha lista para facilitar la evaluación caso por caso por parte del Estado 
miembro como parte de la evaluación sustantiva en el contexto de la parte 2 de la lista de 
verificación. Si bien el uso de esta lista es opcional, los Estados miembros pueden 
consultarla para identificar el tipo de prueba que puede respaldar su razonamiento para 
determinar que una medida cumple con el «principio DNSH», complementando las 
preguntas generales incluidas en la parte 2 de la lista de verificación.

Pruebas justificativas cruzadas.
− Se ha cumplido la parte aplicable de la legislación ambiental de la UE (en concreto, las 

evaluaciones ambientales) y se han concedido los permisos o autorizaciones pertinentes.
− La medida incluye elementos que requieren la aplicación por parte de las empresas de 

un sistema de gestión medioambiental reconocido, como puede ser el sistema comunitario 
de gestión y auditoría medioambientales, o EMAS (o, alternativamente, ISO 14001 o 
equivalente), o que utilicen y/o produzcan bienes o servicios a los que se haya concedido 
una etiqueta ecológica de la UE (1) u otra etiqueta medioambiental de tipo I (2).

− La medida se refiere a la aplicación de las mejores prácticas ambientales o al logro de 
parámetros comparativos de excelencia establecidos en los documentos de referencia 
sectoriales (3) adoptados en virtud del artículo 46, apartado 1, del Reglamento (CE) n.o 

1221/2009 relativo a la participación voluntaria de organizaciones en un sistema comunitario 
de gestión y auditoría medioambientales (EMAS).

− Por lo que respecta a las inversiones públicas, la medida respeta los criterios de 
contratación pública ecológica (4).

− En cuanto a las inversiones en infraestructura, la inversión se ha sometido a 
verificación climática y ambiental.

Mitigación del cambio climático.
− Para una medida en un área no abarcada por los parámetros comparativos de los 

derechos de emisión, esta es compatible con la consecución del objetivo de reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero para 2030 y con el objetivo de alcanzar la 
neutralidad climática para 2050.

− Para una medida que promueve la electrificación, esta se complementa con pruebas 
de que la combinación energética está en camino de la descarbonización, en línea con los 
objetivos de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero para 2030 y 2050, y 
va acompañada de un aumento de la capacidad de generación de energías renovables.

Adaptación al cambio climático.
− Se ha realizado una evaluación del riesgo climático proporcionada.
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− En caso de que una inversión supere los 10 millones EUR, se ha realizado o está 
prevista una evaluación de la vulnerabilidad y el riesgo climáticos (5) que lleve a la 
identificación, valoración y aplicación de medidas de adaptación pertinentes.

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.
− Se han identificado y abordado los riesgos de degradación ambiental relacionados con 

la conservación de la calidad del agua y la prevención del estrés hídrico, de acuerdo con los 
requisitos en virtud de la Directiva marco sobre el agua y un plan hidrológico de cuenca.

− En el caso de una medida relacionada con el medio marino y costero, esta no impide 
ni compromete de forma permanente la consecución de un buen estado medioambiental, tal 
como se define en la Directiva marco sobre la estrategia marina, a nivel de la región o 
subregión marina de que se trate o en las aguas marinas de otros Estados miembros.

− La medida no tiene un impacto significativo sobre i) las masas de agua afectadas (ni 
impide que la masa de agua específica a la que se refiere ni otras masas de agua de la 
misma cuenca hidrográfica alcancen un buen estado o un buen potencial, de acuerdo con 
los requisitos de la Directiva marco sobre el agua) o ii) hábitats y especies protegidos que 
dependen directamente del agua.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos.
− La medida está en consonancia con el plan de gestión de residuos y el programa de 

prevención de residuos nacionales o regionales pertinentes, de conformidad con el artículo 
28 de la Directiva 2008/98/CE modificada por la Directiva 2018/851/UE y, cuando exista, con 
la estrategia nacional, regional o local de economía circular correspondiente.

− La medida está en consonancia con los principios de productos sostenibles y con la 
jerarquía de residuos, priorizando la prevención de residuos.

− La medida garantiza la utilización eficiente de los recursos para los principales 
recursos utilizados. Se abordan las ineficiencias (6) en el uso de los recursos, lo que incluye 
garantizar que los productos, edificios y activos se utilicen de manera eficiente y sean 
duraderos.

− La medida garantiza la recogida separada eficaz y eficiente de los residuos en origen, 
así como que las fracciones separadas en origen se envían para la preparación para su 
reutilización o reciclaje.

Prevención y control de la contaminación.
− La medida está en consonancia con los planes existentes a nivel mundial, nacional, 

regional o local de reducción de la contaminación.
− La medida cumple con las conclusiones relativas a las mejores técnicas disponibles 

(MTD) pertinentes o con los documentos de referencia sobre las mejores técnicas 
disponibles (BREF) (7) del sector.

− Se aplicarán soluciones alternativas al uso de sustancias peligrosas (8).
− La medida está en consonancia con el uso sostenible de los plaguicidas (9).
− La medida está en consonancia con las mejores prácticas para combatir la resistencia 

a los antimicrobianos (10).
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.
− La medida respeta la jerarquía de mitigación (11) y otros requisitos pertinentes en virtud 

de la Directiva de aves silvestres y la Directiva de conservación de los hábitats naturales.
− Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental y se han aplicado las 

conclusiones.

(1) El Reglamento (CE) n.º 66/2010 establece el sistema de la etiqueta ecológica de la UE. En el siguiente 
enlace está disponible la lista de grupos de productos para los que se han establecido criterios de etiquetado 
ecológico de la UE: https://ec.europa.eu/environment/ ecolabel/products-groups-and-criteria.html

(2) La norma ISO 14024:2018 establece las etiquetas ambientales de tipo I.
(3) Disponibles en: https://ec.europa.eu/environment/emas/emas_publications/

sectoral_reference_documents_en.htm
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(4) La Comisión Europea ha establecido los criterios de contratación pública ecológica de la UE para un gran 
número de grupos de productos: https://ec.europa.eu/environment/gpp/eu_gpp_criteria_en.htm

(5) Se anima a los Estados miembros a utilizar las orientaciones de la Comisión sobre la comprobación de la 
sostenibilidad de las inversiones en el marco del Fondo InvestEU, incluida la orientación relativa a infraestructuras a 
prueba del cambio climático para 2021-2027. No obstante, los Estados miembros están autorizados a aplicar sus 
propios criterios y marcadores para la verificación de la sostenibilidad, siempre que se basen en los objetivos 
climáticos de la UE y contribuyan sustancialmente a los objetivos climáticos y medioambientales en el sentido del 
Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2020, relativo al 
establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 
2019/2088.

(6) Véase la nota a pie de página n.o 2 del anexo I de las presentes orientaciones.
(7) El tipo de documentación justificativa es aplicable a las actividades incluidas en el ámbito de aplicación de la 

Directiva 2010/75/UE («Directiva sobre las emisiones industriales»). La lista de las conclusiones disponibles sobre 
las MTD y los BREF puede consultarse en la siguiente dirección: https://eippcb.jrc.ec.europa.eu/reference

(8) Esta cuestión aborda la prevención y el control de la contaminación derivada de las actividades industriales. 
El artículo 3, apartado 18, de la Directiva 2010/75/UE («Directiva sobre las emisiones industriales») define las 
«sustancias peligrosas» como: «sustancias o mezclas definidas en el artículo 3, del Reglamento (CE) n.º 1272/2008 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado de 
sustancias y mezclas». Además, el artículo 58 de la Directiva sobre las emisiones industriales establece que: las 
sustancias o mezclas que, debido a su contenido en compuestos orgánicos volátiles, son clasificadas como 
carcinógenas, mutágenas o tóxicas para la reproducción con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1272/2008, y tengan 
asignadas o necesiten llevar las indicaciones de peligro H340, H350, H350i, H360D o H360F, deberán ser 
sustituidas, en la medida de lo posible, por sustancias o mezclas menos peligrosas en el plazo más breve posible.

(9) Tal como se establece en la Directiva 2009/128/CE sobre el uso sostenible.
(10) Conclusiones del Consejo sobre los próximos pasos para hacer de la UE una región modelo en materia de 

buenas prácticas en la lucha contra la resistencia a los antimicrobianos (2019/C 214/01).
(11) De conformidad con la orientación metodológica sobre las disposiciones del artículo 6, apartados 3 y 4, de 

la Directiva 92/43/CEE de conservación de los hábitats naturales.

ANEXO III
Condiciones específicas para el cumplimiento del objetivo de mitigación del 
cambio climático del «principio DNSH» en el marco del plan de recuperación y 
resiliencia para las medidas relacionadas con la generación de electricidad y/o 
calor, así como la infraestructura de transporte y distribución conexa, 

utilizando gas natural
− Puede ofrecerse apoyo a medidas relacionadas con la generación de electricidad y/o 

calor a base de gas natural, de manera excepcional y caso por caso, en los Estados 
miembros que se enfrentan a desafíos importantes en la transición desde las fuentes de 
energía intensivas en carbono, siempre que este apoyo contribuya a los objetivos de 
descarbonización de la UE para 2030 y 2050, y si:

• las medidas se relacionan con la producción de electricidad flexible, eficiente y con 
perspectivas de futuro utilizando gas o la producción combinada de calor y electricidad 
utilizando gas, con emisiones de gases de efecto invernadero por debajo de 250 gCO2e/kWh 
a lo largo del ciclo de vida económica de la instalación; o

• las medidas se relacionan con la producción de electricidad flexible, eficiente y con 
perspectivas de futuro utilizando gas o la producción combinada de calor y electricidad 
utilizando gas, habilitada para el uso de gases renovables y con bajas emisiones de carbono 
y:

○ el PRR incluye planes creíbles o compromisos para aumentar el uso de gases 
renovables y con bajas emisiones de carbono; y

○ dan lugar al cierre simultáneo de una central eléctrica y/o instalación de generación de 
calor significativamente más intensiva en carbono (por ejemplo, carbón, lignito o petróleo) 
que tenga al menos la misma capacidad, lo que conduce a una reducción significativa de las 
emisiones de gases de efecto invernadero; y

○ el Estado miembro en cuestión puede demostrar que cuenta con una trayectoria 
creíble para aumentar la proporción de energías renovables hacia su objetivo de energías 
renovables para 2030; y
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○ el plan de recuperación y resiliencia incluye reformas e inversiones concretas para 
aumentar la proporción de energías renovables.

− Puede ofrecerse apoyo de manera excepcional a medidas relacionadas con 
instalaciones de generación a base de gas natural en sistemas urbanos eficientes de 
calefacción y refrigeración, si la instalación cumple con los requisitos de «sistemas urbanos 
eficientes de calefacción y refrigeración» (tal y como los define el artículo 2, punto 41), de la 
Directiva 2012/27/UE) y cumple con las condiciones para la generación de calor/energía a 
base de gas natural, tal y como se describe en el primer punto del presente anexo.

− Puede ofrecerse apoyo de manera excepcional a medidas relacionadas con redes 
urbanas de calefacción y refrigeración que obtienen el calor/frío de instalaciones que usan 
gas natural, si:

• forman parte de «sistemas urbanos eficientes de calefacción y refrigeración» (tal y 
como los define el artículo 2, apartado 41, de la Directiva 2012/27/UE) que obtienen el 
calor/frío de instalaciones existentes que cumplen con las condiciones para la generación de 
calor/electricidad a base de gas natural, tal y como se describe en el primer punto del 
presente anexo;

o
• las inversiones en la instalación de generación de calor/electricidad comienzan en los 

tres años posteriores a la modernización de la red, tienen como objetivo hacer que todo el 
sistema sea eficiente (según la definición del artículo 2, punto 41), de la Directiva 
2012/27/UE) y cumplen las condiciones para la generación de calor/energía a base de gas 
natural, tal y como se describe en el primer punto del presente anexo.

− Puede ofrecerse apoyo a medidas relacionadas con infraestructuras de transporte y de 
distribución de combustibles gaseosos si, en el momento de la construcción, permiten el 
transporte (y/o el almacenamiento) de gases renovables y con bajas emisiones de carbono.

− Puede ofrecerse apoyo, de manera excepcional y caso por caso, a medidas 
relacionadas con calderas y sistemas de calefacción a base de gas natural (y la 
infraestructura de distribución conexa), si:

• Se ajustan al artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) 2017/1369 por el que se 
establece el marco para el etiquetado energético (1) o se instalan en edificios que forman 
parte de un programa más amplio de eficiencia energética o renovación de edificios, en 
consonancia con las estrategias de renovación a largo plazo en virtud de la Directiva relativa 
a la eficiencia energética de los edificios, dando lugar a una mejora considerable de la 
eficiencia energética, y

• dan lugar a una reducción significativa de las emisiones de gases de efecto 
invernadero; y

• dan lugar a una mejora significativa del medio ambiente (especialmente debido a la 
reducción de la contaminación) y la salud pública, en concreto en áreas donde se 
sobrepasan las normas de calidad del aire de la UE establecidas por la Directiva 2008/50/UE 
o se corre el riesgo de sobrepasarlas, como cuando se sustituyen sistemas de calefacción y 
calderas a base de carbón o petróleo.

(1) El artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) 2017/1369 por el que se establece un marco para el 
etiquetado energético establece que cuando los Estados miembros ofrezcan incentivos, dichos incentivos tratarán 
de alcanzar las dos clases de eficiencia energética más elevadas y que contengan más productos, o las clases más 
elevadas, previstas en dicho acto delegado. En el caso de los calentadores de agua y los aparatos de calefacción, 
los productos alimentados con combustibles fósiles generalmente no se incluyen en estas clases, con la posible 
excepción de los productos de microcogeneración a gas.

ANEXO IV
Ejemplos resueltos de cómo aplicar la evaluación según el «principio DNSH»

Esta sección ofrece ejemplos resueltos de medidas hipotéticas y de los elementos 
generales que podrían formar parte de la evaluación según el «principio DNSH», usando los 
dos pasos de la lista de verificación descritos en la sección 3. Estos ejemplos se ofrecen sin 
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perjuicio del nivel de detalle o contenido necesario en la descripción de la medida y la 
evaluación según el «principio DNSH» real que se realizará en los planes de recuperación y 
resiliencia (PRR). La evaluación según el «principio DNSH» que se requerirá en última 
instancia depende de la naturaleza y de las características de cada medida, y no puede 
cubrirse de manera exhaustiva para los fines del presente documento.

Ejemplo 1: medidas de eficiencia energética en edificios existentes, incluida la 
sustitución de sistemas de calefacción y refrigeración.

Descripción de la medida:
Inversiones en un amplio programa de renovación de la eficiencia energética en edificios, 

que den lugar a una mejora sustancial del rendimiento energético, destinadas a la 
renovación del parque de viviendas residenciales existente a través de diversas medidas de 
eficiencia energética, que incluyen aislamiento, ventanas eficientes, sustitución de sistemas 
de calefacción y refrigeración, techos verdes e instalación de equipos de generación de 
energía renovable (por ejemplo, paneles solares fotovoltaicos).

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático. X   
Adaptación al cambio climático. X   

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. No se identifican 
riesgos de degradación medioambiental relacionados con la conservación de la 
calidad del agua y el estrés hídrico, ya que no se están instalando grifos de agua 
ni aparatos que demanden agua.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos. X   
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo. X   

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. El programa de 
renovación de edificios no incluye los edificios ubicados en zonas sensibles en 
cuanto a la biodiversidad o cerca de ellas [incluida la red Natura 2000 de zonas 
protegidas, los lugares declarados Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO y 
las áreas clave de biodiversidad («KBA»), así como otras zonas protegidas].
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Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero? X

La medida puede acogerse al campo de intervención 025 del anexo del Reglamento relativo 
al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR) con un coeficiente de cambio climático 
del 40 %.
No se espera que la medida genere emisiones de gases de efecto invernadero 
significativas, porque:
− El edificio no está dedicado a la extracción, almacenamiento, transporte o fabricación de 
combustibles fósiles.
− El programa de renovación tiene el potencial de reducir el uso de energía y aumentar la 
eficiencia energética dando lugar, así, a una mejora significativa en el rendimiento 
energético de los edificios afectados y a una reducción significativa de las emisiones de 
gases de efecto invernadero (consulte las especificaciones de la medida en la página X del 
PRR, así como las especificaciones en el punto a continuación). Como tal, contribuirá al 
objetivo nacional de aumento de la eficiencia energética por año, establecido de acuerdo 
con la Directiva de eficiencia energética (2012/27/UE) y a las contribuciones determinadas a 
nivel nacional al Acuerdo de París sobre el Cambio Climático.
− Esta medida dará lugar a una reducción significativa de las emisiones de gases de efecto 
invernadero, es decir, una estimación de XX kt de emisiones de gases de efecto 
invernadero por año, lo que corresponde al X % de las emisiones nacionales de gases de 
efecto invernadero procedentes del sector residencial (véase el análisis en la página X del 
PRR).
− Entre otras cosas, el programa de renovación incluirá la sustitución de sistemas de 
calefacción a base de carbón/petróleo por calderas de gas de condensación:
• Estas calderas corresponden a la clase A, que está por debajo de las dos clases de 
eficiencia energética más frecuentes en este Estado miembro. Se tuvieron en consideración 
alternativas más eficientes y con bajas emisiones de carbono (en concreto, bombas de 
calor de las clases A++ y A+), pero debido a la arquitectura de los edificios cubiertos por el 
programa no pueden instalarse bombas de calor comunes, y las calderas de gas de 
condensación de clase A constituyen la alternativa tecnológicamente viable que ofrece 
mejor rendimiento.
• Además, las inversiones en calderas de gas de condensación forman parte de un 
programa de renovación de la eficiencia energética en edificios más amplio, alineado con 
las estrategias de renovación a largo plazo en virtud de la Directiva relativa a la eficiencia 
energética de los edificios, y que conducen a una mejora sustancial del rendimiento 
energético.
• Junto a la instalación de estas calderas, la medida también incluye la instalación de 
paneles solares fotovoltaicos, como parte de las renovaciones de estos edificios.
− Para no obstaculizar el despliegue de alternativas con bajas emisiones de carbono, en 
concreto de las bombas de calor, en todo el Estado miembro la reforma X de este 
componente (véase la página Y del plan de recuperación y resiliencia) dará lugar a una 
revisión del precio correspondiente del combustible.

Adaptación al cambio climático. ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X

Como parte de un análisis de exposición, que cubre las condiciones climáticas actuales y 
futuras, se evaluaron los riesgos climáticos físicos que podrían ser pertinentes para esta 
medida. Dicha evaluación demostró que los edificios de la zona climática en cuestión 
estarán expuestos a olas de calor. La medida exige a los operadores económicos que velen 
por que las instalaciones técnicas de los edificios renovados se optimicen para proporcionar 
confort térmico a los ocupantes incluso en esas temperaturas extremas. Por lo tanto, no hay 
pruebas de efectos negativos directos e indirectos primarios significativos de la medida a lo 
largo de su ciclo de vida sobre este objetivo medioambiental.

Transición hacia una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos: ¿Se espera que la medida
i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o
ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen con 
medidas adecuadas; o
iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular?

X

La medida requiere que los agentes económicos que realizan la renovación de los edificios 
garanticen, al menos, el 70 % (en peso) de los residuos no peligrosos de construcción y 
demolición (excluyendo los materiales naturales mencionados en la categoría 17 05 04 de 
la lista de residuos establecida por la Decisión 2000/532/CE de la Comisión) generados en 
la obra de construcción se preparen para la reutilización, el reciclaje y la revalorización de 
otros materiales, incluidas las operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir otros 
materiales, de conformidad con la jerarquía de residuos y el Protocolo de gestión de 
residuos de construcción y demolición en la UE.
La medida incluye especificaciones técnicas sobre la durabilidad, reparabilidad y 
reciclabilidad de los equipos de generación de energías renovables que pueden instalarse, 
como se especifica en la página X del PRR. En concreto, los agentes limitarán la 
generación de residuos en los procesos relacionados con la construcción y la demolición, 
de acuerdo con el Protocolo de gestión de residuos de construcción y demolición en la UE. 
Los diseños de los edificios y las técnicas de construcción apoyarán la circularidad y, en 
concreto, demostrarán, con referencia a la norma ISO 20887 u otras normas para evaluar la 
capacidad de desmontaje o adaptabilidad de los edificios, cómo estos están diseñados para 
ser más eficientes en el uso de los recursos, adaptables, flexibles y desmontables para 
permitir la reutilización y el reciclaje.
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Preguntas No Justificación sustantiva

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

X

No se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo porque:
− La sustitución de los sistemas de calefacción a base de petróleo, en concreto, conducirá a 
reducciones significativas de las emisiones a la atmósfera y a una consiguiente mejora de la 
salud pública, en un área en la que se sobrepasan o es probable que se sobrepasen las 
normas de calidad del aire de la UE establecidas por la Directiva 2008/50/UE.
− Como se describe en la justificación del objetivo de mitigación del cambio climático, se 
consideraron alternativas de menor impacto, pero no son tecnológicamente viables en el 
contexto de este programa. Además, la vida útil media prevista de las calderas a instalar es 
de doce años.
− Los agentes que realizan la renovación de los edificios deben garantizar que los 
componentes y materiales empleados en la renovación de los edificios no contienen 
amianto ni sustancias extremadamente preocupante identificadas en base a la lista de 
sustancias sujetas a autorización que figura en el anexo XIV del Reglamento (CE) n.o 

1907/2006.
− Los agentes que realizan la renovación de los edificios deben garantizar que los 
componentes y materiales empleados en la renovación de los edificios que pueden entrar 
en contacto con los ocupantes emiten menos de 0,06 mg de formaldehído por m3 de 
material o componente y menos de 0,001 mg de compuestos orgánicos volátiles 
cancerígenos de las categorías 1A y 1B por m3 de material o componente, después de 
realizar las pruebas pertinentes de acuerdo con CEN/TS 16516 e ISO 16000-3 u otras 
condiciones de ensayo estandarizadas y métodos de determinación comparables.
− Se adoptarán medidas para reducir el ruido, el polvo y las emisiones contaminantes 
durante las obras de renovación, como se describe en la página X del plan de recuperación 
y resiliencia.

Ejemplo 2: gestión de residuos (tratamiento de residuos procedentes de 
construcción y demolición).

Descripción de la medida:
Esta medida es una inversión para apoyar la construcción de instalaciones de reciclaje 

destinadas a los residuos de construcción y demolición. En específico, las instalaciones 
clasifican y procesan flujos de residuos sólidos, no peligrosos y recogidos selectivamente, 
incluido el componente de renovación de edificios del plan de recuperación y resiliencia. Las 
instalaciones reciclan los residuos sólidos no peligrosos en materias primas secundarias 
mediante un proceso de transformación mecánica. El objetivo de la medida es convertir más 
del 50 % (en términos de peso) de los residuos sólidos, no peligrosos y recogidos 
selectivamente procesados en materias primas secundarias aptas para la sustitución de 
materiales de construcción primarios.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático.  X

La medida puede acogerse al campo de intervención 045 bis del anexo del 
Reglamento del MRR con un coeficiente de cambio climático del 100 %, ya que 
las especificaciones técnicas del apoyo a las instalaciones de reciclado están 
condicionadas a alcanzar una tasa de conversión del 50 %. El objetivo de la 
medida y la naturaleza del campo de intervención apoyan directamente el objetivo 
de mitigación del cambio climático.

Adaptación al cambio climático. X   

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. No se han identificado 
riesgos de degradación medioambiental relacionados con la conservación de la 
calidad del agua y el estrés hídrico. De conformidad con la Directiva 2011/92/ UE, 
la fase de comprobación previa del proceso de evaluación del impacto ambiental 
concluyó que no se esperan efectos significativos. Los lugares donde se 
almacenen residuos de construcción y demolición en espera de ser procesados 
deberán estar cubiertos y se gestionará la infiltración de agua en el sitio para 
evitar que los contaminantes de los residuos tratados puedan ser arrastrados al 
acuífero local en caso de lluvia.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos.  X

La medida puede acogerse al campo de intervención 045 bis del anexo del 
Reglamento del MRR con un coeficiente medioambiental del 100 %, ya que las 
especificaciones técnicas del apoyo a las instalaciones de reciclado están 
condicionadas a alcanzar una tasa de conversión del 50 %. El objetivo de la 
medida y la naturaleza del campo de intervención apoyan directamente el objetivo 
de la economía circular. La medida es coherente con el plan de gestión de 
residuos (nacional/regional/local).
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Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Prevención y control de la.
contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. De acuerdo con la 
Directiva 2011/92/UE, la fase de comprobación previa del proceso de evaluación 
del impacto ambiental concluyó que no se esperan efectos significativos, sobre la 
base de las medidas adoptadas para reducir el ruido, el polvo y las emisiones 
contaminantes durante la construcción de la planta de reciclaje y su 
funcionamiento (clasificación y tratamiento de residuos). Las instalaciones a las 
que la medida apoya aplican las mejores técnicas disponibles descritas en el 
BREF para las industrias de tratamiento de residuos. En la página X del PRR, se 
describen las medidas adoptadas para reducir el ruido, el polvo y las emisiones 
contaminantes durante las obras de construcción.

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. La operación no está 
ubicada en zonas sensibles en cuanto a la biodiversidad, o cerca de ellas (incluida 
la red Natura 2000 de zonas protegidas, los lugares declarados Patrimonio de la 
Humanidad por la UNESCO y las áreas clave de biodiversidad, así como otras 
zonas protegidas). De acuerdo con las Directivas 2011/92/UE y 92/43/CEE, la fase 
de comprobación previa del proceso de evaluación del impacto ambiental (EIA) 
concluyó que no se esperan efectos significativos.

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X

Dado que la medida se refiere a la construcción de dos instalaciones en las proximidades 
de áreas propensas a inundaciones y la vida útil prevista de las instalaciones supera los 
diez años, se ha realizado una sólida evaluación del riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, 
utilizando proyecciones climáticas de alta resolución y de última generación en una 
variedad de escenarios futuros coherentes con la vida útil esperada de las instalaciones. 
Las conclusiones de la evaluación se han incorporado al diseño de la medida (véase la 
página X del PRR).
Además, la medida especifica la obligación para los agentes económicos de elaborar un 
plan para la aplicación de soluciones de adaptación para reducir los riesgos climáticos 
físicos materiales en las instalaciones de reciclaje (véase la página X del PRR). Dicha 
obligación especifica que las soluciones de adaptación no deben afectar negativamente a 
los esfuerzos de adaptación ni al nivel de resiliencia a los riesgos climáticos físicos de otras 
personas, de la naturaleza, de los activos y de otras actividades económicas, y que sean 
consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel local, sectorial, regional o nacional.

Ejemplo 3: instalación de incineración de residuos (ejemplo de incumplimiento del 
«principio DNSH»).

Descripción de la medida.
Esta medida es una inversión para apoyar la construcción de nuevas instalaciones de 

incineración de residuos para aumentar la capacidad existente en el país. El objetivo de la 
medida es reducir el vertido de residuos sólidos urbanos no peligrosos y generar energía 
mediante la incineración de los residuos (transformación de los residuos en energía).

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático. X   
Adaptación al cambio climático. X   

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.  X

En este caso concreto, la actividad apoyada por la medida tiene un impacto 
previsible insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto 
los efectos directos como los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de 
vida. Existen pruebas de que la medida no dará lugar a riesgos de degradación 
medioambiental relacionados con la preservación de la calidad del agua y el 
estrés hídrico, de conformidad con la Directiva marco sobre el agua (2000/60/CE). 
De acuerdo con la Directiva 2011/92/UE, la fase de comprobación previa del 
proceso de evaluación del impacto ambiental (EIA) concluyó que no se esperan 
efectos significativos.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos. X   
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo. X   
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas. X   
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Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero? X

Las instalaciones apoyadas por la medida tienen por objeto minimizar las 
emisiones de CO2 de origen fósil. Esto se garantiza incinerando solo material de 
biomasa (y no fósil). Este punto está justificado (véase la página X del PRR) y se 
incorpora a los objetivos pertinentes relacionados con el Componente Y.
En cada instalación, existe un plan de supervisión para las fugas de emisiones de 
gases de efecto invernadero, en particular de los residuos almacenados que 
deben tratarse, tal y como se refleja en el diseño de la medida en la página X del 
PRR.

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X

Dado que los tres incineradores de residuos que recibirán ayuda de la medida 
están situados en áreas propensas a desprendimiento de tierras y con una vida 
útil prevista de veinticinco a treinta años, se ha realizado una sólida evaluación del 
riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, utilizando proyecciones climáticas de alta 
resolución y de última generación en una variedad de escenarios futuros 
coherentes con la vida útil esperada de las instalaciones. Las conclusiones de la 
evaluación se han incorporado al diseño de la medida (véase la página X del 
PRR).
Además, la medida especifica la obligación para los agentes económicos de 
elaborar un plan para la aplicación de soluciones de adaptación para reducir los 
riesgos climáticos físicos materiales en las instalaciones de incineración de 
residuos (véase la página X del PRR). Dicha obligación especifica también que las 
soluciones de adaptación no deben afectar negativamente a los esfuerzos de 
adaptación ni al nivel de resiliencia a los riesgos climáticos físicos de otras 
personas, de la naturaleza, de los activos y de otras actividades económicas, y 
que sean consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel local, sectorial, 
regional o nacional.

Transición hacia una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos: ¿Se espera que la medida
(i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o
(ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen con 
medidas adecuadas; o
(iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular?

Ejemplo de 
incumplimiento 
del «principio 

DNSH»

Si bien el objetivo de la medida es desviar, entre otros, los residuos combustibles 
no reciclables de los vertederos, la Comisión probablemente consideraría que esta 
medida desarrolla o «da lugar a un aumento significativo de la generación, 
incineración o eliminación de residuos, excepto la incineración de residuos 
peligrosos no reciclables» por las siguientes razones.
La construcción de nuevas instalaciones de incineración de residuos para 
aumentar la capacidad existente de incineración del país conlleva un aumento 
significativo de la incineración de residuos, que no entran en la categoría de 
residuos peligrosos no reciclables. Por lo tanto, es una infracción directa del 
artículo 17, apartado 1, letra d), inciso ii) («Perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales») del Reglamento de taxonomía.
La medida obstaculiza el desarrollo y despliegue de alternativas disponibles de 
bajo impacto con niveles más elevados de desempeño ambiental (por ejemplo, 
reutilización y reciclaje) y podría conducir a una inmovilización de activos de alto 
impacto, considerando su vida útil y su capacidad. Podrían utilizarse como materia 
prima cantidades significativas de residuos no peligrosos (reciclables y no 
reciclables, indistintamente), dificultando así, en lo que respecta a los residuos 
reciclables, el tratamiento que ocupa un lugar más alto en la jerarquía de residuos, 
incluido el reciclaje. Esto socavaría la consecución de los objetivos de reciclaje a 
nivel nacional/regional y el plan de gestión de residuos nacional/regional/local 
adoptado de conformidad con la Directiva marco sobre residuos modificada.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

X

La medida requiere que las instalaciones apoyadas apliquen las mejores técnicas 
disponibles establecidas en las conclusiones sobre las MTD para la incineración 
de residuos [Decisión de Ejecución (UE) 2019/2010 de la Comisión]. El diseño de 
la medida garantiza este requerimiento (véase la página X del PRR).
Las instalaciones a las que la medida apoya cuentan con el correspondiente 
permiso medioambiental e incluyen la mitigación y seguimiento de los impactos 
ambientales, basándose en las medidas adoptadas para reducir y controlar el nivel 
de ruido, polvo y otras emisiones contaminantes en obras de construcción, 
trabajos de mantenimiento y operaciones (véase la página X del PRR).

Protección y recuperación de la biodiversidad y de los ecosistemas: ¿Se espera 
que la medida
(i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones y la resiliencia 
de los ecosistemas; o
(ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las especies, 
en particular de aquellos de interés para la Unión?

X

Se ha completado una evaluación del impacto ambiental (EIA) o comprobación 
previa, de conformidad con la Directiva 2011/92/UE, y se han aplicado o se 
aplicarán las medidas de mitigación requeridas para la protección del medio 
ambiente, que se reflejan en los hitos y objetivos de la medida X en el 
Componente Y (véase la página X del PRR).
Las instalaciones de incineración no estarán situadas en zonas sensibles en 
cuanto a la biodiversidad, o cerca de ellas [incluida la red Natura 2000 de zonas 
protegidas, los lugares declarados Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO y 
las áreas clave de biodiversidad, así como otras zonas protegidas).

Ejemplo 4: infraestructura de transportes (carreteras).
Descripción de la medida:
Esta medida consistiría en inversiones en dos submedidas:
− Construcción de una nueva carretera, parte de la red transeuropea de transporte TEN-

T básica, destinada a i) conectar mejor una región remota de un Estado miembro con el 
resto del país y ii) mejorar la seguridad vial.
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− Construcción de puntos de carga eléctrica (un punto de carga cada diez vehículos) y 
puntos de repostaje de hidrógeno (un punto de repostaje cada X km) a lo largo de la nueva 
carretera.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «no» explique los motivos

Mitigación del cambio 
climático.

Construcción de la nueva carretera. X   

Construcción de infraestructura de carga y repostaje.  X

Esta submedida puede acogerse al campo de intervención 077 del anexo del 
Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR) con un 
coeficiente de cambio climático del 100 %.
Además, la infraestructura de carga eléctrica y repostaje de hidrógeno (que se 
basará en el hidrógeno limpio producido por electrolizadores) promueve la 
electrificación y, como tal, puede considerarse una inversión necesaria para 
permitir el cambio a una economía climáticamente neutra eficaz. En el 
componente X, páginas Y-Z, del PRR, se proporciona la justificación y las pruebas 
de la expansión a gran escala de la capacidad de generación de energías 
renovables a nivel nacional.

Adaptación al cambio climático. X   
Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos. X   
Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos. X   
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo. X   
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas. X   

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero? X

(Solo en lo que respecta a la submedida relativa a la construcción de una nueva carretera:)
No se espera que la medida genere emisiones de gases de efecto invernadero 
significativas, ya que la nueva carretera forma parte del plan integral en materia de 
transporte (1) destinado a descarbonizar el transporte en línea con los objetivos climáticos 
para 2030 y 2050. En particular, esto se debe a las siguientes medidas complementarias:
‒ La combinación de la inversión vial con infraestructura de carga eléctrica y repostaje de 
hidrógeno;
‒ la reforma X (páginas Y-Z) de este componente, que introduce un peaje para esta 
carretera y otras;
‒ la reforma Y (páginas Y-Z) de este componente, que aumenta los impuestos a los 
combustibles convencionales;
‒ la reforma Z (páginas Y-Z) de este componente, que ofrece incentivos por la compra de 
vehículos de emisión cero;
‒ y las medidas XX y XY (páginas Y-Z) de este componente, que apoyan la transferencia 
modal al ferrocarril y/o a vías navegables interiores.

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X

Dado que la medida se refiere a la construcción de una carretera y a la correspondiente 
infraestructura de carga y repostaje en un área propensa a estrés térmico y variación de la 
temperatura, y dado que la vida útil prevista de los activos supera los diez años, se ha 
realizado una evaluación del riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, utilizando 
proyecciones climáticas en una variedad de escenarios futuros coherentes con la vida útil 
esperada de las instalaciones. En concreto, se ha realizado un análisis del riesgo de 
inundación y se han identificado dos segmentos en los que debe aplicarse una solución de 
adaptación específica. Se ha prestado especial atención a elementos sensibles como 
puentes y túneles. Las conclusiones de la evaluación se han incorporado al diseño de la 
medida (véase la página X del PRR).
Además, la medida especifica la obligación para los agentes económicos de elaborar un 
plan para la aplicación de soluciones de adaptación para reducir los riesgos climáticos 
físicos materiales en la carretera y la infraestructura de carga y repostaje (véase la página X 
del PRR). Dicha obligación especifica que las soluciones de adaptación no deben afectar 
negativamente a los esfuerzos de adaptación ni al nivel de resiliencia a los riesgos 
climáticos físicos de otras personas, de la naturaleza, de los activos y de otras actividades 
económicas, y que sean consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel local, 
sectorial, regional o nacional.

Uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos: ¿Se espera que la 
medida sea perjudicial
i) para el buen estado o el buen potencial ecológico de las masas de agua, 
incluidas las superficiales y subterráneas; o
ii) para el buen estado medioambiental de las aguas marinas?

X

Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental (EIA) para la construcción de la 
carretera y la instalación de la correspondiente infraestructura de carga y repostaje, de 
acuerdo con la Directiva 2011/92/ UE. Se aplicarán los pasos de mitigación necesarios para 
la protección del medio ambiente, lo cual se ha reflejado en el diseño de la medida (véase 
la página X del PRR). La EIA incluía una evaluación del impacto en el estado del agua, de 
acuerdo con la Directiva 2000/60/CE, y se han abordado los riesgos identificados en el 
diseño de la medida (véase la página X del PRR).
Los riesgos de degradación medioambiental relacionados con la preservación de la calidad 
del agua y la prevención del estrés hídrico se identifican y abordan de conformidad con los 
requisitos de la Directiva 2000/60/CE (Directiva marco sobre el agua) y con un plan 
hidrológico de cuenca elaborado para la masa o masas de agua potencialmente afectadas 
en consulta con las partes interesadas pertinentes (véase la página X del PRR).
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Preguntas No Justificación sustantiva

Transición hacia una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos: ¿Se espera que la medida
i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o
ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen con 
medidas adecuadas; o
iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular?

X

La medida requiere que los operadores que llevan a cabo la construcción de la carretera 
garanticen, al menos, el 70 % (en peso) de los residuos no peligrosos de construcción y 
demolición generados en la construcción de la carretera y la correspondiente infraestructura 
de carga y repostaje (con exclusión de los materiales naturales definidos en la categoría 17 
05 04 de la lista de residuos establecida por la Decisión 2000/532/CE de la Comisión) se 
preparen para la reutilización, el reciclaje y la revalorización de otros materiales, incluidas 
las operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir otros materiales, de 
conformidad con la jerarquía de residuos y el Protocolo de gestión de residuos de 
construcción y demolición en la UE.
Los operadores limitarán la generación de residuos durante la construcción, de conformidad 
con el Protocolo de gestión de residuos de la construcción y demolición de la UE y teniendo 
en cuenta las mejores técnicas disponibles, y facilitarán la reutilización y el reciclado de alta 
calidad mediante la eliminación selectiva de materiales, utilizando los sistemas de 
clasificación disponibles para los residuos de la construcción.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

X

No se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, ya que forma parte del plan integral de transporte y está en 
consonancia con el programa nacional de control de la contaminación atmosférica. En 
particular, esto se debe a las siguientes medidas complementarias:
‒ La combinación de la inversión vial con infraestructura de carga eléctrica y repostaje de 
hidrógeno;
‒ la reforma X (páginas Y-Z) de este componente, que introduce un peaje para esta 
carretera y otras;
‒ la reforma Y (páginas Y-Z) de este componente, que aumenta los impuestos a los 
combustibles convencionales;
‒ la reforma Z (páginas Y-Z) de este componente, que ofrece incentivos por la compra de 
vehículos de emisión cero;
‒ y las medidas XX y XY (páginas Y-Z) de este componente, que apoyan la transferencia 
modal al ferrocarril y/o a vías navegables interiores. Además, el ruido y las vibraciones del 
uso de la carretera y de la correspondiente infraestructura de carga y repostaje se mitigarán 
mediante la introducción de barreras que cumplan con la Directiva 2002/49/CE.

Protección y recuperación de la biodiversidad y de los ecosistemas: ¿Se espera 
que la medida
i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones y la resiliencia 
de los ecosistemas; o
ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las especies, 
en particular de aquellos de interés para la Unión?

X

Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental para la construcción de la carretera y 
la correspondiente infraestructura de carga y repostaje, de acuerdo con la Directiva 
2011/92/UE y la Directiva 92/43/CEE. Se han aplicado los pasos de mitigación requeridos 
para reducir la fragmentación y degradación de la tierra, en particular los pasillos verdes y 
otras medidas de conectividad ecológica, así como las especies de animales protegidas 
pertinentes enumeradas en el anexo IV de la Directiva 92/43/CEE, que se han basado en 
objetivos de conservación establecidos, lo cual se ha reflejado en el diseño de la medida 
(véase la página X del PRR).

(1) O, en ausencia de un plan integral de transporte sostenible, un análisis de costes y beneficios específico realizado a nivel de proyecto muestra que el proyecto en sí mismo da 
lugar a una reducción/no da lugar a un aumento de las emisiones de gases de efecto invernadero a lo largo de su ciclo de vida.

Ejemplo 5: programa de desguace de automóviles (ejemplo de incumplimiento del 
«principio DNSH»).

Descripción de la medida:
Esta medida consiste en un programa de desguace para la sustitución de vehículos con 

motor de combustión interna que se utilizan actualmente por otros más eficientes que 
también se basen en la combustión interna (es decir, combustión diésel o gasolina). El 
incentivo adopta la forma de una subvención unitaria por vehículo desguazado y adquirido, 
pero también puede adoptar una forma más sofisticada (deducción fiscal).

El objetivo de la medida es sustituir los vehículos más antiguos y más contaminantes por 
vehículos equivalentes más recientes y, por lo tanto, menos contaminantes. A efectos de 
este ejemplo, se asume que el programa solo requiere el cambio a una nueva generación de 
productos (por ejemplo, un nivel sucesivo de normas europeas) dentro de la misma 
tecnología.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático. X   

Adaptación al cambio climático.  X
La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos.  X
La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos. X   
Prevención y control de la contaminación a la atmósfera; el agua o el suelo. X   
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Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.  X
La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero?

Ejemplo de 
incumplimiento 
del «principio 

DNSH»

Los automóviles de combustión producen CO2 (y emisiones en forma de 
partículas, óxido de nitrógeno, compuestos orgánicos volátiles y varios 
contaminantes atmosféricos peligrosos más, incluido el benceno). En lo que 
respecta a la mitigación del cambio climático, la adquisición de vehículos nuevos 
(para sustituir a los antiguos) reduciría las emisiones, pero seguiría dando lugar a 
emisiones considerables de gases de efecto invernadero (las emisiones medias 
de CO2, medidas en pruebas de laboratorio, de los turismos nuevos matriculados 
en la UE e Islandia en 2018 fueron de 120,8 gramos de CO2 por kilómetro].
Es probable que la Comisión rechace el argumento de que los vehículos diésel o 
de gasolina de nueva generación constituyen la mejor alternativa disponible en el 
sector y que, por lo tanto, la inversión no infringe el principio DNSH. Los vehículos 
eléctricos representan una mejor alternativa disponible con un mayor desempeño 
ambiental (es decir, niveles más bajos de emisiones durante el ciclo de vida) en el 
sector, en términos de mitigación del cambio climático.
Por lo tanto, es probable que la Comisión considere que el programa de desguace 
daría lugar a un daño significativo para la mitigación del cambio climático.

Economía circular y gestión de los residuos: ¿Se espera que la medida
i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o
ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen con 
medidas adecuadas; o
iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular?

X

Se han adoptado medidas para gestionar los residuos tanto en la fase de uso 
(mantenimiento) como al final de la vida útil de la flota, incluso mediante la 
reutilización y el reciclaje de baterías y productos electrónicos (en concreto, las 
materias primas críticas que contienen), de acuerdo con la jerarquía de residuos. 
Se tienen en cuenta los impactos en la producción y el programa no fomentará el 
desguace prematuro de vehículos en servicio. En particular, el programa exige que 
todo vehículo desguazado sea procesado por un centro de tratamiento autorizado 
de conformidad con la Directiva relativa a los vehículos al final de su vida útil 
(2000/53/CE), demostrado por un certificado exigido para participar en dicho 
programa.
Además, la medida va acompañada de una actividad que promueve la recolección 
de partes por los centros de tratamiento autorizados para su reutilización y 
remanufacturación finales.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes (1) a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

Ejemplo de 
incumplimiento 
del «principio 

DNSH»

Los automóviles con motor de combustión emiten, entre otros, monóxido de 
carbono (CO), partículas en suspensión, óxidos de nitrógeno (NOx) e 
hidrocarburos sin quemar. Dadas las prácticas promedio y los requisitos 
regulatorios en la industria (2), es poco probable que la Comisión considere que la 
medida no da lugar a un aumento significativo de las emisiones de contaminantes 
a la atmósfera, por consideraciones similares a las establecidas para la mitigación 
del cambio climático.

(1) Por «contaminante» se entiende la sustancia, vibración, calor, ruido, luz u otros contaminantes presentes en la atmósfera, el agua o el suelo, que pueda tener efectos 
perjudiciales para la salud humana o el medio ambiente.

(2) La composición varía de los motores de gasolina a los motores diésel. El Reglamento (CE) n.º 715/2007, relativo a las normas Euro 5 y Euro 6, establece límites de emisiones 
de contaminantes regulados para los vehículos y fija, concretamente, en 80 mg/km las emisiones de óxidos de nitrógeno (NOx, es decir, las emisiones combinadas de NO y NO2).

Ejemplo 6: irrigación de la tierra.
Descripción de la medida:
La medida prevé principalmente inversiones en un sistema de riego existente y en uso 

en la región X para utilizar métodos de riego más eficientes y promover la reutilización 
segura del agua regenerada. El objetivo es compensar la escasez de agua del suelo 
causada por las sequías y, de ese modo, contribuir a la adaptación al cambio climático, en 
particular en lo que se refiere a los cultivos agrícolas. La medida irá acompañada de la 
promoción y el apoyo a prácticas agrícolas sostenibles, en particular sistemas de riego más 
sostenibles y eficientes y medidas naturales de retención de agua, pasando a cultivos y 
prácticas de gestión con menores necesidades de agua, así como prácticas de fertilización 
más sostenibles.
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Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una 
evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. Esto se garantiza 
porque el nuevo sistema/equipo será eficiente desde el punto de vista energético 
y, por lo tanto, las emisiones absolutas no aumentarán a pesar de un modesto 
aumento en el área irrigada, y/o porque la electricidad para alimentar el equipo 
derivará del viento o del sol.
El riego puede facilitar indirectamente la continuación de las prácticas agrícolas 
que ponen en peligro la función de sumidero de carbono de los suelos agrícolas o 
incluso los convierten en emisores netos. La promoción y el apoyo significativos a 
las prácticas agrícolas sostenibles como parte de la medida no indican ningún 
deterioro adicional por esta razón y deberían conducir a una mejora.

Adaptación al cambio climático. X   
Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos. X   

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos.  X

La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible insignificante en 
este objetivo medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos directos como 
los principales efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. La medida no dará 
lugar a ineficiencias significativas en el uso de recursos ni a un aumento en la 
generación de residuos.

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo. X   
Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas. X   

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas 
en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X

No se espera que la medida vaya en detrimento de la adaptación al cambio climático por las 
siguientes razones:
‒ La parte principal de la medida contribuye de forma limitada a mejorar la resiliencia ante 
los efectos del cambio climático a corto plazo, ya que mejora el riego sin aumentar la 
captación de agua. Esta contribución positiva solo es posible en la medida en que el estado 
actual y previsto de las masas de agua afectadas se encuentre en buen estado (o no se 
espere razonablemente que se deteriore hasta un estado inferior al bueno según 
previsiones fiables). De no ser así, el índice de abstracción sería, por tanto, insostenible, y 
la inversión no se consideraría una medida de adaptación al cambio climático (y sería una 
medida límite de mala adaptación), aunque no empeorase la situación subyacente, ya que 
prolongaría la duración de una estructura fundamentalmente insostenible. En principio, la 
medida puede acogerse al campo de intervención 040 del anexo del Reglamento MRR con 
un coeficiente de cambio climático del 40 %, ya que se trata de una medida de gestión del 
agua destinada a gestionar la escasez de agua, agravada por los riesgos relacionados con 
el clima, es decir, las sequías.
‒ El fomento de prácticas agrícolas sostenibles y medidas de retención natural del agua, 
por el contrario, encajaría en el ámbito de intervención 037, apoyando directamente el 
objetivo de adaptación al cambio climático. Para que toda la medida pueda acogerse al 
apartado 037, esto último tendría que ser predominante, o al menos lo suficientemente 
convincente en cuanto a tamaño, escala y detalle.

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos: ¿Se espera 
que la medida sea perjudicial
i) para el buen estado o el buen potencial ecológico de las masas de agua, 
incluidas las superficiales y subterráneas; o
ii) para el buen estado medioambiental de las aguas marinas?

X

No se prevé que la medida sea perjudicial para el uso sostenible y la protección de los 
recursos hídricos y marinos. La medida está destinada a mejorar el uso sostenible de los 
recursos hídricos, en concreto:
‒ apoyar el cambio de los agricultores a cultivos y prácticas de gestión con menores 
necesidades de agua; apoyar a los agricultores para que apliquen medidas que aumenten 
la capacidad de retención de agua del suelo y el almacenamiento de agua a nivel de 
explotación;
‒ aplicar un sistema de riego que permita la reutilización del agua de conformidad con la 
Directiva marco sobre el agua y que no dé lugar a un aumento de la captación de agua. La 
medida incluirá inversiones en infraestructuras para permitir la reutilización segura del agua 
recuperada para fines agrícolas. Gracias a esta inversión, será posible utilizar aguas 
residuales urbanas tratadas para el riego de campos de cultivo cercanos y prepararse para 
la aplicación del nuevo Reglamento relativo a los requisitos mínimos para la reutilización del 
agua (UE/2020/741).
‒ invertir en sistemas de riego más sostenibles y eficientes que requieran menos agua, 
como el riego localizado. Esto dará lugar, al mismo tiempo, a una menor fuga de nutrientes 
a las aguas subterráneas, así como a las masas de agua interiores cercanas.
‒ En los casos en que la actividad implique la extracción de agua, la autoridad competente 
ha otorgado un permiso para la extracción de agua, especificando las condiciones para 
evitar el deterioro y garantizar que las masas de agua afectadas alcancen un buen estado 
cuantitativo (en el caso de las aguas subterráneas) o un buen estado o potencial ecológico 
(en el caso de aguas superficiales) a más tardar en 2027, de acuerdo con los requisitos de 
la Directiva marco del agua 2000/60/CE.
‒ Se ha realizado una evaluación de impacto ambiental de acuerdo con la Directiva de la 
EIA, y se han identificado y reflejado en el diseño de la medida todas las medidas de 
mitigación necesarias (véase la página X del PRR).
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Preguntas No Justificación sustantiva

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

X

No se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo debido:
‒ al uso de equipos de consumo de energía ultra eficientes o que se alimentan con fuentes 
de energías renovables;
‒ a la instalación de sistemas de riego más eficientes (explicados más arriba), lo que 
reducirá la escorrentía de nutrientes de la agricultura;
‒ con el apoyo a los agricultores para que cambien a cultivos y prácticas de gestión con 
menores necesidades de agua y el aumento de la disponibilidad de agua a nivel de 
explotación, se utilizará menos agua para el riego;
‒ al apoyo a las prácticas agrícolas sostenibles que, a su vez, requerirán menos pesticidas, 
lo que reducirá la contaminación del agua y la tierra.

Protección y recuperación de la biodiversidad y los ecosistemas: ¿Se espera que 
la medida
i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones y la resiliencia 
de los ecosistemas; o
ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las especies, 
en particular de aquellos de interés para la Unión?

X

La medida no tendrá efectos perjudiciales sobre la biodiversidad ni los ecosistemas porque:
‒ los proyectos de riego cubiertos por esta medida no están situados en sitios protegidos o 
no tendrán efectos negativos en dichos sitios, a la luz de sus objetivos de conservación. 
Cualquier perturbación de las especies o impacto negativo en hábitats fuera de esos sitios, 
tanto durante las fases de construcción como de operación, se evitará a través de las 
medidas necesarias de prevención y mitigación, que se reflejan en el diseño de la medida 
(véase la página X del PRR);
‒ se ha realizado una evaluación de impacto ambiental de acuerdo con la Directiva de la 
EIA, y se han identificado y reflejado en el diseño de la medida todas las medidas de 
mitigación necesarias (véase la página X del PRR);
‒ cumple los requisitos de la Directiva sobre hábitats y la Directiva sobre aves; fue objeto 
de una evaluación del artículo 6, apartado 3, en el marco de la Directiva de conservación de 
los hábitats naturales (integrada en este caso concreto en el procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental), que excluyó efectos significativos en los lugares la red Natura 2000;
‒ al apoyar las prácticas agrícolas sostenibles, requerirá menos plaguicidas, lo que mitigará 
el impacto negativo en la biodiversidad (insectos, aves, vida en el suelo) y podrá incluir una 
mayor diversidad de cultivos, apoyando también la biodiversidad.
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§ 7

Orden HFP/168/2022, de 7 de marzo, por la que se regula el 
funcionamiento y estructura del Registro Estatal de las entidades 
interesadas en los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y 

Transformación Económica

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 59, de 10 de marzo de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-3713

El Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia recoge una serie de principios de gestión, 
enfocados a la consecución de una implementación eficaz y a la consecución de objetivos 
vinculados a los proyectos asignados en el marco del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia, destacando por la importancia que van a tener en la absorción de los fondos 
los principios de planificación estratégica y gestión por objetivos, y los principios de agilidad, 
celeridad, simplicidad y claridad en los procedimientos, procesos y ejecución de tareas.

En el Capítulo II del Título II de esa norma se recoge una nueva figura de colaboración 
público privada: el Proyecto Estratégico para la Recuperación y Transformación Económica 
(PERTE) que se configura como la clave para la ejecución de los distintos proyectos 
tractores contemplados en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, lo que 
hace necesario adaptar el marco normativo de los instrumentos de la colaboración público-
privada a fórmulas que, manteniendo los controles y exigencias comunitarias, permitan 
fórmulas más flexibles y adaptativas a los requerimientos de los proyectos financiables con 
el Instrumento Europeo de Recuperación. Con ello se pretende reforzar a aquellos proyectos 
incluidos en el mismo que contribuyan claramente al crecimiento económico, al empleo y a la 
competitividad de nuestro país.

Se trata de proyectos de carácter estratégico, con un importante potencial de arrastre 
para el resto de la economía, y que exigen la colaboración entre Administraciones, empresas 
y centros de investigación para conseguir que escalen sus operaciones en nuestro país.

Para el adecuado seguimiento de esta categoría, se establece en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, que se pondrá en funcionamiento el Registro 
Estatal de entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y 
Transformación Económica, dependiente del Ministerio de Hacienda (actual Ministerio de 
Hacienda y Función Pública), en el que se inscribirán todas las entidades vinculadas al 
desarrollo de un PERTE, independientemente de su naturaleza jurídica pública o privada y 
de su forma de constitución.

El Registro estatal contendrá la inscripción de las entidades, públicas o privadas, 
interesadas en esos proyectos, con secciones diferenciadas para cada uno de los PERTE.
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El procedimiento se realizará en dos fases, una primera, de acreditación, en la que 
corresponderá a los ministerios competentes en cada uno de los PERTES establecer 
reglamentariamente las condiciones técnicas, económicas y jurídicas exigibles, recibir las 
solicitudes de los interesados, valorarlas y acordar o denegar la acreditación y una segunda, 
de inscripción, en la que por parte de los ministerios responsables se comunicarán las 
resoluciones de acreditación adoptadas a la Intervención General de la Administración del 
Estado a efectos de su inscripción en el Registro estatal.

El acceso al Registro será público y se regirá por lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

La presente orden se dicta en ejercicio de la habilitación legal contenida en el artículo 9.4 
y en la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre.

Esta orden cumple con los principios de buena regulación, de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia previstos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Así, se han atendido los principios de necesidad y eficacia, al estar la iniciativa normativa 
justificada por la necesidad de completar el desarrollo reglamentario del Real Decreto-ley 
36/2020, de 30 de diciembre. De la misma manera, en cumplimiento del principio de 
proporcionalidad, la norma se limita a la regulación imprescindible para la regulación del 
Registro Estatal de entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la 
Recuperación y Transformación Económica, y de la articulación del procedimiento para 
solicitar al Ministerio de Hacienda y Función Pública la inscripción de la entidad interesada al 
que se refiera.

Por otra parte, en virtud del principio de seguridad jurídica, mediante esta norma, se da 
coherencia y se armonizan las actuaciones de inscripción, conforme con lo ya señalado en el 
Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre.

Igualmente, se ha tenido en cuenta el principio de transparencia, definiéndose el objeto y 
ámbito de aplicación, proporcionando a través del Registro un portal de difusión único de 
todas las entidades acreditadas en todos los PERTES aprobados.

Finalmente, en aplicación del principio de eficiencia, la orden, racionalizando el proceso 
de inscripción, persigue una mejor utilización de los recursos públicos.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y principios de actuación.
1. La orden tiene por objeto regular la estructura y funcionamiento del Registro Estatal de 

las entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y 
Transformación Económica (en adelante, REPERTE) en el ámbito de la Administración 
General del Estado, así como los procedimientos necesarios para su utilización por los 
departamentos ministeriales interesados, como un instrumento de inscripción y certificación 
de la acreditación de las entidades interesadas en los PERTE aprobados por Consejo de 
Ministros.

2. Los principios de funcionamiento aplicables al Registro son:
a) Legitimación: el contenido de las inscripciones se presume exacto y válido, otorgando 

certeza y seguridad sobre los datos que para cada entidad están inscritos.
b) Integridad: le corresponde garantizar que la información está protegida contra 

modificaciones o destrucciones no autorizadas.
c) Unicidad: integrará, en un único sistema informático, la información relativa a las 

entidades interesadas en los PERTE que hayan sido acreditadas por cada departamento 
ministerial.

d) Publicidad: el contenido del REPERTE es público.
3. Para sus funciones como Registro, la gestión de los procedimientos, la práctica y 

gestión de los asientos registrales, así como para el almacenamiento de la información, el 
REPERTE utilizará sistemas electrónicos.

CÓDIGO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

§ 7  Registro Estatal entidades interesadas Proyectos Estratégicos Recuperación y Transformación

– 180 –



Artículo 2.  Ámbito subjetivo.
El REPERTE incluirá la inscripción de todas las entidades acreditadas como interesadas 

en un PERTE, públicas o privadas, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, ámbito 
territorial, independientemente de su forma de constitución, que hayan sido acreditadas por 
algún departamento ministerial como entidades interesadas en un PERTE aprobado por 
Acuerdo de Consejo de Ministros, de acuerdo con el procedimiento que cada uno 
establezca.

Artículo 3.  Régimen jurídico y publicidad.
1. El REPERTE será de acceso libre para cualquier ciudadano, se publicará en el portal 

de Internet de la Intervención General de la Administración del Estado, y su acceso se regirá 
por lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno.

2. El acceso y la publicidad del REPERTE tendrá el alcance y los límites recogidos en la 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales y demás disposiciones dictadas en su desarrollo, incluyendo en lo que 
resulte de aplicación, el Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016.

Artículo 4.  Estructura del REPERTE.
1. El Registro se dividirá en secciones que corresponderán a cada uno de los PERTE 

que hayan sido aprobados por Acuerdo de Consejo de Ministros según lo dispuesto en el 
Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre. En cada una de las secciones se podrán abrir 
subdivisiones al nivel de proyecto si se establecen requisitos diferentes para la acreditación 
de las entidades interesadas.

2. En cada una de las secciones se inscribirán las entidades que hayan sido acreditadas 
como interesadas en el PERTE por el departamento ministerial competente por razón de la 
materia.

Artículo 5.  Órganos competentes.
1. La Intervención General de la Administración del Estado, integrada orgánicamente en 

el Ministerio de Hacienda y Función Pública, asume la gestión funcional y técnica del 
REPERTE.

2. Será responsable del Registro la persona titular de la Subdirección General de 
Estudios y Coordinación de la Intervención General de la Administración del Estado.

Al responsable del Registro le corresponde la inscripción de las entidades acreditadas, a 
solicitud del órgano competente del departamento ministerial correspondiente por razón de la 
materia, y hacer efectiva la publicidad del contenido.

3. En virtud de lo dispuesto en los artículos 9 y 10 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 
de diciembre, corresponde a los titulares de los departamentos ministeriales competentes 
por razón de la materia en relación con cada uno de los PERTE aprobados: establecer la 
regulación de cada sección del Registro, determinar las condiciones técnicas, económicas y 
jurídicas exigibles para la acreditación de las entidades, recibir las solicitudes de los 
interesados, valorarlas y acordar o denegar la acreditación de las entidades a inscribir, y 
designar el órgano responsable para dictar la acreditación y remitir la documentación al 
Registro.

Artículo 6.  Funciones.
El REPERTE realizará las siguientes funciones:
a) Dar difusión a los actos administrativos de acreditación de entidades interesadas de 

los distintos departamentos ministeriales responsables de los PERTE.
b) Garantizar una estructura común de los datos de las entidades interesadas en los 

PERTE.
c) Proporcionar un acceso a los datos de las entidades acreditadas.
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d) Certificar la inscripción de una entidad en el Registro como acreditada por el Ministerio 
competente.

Artículo 7.  Creación de las secciones en el REPERTE.
1. En el plazo de cinco días hábiles desde la publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado» del Acuerdo del Consejo de Ministros que aprueba un PERTE, el responsable del 
Registro procederá a la creación de la sección correspondiente.

2. En cada sección constará la siguiente información:
a) Denominación (Titulo del PERTE), así como los distintos proyectos diferenciados 

dentro del mismo.
b) Ministerio o ministerios, en su caso, al que pertenece la presidencia del Órgano de 

Gobernanza, con su correspondiente código del Directorio de Unidades Orgánicas y Oficinas 
de Registro de las Administraciones Públicas (DIR3).

c) Objetivos.
d) Acuerdo de Consejo de Ministros en el que se apruebe y fecha de publicación en el 

BOE.
e) Orden ministerial que regule el procedimiento para la declaración como entidad 

acreditada.
3. El órgano competente para resolver el procedimiento de acreditación validará la 

información anterior antes del primer envío de solicitudes de inscripción de entidades 
acreditadas.

Artículo 8.  Procedimiento y medios de inscripción de las entidades interesadas.
1. Corresponde a los ministerios competentes en cada PERTE, a través del órgano 

responsable para resolver el procedimiento, de acuerdo con la regulación de la sección 
correspondiente a la que se refiere el artículo 5.3, presentar las solicitudes de inscripción de 
las entidades acreditadas a través de los medios electrónicos habilitados al efecto por la 
Intervención General de la Administración del Estado.

2. Dichas solicitudes se aportarán a través de formularios electrónicos normalizados, con 
los datos requeridos para cada entidad interesada, a los que se acompañará la copia 
electrónica del acto administrativo que certifique la acreditación de las entidades interesadas 
a inscribir y sus datos.

Artículo 9.  Información a remitir por el órgano competente respecto de cada entidad 
acreditada a inscribir.

1. Los datos que remitirá cada órgano competente para cada entidad acreditada son los 
que constan en el formulario electrónico del Anexo.

2. Todos los datos del formulario tienen carácter obligatorio e incluye dos tipos de datos:
a) Datos certificados por el departamento ministerial, que deberán constar en la 

documentación que se remita al REPERTE acompañando a los formularios de las entidades 
acreditadas de las que solicita inscripción, sobre los siguientes extremos:

– Denominación social.
– NIF.
– Denominación del PERTE en el que han sido acreditados, especificando la 

denominación del Proyecto, en su caso.
– Si forma parte de una agrupación, así como su denominación.
b) Resto de datos que figuran en el anexo. Para estos datos, el órgano competente en 

cada sección no deberá incorporar documentación adicional.
3. Los datos anteriores figurarán en el Registro. No obstante, las certificaciones que se 

expidan incluirán únicamente los datos del apartado 2.a).
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Artículo 10.  Plazo de presentación y recepción de las solicitudes e inscripción en el 
Registro.

1. El plazo para presentar la solicitud de inscripción a la que se refiere al artículo 8.1 será 
de tres días hábiles contados a partir del momento en el que se produce el acto de 
acreditación de la entidad interesada en el ministerio competente.

2. Tras la presentación de la solicitud de inscripción a la que se refiere el artículo 8.1, la 
aplicación informática de la Intervención General de la Administración del Estado emitirá y 
proporcionará automáticamente un acuse de recibo sellado electrónicamente, mediante un 
sello electrónico basado en certificado electrónico cualificado de los previstos en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público que será puesto 
automáticamente a disposición del órgano competente en cada ministerio para resolver el 
procedimiento de acreditación, con el siguiente contenido:

a) El número o código de entrada asignado a la solicitud de inscripción.
b) La fecha y hora de presentación.
c) El contenido del formulario de solicitud establecido en el artículo 9.
3. Una vez recibida la solicitud, en el plazo máximo de cinco días hábiles se procederá a 

la inscripción en el Registro, siempre y cuando los datos del apartado a) del artículo 9.2 
coincidan con la documentación administrativa aportada.

Si existieran discrepancias, se abrirá un plazo de otros cinco días hábiles para la 
subsanación por parte del departamento correspondiente.

Subsanada la solicitud, se procederá a la inscripción en el REPERTE.

Artículo 11.  Certificaciones.
1. Una vez inscrita la solicitud, se generará el correspondiente certificado de inscripción 

mediante un sello electrónico basado en certificado electrónico cualificado de los previstos 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, que será puesto a disposición del órgano competente 
para resolver el procedimiento de acreditación a través de la aplicación informática de la 
Intervención General de la Administración del Estado.

2. Las certificaciones de inscripción de una entidad podrán ser solicitadas por los 
interesados a través de internet, en las condiciones que se establezcan en el sitio web de la 
propia Intervención General de la Administración del Estado.

3. Los certificados de inscripción son el único medio de acreditar fehacientemente el 
contenido de la inscripción en el Registro.

Artículo 12.  Pérdida de vigencia del PERTE.
1. Corresponderá al órgano competente para resolver el procedimiento de acreditación, 

en relación con cada PERTE, comunicar a la Intervención General de la Administración del 
Estado la pérdida de vigencia o finalización del PERTE correspondiente.

2. La cancelación de la sección supondrá la baja de las entidades acreditadas que 
estuvieran inscritas en dicha sección.

3. Corresponderá a cada departamento ministerial comunicar, en el plazo de diez días 
hábiles, a las entidades acreditadas que figurasen en la sección cancelada, su baja en la 
sección correspondiente.

Artículo 13.  Cancelación y modificación de las inscripciones.
1. Si una entidad inscrita en alguna sección del Registro perdiese la acreditación, o se 

modificaran los datos acreditados en el apartado a) del artículo 9.2, o se produjese algún 
cambio en las condiciones que motivaron su acreditación, el órgano competente para 
resolver el procedimiento de acreditación en cada PERTE deberá comunicarlo al Registro 
mediante solicitud de modificación o cancelación que se tramitará según lo dispuesto en el 
artículo 8 para las solicitudes de inscripción.

2. La baja o modificación de la información de la entidad afectada deberá realizarse por 
la Intervención General de la Administración del Estado en el plazo de cinco días hábiles 
desde la recepción de la comunicación.
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Artículo 14.  Modificación de los datos adicionales o rectificación de errores.
Los errores materiales, de hecho, o aritméticos que se detecten en el contenido de los 

datos a los que se refiere el apartado b) del artículo 9.2, serán rectificados de oficio o a 
instancia del responsable de cada ministerio en cualquier momento.

Disposición adicional primera.  Actualización de modelos normalizados.
Corresponde a la persona titular de la Intervención General de la Administración del 

Estado la actualización del formulario electrónico previsto en el anexo de esta orden, así 
como la aprobación de otros formularios que, en su caso, resulten precisos para la gestión 
de dicho Registro.

Disposición adicional segunda.  No incremento de gasto público.
El funcionamiento de este Registro no supondrá incremento de gasto público y será 

atendido con los medios personales y materiales actuales de la Intervención General de la 
Administración del Estado.

Disposición transitoria única.  
En tanto no esté disponible la aplicación informática de la Intervención General de la 

Administración del Estado a través de la que se dará soporte al Registro Estatal de las 
entidades interesadas en los PERTE, la remisión por el órgano competente de la información 
exigida en el artículo 9, por cada entidad acreditada en un PERTE, se hará a través de 
registro electrónico dirigido a la Intervención General de la Administración del Estado.

La información del artículo 9 se proporcionará en un fichero con la estructura y formato 
que se publique en el sitio web de la Intervención General de la Administración del Estado.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta orden se dicta al amparo del artículo 149.1. 18.ª de la Constitución Española, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».

ANEXO
Datos entidad interesada en el PERTE

a) Datos certificados por el responsable del ministerio competente:

Denominación de la entidad
NIF
Sección-PERTE y proyecto, en su caso, para el que se acredita
Agrupación con la que hace la propuesta conjunta

b) Datos adicionales:

Datos postales: dirección, código postal, provincia y CCAA
Forma jurídica de la entidad
Objeto social/Actividad
CNAE
Pyme (sí/no)
Entidad pública/privada
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§ 8

Documentación complementaria

– Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (acceso) 
– Recovery and Resilience Facility Financing Agreement (acceso) 
– Documento disposiciones operativas del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia (acceso) 
– Anexo revisado de la Decisión de Ejecución del Consejo relativo a la aprobación de la 

evaluación del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (acceso)
– Orientaciones para el Refuerzo de los mecanismos para la prevención, detección y 

corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, referidos en el artículo 6 de 
la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (acceso)
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https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/160621-Plan_Recuperacion_Transformacion_Resiliencia.pdf
https://www.fondoseuropeos.hacienda.gob.es/sitios/dgpmrr/es-es/Documents/ESRRFFinancingAgreement.pdf
https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/countersugned_es-_rrf.pdf
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CONSIL:ST_10150_2021_ADD_1_REV_2&from=ES
https://www.fondoseuropeos.hacienda.gob.es/sitios/dgpmrr/es-es/Documents/Orientaciones%20plan%20antifraude%20PRTR_SGFE_MHFP_enero%202022.pdf
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